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ditorial

16 de junio. día internacional  
de la solidaridad con el Pueblo en lucha de sudáfrica

“Nadie nace odiando a otra persona por el color de su piel, su historia o 
religión. La gente aprende a odiar, y si pueden aprender a odiar, pueden 
aprender a amar pues el amor le viene más natural al corazón del hombre.”

Nelson Mandela †

Ex Presidente de Sudáfrica

EL 9 DE NOVIEMBRE DE 1976, la Organización de las Naciones Unidas (ONU), a través 
de la Resolución 3068, proclamó el 16 de junio como el Día Internacional de la Solida-
ridad con el Pueblo en Lucha de Sudáfrica. Asimismo, durante su 58a. sesión plenaria, 
instó a los Estados Miembros a observar este día en la forma más adecuada.1

Dicha decisión, se dio luego del establecimiento de una política discriminatoria a través 
de la creación forzada de territorios reservados mejor conocidos como bantustanes en 
Sudáfrica. Esta política conocida como apartheid, destruyó la integridad territorial del 
país, perpetuó la dominación de la minoría blanca, y desposeyó al pueblo africano de 
Sudáfrica de sus derechos inalienables.2

Cabe destacar que el término apartheid significa en afrikaans, variante sudafricana del 
holandés, separación. Surgió en el país en 1944 y perduró hasta 1990 de forma siste­
mática, hasta la toma de presidencia de Nelson Mandela, mítico militante que había 
sido recluido en una prisión durante veintisiete años.3

El objetivo del apartheid era separar las razas en el terreno jurídico (Blancos, Asiáticos, 
Mestizos o Coloured, Bantúes o Negros), estableciendo una jerarquía en la que la raza 
blanca dominaba al resto (Population Registration Act), y en el plano geográfico, me­
diante la creación forzada los Bantustanes (Group Areas Act).4

1  http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=A/RES/31/6
2  Idem.
3  http://www.historiasiglo20.org/GLOS/apartheid.htm
4  Idem.
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Aunado a lo anterior, el 16 de junio de 1991 la Unión Africana proclamó el 16 de junio 
como el Día Internacional del Niño Africano. Esta conmemoración fue aprobada para 
honrar a aquellos que habían dado sus vidas por la causa de la libertad en Sudáfrica, 
así como para llamar la atención sobre la difícil situación, no sólo de los niños en el sur 
de África, sino de todo el continente.5

El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), se unió a la organización 
regional africana para celebrar estos esfuerzos, promover el cambio social y poner fin 
a las prácticas extremas que todos los años ponen en peligro las vidas y la salud de 
cientos de miles de niños y niñas.6

En 2014, el tema de la conmemoración se concentró en el derecho a participar de los 
ni ños a fin de exhortar a los Estados a escuchar y oír a los niños, particularmente 
cuando se encuentren en situaciones de emergencia.7 En África occidental y central, 
por ejemplo, dos de cada diez niños no llegan a contar con cinco años de edad. Por ello, 
se publi có el informe “Gotas de vida”, en el que establece que los niños de estas regio­
nes pue den tener mayores probabilidades de vida siempre y cuando reciban la vitamina A.8

5  https://rosanasalinas.wordpress.com/2014/06/16/16­de­junio­dia­internacional­de­la­solida­
ridad­con­los­pueblos­en­lucha­de­sudafrica­y­dia­internacional­del­nino­africano/

6  Idem.
7  http://www.unicef.org/wcaro/4501_5048.html
8   http://www.unicef.org/wcaro/english/documents_publications_4662.html
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xpedientes de queja

a. ExPEdiEntEs dE quEja rEgistrados En El PEriodo
Por visitaduría y total

B. ExPEdiEntEs dE quEja En trámitE
Por visitaduría y total

segunda Visitaduría

cuarta Visitaduría

número total de expedientes

Primera Visitaduría

Quinta Visitaduría

Tercera Visitaduría

sexta Visitaduría

323
178

164
159

95
57

976

número total de expedientes

Primera Visitaduría

segunda Visitaduría

Quinta Visitaduría

sexta Visitaduría

5,008

1,275
1,157

999
Tercera Visitaduría

456
444

cuarta Visitaduría
677
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c. total dE ExPEdiEntEs concluidos y Por visitaduría

a. formas de conclusión de expedientes en cada visitaduría

Total de expedientes 
concluidos

Orientación al quejoso
y/o remisión de la queja

acumulación de expedientes

resuelto durante 
el trámite

Por no existir 
materia

recomendación del Programa de Quejas

conciliación

920

395

278

188

24

desistimiento del quejoso
Falta de interés del quejoso4

20
6

5

51

sexta
Visitaduría

128

segunda
Visitaduría

1

cuarta
Visitaduría

14

Tercera Visitaduría

27

Primera
Visitaduría

57

Quinta
Visitaduría

166

Primera
Visitaduría

12

segunda
Visitaduría

28

cuarta 
Visitaduría

116

Tercera
Visitaduría

45

Quinta
Visitaduría

    28

sexta
Visitaduría
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1

segunda
Visitaduría

 4

Quinta
Visitaduría

6

Quinta
Visitaduría

79

segunda
Visitaduría

51 

Quinta
Visitaduría

32

 
 

cuarta  
Visitaduría

2

Tercera
Visitaduría

24

sexta
Visitaduría

3

Primera
Visitaduría

5

segunda
Visitaduría

8

Tercera
Visitaduría

7

Quinta
Visitaduría

      1

sexta
Visitaduría

19

Tercera
Visitaduría

  1

Primera
Visitaduría

1

Quinta 
Visitaduría

3

cuarta  
Visitaduría
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b. situación de los expedientes 
de queja en trámite

Total de expedientes en trámite

4,757

251

Presunta violación

Pendiente de calificación
por falta de información
del quejoso

5,008

1,152

Primera
Visitaduría

1,115

segunda
Visitaduría

631

Tercera
Visitaduría

452

cuarta
Visitaduría

987

Quinta
Visitaduría

420

sexta
Visitaduría

160 

segunda 
Visitaduría

  5 

Primera
Visitaduría

24

sexta
Visitaduría

          4

cuarta 
Visitaduría

           12

 
Quinta

Visitaduría

46

Tercera
Visitaduría
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d. ExPEdiEntEs dE quEja concluidos 
dE los rEgistrados En El PEriodo

 

E. ExPEdiEntEs dE quEja rEgistrados y concluidos

Mes
expedientes 

registrados en 
el periodo

expedientes 
concluidos en 

el ejercicio

expedientes 
concluidos de 
los registrados 

en el mes

expedientes 
concluidos de 
los registrados 

en meses anteriores

enero 661 635 26 609

Febrero 653 880 40 840

Marzo 963 1,074 104 970

abril 838 916 79 837

Mayo 1,012 933 154 779

Junio 976 920 123 797

Total de expedientes concluidos 
registrados durante el periodo

123

73Primera Visitaduría

Tercera Visitaduría

sexta Visitaduría
cuarta Visitaduría

segunda Visitaduría

Quinta Visitaduría

20

18
8

3
1
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f. autoridadEs sEñaladas como rEsPonsaBlEs 
dE violacionEs, rEsPEcto dE las quEjas En trámitE

núm. de 
quejas

PGJeO 19
UnaM 19

cOndUseF 20
PGJecO 20

ssPeV 21
ssPeTaM 22

PGJdF 23
sagarpa 23
PGJeM 24

saT 24

PGJeMe 25
PGJeTa 25

PGJeV 25
sedatu 26

ssPecO 26
Fovissste 29

Pa 32
Pemex 42

ss 42
cns 48

segob 49
sre 49

semarnat 52
conagua 59
Profepa 59

scT 66
cFe 107

sedesol 109
infonavit 199

isssTe 251
inM 304

semar 317
seP 360

sedena 458
PFsG 559
PGr 570

OadPrsssP 580
iMss 807
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siglas autoridad responsable

UNAM Universidad Nacional Autónoma de México
CONDUSEF Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de los Servicios 

Financieros
PGJECO Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila
SSPEV Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Veracruz

SSPETAM Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Tamaulipas
PGJDF Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal
Sagarpa Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación
PGJEM Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoacán

SAT Servicio de Administración Tributaria de la SHCP
PGJEME Procuraduría General de Justicia del Estado de México
PGJETA Procuraduría General de Justicia del Estado de Tamaulipas
PGJEV Procuraduría General de Justicia del Estado de Veracruz
Sedatu Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano

SSPECO Secretaría de Seguridad Pública del Estado de Coahuila
Fovissste Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 

del Estado
PA Procuraduría Agraria

Pemex Petróleos Mexicanos
SS Secretaría de Salud

CNS Comisión Nacional de Seguridad
Segob Secretaría de Gobernación
SRE Secretaría de Relaciones Exteriores

Semarnat Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales
Conagua Comisión Nacional del Agua
Profepa Procuraduría Federal de Protección al Ambiente

SCT Secretaría de Comunicaciones y Transportes
CFE Comisión Federal de Electricidad

Sedesol Secretaría de Desarrollo Social
Infonavit Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores
ISSSTE Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado

INM Instituto Nacional de Migración de la Secretaría de Gobernación
Semar Secretaría de Marina
SEP Secretaría de Educación Pública

Sedena Secretaría de la Defensa Nacional
PFSG Policía Federal de la Secretaría de Gobernación
PGR Procuraduría General de la República

OADPRSSSP Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social  
de la Secretaría de Gobernación

IMSS Instituto Mexicano del Seguro Social
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xpedientes de recursos  
de inconformidad

a. ExPEdiEntEs dE rEcursos 
dE inconformidad rEgistrados En El PEriodo

B. causas dE conclusión

Total de expedientes

411

en trámite

282
73

registrados

concluidos

56

Total 
de expedientes

56

desestimada  
o infundada

55
1
recomendación dirigida 
a organismo local
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c. rEcursos dE inconformidad En trámitE
En contra dE comisionEs EstatalEs

2
2
2
2
2

4
4

4
4

5
6 6 6

6

Yucatán

Tamaulipas
Zacatecas

Hidalgo

Guanajuato

7
8

9
10

10

10
10101515

Oaxaca
Michoacán

san Luis Potosí
nayarit

Tlaxcala

aguascalientes

campeche

Quintana roo
Baja california

colima

coahuila

Tabasco

Puebla
nuevo León

sonora

chihuahua

Jalisco

estado de México

Morelos

chiapas

sinaloa

Veracruz

Total de recursos 
de inconformidad

distrito 
Federal

15
18

21
31

38

Guerrero

282
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ecomendaciones

a. rEcomEndacionEs Emitidas durantE El mEs

recomendación 
núm. autoridad derecho 

vulnerado Motivo de violación Visitaduría

Programa General de Quejas

16 Gobernador Constitucional  
del Estado de Michoacán

Seguridad jurídica Prestar indebidamente el servicio público. 4a.

18 Gobernador Constitucional  
del Estado de Chiapas

H. Ayuntamiento de Arriaga, 
Chiapas

Integridad y seguridad 
personal

Legalidad

Libertad

Seguridad jurídica

Trato digno

Trato cruel, inhumano o degradante.

Detención arbitraria.

Incomunicación.

Faltar a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 
y eficacia en el desempeño de las funciones, 
empleos, cargos o comisiones.
Integrar la averiguación previa de manera irregular  
o deficiente.
Omitir dar información al inculpado sobre quién y de 
qué delito se le acusa, así como el procedimiento  
en general.
Omitir el ejercicio del principio de la exacta aplicación 
de la ley.
Omitir, obstaculizar o impedir la comunicación con su 
defensor o sus familiares.

Ejercer violencia desproporcionada durante  
la detención.

5a.

19 Instituto Mexicano del Seguro 
Social

Trato digno

Vivir una vida libre de 
violencia (obstétrica)

Protección de la salud 
materna

Faltar a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 
y eficacia en el desempeño de las funciones, 
empleos, cargos o comisiones.

Prestar indebidamente el servicio público.

Realizar deficientemente los trámites médicos.

Negligencia médica.

4a.
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recomendación 
núm. autoridad derecho 

vulnerado Motivo de violación Visitaduría

20 Gobernador Constitucional  
del Estado de Morelos

Trato digno

Protección de la salud

Vida

Omitir brindar atención médica o psicológica  
de urgencia.
Infringir los derechos de maternidad.

Negligencia médica.
Integración irregular de expedientes.

Privación de la vida del producto de la concepción.

4a.

Programa de inconformidades

17 Comisión de Derechos 
Humanos del Estado  
de Quintana Roo

Inconformidad Impugnación de la resolución definitiva (CEDH) 
contra Recomendación.

2a.
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onciliaciones

conciliacionEs formalizadas durantE El mEs 

autoridad Motivo de violación núm. de 
expediente Visitaduría

Policía Federal de la Secretaría de 
Gobernación

– Detención arbitraria.
– Trato cruel, inhumano o degradante.

2012/6450 1a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Detención arbitraria.
– Omitir proporcionar atención médica.
– Prestar indebidamente el servicio público.

2013/7898 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Acciones u omisiones contrarias a los derechos  
de las personas privadas de su libertad.

– Omitir proporcionar atención médica.

2014/130 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Omitir proporcionar atención médica. 2014/855 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Detención arbitraria.
– Omitir proporcionar atención médica.

2014/3863 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Acciones u omisiones contrarias a los derechos  
de las personas privadas de su libertad.

2014/3899 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Prestar indebidamente el servicio público. 2014/4431 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Omitir proporcionar atención médica. 2014/6683 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Omitir proporcionar atención médica. 2014/6738 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Omitir proporcionar atención médica. 2014/7012 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Omitir proporcionar atención médica. 2014/7500 3a.
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autoridad Motivo de violación núm. de 
expediente Visitaduría

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Acciones u omisiones contrarias a los derechos  
de las personas privadas de su libertad.

2014/8183 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Acciones u omisiones contrarias a los derechos  
de las personas privadas de su libertad.

2014/8205 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Omitir proporcionar atención médica. 2014/8389 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Omitir proporcionar atención médica. 2014/8393 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Omitir proporcionar atención médica. 2015/404 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Omitir dar respuesta a la petición formulada por cualquier 
persona en ejercicio de su derecho.

2015/964 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Acciones u omisiones contrarias a los derechos  
de las personas privadas de su libertad.

– Omitir proporcionar atención médica.

2015/980 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Omitir proporcionar atención médica. 2015/1189 3a.

Órgano Administrativo Desconcentrado 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Gobernación

– Omitir proporcionar atención médica. 2015/1963 3a.
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rientación y remisión

a. oriEntacionEs formuladas En las visitadurías
y En la dirEcción gEnEral dE quEjas y oriEntación

B. rEmisionEs tramitadas Por las visitadurías
y la dirEcción gEnEral dE quEjas y oriEntación

Área en el mes

Primera 69
Segunda 21
Tercera 72
Cuarta 103
Quinta 33
Sexta 177
D.G.Q.O. 217

Total 692

Área en el mes

Primera 188
Segunda 98
Tercera 105
Cuarta 48
Quinta 118
Sexta 252
D.G.Q.O. 40

Total 849
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c. dEstinatarios dE las rEmisionEs

destinatarios Total 
mensual

Comisiones Estatales de Derechos Humanos 393

Comisión Nacional de Arbitraje Médico 67

Órgano Interno de Control en el Instituto Mexicano del Seguro Social de la Secretaría  
de la Función Pública

61

Órgano Interno de Control en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado de la Secretaría de la Función Pública

34

Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación 33

Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo 32

Órgano Interno de Control en la Policía Federal 27

Procuraduría General de la República 25

Procuraduría Federal del Consumidor 21

Recalificación 16

Instituto Federal de la Defensoría Pública 15

Órgano Interno de Control en el Instituto Nacional de Migración de la Secretaría  
de la Función Pública

15

Órgano Interno de Control en la Secretaría de Educación Pública de la Secretaría  
de la Función Pública

13

Órgano Interno de Control en la Administración Federal de Servicios Educativos  
en el Distrito Federal

12

Procuraduría de la Defensa de los Trabajadores al Servicio del Estado 12

Coordinación General de Atención Ciudadana de la SEP 11

Secretaría de Educación Pública 11

Procuraduría de la Defensa del Contribuyente 9

Órgano Interno de Control en la Comisión Federal de Electricidad de la Secretaría  
de la Función Pública

7

Instituto Politécnico Nacional 5

Comisión de Inconformidades del Infonavit 4

Órgano Interno de Control en el Servicio de Administración Tributaria de la Secretaría  
de la Función Pública

4

Órgano Interno de Control en la Secretaría del Trabajo y Previsión Social 4
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destinatarios Total 
mensual

Órgano Interno de Control en Petróleos Mexicanos de la Secretaría de la Función Pública 4

Consejo de la Judicatura Federal 3

Contraloría Interna de la Secretaría de la Función Pública 3

Inspección y Contraloría General del Ejército y Fuerza Aérea Mexicana, Sedena 3

Órgano Interno de Control de la Procuraduría Federal del Consumidor 3

Órgano Interno de Control de la Secretaría de la Función Pública  
en la Secretaría de Relaciones Exteriores

3

Procuraduría Agraria 3

Secretaría de Relaciones Exteriores 3

Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro 2

Coordinación General de Atención y Orientación al Derechohabiente del Instituto Mexicano  
del Seguro Social

2

Inspección y Contraloría General de Marina 2

Instituto Nacional Electoral 2

Órgano Interno de Control de la Secretaría de Gobernación 2

Órgano Interno de Control de la Universidad Autónoma de Chapingo 2

Órgano Interno de Control en la Secretaría de Salud de la Secretaría de la Función Pública 2

Secretaría de la Defensa Nacional 2

Comisión Nacional del Agua 1

Contraloría Interna de la Comisión para la Regularización de la Tenencia de la Tierra 1

Contraloría Interna de la Secretaría de la Función Pública de la Procuraduría Agraria 1

Contraloría Interna de la Secretaría de Seguridad Pública Federal 1

Contraloría Interna en el Hospital General de México 1

Instituto Mexicano del Seguro Social 1

Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores 1

Órgano Interno de Control del Colegio de Bachilleres 1

Órgano Interno de Control del Instituto Nacional de Antropología e Historia 1

Órgano Interno de Control del Servicio de Administración y Enajenación de Bienes de la SHCP 1

Órgano Interno de Control del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 1

Órgano Interno de Control del Tribunal Superior Agrario 1
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destinatarios Total 
mensual

Órgano Interno de Control en el Instituto Nacional de Ciencias Médicas y Nutrición  
“Salvador Zubiran” de la Secretaría de la Función Pública

1

Órgano Interno de Control en el Instituto Nacional de Enfermedades Respiratorias  
de la Secretaría de la Función Pública

1

Órgano Interno de Control en el Instituto Nacional para la Educación de los Adultos  
de la Secretaría de la Función Pública

1

Órgano Interno de Control en el Instituto Politécnico Nacional en la Secretaría de la Función 
Pública

1

Órgano Interno de Control en la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,  
Pesca y Alimentación de la Secretaría de la Función Pública

1

Órgano Interno de Control en la Secretaría de Comunicaciones y Transportes  
de la Secretaría de la Función Pública

1

Órgano Interno de Control en Telecomunicaciones de la Secretaría de la Función Pública 1

Órgano Interno del Instituto Nacional de Bellas Artes 1

Procuraduría Federal de Protección al Ambiente 1

Suprema Corte de Justicia de la Nación 1

Unidad de Quejas, Denuncias y Responsabilidades de la Junta Federal  
de Conciliación y Arbitraje

1

Universidad Autónoma de Nuevo León 1

Universidad Autónoma Metropolitana 1

Universidad Nacional Autónoma de México 1

Total 898
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tención al público

actividad Total 
mensual

Remisión vía oficio de presentación 4
Orientación jurídica personal y telefónica 2,662
Revisión de escrito de queja o recurso 47
Asistencia en la elaboración de escrito de queja 161
Recepción de escrito para conocimiento 1
Aportación de documentación al expediente 4
Acta circunstanciada que derivó en queja efectuada vía personal o telefónica 54
Acta circunstanciada que derivó en solución inmediata vía personal o telefónica 5
Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares o de investigación vía personal o telefónica 33

Total 2,971

a. En El Edificio sEdE dE la cndH

actividad Total 
mensual

Remisión vía oficio de presentación 8
Orientación jurídica personal y telefónica 194
Revisión de escrito de queja o recurso 19
Asistencia en la elaboración de escrito de queja 21
Recepción de escrito para conocimiento 1
Aportación de documentación al expediente 3
Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares o de investigación 8

Total 254

B. En la oficina dEl cEntro Histórico
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actividad Total 
mensual

Remisión vía oficio de presentación 2

Orientación jurídica personal y telefónica 290

Revisión de escrito de queja o recurso 10

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 21

Aportación de documentación al expediente 2

Acta circunstanciada que derivó en queja efectuada vía personal o telefónica 23

Acta circunstanciada que derivó en solución inmediata vía personal o telefónica 28

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares o de investigación vía 
personal o telefónica

6

Total 382

c. sErvicio dE guardia En El Edificio sEdE

actividad Total 
mensual

Primera Visitaduría 111

Segunda Visitaduría 72

Tercera Visitaduría 48

Cuarta Visitaduría 39

Quinta Visitaduría 23

Sexta Visitaduría 181

Dirección General de Quejas y Orientación 79

Total 553

d. sErvicio dE atEnción tElEfónica

El Departamento de Atención Telefónica ofrece información sobre el curso de los escritos presentados ante 
este Organismo Nacional.
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Tipo de documento Total 
mensual

Escritos de queja 4,067

Documentos de autoridad 6,059

Documentos de transparencia 5

Documentos de CEDH 721

Presidencia 157

Para el personal de la CNDH 1,108

Total de documentos recibidos:* 12,117

E. sErvicio dE oficialía dE PartEs

El Departamento de Oficialía de Partes se encarga de recibir, registrar y turnar todos los documentos que 
se reciben, por las distintas vías, en las instalaciones de la Comisión Nacional. A cada documento se le 
asigna número de folio y fecha de recepción, además de que se identifica por el tipo de documento, remitente, 
número de fojas y destinatario.

* De los 12,117 documentos, 833 fueron recibidos por el área de Guardias y 937 en la oficina de la Dirección 
General de Quejas y Orientación en el Centro Histórico.
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apacitación

actividadEs rEalizadas durantE El mEs dE junio

Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

2­jun Primaria Somalia Distrito Federal Curso­taller Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Alumnas y Alumnos 
de Sexto 

2­jun Primaria Somalia Distrito Federal Curso­taller Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Alumnas y Alumnos 
de Quinto 

2­jun Primaria Somalia Distrito Federal Curso­taller Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Alumnas y Alumnos 
de Cuarto 

2­jun Primaria Somalia Distrito Federal Curso­taller Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Alumnas y Alumnos 
de Tercero 

2­jun Primaria Somalia Distrito Federal Curso­taller Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Alumnas y Alumnos 
de Segundo 

2­jun Primaria Somalia Distrito Federal Curso­taller Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Alumnas y Alumnos 
de Primero 

2­jun Primaria Somalia Distrito Federal Curso Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Padres de Familia 

5­jun (7 ocasiones) Secundaria Federal Número 2 
"Ignacio Manuel Altamirano"

Tabasco Curso Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Alumnas y Alumnos 

10­jun (6 ocasiones) Secundaria 16 "Pedro Díaz" Distrito Federal Curso­taller Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Alumnos 

15­jun (4 ocasiones) Secundaria Técnica No. 129 
“Juan Jacobo Rousseau”

Estado de México Conferencia Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Alumnado, Madres 
y Padres de familia 

16 y 17­jun (8 
ocasiones)

Secundaria Diurna No. 118 
"República Popular de China"

Distrito Federal Conferencia Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Alumnado T.V. 

18­jun Jardín de Niños “Octavio Paz” Distrito Federal Conferencia Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Madres y Padres 
de familia 

18­jun (2 ocasiones) Jardín de Niños “Octavio Paz” Distrito Federal Conferencia Derechos humanos y 
responsabilidades de niñas, niños y 
adolescentes 

Alumnas y Alumnos 

19­jun Secretaría de Educación 
Pública

Distrito Federal Curso­taller Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Escuela Primaria 
"Álvaro Obregón 

19­jun Secretaría de Educación 
Pública

Distrito Federal Curso­taller La importancia de los derechos 
humanos en la educación 

Escuela Primaria 
"Álvaro Obregón 

educación básica
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Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

22­jun Primaria “Ignacio Manuel 
Altamirano”

Morelos Curso Importancia de la interiorización de 
los derechos humanos 

Padres de Familia 

23­jun Secretaría de Educación 
Pública

Distrito Federal Curso­taller Derechos humanos y violencia 
familiar 

Jardín de niños "Dr. 
Emilio Behring" 

23­jun (10 ocasiones) Primaria Licenciado Benito 
Juárez García

Estado de México Curso Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Alumnos 

23­jun (3 ocasiones) Secundaria Federal “Antonio 
Caso”

Morelos Curso Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Alumnas y Alumnos 

23­jun (8 ocasiones) Primaria Licenciado Benito 
Juárez García

Estado de México Curso­taller Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Alumnas y Alumnos 

23­jun (8 ocasiones) Secundaria Técnica No. 19 Morelos Curso Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Alumnas y Alumnos 

Del 23 al 24­jun Primaria Licenciado Benito 
Juárez García

Estado de México Curso­taller Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Alumnas y Alumnos 

24­jun Secretaría de Educación 
Pública

Estado de México Curso­taller Formas y sugerencias de 
intervención ante la violencia 
escolar 

Secundaria Oficial 
N° 0946 "Mártires 

de Chicago" 

24 y 25­jun (11 
ocasiones)

Secundaria General Número 4 
"Felipe Carrillo Puerto"

Morelos Curso Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Alumnas y Alumnos 

24, 25 y 26­jun (10 
ocasiones)

Secretaría de Educación 
Pública

Estado de México Curso­taller Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Secundaria Oficial 
N° 0946 "Mártires 

de Chicago" 

26­jun H. Ayuntamiento Municipal 
Constitucional Yautepec 
Morelos

Morelos Curso Importancia de la interiorización de 
los derechos humanos 

Padres de Familia 
de diversas 
Escuelas de 

Yautepec 

26­jun Secretaría de Educación 
Pública

Estado de México Curso­taller Ética y valores humanos  Telesecundaria 
"Lic. José 

Vasconcelos" 

Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

2­jun Colegio Nacional de Educación 
Profesional Técnica 
(CONALEP)

Distrito Federal Cine Debate Cine Debate " Por los derechos de 
las y los jóvenes: violencia en el 
noviazgo" 

Madres y Padres 
de familia de 

CONALEP Plantel 
Xochimilco 

2 y 3­jun (8 ocasiones) Colegio Nacional de Educación 
Profesional Técnica 
(CONALEP)

Distrito Federal Cine Debate Cine Debate " Por los derechos de 
las y los jóvenes: violencia en el 
noviazgo" 

Conalep 
Azcapotzalco 

2, 3, 4 y 5­jun (13 
ocasiones)

Colegio Nacional de 
Educación Profesional Técnica 
(CONALEP)

Distrito Federal Cine Debate Cine Debate " Por los derechos de 
las y los jóvenes: violencia en el 
noviazgo" 

CONALEP plantel 
Xochimilco 

2, 3, 4 y 5­jun (15 
ocasiones)

Colegio Nacional de 
Educación Profesional Técnica 
(CONALEP)

Distrito Federal Cine Debate Cine Debate " Por los derechos de 
las y los jóvenes: violencia en el 
noviazgo" 

Alumnado de 
CONALEP Plantel 

Xochimilco 

educación media superior
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Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

4­jun Colegio Nacional de Educación 
Profesional Técnica 
(CONALEP)

Distrito Federal Cine Debate Cine Debate " Por los derechos de 
las y los jóvenes: violencia en el 
noviazgo" 

Conalep Venustiano 
Carranza II 

4­jun (9 ocasiones) Colegio de Bachilleres de 
Tabasco

Tabasco Cine Debate Cine Debate " Por los derechos de 
las y los jóvenes: violencia en el 
noviazgo" 

Alumnas y Alumnos 

8 y 9­jun (10 ocasiones) Centro de Estudios 
Tecnológicos Industrial y de 
Servicios (CETis)

Nayarit Curso Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Alumnas y Alumnos 
del CETIS No. 100 

9­jun Centro de Bachillerato 
Tecnológico Industrial y de 
Servicios (CBTiS)

Colima Cine Debate Aspectos básicos de derechos 
humanos 

CBTIS No. 19 

9­jun Centro de Estudios 
Tecnológicos Industrial y de 
Servicios (CETis)

Nayarit Curso Importancia de la interiorización de 
los derechos humanos 

Docentes y 
personal 

administrativo 

9­jun Colegio Nacional de 
Educación Profesional Técnica 
(CONALEP)

Distrito Federal Cine Debate Cine Debate " Por los derechos de 
las y los jóvenes: violencia en el 
noviazgo" 

CONALEP plantel 
Ing. José Antonio 

Padilla Segura

9­jun (6 ocasiones) Centro de Bachillerato 
Tecnológico Industrial y de 
Servicios (CBTiS)

Colima Curso­taller Aspectos básicos de derechos 
humanos 

CBTIS No. 19 

9, 10 y 11­jun (18 
ocasiones)

Colegio Nacional de 
Educación Profesional Técnica 
(CONALEP)

Distrito Federal Cine Debate Cine Debate " Por los derechos de 
las y los jóvenes: violencia en el 
noviazgo" 

CONALEP plantel 
Ing. José Antonio 
Padilla Segura III 

10­jun (2 ocasiones) Centro de Bachillerato 
Tecnológico Industrial y de 
Servicios (CBTiS)

Nayarit Curso La importancia de los derechos 
humanos en la educación 

Personal 
administrativo y 
Docentes del 
CBTIS No. 27 

10­jun (5 ocasiones) Centro de Bachillerato 
Tecnológico Industrial y de 
Servicios (CBTiS)

Nayarit Curso Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Alumnas y Alumnos 
del CBTIS No. 27 

10­jun (8 ocasiones) Centro de Bachillerato 
Tecnológico Industrial y de 
Servicios (CBTiS)

Colima Curso­taller Aspectos básicos de derechos 
humanos 

CBTIS No. 157 

11­jun (2 ocasiones) Centro de Bachillerato 
Tecnológico Industrial y de 
Servicios (CBTiS)

Nayarit Curso Importancia de la interiorización de 
los derechos humanos 

Docentes, Alumnas 
y Alumnos del 
CBTIS No. 100 

11­jun (2 ocasiones) Centro de Estudios 
Tecnológicos Industrial y de 
Servicios (CETis)

Colima Curso­taller Aspectos básicos de derechos 
humanos 

CETIS No. 285 

11­jun (4 ocasiones) Centro de Estudios 
Tecnológicos Industrial y de 
Servicios (CETis)

Colima Curso­taller Aspectos básicos de derechos 
humanos 

CETIS No. 157 

11­jun (8 ocasiones) Centro de Bachillerato 
Tecnológico Industrial y de 
Servicios (CBTiS)

Nayarit Curso Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Alumnas y Alumnos 
del CBTIS No. 100 

11 y 12­jun (8 
ocasiones)

Colegio Nacional de 
Educación Profesional Técnica 
(CONALEP)

Distrito Federal Cine Debate Cine Debate " Por los derechos de 
las y los jóvenes: violencia en el 
noviazgo" 

Conalep Centro 
México Canadá 
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Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

12­jun (5 ocasiones) Centro de Estudios 
Tecnológicos Industrial y de 
Servicios (CETis)

Colima Curso­taller Aspectos básicos de derechos 
humanos 

CETIS No. 84 

16, 17, 18 y 19­jun (22 
ocasiones)

Colegio Nacional de Educación 
Profesional Técnica 
(CONALEP)

Distrito Federal Cine Debate Cine Debate " Por los derechos de 
las y los jóvenes: violencia en el 
noviazgo" 

Alumnos Plantel 
Santa Fe 

23­jun Primaria Licenciado Benito 
Juárez García

Estado de México Curso­taller Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Alumnas y Alumnos 

Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

5­jun Universidad Autónoma de Baja 
California

Baja California Conferencia Derechos humanos y formación 
cívica y ética 

Alumnos, docentes 
y personal 

administrativo 

11­jun Universidad de Londres Distrito Federal Conferencia Derechos humanos y violencia de 
género 

Alumnas y Alumnos 

13­jun Instituto Mexicano de la 
Juventud (IMJUVE)

Puebla Conferencia Derechos humanos de las y los 
jóvenes 

Estudiantes de nivel 
superior y público 

en general del 
programa Joven 

Agente de Cambio 

15­jun Secretaría de Educación 
Pública

Distrito Federal Curso­taller Derechos humanos de la mujer Directores y 
personal 

administrativo 

16­jun Colegio Regional de 
Abogados A. C.

Coahuila de 
Zaragoza

Conferencia Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Abogados de la 
entidad 

Del 18 al 19­jun Comisión de Derechos 
Humanos de Quintana Roo

Quintana Roo Diplomado Procuración de justicia, el 
ministerio Público y los DDHH 

Agentes de la 
Policía, Abogados y 

Estudiantes 
Universitarios 

26­jun Universidad Justo Sierra Distrito Federal Conferencia Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Alumnas y Alumnos 

educación superior

Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

1­jun Secretaría de la Defensa 
Nacional

Distrito Federal Curso en Línea Equidad y perspectiva de género Directivos y elementos 
de la SEDENA 

4­jun Secretaría de la Defensa 
Nacional

Estado de México Conferencia Cultura de la legalidad y derechos 
humanos 

Jefes, Oficiales y Tropa 

5­jun Secretaría de la Defensa 
Nacional

Jalisco Conferencia Los derechos humanos y las 
fuerzas armadas 

Cadetes del Colegio del 
Aire de la Fuerza Aérea 

Mexicana 

servidores públicos (fuerzas armadas)
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Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

6­jun Secretaría de la Defensa 
Nacional

Distrito Federal Videoconferencia Derechos humanos de las víctimas 
del delito y abuso del poder  

Directivos y 
elementos de la 

SEDENA 

8­jun Secretaría de la Defensa 
Nacional

Distrito Federal Videoconferencia Código de conducta para 
funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley 

Directivos y 
elementos de la 

SEDENA 

11­jun Secretaría de la Defensa 
Nacional

Distrito Federal Conferencia Derechos humanos y deberes del 
personal policial 

Policía Militar 

22­jun Secretaría de la Defensa 
Nacional

Distrito Federal Videoconferencia Análisis de casos de violaciones a 
los derechos humanos 

Directivos y 
elementos de la 

SEDENA 

Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

Del 1 al 2­jun Academia de Formación y 
Desarrollo Policial de 
Puebla

Puebla Curso­taller Derechos humanos y seguridad 
pública 

Policía Municipal, 
Estatal y Ministerial 

Del 8 al 9­jun Secretaría de Gobierno del 
Estado

Puebla Curso Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Policías de la Academia 
de Formación y 

Desarrollo Policial del 
Estado de Puebla 

Del 15 al 16­jun Secretaría de Seguridad 
Pública del Estado

Puebla Curso Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Servidores Públicos 

15 y 16­jun (2 
ocasiones)

Secretaría de Gobierno del 
Estado

Puebla Curso Marco jurídico sobre el uso de la 
fuerza y las armas de fuego 

Personal de la 
Dirección General de 

Centros de Reinserción 
Social del Estado de 

Puebla 

Del 22 al 23­jun Secretaría de Gobierno del 
Estado

Puebla Curso Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Policías de la Academia 
de Policías 

servidores públicos (seguridad pública)

Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

2­jun Procuraduría General de la 
República

Distrito Federal Curso Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Agentes ministeriales, 
investigadores y 

policías 

3­jun Procuraduría General de la 
República

Distrito Federal Curso Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Fiscales, Agentes de la 
Secretaría de Marina y 
de la Policía Federal 

4­jun (2 ocasiones) Procuraduría General de la 
República

Distrito Federal Curso Desaparición forzada, retención 
ilegal e incomunicación 

Agentes del Ministerio 
Público, Agentes de 
Policía Ministerial de 

Investigación, peritos y 
personal administrativo 

servidores públicos (procuración de justicia)
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Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

9­jun Procuraduría General de la 
República

Durango Curso Los derechos humanos en la 
detención 

Agentes del 
Ministerio Público, 
Policía ministerial 
de investigación, 
peritos y personal 

administrativo 

10­jun Procuraduría General de la 
República

Distrito Federal Curso Derechos humanos de las 
personas migrantes 

Servidores públicos 
de procuración de 
justicia y seguridad 

pública y ONG´s 

15­jun Procuraduría General de la 
República

Distrito Federal Seminario Equidad y perspectiva de género Personal de la 
Procuraduría 
General de la 

República 

18­jun Procuraduría General de la 
República

Distrito Federal Curso Marco jurídico nacional e 
internacional para prevenir y 
sancionar la tortura 

Servidores públicos 
de seguridad 

pública y 
procuración de 

justicia 

25­jun Procuraduría General de la 
República

Distrito Federal Seminario Derechos humanos de las víctimas 
del delito y abuso del poder 

Servidores 
Públicos 

Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

23 y 24­jun (2 
ocasiones)

Cárcel Distrital de Cuautla Morelos Curso Importancia de la interiorización 
de los derechos humanos 

Custodios 

Del 25 al 26­jun Órgano Administrativo 
Desconcentrado de 
Prevención y Readaptación 
Social

Distrito Federal Curso en Línea Atención a la salud basada en 
derechos humanos 

Personal directivo y 
administrativo 

Del 25 al 26­jun Órgano Administrativo 
Desconcentrado de 
Prevención y Readaptación 
Social

Distrito Federal Videoconferencia Atención a la salud basada en 
derechos humanos 

Personal directivo y 
administrativo 

Del 25 al 26­jun Órgano Administrativo 
Desconcentrado de 
Prevención y Readaptación 
Social

Distrito Federal Curso en Línea Atención a la salud basada en 
derechos humanos 

Personal directivo y 
administrativo 

servidores públicos (sistema Penitenciario)

Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

Del 25­may al 26­jun 
(3 ocasiones)

Secretaría de Salud del 
Estado de Jalisco

Jalisco Curso en Línea Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Personal directivo, 
administrativo y médico 

Del 25­may al 26­jun 
(7 ocasiones)

Secretaría de Salud del 
Estado de Jalisco

Jalisco Curso en Línea Atención a la salud basada en 
derechos humanos 

Personal directivo, 
administrativo y médico 

servidores públicos (salud)
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Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

3­jun Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado 
(ISSSTE)

Distrito Federal Curso Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Personal de salud 

10­jun Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado 
(ISSSTE)

Distrito Federal Curso Atención a la salud basada en 
derechos humanos 

Personal médico y 
de enfermería 

12­jun Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado 
(ISSSTE)

Baja California Curso Derechos humanos y deberes del 
personal de salud 

Personal de Salud 
y Administrativo

Del 15 al 17­jun Instituto de Servicios de Salud, 
Rehabilitación y Educación 
Especial e Integral

Coahuila de 
Zaragoza

Taller Atención a la salud basada en 
derechos humanos 

Personal de Salud 
y Administrativo

25­jun Instituto Mexicano del Seguro 
Social

Chiapas Curso Atención a la salud basada en 
derechos humanos 

Médicos, 
Enfermeras/os, 
Residentes y 

personal 
administrativo 

Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

12­jun Comisión Estatal de los 
Derechos Humanos de Baja 
California Sur

Baja California Sur Conferencia ¿Cómo presentar una queja en la 
Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos? 

Servidores Públicos 
del OPDH 

12­jun Comisión Estatal de los 
Derechos Humanos de Baja 
California Sur

Baja California Sur Conferencia Análisis de casos de violaciones a 
los derechos humanos 

Servidores Públicos 
del OPDH 

12­jun Comisión Estatal de los 
Derechos Humanos de Baja 
California Sur

Baja California Sur Conferencia Competencia de la CNDH en 
materia laboral 

Servidores Públicos 
del OPDH 

12 y 13­jun (4 
ocasiones)

Comisión Estatal de los 
Derechos Humanos de Baja 
California Sur

Baja California Sur Conferencia Protección jurisdiccional de los 
derechos humanos 

Servidores Públicos 
del OPDH 

servidores públicos (Organismos Públicos de derechos Humanos)

Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

9­jun Secretaría de Desarrollo Social Distrito Federal Curso Grupos en situación de 
vulnerabilidad  

Personal operativo 

Del 10 al 11­jun Secretaría de Desarrollo 
Social

Distrito Federal Curso Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Servidores Públicos 
del Área del 

Jurídico 

12­jun Dirección General del Instituto 
de Asistencia e Integración 
Social de la Secretaría de 
Desarrollo

Distrito Federal Curso­taller Equidad y perspectiva de género Servidores Públicos 

23­jun Telecomunicaciones de 
México

Sonora Curso­taller Equidad y perspectiva de género Otros Servidores 
Públicos

servidores públicos (otros servidores públicos)
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Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

1­jun Fundación Bringas 
Haghenbeck, A. C.

Distrito Federal Curso­taller Derechos humanos de las 
personas adultas mayores 

Cuidadoras y 
enfermeras de 

adultos mayores de 
la Residencia San 

Francisco 

2, 19 y 24­jun (4 
ocasiones)

ATNCN MX, Atención México, 
A. C.

Distrito Federal Taller Derechos humanos y valores en 
la familia 

Madres y padres de 
familia 

5­jun Ancadiam Estado de México Curso Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Mujeres 

12­jun Fundación de Socorros 
Agustín González de Cosio, I. 
A. P.

Distrito Federal Curso Derechos humanos de las 
personas adultas mayores 

Cuidadores y 
cuidadoras de 

Adultos Mayores 

Grupos en situación de vulnerabilidad (mujeres)

Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

22 y 23­jun (2 
ocasiones)

Centro de Rehabilitación 
Fuerza, Unión y Tolerancia, A. 
C.

Tlaxcala Conferencia Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Jóvenes 
estudiantes 

22 y 23­jun (5 
ocasiones)

Secundaria Diurna No. 27 
"Alfredo E. Uruchurtu"

Distrito Federal Curso Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Jóvenes

22 y 23­jun (6 
ocasiones)

ATNCN MX, Atención México, 
A. C.

Distrito Federal Taller Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Estudiantes de 
secundaria 

Grupos en situación de vulnerabilidad (jóvenes)

Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

13­jun (2 ocasiones) Amnistía Internacional Querétaro Taller Derecho de niñas, niños y 
adolescentes 

Niños, Niñas y 
Adolescentes 

18­jun ATNCN MX, Atención México, 
A. C.

Distrito Federal Curso­taller Derecho de niñas, niños y 
adolescentes 

Niñas y Niños 

18­jun ATNCN MX, Atención México, 
A. C.

Distrito Federal Taller Derecho de niñas, niños y 
adolescentes 

Niños y Niñas  2° 
Grado

18­jun ATNCN MX, Atención México, 
A. C.

Distrito Federal Taller Derecho de niñas, niños y 
adolescentes 

Niños y Niñas  1° 
Grado

18 y 19­jun (8 
ocasiones)

ATNCN MX, Atención México, 
A. C.

Distrito Federal Curso Derechos humanos y 
responsabilidades de niñas, niños 
y adolescentes 

Infancia 

Del 18 al 19­jun ATNCN MX, Atención México, 
A. C.

Distrito Federal Curso­taller Derecho de niñas, niños y 
adolescentes 

Niñas y Niños 

19­jun ATNCN MX, Atención México, 
A. C.

Distrito Federal Taller Derecho de niñas, niños y 
adolescentes 

Niños y Niñas  3° 
Grado

19­jun ATNCN MX, Atención México, 
A. C.

Distrito Federal Taller Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Niños y Niñas  5° 
Grado

19­jun (2 ocasiones) ATNCN MX, Atención México, 
A. C.

Distrito Federal Curso­taller Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Niñas y Niños 

20­jun Acción Comunitaria Altepetle, 
A.C.

Distrito Federal Taller Derecho de niñas, niños y 
adolescentes 

Brigadistas 
Universitarios 

Grupos en situación de vulnerabilidad (niñez)
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Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

24­jun Consejo Federal Regulatorio 
de Derechos Humanos, A. 
C.

Distrito Federal Conferencia Derechos humanos de las personas 
migrantes 

Integrantes de ONG´s 

Grupos en situación de vulnerabilidad (migrantes)

Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

5­jun Fundación de Artes y Oficios 
al Rescate de México, A. C.

Distrito Federal Taller ¿Por qué promover los derechos 
humanos? 

Integrantes de ONG, 
Voluntarios y 
Voluntarias 

11­jun Fundación Grace Love 62, 
Derechos Humanos 
Universales, A. C.

Estado de México Conferencia El derecho a la información y la 
protección de datos personales 

Integrantes de ONG´s 

11­jun Fundación Grace Love 62, 
Derechos Humanos 
Universales, A. C.

Estado de México Conferencia El papel de las ONG en la 
promoción y defensa de los 
derechos humanos 

Integrantes de ONG´s 

12­jun Fundación de Artes y Oficios 
al Rescate de México, A. C.

Distrito Federal Taller Características y principios de los 
derechos humanos 

Integrantes de ONG, 
Voluntarios y 
Voluntarias 

19­jun Fundación de Artes y Oficios 
al Rescate de México, A. C.

Distrito Federal Taller Papel del Estado frente a nuestros 
derechos 

Integrantes de ONG, 
Voluntarios y 
Voluntarias 

20­jun Investigación, Organización 
y Acción Comunitaria 
Altepetl, A. C.

Distrito Federal Taller Derecho a los derechos humanos Brigadistas 
universitarios 

Del 22 al 23­jun Centro de Rehabilitación 
Fuerza, Unión y Tolerancia, 
A. C.

Tlaxcala Curso­taller Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Integrantes de ONG´s 

25­jun Contra los Abusos de los 
Derechos Humanos en 
México, A. C.

Estado de México Curso ¿Cómo presentar una queja en la 
Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos? 

Integrantes de ONG´s 

25­jun Fraternidad Nacional de 
Organizaciones Unidas de 
Derechos Humanos, A. C.

Estado de México Conferencia Aspectos básicos de derechos 
humanos 

Integrantes de ONG´s 

26­jun Coalición Nacional de 
Defensores de la 
Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, A. C.

Distrito Federal Curso Grupos en situación de 
vulnerabilidad  

Integrantes de ONG´s 

26­jun Fundación de Artes y Oficios 
al Rescate de México, A. C.

Distrito Federal Taller Nuestros derechos en la 
Constitución 

Integrantes de ONG, 
Voluntarios y 
Voluntarias 

27­jun Cáritas de Tuxtla Gutiérrez, 
Chiapas, A. C.

Chiapas Curso ¿Cómo presentar una queja en la 
Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos? 

Integrantes de ONG´s 

19­may Promotoría de Derechos 
Humanos "Don Sergio 
Méndez Arceo OB", A. C.

Estado de México Conferencia Formación de promotores y 
educadores en derechos humanos 

Integrantes de ONG 

Organizaciones sociales (Organismos no Gubernamentales)
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Fecha institución entidad actividad Título dirigido a

6­jun Sindicato Nacional de 
Trabajadores de la 
Educación (SNTE)

Distrito Federal Videoconferencia Mediación y creación de ambientes 
libres de violencia escolar 

Personal directivo, 
docente y 

administrativo 

13­jun Sindicato Nacional de 
Trabajadores de la 
Educación (SNTE)

Distrito Federal Teleconferencia Derechos humanos, violencia y 
acoso escolar 

Directivos, 
administrativos y 

docentes 

20­jun Sindicato Nacional de 
Trabajadores de la 
Educación (SNTE)

Distrito Federal Videoconferencia Formas y sugerencias de 
intervención ante la violencia 
escolar 

Personal directivo, 
docente y 

administrativo 

Organizaciones sociales (organizaciones sindicales)

educación
Participantes en las 251 actividades

8,599

Media 
superior

6,023

Básica

359 

superior

servidores públicos
Participantes en las 53 actividades

Fuerzas 
armadas25,189

805 salud

Procuración 
de justicia

584

seguridad 
Pública

314

sistema 
Penitenciario

242

125 Otros 
servidores 
públicos

133 Organismos Públicos 
de derechos Humanos
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  384

Organismos  
no  
Gubernamentales

9,176

Organizaciones sindicales

Organizaciones sociales
Participantes en las 15 actividades

actividades de vinculación realizadas 
por la secretaría Técnica del consejo consultivo

secretaría Técnica actividades Participantes

Sector educativo nacional y organismos gubernamentales 5 11

Organizaciones sociales 565 438

Organismos Públicos de Derechos Humanos 3 46

Vinculación interinstitucional 32 66

subtotal 605 561

Vinculación con medios alternos* 55 55

Total Vinculación secretaría Técnica 660 616

Junio, 2015

*  Distribución de comunicados, Recomendaciones, artículos, etc., en materia de Derechos 
Humanos a Organismos No Gubernamentales.

Grupos en situación de vulnerabilidad
Participantes en las 40 actividades

575

niñez

141

Mujeres

700

Jóvenes

   37

Migrantes
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ublicaciones

a. listado dE PuBlicacionEs dEl mEs

Material Título núm. de 
ejemplares

Invitación Construcción de la legislación única de ejecución penal (sin mapa) 150

Invitación Construcción de la legislación única de ejecución penal (con mapa) 50

Invitación El derecho a la integridad personal y la prohibición de la tortura en México 30

Invitación Conversatorio: Derechos de las Personas con discapacidad 30

Constancias Constancias 61

Cartel Cine-Diálogo de Derechos Humanos 20

Invitación Cine-Diálogo de Derechos Humanos 260

Díptico Compendio de instrumentos internacionales, regionales y legislación en países iberoamericanos 
en materia de migración y trata de personas

40

Invitación El procedimiento administrativo de reconocimiento de identidad de género en el D.F. 90

Carátula de CD Avances y Retos en la Implementación de la Reforma Constitucional de D.H. 300

Cartel El margen de apreciación nacional en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos

10

Invitación El margen de apreciación nacional en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos

50

Invitación El margen de apreciación nacional en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos

30

Constancias Justicia Constitucional, Derechos Fundamentales y Democracia 5

Cartel Conversatorio: Intercambio de experiencias México-Colombia: retos en derechos humanos 40

Invitación Conversatorio: Intercambio de experiencias México-Colombia: retos en derechos humanos 100

Cartel Cine-Diálogo de Derechos Humanos 30

Cartel ¿Conoces los derechos de niñas, niños y adolescentes? 200

Total 1,496
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B. distribución

Material Título núm. de 
ejemplares

Carteles Varios títulos 941

Cartillas Varios títulos 431,845

Cuadernos Varios títulos 3,532

Cuadrípticos Varios títulos 33,057

Dípticos Varios títulos 4,489

Discos compactos Música por los derechos de las niñas y los niños 170

Dominós Campaña de defensa y protección de los Derechos Humanos  
de las niñas y los niños. Niños promotores

1,000

Folletos Varios títulos 164,401

Informes Varios títulos 90

Libros Varios títulos 4,012

Revistas Varion números 159

Tarjetas Varios títulos 980

Trípticos Varios títulos 235,316

Total 879,992
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iblioteca

a. incrEmEnto dEl acErvo

B. comPra, donación, intErcamBio y dEPósito

a. compra

enero Febrero Marzo abril Mayo Junio

240
220
200
180
160
140
120
100

80
60
40
20

0

195 200
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228 234

190

140

120

100

80

60

40

20

0

enero Febrero Marzo abril Mayo Junio

106

81
91 94

27
17
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b. intercambio

c. donación

d. depósito

enero Febrero Marzo abril Mayo Junio
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ransparencia

a. solicitudEs dE información En trámitE, rEciBidas y contEstadas

B. solicitudEs dE información contEstadas En El PEriodo

Junio

solicitudes de núm.

Información en trámite 68

Información recibidas 52

Información contestadas 52

* Nota: la diferencia observada de dos Recursos de Revisión concluidos 
obedece a que se efectuaron con posterioridad al corte.

expediente Área responsable solicitud descripción de 
la conclusión

1 Oficialía  Mayor
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó diversa información de personal de esta CNDH. Se acordó entregar la 
información

No asistió

2 Tercera Visitaduría General
Secretaría Ejecutiva
Oficialía    Mayor
Dirección General de Planeación y 
Análisis
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó diversa información de personal de la CNDH. Se acordó entregar la 
información

No asistió

3 Primera Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó copias simples del expediente CNDH/1/2014/8065/R. Información proporcionada

4 Quinta Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó diversa información del expediente 
CNDH/5/2015/1688/Q.

Se acordó entregar la 
información

No asistió
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expediente Área responsable solicitud descripción de 
la conclusión

5 Segunda Visitaduría General
Cuarta Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó diversos documentos pertenecientes a una minera. Se acordó entregar la 
información en términos de ley

No pagó

6 Quinta Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó diversa información del expediente 
CNDH/5/2008/4998/Q.

Información proporcionada en 
términos de ley

7 Primera Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó copia certificada del expediente  
CNDH/1/2010/3381/OD.

Se acordó entregar la 
información en términos de ley

No pagó

8 Sexta Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó copias simples de las respuestas que dio el gobierno  
de Puebla a los oficios 0468, 0469, 0470 y 0471, emitidos  
por la CNDH por la recomendación 2VG/2014

Información proporcionada

9 Unidad de Enlace de la CNDH Solicitó documentación del recurso de impugnación 
CNDH/5/2015/98­RI.

Información proporcionada

10 Sexta Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó copia del expediente CNDH/6/2014/2942/R. Información proporcionada

11 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre número de quejas  
y recomendaciones de 2008 a 2015.

Información proporcionada

12 Cuarta Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó diversa información sobre el cumplimiento  
de la recomendación 10/2014.

Información proporcionada

13 Cuarta Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó diversa información sobre el cumplimiento  
de la recomendación 10/2014.

Información proporcionada

14 Primera Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información sobre el asunto “Casitas del Sur”. Información proporcionada

15 Oficina Especial Caso Iguala 
Primera Visitaduría General
Segunda Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó copia simple de las quejas presentadas por el asunto  
de los 43 estudiantes de la Escuela Normal Rural de 
Ayotzinapa, Guerrero.

Información proporcionada.

Información clasificada como 
confidencial o reservada

16 Cuarta Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información sobre la conclusión por no existir materia. Información proporcionada

17 Cuarta Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información referente a la emisión de recomendaciones 
cuando se trata de autoridades indígenas en uso de la libre 
determinación y autonomía para gobernarse.

Información proporcionada

18 Tercera Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó copia certificada del expediente de queja 
CNDH/3/2011/9694/Q.

Información proporcionada en 
términos de ley

Información clasificada como 
confidencial o reservada

19 Secretaría Técnica del Consejo 
Consultivo

Solicitó los requisitos para crear una ONG. No aclaró

20 Oficialía  Mayor
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información sobre personal de la CNDH. Información proporcionada
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expediente Área responsable solicitud descripción de 
la conclusión

21 Dirección General de Planeación y 
Análisis
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información sobre personal de la CNDH. Información proporcionada

22 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas por impacto 
ambiental.

Información proporcionada

23 Primera Visitaduría General
Segunda Visitaduría General
Dirección General de Quejas y 
Orientación
 Comité de Información (Clasificó)

Solicitó diversa información sobre desaparición forzada e 
n el estado de Jalisco.

Información proporcionada

24 Quinta Visitaduría General
Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas por violaciones  
 derechos humanos en contra de migrantes.

Información proporcionada

25 Primera Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó copias certificadas del expediente de queja 
CNDH/1/2012/9157/Q.

Información proporcionada

26 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre violación a los Derechos 
Humanos de migrantes en los años 2013 y 2014.

Información proporcionada

27 Sexta Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó copia certificada del expediente que fue registrado bajo 
el folio 123534.

Información proporcionada

28 Sexta Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó copia certificada del expediente que fue registrado bajo 
el folio 123534.

Información proporcionada

29 Primera Visitaduría General
Segunda Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó versión pública de los acuerdos de conclusión de los 
expedientes CNDH/1/2011/7332/Q, CNDH/1/2012/9043/Q, 
CNDH/1/2013/6106/Q, CNDH/1/2013/6246/Q, 
CNDH/2/2013/6733/Q, CNDH/2/2013/8217/Q y 
CNDH/2/2012/4422/Q.

Información proporcionada en 
términos de ley

30 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó el número de quejas por presuntas violaciones  
de un defensor público, del 2010 a la fecha, y en su caso 
señalar si existe recomendación al respecto.

Información proporcionada

31 Quinta Visitaduría General
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó copia certificada de dictamen psicológico. Información clasificada como 
confidencial o reservada

32 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre recomendaciones 
emitidas.

Información proporcionada

33 Centro Nacional de Derechos Humanos
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó en versión electrónica una publicación de la CNDH. Información proporcionada

34 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas  
en contra de SEDENA.

Información proporcionada.

35 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas en contra  
de la SEMAR.

Información proporcionada.
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expediente Área responsable solicitud descripción de 
la conclusión

36 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas en contra  
de la SSPF.

Información proporcionada.

37 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas en contra  
de la PGR.

Información proporcionada.

38 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas en contra  
de la SEDENA.

Información proporcionada.

39 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas en contra  
de la SEMAR.

Información proporcionada.

40 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas en contra  
de la SSPF.

Información proporcionada.

41 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas en contra  
de la PGR.

Información proporcionada.

42 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas en contra  
de la SEDENA.

Información proporcionada.

43 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas en contra  
de la SEMAR.

Información proporcionada.

44 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas en contra  
de la SSPF.

Información proporcionada.

45 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas en contra  
de la PGR.

Información proporcionada.

46 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas en contra  
de la SEDENA.

Información proporcionada.

47 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas en contra  
de la SEMAR.

Información proporcionada.

48 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas en contra  
de la SSPF.

Información proporcionada.

49 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas en contra  
de la PGR.

Información proporcionada.

50 Dirección General de Quejas y 
Orientación
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó información estadística sobre quejas en contra de 
elementos de la Policía Federal.

Información proporcionada
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expediente Área responsable solicitud descripción de 
la conclusión

51 Centro Nacional de Derechos Humanos
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó el acuerdo de creación o convenio de colaboración  
del CENADEH con la Universidad Nacional de educación  
a distancia de España, Universidad de Castilla la Mancha 
España.

Información proporcionada

52 Centro Nacional de Derechos Humanos
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó el acuerdo de creación o convenio de colaboración  
del CENADEH con la Universidad Nacional de educación  
a distancia de España, Universidad de Castilla la Mancha 
España.

Información proporcionada

53 Oficialía  Mayor
Comité de Información (Clasificó)

Solicitó diversa información de personal de esta CNDH. Información proporcionada

expediente recurso descripción de 
conclusión

00000615 El solicitante recurrió al considerar que la respuesta proporcionada no 
cumplió en todos los extremos su solicitud de acceso a la información.

Revoca o modifica la decisión del área responsable

00000814 El solicitante recurrió al considerar no haber recibido respuesta  
a su solicitud de acceso a la información.

Sobreseído

00000915 El solicitante recurrió por considerar no haber recibido respuesta  
a su solicitud de acceso a la información.

Sobreseído

00001215 El solicitante recurrió el tiempo de respuesta a su solicitud de acceso  
a la información.

Sobreseído

00001315 El solicitante recurrió al considerar no haber recibido respuesta alguna  
sobre su solicitud de información.

Sobreseído

solicitudes contestadas en el periodo

c. recursos en trámite, recibidos y resueltos

Junio

recursos núm.

En trámite 3

Recibidos 0

Resueltos 5
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rograma de Visitas  
a Lugares de Detención en ejercicio  

de las Facultades del Mecanismo Nacional  
de Prevención a la tortura

centros visitados

núm. entidad Municipio centro

1 Baja California Mexicali Centro de Reinserción Social

2 Baja California El Hongo II Centro de Reinserción Social

3 Baja California El Hongo Centro de Reinserción Social

4 Baja California Tijuana Centro de Reinserción Social

5 Coahuila San Pedro Coahuila Centro Penitenciario

6 Coahuila Saltillo Centro Penitenciario Femenil

7 Coahuila Piedras Negras Centro Penitenciario Varonil

8 Coahuila Torreón Centro Penitenciario

9 Coahuila Saltillo Centro Penitenciario Varonil

10 Chihuahua Centro de Reinserción Social Núm. 2

11 Chihuahua Centro de Reinserción Social Estatal Núm. 1

12 Chihuahua Centro de Reinserción Social Estatal Núm. 3

13 Chihuahua Ciudad Juárez Centro de Reinserción Social Estatal Femenil 
Núm. 2

14 Chihuahua Centro de Reinserción Social Estatal Femenil 
Núm. 1

15 Guerrero Acapulco Centro Regional de Readaptación Social 
(Las Cruces). 

16 Guerrero Chilpancingo Centro Regional de Readaptación  Social

17 Guerrero Iguala Centro Regional de Readaptación  Social

18 Guerrero Taxco Centro de Readaptación Social

19 Guanajuato León Centro Estatal de Reinserción Social
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núm. entidad Municipio centro

20 Guanajuato Guanajuato Centro Estatal de Reinserción Social

21 Guanajuato Valle de Santiago Centro Estatal de Reinserción Social

22 Guanajuato San Miguel de Allende Centro Estatal de Reinserción Social

23 Guanajuato Irapuato Centro Estatal de Reinserción Social

24 Michoacán Centro de Readaptación Social “General 
Francisco J. Mujica”

25 Michoacán Centro de Reinserción Social “Lic. David 
Franco Rodriguez”

26 Michoacán Zitácuaro Centro de Reinserción Social “Hermanos 
Lopez Rayón”

27 Michoacán Uruapan Centro de Reinserción Social “Lic. Eduardo 
Ruiz”

28 Morelos Atlacholoaya Centro Femenil de Reinserción Social

29 Morelos Centro Estatal de Reinserción Social

30 Morelos Jojutla Cárcel Distrital

31 Morelos Cuautla Cárcel Distrital

32 Puebla Centro de Reinserción Social

33 Puebla Tepexi de Rodríguez Centro de Reinserción Social

34 Puebla Ciudad Serdán Centro de Reinserción Social

35 Puebla Tehuacán Centro de Reinserción Social Regional

36 Sonora Hermosillo Centro de Reinserción Social I

37 Sonora Hermosillo Centro de Reinserción Social II

38 Sonora Nogales Centro de Reinserción Social Varonil

39 Sonora Nogales Centro Femenil de Readaptación Social

40 Sonora Ciudad Obregón Centro de Reinserción Social

41 Tabasco Cárdenas Centro de Reinserción Social

42 Tabasco Centro de Reinserción Social del Estado 
(CRESET)

43 Tabasco Comalcalco Centro de Reinserción Social

44 Tabasco Huimanguillo Centro de Reinserción Social

45 Yucatán Centro de Reinserción Social del Estado
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núm. entidad Municipio centro

46 Yucatán Centro de Reinserción Social Femenil  
del Estado

47 Yucatán Centro de Reinserción Social del Sur

48 Yucatán Centro de Reinserción Social del Oriente

49 Veracruz Xalapa Centro de Readaptación Social Zona 1 
Pacho Viejo.

50 Veracruz Amatlán Centro de Readaptación Social de La Toma

51 Veracruz Acayucán Centro de Readaptación

52 Veracruz Coatzacoalcos Centro de Readaptación Social Zona Sur 
Ostión Duport
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ctividades

Presidencia

durante el mes de junio de 2015, el lic. luis raúl González Pérez,  

Presidente de la comisión nacional de los derechos humanos, tuvo entre otras actividades  

de relevancia, las siGuientes:

 ■ El 2 de junio sostuvo una videoconferencia con el Relator Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Inte-
ramericana de Derechos Humanos (CIDH) Edison Lanza, como consecuencia de la cual se acordó incrementar el tra-
bajo conjunto entre ambos organismos para implementar acciones de prevención y protección de los derechos humanos de 
las y los periodistas en México, de acuerdo con estándares internacionales que permitan garantizar su vida, integridad, 
libertad y seguridad en el desempeño de su profesión. Precisó que al ser la libertad de expresión parte de la democra-
cia, al coartar la independencia de un periodista se lastima no sólo a los comunicadores, sino también a la sociedad, 
que tiene derecho a la información. La libertad de expresión es un control social que coadyuva a evitar la co rrupción.

 ■ El 4 de junio encabezó la ceremonia solemne que se llevó a cabo en el Alcázar del Castillo de Chapultepec por el 25 
Aniversario de la CNDH, en la cual manifestó que el Ombudsman ha sido, desde su mismo origen, un contrapeso ne-
cesario frente al ejercicio del poder público, con lo cual ha colaborado en la consolidación de la vida democrática en 
nuestro país, al incidir en la construcción de una nueva forma de relacionar a los ciudadanos con el poder tomando 
como parámetro el respeto a la dignidad humana y la aplicación de la ley.

 ■ La Comisión Nacional ha contribuido a generar una conciencia en la sociedad y en las autoridades sobre la importancia 
y necesidad de que se respeten los derechos de las personas, visibilizado múltiples abusos, logrando que, de algún 
modo, los mismos no queden impunes, propiciado que los derechos fundamentales se tomen en cuenta en las políticas 
públicas. Señaló la necesidad de defender a la persona con la ley y sus instituciones, además de precisar que la vigen-
cia de los derechos humanos sólo es posible cuando hay paz, y para ello es indispensable la seguridad. Sin justicia no 
hay paz, sin paz no existen condiciones para el desarrollo pleno e integral de la persona. La paz es un objetivo cuya 
realización incumbe no sólo a las autoridades, es un proceso que no puede concretarse sin el compromiso de todos los 
mexicanos.

 ■ En esa misma fecha participó en la inauguración del Seminario Internacional “La Abogacía en México: su Responsabi-
lidad Social y el Sistema Pro Bono”, organizado por la CNDH y la UNAM. En este acto hizo un llamado a las asociacio-
nes de abogados y a los despachos legales para que los profesionales del derecho pongan su experiencia y conoci-
mientos al servicio de las causas más urgentes de México, para que, con plena conciencia social, vocación de servicio 
y ánimo altruista, asuman la defensa de casos y de personas que, sin su intervención, difícilmente podrían acceder a la 
justicia a que tenemos derecho todos los mexicanos. Al día siguiente, clausuró los trabajos del Seminario Internacional 
antes mencionado, oportunidad en la que anunció que este Organismo Nacional entregará cada año un Reconocimien-
to a la Responsabilidad Social de los Abogados, y dará testimonio ante la sociedad mexicana de los trabajos y esfuerzos 
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que, de manera generosa, puedan emprender los despachos profesionales independientes en el área jurídica, a efec­
tos de coadyuvar a hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia para todos los mexicanos, en particular los de más 
escasos recursos.

 ■ El 7 de junio, tras acudir a emitir su voto a la casilla que correspondió a su domicilio, formuló un exhorto para que la jor­
nada electoral se llevara a cabo en paz, a efectos de que la ciudadanía pudiera ejercer su derecho para elegir a sus 
representantes y gobernantes. Precisó que nuestras instituciones y la ley son los medios por los cuales se debe pro­
cesar todo reclamo de justicia, además de que quienes no estén de acuerdo con la situación actual del país tienen la 
posibilidad de cambiarla mediante el ejercicio de su voto.

 ■ El 10 de junio inauguró la Reunión de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos de México y Centroamérica: 
Derechos Humanos de las Personas en Contexto de Migración, la cual tuvo como sede la ciudad de Tapachula, Chia­
pas. Durante su intervención destacó la importancia de que las leyes en la materia de cada país incorporen los principios 
internacionales de derechos humanos, que no se criminalice la migración y que se reconozca la trata de personas como 
crimen de lesa humanidad, haciendo un llamado a sus similares de los siete países de Centroamérica a impulsar polí­
ticas públicas en tal sentido.

 ■ En el marco de esta misma Reunión, los días 11 y 12 de junio acordó con los defensores de derechos humanos cen­
troamericanos el desarrollo de Protocolos de Atención para la Región, que permitan atender con mayor eficiencia y de 
manera humanitaria a los migrantes en la zona, conformar un grupo de trabajo con el fin de establecer una agenda 
común de trabajo sobre la materia, así como generar mecanismos de colaboración e intercambio de información entre 
instituciones nacionales protectoras de derechos humanos, para la búsqueda y ubicación de personas en contexto de 
movilidad o ya retornadas y, en su caso, a sus familiares.

 ■ El 15 de junio realizó una gira de trabajo a Tlaxcala, Tlaxcala, la cual comprendió, entre otras cosas, una reunión con el 
Gobernador de Tlaxcala, Mariano González Zarur, con quien suscribió un convenio general de colaboración que tiene 
por objeto establecer las bases para desarrollar e impulsar acciones conjuntas para promover el estudio, la enseñanza, 
la observancia, la defensa, el respeto y la divulgación de los derechos humanos en el estado de Tlaxcala. Del mismo 
modo, sostuvo un encuentro con diversas Organizaciones No Gubernamentales de ese estado, con quienes inter­
cambió puntos de vista respecto de la situación que guardan los derechos humanos en el país y en dicha entidad fe­
derativa.

 ■ El 23 de junio suscribió un convenio de colaboración entre la CNDH y el Gobierno del Estado de Morelos, encabezado 
por el Gobernador Graco Ramírez Garrido Abreu, para la defensa, protección, capacitación y promoción de los derechos 
humanos. En este acto señaló que los gobiernos estatales deben capacitar a los servidores públicos para que conozcan 
las disposiciones legales que les permitan actuar dentro de un marco de respeto a los derechos humanos.

 ■ El 25 de junio de 2015 acudió a la ciudad de Villahermosa, Tabasco, para participar en el XLII Congreso Nacional Or­
dinario y Asamblea General de la Federación Mexicana de Organismos Públicos de Derechos Humanos (FMOPDH). 
Durante su intervención en la ceremonia inaugural puntualizó que la omisión, indiferencia y falta de respuesta en que 
pueden incurrir algunas autoridades ha propiciado el alejamiento y la desconfianza de la sociedad en las institucio­
nes, por lo cual apuntó que el ejercicio responsable de la autonomía y las atribuciones que la Constitución y las leyes 
les conceden es la mejor forma de que esos organismos públicos consoliden su reconocimiento y legitimidad, y de que 
el sistema no jurisdiccional de protección de los derechos fundamentales se reafirme.

 ■ El 26 de junio, en la misma ciudad del estado de Tabasco, participó en los trabajos de la XLII Asamblea General de la 
FMOPDH, en cuyo marco las Comisiones, Defensorías y Procuraduría de Derechos Humanos coincidieron en que todos 
los mexicanos tienen el derecho a recibir una educación que tienda a desarrollar armónicamente el total de las faculta­
des del ser humano y la conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y la justicia, razón por la cual 
suscribieron un “Manifiesto por el Derecho a la Educación de Calidad”, por medio del cual ratificaron su compromiso por 
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la defensa, promoción y vigencia de los derechos fundamentales para todos los mexicanos, entre los que se encuentra 
el derecho a la educación, plasmado en el artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
reconocido por diversos instrumentos internacionales, reiterando la necesidad de que todo planteamiento o discrepan-
cia se formule por las vías institucionales y dentro de nuestro orden jurídico.

PRIMERA VISITADURÍA GENERAL

PRoGRAMA ESPEcIAL DE VIH/SIDA y DEREcHoS HUMANoS

Impartición de los talleres 
“Matrimonio igualitario”  

y “Derecho a la no 
discriminación”,  

en culiacán, Sinaloa

Por invitación de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sinaloa, el 2 de 
junio de 2015 personal de esta Comisión Nacional se dirigió a la ciudad de Culiacán, 
Sinaloa, en donde impartió una capacitación dirigida a visitadores y promotores 
de derechos humanos, en la que abordó el tema “Matrimonio igualitario”, narrando 
la historia del reconocimiento legal a la unión de parejas del mismo sexo, tanto en 
México como en el mundo, destacando que el D.F., Coahuila y Quintana Roo, 
han modificado sus Códigos Civiles, permitiendo el matrimonio entre parejas del 
mismo sexo. 

Además, se señaló que a través de la justicia federal muchas parejas en todo 
el país han obtenido amparos que permiten la celebración de sus matrimonios, 
bajo el argumento de que restringir el matrimonio a las parejas de diferente sexo 
es discriminatorio.

Concluyó señalando que sólo en Tlaxcala y Zacatecas no se han presentado 
amparos al respecto.

El 3 de junio de 2015, se ofreció una capacitación acerca del “Derecho a la no 
discriminación” por preferencia u orientación sexual e identidad de género, expli-
citando el marco jurídico que ampara dicho derecho, citando la normativa inter-
nacional al respecto, así como la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discri-
minación; las leyes locales que tienen el mismo propósito, y las constituciones y 
leyes locales que protegen este derecho.

Impartición de los cursos 
“Derechos de los pacientes”, 

“Manejo de controversias 
médicas ante derechos 

humanos”, en Querétaro, 
Querétaro

Por invitación de la Defensoría de los Derechos Humanos de Querétaro, perso-
nal de esta Comisión Nacional se dirigió a dicha ciudad el 4 de junio, para impartir 
en la sede de dicho organismo dos cursos. El primero versó sobre los “Derechos 
de los pacientes”, en el que se subrayó el más fundamental de todos, el derecho 
a la vida, sin dejar de hacer mención del derecho a la protección de la salud, a un 
trato digno y respetuoso y a la no discriminación por condiciones de salud o por 
preferencia sexual (clave en el caso de muchas de las personas que viven con 
VIH o con Sida). El auditorio estuvo compuesto por servidores públicos.

Adicionalmente se expuso el tema “Manejo de controversias médicas ante 
derechos humanos”, en el que se abordaron los derechos del personal de salud 
(tales como contar con el material adecuado para protegerse de una posible ex-
posición al VIH y, en dado caso de que esto sucediera, el derecho a las medidas 
de profilaxis postexposición, que permiten prevenir la infección si se aplican du-
rante las primeras 24 horas después del evento y por un periodo de tiempo de-
terminado).

También se explicó que las quejas ante esta Comisión Nacional se pueden 
presentar por teléfono, correo electrónico o en persona, pero que hace falta fir-
marlas para hacerlas válidas.
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impartición de la conferencia 
“El viH y los derechos humanos: 

el caso de los usuarios  
de drogas inyectables”,  

en monterrey, nuevo león

El 4 de junio, en Monterrey, Nuevo León, se atendió a una invitación de la Comi­
sión Estatal de los Derechos Humanos del Estado de Nuevo León para asistir a 
la reunión mensual del Comité de Promoción de Salud y Prevención de las Adic­
ciones (COPREVA) para abordar el tema “El VIH y los derechos humanos: el caso 
de los usuarios de drogas inyectables”. 

Al respecto, se hizo énfasis en la necesidad de cambiar el enfoque de crimi­
nalización de las personas usuarias de drogas inyectables (PUDI), por uno de 
reducción del daño, ofreciéndoles servicios de apoyo para la rehabilitación, inter­
cambio de jeringas para evitar la transmisión del VIH y de otras infecciones de 
transmisión sexual (ITS), así como servicios médicos de calidad, no discrimina­
torios, para aquellos que ya viven con VIH o con Sida. 

Se señaló que el estigma y la discriminación ahuyentan a las PUDI de los ser­
vicios médicos de salud y de rehabilitación.

impartición de los talleres  
“la tuberculosis, el viH  

y los derechos humanos”, 
“Estigma, discriminación  

e impactos asociados al viH”, 
“derechos humanos vinculados 

a la salud y matrimonio 
igualitario”, en chetumal, 

quintana roo

Por invitación de la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Quintana 
Roo, personal de esta Comisión Nacional se dirigió a la ciudad de Chetumal, los 
días 9, 10 y 11 de junio, donde impartió tres talleres.

El primero se llevó cabo en las instalaciones de la Comisión Estatal de los Dere­
chos Humanos de Quintana Roo, el 9 de junio de 2015, donde se abordó del tema 
“La tuberculosis, el VIH y los derechos humanos”, señalando la comorbilidad de 
estas condiciones de salud, que al entrecruzarse se agravan mutuamente, com­
plicando aún más la recuperación y el tratamiento de las personas que viven en 
esta situación. El taller estuvo dirigido a personal de Salud del Instituto Mexicano 
del Seguro Social del Hospital Naval, del Centro Ambulatorio para la Atención del 
Sida y Otras Infecciones de Transmisión Sexual (CAPASITS) y de la Jurisdicción 
Sanitaria.

El 10 de junio se impartió el taller titulado “Estigma y Discriminación e impac­
tos asociados al VIH”, en el que se trató la cuestión de la homofobia, el machismo, 
el clasismo y el racismo como bases del estigma que rodea al VIH y que sirve de 
pretexto para realizar actos discriminatorios contra las personas con VIH. Además 
se hizo referencia a la cuestión de los derechos humanos de las personas que vi ven 
con VIH o con Sida en reclusión, tema en el que nuevamente se hizo énfasis en el 
derecho a la protección a la salud, reconocido constitucionalmente, agregando 
que son las autoridades de los centros de reclusión quienes están a cargo de pro­
veer los elementos para que este derecho se haga efectivo, pues los reclusos, 
dada su situación, no están en posibilidades de hacerlo, y sin embargo, es común 
que sea en ese ámbito donde el estigma y la discriminación sean más patentes.

El día 11 de junio de 2015 se abordó el tema “Derechos humanos vinculados 
a la salud y matrimonio igualitario”, tema en el cual se hizo hincapié en el hecho 
de que los derechos humanos son inalienables, de manera que nadie los pierde 
a partir de una condición de salud, por grave que ésta sea. Además, abordó el 
punto del derecho a la protección de la salud, consagrado en el artículo 4o. de nues­
tra Carta Magna. Asimismo, describió cómo hay quienes, basados en el estigma 
y la discriminación, violentan los derechos de las personas que viven con VIH o 
con Sida, motivo por el cual este Organismo Nacional ha emitido diversas Reco­
mendaciones. Además se disertó sobre el tema del “matrimonio igualitario”, des­
tacando las recientes decisiones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
que señalan que el objeto del matrimonio no es la procreación, y que negarlo a 
las parejas en razón de su preferencia sexual no heterosexual es discriminatorio. 

En las tres sesiones estuvo presente el maestro Harley Sosa Guillén, Presi­
dente de la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Quintana Roo.
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impartición del taller 
“defendiendo nuestros 

derechos… mujeres viviendo 
con viH o sida”,  
en méxico, d. f.

El 16 de junio de 2015 personal de esta Comisión Nacional impartió un taller en 
el Centro Nacional de Derechos Humanos (CENADEH), titulado “Defendiendo 
nuestros Derechos… mujeres viviendo con VIH o Sida”. 

En ese evento se mencionaron los derechos que asisten a las personas que 
viven con VIH o con Sida (tales como el derecho a la protección de la salud), pero 
además se hizo referencia específicamente al derecho de toda mujer a decidir 
sobre el número y el espaciamiento de sus hijos, resaltando que hoy en día una 
mujer que vive con VIH puede llevar un embarazo a feliz término y parir a un bebé 
sin VIH, gracias a que los modernos tratamientos antirretrovirales han permitido 
disminuir la proporción de bebés (hijos de madres que viven con VIH o con Sida) 
que nacen con VIH, de un 25 % a sólo 2 por ciento.

El evento estuvo dirigido a un grupo de autoapoyo de mujeres que viven con VIH.

impartición de pláticas  
y talleres sobre “Bullying  
y homofobia”, “Estigma, 

discriminación e impactos 
asociados al viH”, “infancia, 

viH y derechos humanos”, 
“derechos humanos asociados 

a la salud” y “Principales 
violaciones a los derechos 

humanos en viH”, en ciudad 
victoria y tampico, tamaulipas

El 17 de junio de 2015, personal de esta Comisión Nacional se dirigió a Ciudad 
Victoria, Tamaulipas, para dictar dos pláticas.

La primera de ellas se llevó a cabo en la Universidad Viscaya, y versó sobre el 
tema “Bullying y homofobia”, en la que describió el acoso a que se ven sujetos en 
las escuelas de educación básica, media y media superior aquellos estudiantes 
que son homosexuales, lesbianas o que son percibidos y percibidas como tales por 
el resto de la comunidad. Se subrayaron las consecuencias psicológicas y físicas 
de este tipo de acoso, que incluso pueden llevar al suicidio a sus víctimas.

La segunda plática tuvo lugar en la Facultad de Trabajo Social de la Universi­
dad Autónoma de Tamaulipas, y su tema fue “Estigma, discriminación e impactos 
asociados al VIH”, en la que se explicó la epidemiología del VIH y el Sida, seña­
lando cuáles son los grupos poblacionales más afectados por la pandemia en 
nuestra nación. Se hizo referencia al estigma y a la discriminación de que son 
objeto quienes viven con estas condiciones de salud y se explicó el marco jurídi­
co que rige en nuestro país acerca del VIH y del Sida.

El 18 de junio de 2015, se impartió el taller sobre “Infancia, VIH y derechos 
humanos” a personal de salud del Centro Ambulatorio para la Atención del Sida 
y otras Infecciones de Transmisión Sexual (CAPASITS) y de la Secretaría de 
Salud.

El 19 de junio de 2015, en el Hospital Canseco, se impartió el taller sobre “De­
rechos humanos asociados a la salud”, dirigido a los médicos residentes de dicho 
nosocomio. En él puso énfasis particularmente en los derechos de las personas 
con VIH o con Sida.

Ese mismo día se acudió al CAPASITS de Tampico para impartir un taller 
acerca de las “Principales violaciones a los derechos humanos en VIH”, en el que 
se refirió al estigma y la discriminación de que son objeto las personas que viven 
con VIH o con Sida y señaló cómo los derechos de estas personas son protegidos 
por nuestra Carta Magna.

impartición del curso  
“los derechos humanos  

de las personas que viven  
con viH o sida”,  

en cuernavaca, morelos

El 25 de junio de 2015, personal de esta Comisión Nacional asistió, por invitación 
del Instituto Nacional de Salud Pública, a la 13a. edición del Diplomado de Sida, 
que se llevó a cabo en dicha institución educativa, en Cuernavaca, Morelos.

Durante este evento, se participó en el Módulo IV. “Prevención combinada”, 
donde se abordó la cuestión de “Los derechos humanos de las personas que 
viven con VIH o Sida” desde el punto de vista de la normativa que rige en nuestro 
país respecto de estas condiciones de salud, incluyendo el derecho a la no discri­
minación por motivos de salud, así como por orientación sexual (en el caso de las
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personas con orientación homosexual), que está consagrado en el artículo 1o. de 
nuestra Carta Magna. Además, mencionó una serie de tratados internacionales 
de los que México forma parte y que también protegen el derecho a la no discri­
minación por preferencia sexual.

Adicionalmente, se señaló que la discriminación contra las personas afectadas 
por el VIH y el Sida tiene como fundamento el prejuicio homofóbico, mencionan­
do que la respuesta al VIH y al Sida pasa necesariamente por el respeto a los 
derechos humanos.

impartición de actividades  
de capacitación sobre derechos 

humanos, viH y sida,  
en cancún, quintana roo

Por invitación de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Quintana Roo, 
el 26 de junio de 2015 personal de esta Comisión Nacional se dirigió a la ciudad 
de Cancún, donde llevaron a cabo diversas actividades acerca de los derechos 
humanos, el VIH y el Sida.

En esa fecha se impartió una plática sobre “VIH y derechos humanos”, en el 
Hospital General de Zona Número 3 del Instituto Mexicano del Seguro Social 
(IMSS), donde se expuso cómo la estigmatización y la homofobia se han ido 
constituyendo en una epidemia paralela a la del VIH y del Sida, razón por la cual 
es necesario colocar a los derechos humanos en el centro de la respuesta al VIH 
y al Sida, pues mientras los derechos de las personas que viven con dichas 
condiciones de salud sean violentados, seguirán los obstáculos para que acudan 
a hacerse las pruebas que les permitan conocer su estado de salud, y se seguirá 
dando el fenómeno de que lleguen a los servicios de salud en las fases avanzadas 
de la infección por VIH, dificultando de esta manera su recuperación. Esta plática 
estuvo dirigida a personal médico del mismo nosocomio.

Más tarde, se impartió un taller con el título “Discriminación y homofobia como 
violaciones a los derechos humanos”, en la sede de la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de Quintana Roo, durante la cual se abordó la cuestión de 
la homofobia, desde sus raíces históricas hasta el impacto que ha tenido este 
prejuicio sobre la epidemia de VIH y de Sida, obstaculizando los esfuerzos para 
llevar los mensajes de prevención e incluso la misma atención a las personas que 
viven con estas condiciones de salud. La audiencia estuvo conformada por miem­
bros de ONG y público en general. 

El sábado 27 de junio, nuevamente en la sede de la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de Quintana Roo, se brindó una conferencia acerca de 
“Derechos humanos y diversidad”, en la que se hizo énfasis en el hecho de que la 
diversidad sexual está constituida por todos los seres humanos, a pesar de que 
el término se utilice para denominar a quienes no siguen las ancestrales pautas 
heteronormativas; además, se señaló que en nuestro país, desde su independen­
cia, la homosexualidad nunca ha sido considerada un delito, a pesar de que se 
utilicen diversos bandos municipales para perseguir a homosexuales, lesbianas 
y personas trans. No obstante, estas poblaciones han sido vulnerabilizadas y 
violentadas, tal como consta en el Informe Especial de la CNDH sobre Violaciones 
a los Derechos Humanos y Delitos Cometidos por Homofobia, en el que se da 
cuenta de asesinatos y violencia ejercida en su contra. Esta conferencia también 
estuvo dirigida al público en general.
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Programa soBrE asuntos dE la niñEz y la familia

impartición de la plática 
“derechos y deberes de l@s 

jóvenes”, en mérida y 
valladolid, yucatán

Por invitación de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, el 2 
de junio personal del Programa sobre Asuntos de la Niñez y la Familia acudió al 
Centro Escolar “Felipe Carrillo Puerto”, ante estudiantes universitarios, y al Cen­
tro de Estudios Tecnológicos, Industriales y de Servicios Núm. 112, en la ciudad 
de Mérida, y el 3 de junio se hizo una presentación con estudiantes de nivel me­
dio superior a fin de impartir la plática “Derechos y deberes de l@s jóvenes”, cuyo 
objetivo fue promover el conocimiento de los derechos humanos, así como los 
deberes que el ejercicio de los mismos conllevan.

La finalidad de estas actividades fue que las y los jóvenes identificaran de una 
manera dinámica sus derechos humanos tal y como los viven de manera cotidia­
na, obteniendo un resultado muy positivo, ya que al concluir la plática el alumnado 
reflexionó respecto de la importancia de los derechos humanos en su vida.

Los derechos que se abordaron en las pláticas fueron: a la igualdad y a la no 
discriminación; a la educación; a la familia; a la protección de la salud; a la ali­
mentación; a la libertad de expresión, de asociación y de reunión; a vivir libres de 
violencia; a la participación, y al sano esparcimiento para su desarrollo integral.

impartición de la conferencia 
“la importancia de los valores 

en la vida cotidiana”,  
en Parras, monclova, sabinas 

y saltillo, coahuila

Por invitación de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Coahuila, se 
impartió la conferencia “La importancia de los valores en la vida cotidiana”, dirigi­
da a padres de familia y alumnado de diversas instituciones de educación básica 
y media superior en los municipios de Parras, Monclova, Sabinas y Saltillo, los 
días 9, 10, 11 y 12 de junio del presente año.

Con la finalidad de sensibilizar a los adultos en el compromiso y necesidad de 
formar a niñas, niños y adolescentes para la vida, se realizaron un total de nueve 
presentaciones de la conferencia, en las diferentes localidades ya mencionadas, 
dirigidas tanto a padres de familia como a profesores de instituciones educativas.

La vivencia y disfrute de los valores universales son parte esencial de una 
buena relación entre los individuos y del buen trato entre los mismos. El inicio de 
dicha experiencia se da en casa, de ahí la importancia de trabajar el tema con 
los adultos en general, buscando que el beneficio final sea para las niñas, los 
niños y las y los adolescentes.

impartición de la conferencia 
“los derechos humanos  

de niñas, niños, adolescentes, 
jóvenes, adultos mayores  

y familia”, en suchiapa  
y tuxtla gutiérrez, chiapas

El 19 de diciembre de 2011 la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó 
la Resolución 66/170, en la que declara el 11 de octubre como el Día Internacio­
nal de la Niña, con el objetivo de reconocer las situaciones de riesgo y los proble­
mas excepcionales que las niñas confrontan en todo el mundo, haciendo frente 
a la discriminación y la violencia, así como para promover el cumplimiento de sus 
derechos humanos. A partir de los datos censales de 2010, sabemos que en 
nuestro país hay más de 39 millones de niñas, niños y adolescentes menores de 
18 años, lo que representa 34.9 % de la población total; de ese conjunto pobla­
cional, las niñas y adolescentes en el país representan 19.4 millones. 

Del Censo 2010 se desprende que de cada 100 niñas de 6 a 11 años, tres no 
asisten a la escuela; mientras que 4.6 % de las niñas de entre 8 y 11 años aún 
no desarrollan la habilidad de lectoescritura, sin embargo, en localidades con 
menos de 2,500 habitantes la proporción de niñas de 8 a 11 años sin habilidad 
de lectoescritura es de 9.3 %; este último porcentaje es cuatro veces mayor res­
pecto a las niñas residentes en localidades de un millón y más de habitantes (2.2 
por ciento). 
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En cuanto a la ocupación laboral, el 47.9 % de las niñas y adolescentes de 5 a 17 
años que trabajan no recibe ingreso o su pago se da en especie, y de las que sí 
perciben ingreso 28.3 % recibe hasta un salario mínimo; en síntesis, tres de cada 
cuatro sostiene una situación precaria en cuanto a su ingreso. 

Respecto de la violencia en cuanto a las adolescentes, datos de la Encuesta 
Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares 2011 (ENDIREH 
2011) indican que del total de adolescentes solteras de 15 a 17 años de edad, 
34.9 % declaró haber sido objeto de al menos un incidente de violencia por parte 
de su pareja durante su última relación, así como que la mayoría de tales inciden­
tes tuvo que ver con episodios de violencia emocional.

En concordancia con la Asamblea de Naciones Unidas, la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, consciente de que en nuestro país muchas niñas si­
guen siendo discriminadas desde las primeras etapas de su vida, a lo largo de la 
infancia, durante su adolescencia y juventud, y que su situación de inequidad se 
traduce en la negación de sus necesidades fundamentales y en la violación de sus 
derechos humanos (reflejada en prácticas tradicionales aberrantes como la pre­
ferencia de los hijos varones; el matrimonio precoz; la venta de niñas por parte 
de sus padres; el abuso doméstico, sexual y económico; el incesto; la explotación 
sexual comercial; la pornografía en todas sus formas de difusión; un menor ac­
ceso a la alimentación y educación de calidad), creó a través de la Coordinación 
del Programa sobre Asuntos de la Niñez y la Familia de la Primera Visitaduría 
General, su campaña: “Los Derechos Humanos son de Todas las Niñas”. “Niña 
como Tú, Niña como Yo”, “Niños y Adolescentes por la Dignidad de las Niñas”.

De acuerdo a las atribuciones que la Ley General de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes asigna a las áreas especializadas para la protección efec­
tiva, observancia, promoción, estudio y divulgación de los derechos de niñas, niños 
y adolescentes, entre los principales objetivos de esa campaña está promover 
con enfoque de género y en aras del interés superior de la infancia, los derechos 
humanos de niñas, niños, adolescentes y jóvenes en todos los ámbitos y esce­
narios, y generar una conciencia colectiva sobre la realidad que viven las niñas y 
adolescentes que son privadas o restringidas en sus derechos fundamentales a 
lo largo y ancho del país, a través de acciones de sensibilización, concientización 
y capacitación. 

Entre esas acciones, la maestra María de Lourdes Zariñán Martínez, Coordi­
nadora del Programa sobre Asuntos de la Niñez y la Familia, por acuerdo del li­
cenciado Ismael Eslava Pérez, Primer Visitador General de la CNDH, con la co­
laboración del doctor Héctor Arreola Soria, Coordinador General de Universidades 
Tecnológicas y Politécnicas de la Secretaría de Educación Pública, elaboraron un 
programa anual de promoción de derechos humanos para llevarse a cabo en 
diversas universidades del país.

Para llevar a cabo las tareas de promoción aludidas, en el mes de junio se 
comisionó a la Subdirectora de Área Ana Luisa Barrón Rodríguez, quien impartió 
15 conferencias destinadas a 3,231 estudiantes, personal académico y adminis­
trativo de la Universidad Politécnica de Chiapas y de la Universidad Tecnológica 
Metropolitana de Mérida, Yucatán.

Estudiantes de las distintas carreras de la Universidad Politécnica de Chiapas 
(UPCH) y de la Universidad Tecnológica Metropolitana (UTM) escucharon la im­
portancia de conocer sus derechos humanos, así como las instancias y mecanis­
mos para hacerlos valer en caso de que sean vulnerados, haciéndoles saber que
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desde niñas y niños, son titulares de derechos de acuerdo a la nueva Ley Gene­
ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, publicada en diciembre de 
2014, la cual es acorde a la Convención sobre los Derechos del Niño.

Se les habló de la reforma constitucional en materia de derechos humanos, 
así como de los tratados internacionales que protegen sus derechos, como son 
las Convenciones Interamericana e Internacional sobre Desaparición Forzada de 
Personas y la Convención sobre los Derechos del Niño, que consagra principios 
y estándares internacionales como el interés superior de la infancia.

Se destacó que la comunidad estudiantil de las Universidades Tecnológicas y 
Politécnicas “son jóvenes, respetuosas y respetuosos, entusiastas y reconocidos 
por su talento” que siempre han mostrado interés por conocer sus derechos, así 
como las situaciones de riesgo que pueden enfrentar y las medidas de prevención 
que en su momento pueden tomar.

Al tiempo de indicarles que es fundamental que haya una actitud de cambio 
ante los paradigmas en situaciones de violencia familiar, así como tener presen­
te el compromiso que debe de existir en cuanto a la relación de pareja, la cual debe 
de darse en un esquema de respeto, amor, afecto y con una sexualidad protegi­
da, destacando la diferencia entre el perfil de los hombres y las mujeres de antes, 
con el de las nuevas generaciones que no tienen el estigma de los estereotipos 
de género.

Se les sensibilizó sobre todas las violaciones que actualmente sufren las niñas 
a sus derechos humanos en el mundo y la necesidad de cambiar esas prácti­
cas, debiendo impulsar cada quien, desde sus posibilidades, que las niñas y 
adolescentes accedan en igualdad de oportunidades a una educación de calidad.

Por otra parte, se hizo hincapié en las situaciones de riesgo en las redes de 
delincuencia organizada transnacional que navegan en las redes sociales, a tra­
vés de las cuales personas expertas tienen el trabajo de diseñar estrategias para 
enganchar en el menor tiempo posible a niñas, niños, adolescentes y jóvenes 
para trata de personas y tráfico de órganos, entre otros delitos. Por ello, se ex­
hortó a los estudiantes a considerar al internet como una herramienta de trabajo, 
estudio y entretenimiento en la que deben proteger su identidad y no acudir a 
citas con personas desconocidas que contacten por estos medios y volverse 
presa fácil de la delincuencia organizada.

impartición de los cursos-taller 
“derechos Humanos de las 

Personas adultas mayores”  
y “Prevención y Protección  

de niños, niñas y adolescentes 
víctimas de maltrato  

y conductas sexuales”,  
en la ciudad de querétaro

Del 15 al 18 de junio de 2015 se impartió el Curso­Taller “Los Derechos Humanos 
de las Personas Adultas Mayores”, en el cual se abordaron los siguientes temas: 
Derechos humanos; Derechos de las personas adultas mayores; Artículo 1o. 
constitucional; Concepto de violencia; El maltrato en personas adultas mayores. 
Tipos de maltrato (también tipos penales); Salud sexual. El abuso sexual (tipos 
penales). Factores que influyen; Los artículos 1o. y 4o. constitucionales. Respon­
sabilidades de los servidores públicos, y Qué hacer y ante quién acudir cuando 
se es víctima de maltrato o se sabe que un adulto mayor está en riesgo.

Adicionalmente, se llevó a cabo el Curso­Taller “Prevención y Protección de 
Niños, Niñas y Adolescentes Víctimas de Maltrato y Conductas Sexuales”, en el 
cual se abordaron los siguientes temas: Los derechos humanos de las niñas, 
niños y adolescentes; Maltrato infantil. Marco jurídico nacional e internacional; “Re­
formas a los artículos 1o. y 4o. constitucionales; Violencia. Modalidades del mal­
trato; Violencia sexual (delitos: violación, abuso sexual, estupro, incesto, porno­
grafía infantil, trata de personas, lenocinio, prostitución infantil, etc.), y Qué hacer
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y ante quién acudir cuando se es víctima o cuando se sabe que una persona 
menor de 18 años es víctima de maltrato o abuso sexual. Responsabilidad en la 
que pueden incurrir los servidores públicos.

Asimismo, se proporcionaron 48 orientaciones jurídicas a bordo de la volanta, 
propiedad de la CNDH.

impartición de los cursos-taller 
“Prevención y Protección  

de niños, niñas y adolescentes 
víctimas de maltrato  

y conductas sexuales”  
y “derechos y obligaciones  

de los servidores Públicos”,  
en méxico, d. f.

Del 22 al 26 de junio de 2015 se impartieron los Cursos­Taller “Prevención y Pro­
tección de Niños, Niñas y Adolescentes Víctimas de Maltrato y Conductas Sexua­
les” y “Derechos y Obligaciones de los Servidores Públicos”, al personal de las 
Jurisdicciones Sanitarias Tlalpan, Xochimilco y Coyoacán de la Secretaría de 
Salud del D. F., en el cual se abordaron los siguientes temas: Los derechos hu­
manos de niñas, niños y adolescentes; Maltrato infantil. Antecedentes; Doctrina 
de Situación Irregular, panorama actual, y Doctrina de Protección Integral; Tipos de 
maltrato. Factores de riesgo. Marco jurídico nacional e internacional; Reformas a 
los artículos 1o. y 4o. constitucionales; Violencia; Violencia familiar, escolar y so­
cial; Modalidades del maltrato; Violencia sexual (delitos: violación, abuso sexual, 
estupro, incesto, pornografía infantil, trata de personas, lenocinio, prostitución in­
fantil, etc.). Factores de riesgo; Indicadores de abuso sexual; Qué hacer y ante 
quién acudir cuando se es víctima o cuando se sabe que una persona menor de 
18 años es víctima de maltrato o abuso sexual; Qué es delito, falta administrativa, 
incumplimiento de obligaciones y violación de derechos humanos; Obligaciones 
de los servidores públicos. Responsabilidad en la que pueden incurrir los servido­
res públicos. Mecanismos de exigibilidad. Denuncia penal. Juicio familiar. Queja 
de derechos humanos, etcétera, y Plan de prevención de abuso sexual en niñas, 
niños y adolescentes. Se contó con la asistencia de 360 servidores públicos.

impartición de la plática 
“derechos y deberes de l@s 
jóvenes, su proyecto de vida 

frente a los derechos 
humanos”, en la Paz, Baja 

california sur

Atendiendo la invitación del Presidente de la Comisión Estatal de Derechos Hu­
manos de Baja California Sur, del 22 al 26 de junio personal del Programa sobre 
Asuntos de la Niñez y la Familia de la CNDH participó en las actividades de la 
Semana de la Juventud, organizada por la CEDH y el Instituto Sudcaliforniano de 
la Juventud, que se llevó a cabo en las instalaciones de la Universidad Mun­
dial; la UNIDEP; la Universidad de La Paz; la Universidad de Tijuana, plantel La 
Paz, y la Escuela Secundaria Número 10, impartiendo la plática “Derechos y 
deberes de l@s jóvenes, su proyecto de vida frente a los derechos humanos”.

El objetivo de las actividades fue promover el conocimiento de los derechos 
humanos, y que las y los jóvenes identificaran de una manera dinámica estos de­
rechos y construyan su futuro con base en el ejercicio responsable de los mismos, 
obteniendo un resultado positivo, ya que las y los alumnos identificaron el ejerci­
cio cotidiano que hacen de sus derechos humanos.

Los derechos que se abordaron en las pláticas fueron: a la igualdad y a la no 
discriminación; a la educación; a la familia; a la protección de la salud; a la ali­
mentación; a la libertad de expresión; de asociación y de reunión; a vivir libres de 
violencia; a la participación, y al sano esparcimiento para su desarrollo integral.

Participación como 
comentarista en la sesión  

de cine-diálogo del cEnadEH, 
en la película Salaam Bombay, 

en méxico, d. f.

El 23 de junio del presente año, con el objetivo de fortalecer la cultura de los 
derechos humanos en la población y promover su goce y ejercicio, a iniciativa del 
CENADEH, personal de la Coordinación sobre Asuntos de la Niñez y la Familia 
de la CNDH asistió como comentarista de la película Salaam Bombay, en la que 
se observan violaciones reiteradas a los derechos humanos de las niñas y los 
niños, frecuentes en la India. Al respecto, se enfatizó en la problemática que viven
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al ser expulsados de su seno familiar por sus padres; los peligros a los que se 
enfrentan al estar en situación y riesgo de calle, como la drogadicción; el papel 
del Estado al acogerlos en una institución pública en donde las posibilidades de de­
sarrollarse plenamente son casi nulas, y en la que persisten las manifestaciones 
de violencia en todas sus modalidades; el flagelo social que vive la niñez (ya que 
a edades muy tempranas niñas y niños se ven en la necesidad de trabajar para 
sobrevivir); la explotación sexual a que son sometidas las niñas; la ablación fe­
menina; etcétera, que se configuran como usos y costumbres que dañan la esfe­
ra jurídica y personal de los menores de edad. 

En el grupo de participantes se analizaron los derechos humanos violentados 
y se generaron sugerencias para erradicar tanto la explotación sexual comercial 
infantil como la explotación laboral, y la problemática de los niños en riesgo y 
situación de calle, enfatizando en la necesidad de crear conciencia de que niñas 
y niños son titulares de derechos humanos y de que el Estado, los padres de 
familia y los organismos gubernamentales somos garantes de los mismos. 

impartición del curso-taller  
y conferencia “Prevención  

y atención a la violencia 
familiar”, en san luis Potosí

Los días 29 y 30 de junio de 2015, en seguimiento a la reunión de vinculación con 
la Academia Superior de Seguridad Pública, personal de la Coordinación sobre 
Asuntos de la Niñez y la Familia impartió un curso­taller a un grupo de 30 instruc­
tores/as de esa Academia, con el objetivo de coadyuvar en la actualización de 
dichos servidores y servidoras públicas en la prevención y atención a la violencia 
familiar, con base en el respeto a los derechos humanos y la diversidad, propor­
cionándoles herramientas teórico­prácticas para tal efecto.

Entre las actividades del curso destacaron el trabajo en equipos, el desarrollo 
de dinámicas que favorecieron la sensibilización en torno a esta problemática, así 
como la reflexión sobre el importante papel que les toca realizar a quienes son 
garantes de la seguridad pública, buscando en todo momento promover el res­
peto a los derechos humanos de todos los miembros de los diferentes núcleos 
familiares que existen en nuestro país.

Como parte del trabajo se planteó incluir un módulo —en el que se aborde este 
tema— en la capacitación de los cadetes que tienen proximidad con el público 
que solicita sus servicios al sentir vulnerados sus derechos en el ámbito familiar.

El conocimiento del marco jurídico de actuación de quienes procuran la segu­
ridad pública y el respeto a los derechos humanos en las familias fue parte de las 
conclusiones vertidas al finalizar los trabajos.

El reconocimiento de la diversidad de familias con necesidades específicas 
también formó parte del cierre del curso.

Se enfatizó que para desalentar la violencia en las calles y la sociedad, es 
menester atender y erradicar la violencia en las familias.

dirEcción gEnEral dE atEnción a la discaPacidad

foro: cultura de la inclusión  
de las Personas  

con discapacidad,  
en torreón, coahuila

El 19 de junio de 2015 la CNDH organizó de manera conjunta con la Universidad 
Tecnológica de Torreón (UTT) el Foro: “Cultura de la Inclusión de las Personas 
con Discapacidad”. Lo anterior con el fin de promover los derechos humanos y la 
inclusión de las personas con discapacidad al interior de la Universidad Tecnoló­
gica de Torreón, y contribuir así a la reducción de la brecha existente en la inclu­
sión educativa de las personas con discapacidad en el nivel superior.
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El evento fue encabezado por el Lic. Germán Emmanuel Bautista Hernández, 
Visitador Adjunto de la Dirección General de Atención a la Discapacidad de la 
CNDH, y por parte de la Universidad Tecnológica de Torreón se contó con la pre­
sencia del Ing. Raúl Martínez Hernández, Rector de la institución mencionada. 

Como parte de este evento, se celebró el reciente nombramiento a la UTT como 
Universidad Incluyente, lo que la compromete a realizar todas las medidas nece­
sarias para que las personas con discapacidad puedan gozar del derecho a la 
educación en igualdad de oportunidades. 

El Ing. Raúl Martínez Hernández reiteró el compromiso que tiene la UTT con 
la educación inclusiva, destacando las recientes modificaciones arquitectónicas 
que se realizaron en la universidad para la inclusión de las personas con disca­
pacidad que asisten a ella. Hasta el momento la UTT ha visto egresar a 15 per­
sonas con alguna discapacidad, y para el próximo ciclo se tienen registradas 20 
personas con discapacidad, teniendo mayor afluencia de personas con discapa­
cidad auditiva. 

Con eventos como éste, la CNDH busca dar mayor visibilidad a la realidad que 
viven millones de personas con discapacidad en México, quienes, por falta de 
oportunidades, no tienen acceso a una educación de calidad al igual que el resto 
de la sociedad. 

Se impartió la conferencia “Modelos Históricos de la Discapacidad: Hacia un 
Nuevo Paradigma”, y un taller sobre “Trato Adecuado hacia las Personas con 
Discapacidad.” Dichas actividades tuvieron la finalidad de hacer conciencia en las 
y los estudiantes sobre el derecho a la educación de las personas con disca­
pacidad. 

Es importante destacar que la Universidad Tecnológica de Torreón ha comen­
zado a desarrollar tecnologías adaptadas para personas con discapacidad visual, 
que consisten en apoyos para realizar sus actividades cotidianas de manera au­
tónoma e independiente. Uno de estos apoyos es la creación de una tableta en 
Braille, a la que al conectarle un dispositivo USB y al seleccionar un documento, 
se configurará para que la persona con discapacidad visual pueda leer en Braille 
cualquier documento digitalizado. 

Otro avance tecnológico es la creación de un dispositivo que se colocará en 
los bastones de las personas con discapacidad visual, el cual a través de au dio 
les indicará en donde se encuentran y qué lugares hay a su alrededor, tales como 
sanitarios, cafeterías, librerías. La primera prueba de este dispositivo se realizará 
en las instalaciones de la Universidad Tecnológica de Torreón, con miras a ser 
replicada en supermercados y lugares comúnmente visitados por personas con 
discapacidad visual.

impartición del taller 
“derechos Humanos de las 

Personas con discapacidad”, 
en méxico, d. f.

Por invitación del Sistema de Aguas de la Ciudad de México (SACMEX), a través 
de su Dirección de Recursos Humanos, y de la Subdirección de Relaciones La­
borales, los pasados 25 y 26 de junio se realizaron dos talleres sobre “Derechos 
Humanos de las Personas con Discapacidad”, impartidos a servidores públi­
cos de estructura y de enlace de distintas unidades administrativas del Sistema 
de Aguas de la Ciudad de México, tales como el Centro de Información y el Pro­
grama y Análisis Técnicos, sólo por mencionar algunas. Los talleres tuvieron la 
finalidad de promover el trato digno y respetuoso con el que los servidores públi­
cos se deben conducir hacia las personas con discapacidad. 
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El taller comenzó con la conferencia del licenciado Germán Emmanuel Bau-
tista Hernández sobre los Modelos Históricos de la Discapacidad, en la cual hizo 
hincapié en la necesidad de comenzar a ver a las personas con discapacidad 
como sujetos de derechos y obligaciones, y abandonar la visión de enfermedad 
y asistencia social. 

Continuando con el taller, el doctor Gustavo Hernández Rivera tocó el tema 
de las obligaciones de los servidores públicos en materia de derechos humanos 
y discapacidad, insistiendo que cualquier violación a uno o varios derechos hu-
manos de las personas con discapacidad traería como consecuencia una sanción, 
según lo estipulado en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de 
los Servidores Públicos.

Para finalizar la jornada, el licenciado Mauricio Melgar Álvarez enfatizó en el 
trato adecuado en el que deben conducirse hacia las personas con discapacidad, 
con la finalidad de que el personal del Sistema de Aguas de la Ciudad de México 
pueda otorgar un servicio digno y respetuoso.

TERCERA VISITADURÍA GENERAL

PROGRAMA DE VISITAS A LUGARES DE DETENCIÓN EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES  
DEL MECANISMO NACIONAL DE PREVENCIÓN DE LA TORTURA Y OTROS TRATOS O PENAS CRUELES, 

INHUMANOS O DEGRADANTES

 ■ Informe 1/2015, del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, sobre lugares de detención e internamiento, 
que dependen del Gobierno y de la Fiscalía General del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave.

 ■ Informe 2/2015, del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, sobre lugares de detención que dependen 
de los ayuntamientos del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave.

 ■ Informe 3/2015, del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, sobre lugares de detención e internamiento, 
que dependen del Gobierno y de la Universidad Autónoma del Estado de Nuevo León.

 ■ Informe 4/2015, del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, sobre lugares de detención que dependen 
de los ayuntamientos del Estado de Nuevo León.

Visitas de supervisión penitenciaria para elaboración  
del Diagnóstico Nacional de Supervisión Penitenciaria 2015

 ■ Aplicación del Diagnóstico Nacional de Supervisión Penitenciaria a 52 centros de reinserción social, en 12 estados 
de la República Mexicana.

Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura

Con fecha 18 de junio, se emitió informe 1/2015  del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura sobre lugares de 
detención que dependen del Gobierno y de la Fiscalía General del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, en donde se 
visitaron 65 lugares de detención (33 agencias del ministerio público, 11 CERESOS, un centro de tratamiento interno para 
adolescentes, ocho separos de seguridad pública, dos hospitales psiquiátricos, nueve casas hogar y un centro contra las 
adicciones).
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Con fecha 22 de junio, se emitió informe 2/2015 del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura sobre lugares de de­
tención que dependen de los ayuntamientos de Veracruz, en donde se realizaron visitas de supervisión a 14 separos de segu­
ridad pública y seis casas hogar de los siguientes municipios: Alto Lucero de Gutiérrez Barrios, Amatlán de los Reyes, Coa­
tepec, Córdoba, Cosamaloapan, Martínez de la Torre, Misantla, Naranjos­Amatlán, Orizaba, Papantla, Perote, Poza Rica de 
Hidalgo, San Andrés Tuxtla, Tamiahua, Tuxpan, Veracruz y Zongolica.

Con fecha 18 de junio, se emitió informe 3/2015 del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura sobre lugares de 
detención que dependen del Gobierno y de la Universidad Autónoma del Estado de Nuevo León, en donde se visitaron 59 
lugares de detención, (tres CERESOS, 48 agencias del Ministerio Público, un separo, dos instituciones abiertas para sen­
tenciados, dos centros de tratamiento interno para adolescentes, dos hospitales psiquiátricos, así como un centro de asis­
tencia social para menores de edad).

Con fecha 29 de junio, se emitió informe 4/2015 del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura sobre lugares de 
detención que dependen de los ayuntamientos de Nuevo León, en donde se realizaron visitas de supervisión a 27 separos 
de seguridad pública y siete cárceles municipales de los siguientes municipios: Allende, Apodaca, Bustamante, Cadereyta 
Jiménez, Cerralvo, China, Ciénega de Flores, García, General Escobedo, General Zuazua, Guadalupe, Hidalgo, Juárez, 
Linares, Marín, Mina, Montemorelos, Monterrey, Pesquería, Sabinas Hidalgo, Salinas Victoria, San Nicolás de los Garza, 
San Pedro Garza García, Santa Catarina, Santiago y Villaldama.

DIAGNÓSTICO NACIONAL DE SUPERVISIÓN PENITENCIARIA 2015

Lugares y fechas

1 al 5 de junio

Baja California Mexicali, Tecate, Tijuana. 
Chihuahua Aquiles Serdán, Ciudad Juárez.
Michoacán Morelia, Uruapan, Zitácuaro.

Sonora Ciudad Obregón, Hermosillo, Nogales.
Yucatán Mérida, Tekax, Valladolid. 

8 al 12 de junio

Coahuila Piedras Negras, Saltillo, San Pedro, Torreón.
Guanajuato Guanajuato, Irapuato, León, San Miguel de Allende, Valle de Santiago.

Morelos Cuautla, Jojutla, Xochitepec.
Puebla Ciudad Serdán, Huejotyuca, Puebla, Tehuacán.

Tabasco Cárdenas, Comalcalco, Huimanguillo, Villahermosa.
Veracruz Amatlán, Acayucan, Coatepec, Coatzacoalcos.

23 al 26 de junio Guerrero Acapulco, Chilpancingo, Iguala, Taxco.

Durante el 1 al 26 de junio de 2015, servidores públicos adscritos a la Tercera Visitaduría General, realizaron visitas 
a centros de reclusión con objeto de llevar a cabo la aplicación del Diagnóstico Nacional de Supervisión Penitenciaria 
2015, visitando 52 centros, ubicados en los Estados de Baja California, Coahuila, Chihuahua, Guerrero, Guanajuato, 
Michoacán, Morelos, Puebla, Sonora, Tabasco, Veracruz y Yucatán, para un total de 12 estados visitados, en cuyos 
centros se encontró una población total de 62,297 internos (3,109 mujeres y 59,188 hombres); tal y como se describe 
a continuación:

eNTIDaD ceNTrO PeNITeNcIarIO
POBLacIÓN

TOTaL
hOmBres mujeres

Baja California

Centro de Reinserción Social de Mexicali 3,219 0 3,219
Centro de Reinserción Social El Hongo II 4,111 0 4,111
Centro de Reinserción Social El Hongo 1,069 0 1,069
Centro de Reinserción Social Tijuana 5,654 453 6,107
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ENTIDAD CENTRO PENITENCIARIO
POBLACIÓN

TOTAL
HOmBREs mujEREs

Coahuila

Centro Penitenciario San Pedro Coahuila. 96 0 96
Centro Penitenciario Femenil Saltillo. 0 32 32
Centro Penitenciario Varonil Piedras Negras. 1,084 0 1,084
Centro Penitenciario de Torreón. 1,045 82 1,127
Centro Penitenciario Varonil Saltillo. 683 0 683

Chihuahua

Centro de Reinserción Social No 2. 858 0 858
Centro de Reinserción Social Estatal No 1. 2,783 0 2,783
Centro de Reinserción Social Estatal No 3. 2,858 0 2,858
Centro de Reinserción Social Estatal Femenil No 2 Ciudad Juárez. 0 211 211
Centro de Reinserción Social Estatal Femenil No 1. 0 163 163

Guerrero

Centro Regional de Readaptación Social Acapulco (Las Cruces). 2310 130 2,440
Centro Regional de Readaptación  Social Chilpancingo. 932 82 1,014
Centro Regional de Readaptación Social de Iguala. 460 31 491
Centro de Readaptación Social de Taxco. 92 5 97

Guanajuato

Centro Estatal de Reinserción Social de León Guanajuato. 1,365 60 1,425
Centro Estatal de Reinserción Social de Guanajuato. 390 39 429
Centro Estatal de Reinserción Social de Valle de Santiago. 1,022 89 1,111
Centro Estatal de Reinserción Social de San Miguel Allende. 266 0 266
Centro Estatal de Reinserción Social de Irapuato. 169 8 177

Michoacán

Centro de Readaptación Social «General Francisco J. Mujica». 535 0 535
Centro de Reinserción Social «Lic. David Franco Rodriguez». 1,567 113 1,680
Centro de Reinserción Social «Hermanos Lopez Rayón» en 
Zitácuaro.

252 14 266

Centro de Reinserción Social «Lic. Eduardo Ruiz» en Uruapan. 881 37 918

Morelos

Centro Femenil de Reinserción Social Atlacholoaya. 0 174 174
Centro Estatal de Reinserción Social Morelos. 2,746 0 2,746
Cárcel Distrital de Jojutla. 230 24 254
Cárcel Distrital de Cuautla Morelos. 425 50 475

Puebla

Centro de Reinserción Social de Puebla. 3,785 399 4,184
Centro de Reinserción Social Tepexi de Rodriguez. 881 0 881
Centro de Reinserción Social de Ciudad Serdán. 308 0 308
Centro de Reinserción Social Regional de Tehuacán. 630 42 672

Sonora

Centro de Reinserción Social Hermosillo I. 3,688 154 3,842
Centro de Reinserción Social Hermosillo II. 620 0 620
Centro de Reinserción Social Nogales Varonil. 1,411 0 1,411
Centro Femenil de Readaptación Social Nogales. 0 113 113
Centro de Reinserción Social Ciudad Obregón. 1,641 90 1,731

Tabasco

Centro de Reinserción Social de Cárdenas. 444 13 457
Centro de Reinserción Social del Estado de Tabasco (CRESET). 2,174 148 2,322
Centro de Reinserción Social Comalcalco. 430 13 443
Centro de Reinserción Social Huimanguillo. 353 9 362

Yucatán

Centro de Reinserción Social del Estado de Yucatán. 1,434 49 1,483
Centro de Reinserción Social Femenil del Estado. 0 19 19
Centro de Reinserción Social del Sur. 113 8 121
Centro de Reinserción Social del Oriente. 135 4 139
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ENTIDAD CENTRO PENITENCIARIO
POBLACIÓN

TOTAL
HOmBREs mujEREs

Veracruz

Centro de Readaptación Social Xalapa Zona 1 Pacho Viejo. 807 43 850
Centro de Readaptación Social de Amatlán La Toma. 991 89 1,080
Centro de Readaptación de Acayucan. 481 27 508
Centro de Readaptación Social Zona Sur Ostión Duport 
Coatzacoalcos.

1,760 92 1,852

Total 59,188 3,109 62,297

Por otro lado, es de suma importancia que los servidores públicos dependientes de los organismos locales 
de protección a los derechos humanos cuenten con la capacitación necesaria sobre la metodología de aplicación de 
instrumentos que integran la Guía Nacional de Supervisión Penitenciaria, para ello, personal de este Organismo Na-
cional, se dio a la tarea de impartir un total de 10 pláticas en: Baja California, Chihuahua, Guerrero, Guanajuato, Mi-
choacán, Puebla, Sonora, Tabasco, Yucatán y Veracruz sobre la aplicación del Diagnóstico Nacional de Supervisión 
Penitenciaria 2015, mismos que se detallan a continuación:

Núm. ENTIDAD ORgANIsmO
PERsONAL CAPACITADO

TOTAL
mujEREs HOmBREs

1 Baja California Comisión Estatal de Derechos Humanos. 7 8 15
2 Chihuahua Comisión Estatal de Derechos Humanos. 4 8 12
4 Guerrero Comisión de Derechos Humanos del Estado de Guerrero. 5 4 9
5 Guanajuato Procuraduría de los Derechos Humanos de Guanajuato. 4 7 11
6 Michoacán Comisión Estatal de Derechos Humanos de Michoacán. 2 1 3
8 Puebla Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla. 4 11 15
9 Sonora Comisión Estatal de Derechos Humanos. 3 6 9
10 Tabasco Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tabasco. 1 3 4
11 Yucatán Comisión Estatal de los Derechos Humanos del Estado de Yucatán. 2 2 4
12 Veracruz Comisión Estatal de Derechos Humanos Veracruz. 0 5 5

Total 33 57 90

CUARTA VISITADURÍA GENERAL

DIRECCIóN DE PRomoCIóN y DIfUSIóN DE DEREChoS hUmANoS  
DE LoS PUEbLoS y ComUNIDADES INDÍGENAS

La Cuarta Visitaduría General ha realizado diversas actividades que se inscriben en el contexto de la capacitación y ense-
ñanza con el propósito de fortalecer el respeto a los derechos humanos de los indígenas, su cultura y sus tradiciones, a 
través de las tareas de divulgación y promoción.

Este esfuerzo se ha dirigido principalmente a las entidades federativas en cuyo territorio se asientan representativamen-
te pueblos y comunidades indígenas y ha contado con la participación activa de las comisiones, defensorías y procuradurías 
estatales de derechos humanos, con quienes se ha trabajado de manera coordinada y armónica, además de instituciones 
directamente vinculadas al tema indígena. A continuación se resumen:
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1) 4 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Escuela Primaria Bilingüe “Ignacio 
Zaragoza”, ubicada en la colonia Zitakua, municipio de Tepic, Nayarit, a la cual asistieron 48 alumnos de 1o., 2o. y 
3o. de primaria (22 niñas y 26 niños).

2) 4 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Escuela Primaria Bilingüe “Ignacio 
Zaragoza”, ubicada en la colonia Zitakua, municipio de Tepic, Nayarit, a la cual asistieron 62 alumnos de 4o., 5o. y 
6o. de primaria (25 niñas y 37 niños).

3) 4 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Escuela Primaria Indígena “Tayei­
yari”, ubicada en la colonia Zitakua, municipio de Tepic, Nayarit, a la cual asistieron 29 alumnos de 1o., 2o. y 3o. de 
primaria (14 niñas y 15 niños).

4) 4 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Escuela Primaria Indígena “Tayei­
yari”, ubicada en la colonia Zitakua, municipio de Tepic, Nayarit, a la cual asistieron 33 alumnos de 4o., 5o. y 6o. de 
primaria (17 niñas y 16 niños).

5) 8 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Casa del Niño Indígena “Plan de 
Ayala” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la comunidad de La Laguna, 
municipio de Zihuateutla, Puebla, con la participación de 18 niñas y 19 niños para un total de 37 participantes.

6) 8 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Casa del Niño Indígena de la Comi­
sión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la comunidad de Cuaunepixca, municipio de Zihua­
teutla, Puebla, con la participación de 26 niñas y 14 niños para un total de 40 participantes.

7) 8 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Casa del Niño Indígena de la Comi­
sión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la comunidad de Zihuateutla, municipio de Zihua­
teutla, Puebla, con la participación de 22 niñas y 22 niños para un total de 44 participantes.

8) 9 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Casa del Niño Indígena “Antón 
Makarenko” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la comunidad de Las Bal­
sas, municipio de Francisco Z. Mena, Puebla, con la participación de 17 niñas y 13 niños para un total de 30 partici­
pantes.

9) 9 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Casa del Niño Indígena “Benito 
Juárez” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la comunidad de Ignacio Za­
ragoza, municipio de Pantepec, Puebla, con la participación de 34 niñas y 40 niños para un total de 74 participantes.

10) 9 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con adolescentes de secundaria, en la Casa del Niño Indí­
gena “Benito Juárez” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la comunidad de 
Ignacio Zaragoza, municipio de Pantepec, Puebla, con la participación de 7 mujeres y 11 hombres para un total de 18 
participantes.

11) 9 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Casa del Niño Indígena “Gral. Lá­
zaro Cárdenas del Río” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la comunidad 
de El Terrero, municipio de Pantepec, Puebla, con la participación de 16 niñas y 38 niños para un total de 54 partici­
pantes.

12) 9 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Casa del Niño Indígena “Niños 
Héroes de Chapultepec” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la comunidad 
de Pantepec, municipio de Pantepec, Puebla, con la participación de 21 niñas y 43 niños para un total de 64 partici­
pantes.

13) 10 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Casa del Niño Indígena “Fray 
Bartolomé de las Casas” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la comunidad 
de Ahuacatlaya, municipio de Tlapacoya, Puebla, con la participación de 27 niñas y 21 niños para un total de 48 par­
ticipantes.

14) 10 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con adolescentes de secundaria, en la Casa del Niño In­
dígena “Fray Bartolomé de las Casas” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en 
la comunidad de Ahuacatlaya, municipio de Tlapacoya, Puebla, con la participación de 6 mujeres y 9 hombres para 
un total de 15 participantes.
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15) 10 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Casa del Niño Indígena “Herme­
negildo Galeana” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la comunidad de 
Caxapotla, municipio de Tlaola, Puebla, con la participación de 14 niñas y 10 niños para un total de 24 participantes.

16) 10 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con adolescentes de secundaria, en la Casa del Niño In­
dígena “Hermenegildo Galeana” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la 
comunidad de Caxapotla, municipio de Tlaola, Puebla, con la participación de 8 mujeres y 9 hombres para un total 
de 17 participantes.

17) 10 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Casa del Niño Indígena “Francisco 
I. Madero” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la comunidad de Xaltepu­
xtla, municipio de Tlaola, Puebla, con la participación de 11 niñas y 23 niños para un total de 34 participantes.

18) 10 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con adolescentes de secundaria, en la Casa del Niño In­
dígena “Francisco I. Madero” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la comu­
nidad de Xaltepuxtla, municipio de Tlaola, Puebla, con la participación de 9 mujeres y 7 hombres para un total de 16 
participantes.

19) 11 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Casa del Niño Indígena “Leona 
Vicario” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la comunidad de Hueynaupan, 
municipio de Naupan, Puebla, con la participación de 13 niñas y 18 niños para un total de 31 participantes.

20) 11 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Casa del Niño Indígena “Valentín 
Gómez Farías” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la comunidad de Xilo­
cuautla, municipio de Huauchinango, Puebla, con la participación de 11 niñas y 17 niños para un total de 28 partici­
pantes.

21) 11 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con adolescentes de secundaria, en la Casa del Niño In­
dígena “Valentín Gómez Farías” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la 
comunidad de Xilocuautla, municipio de Huauchinango, Puebla, con la participación de 3 mujeres y 5 hombres para 
un total de 8 participantes.

22) 15 de junio, plática sobre “Derechos y obligaciones de los policías en relación con los pueblos indígenas”, con policías 
municipales del H. Ayuntamiento de Tenejapa, Veracruz, en el que participaron un total de 13 elementos (2 mujeres 
y 11 hombres).

23) 15 de junio, plática sobre “Derechos Humanos, discriminación e interculturalidad”, con estudiantes del segundo se­
mestre de bachillerato, en el Telebachillerato “Tequila”, municipio de Tequila, Veracruz, en el que participaron un total 
de 25 estudiantes (14 mujeres y 11 hombres).

24) 15 de junio, plática sobre “Derechos Humanos, discriminación e interculturalidad”, con estudiantes del cuarto semes­
tre de bachillerato, en el Telebachillerato “Tequila”, municipio de Tequila, Veracruz, en el que participaron un total de 
34 estudiantes (16 mujeres y 18 hombres).

25) 15 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas del Albergue Escolar Indígena “Justo 
Sierra” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la comunidad de Los Reyes, 
municipio de Los Reyes, Veracruz, con la participación de 10 niñas y 5 niños para un total de 15 participantes.

26) 15 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con adolescentes de secundaria, en el Albergue Escolar 
Indígena “Justo Sierra” de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) en la comunidad 
de Los Reyes, municipio de Los Reyes, Veracruz, con la participación de 7 mujeres y 8 hombres para un total de 15 
participantes.

27) 16 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Primaria “Miguel Hidalgo y Costilla” 
en la comunidad de Totolcatla, municipio de Zongolica, Veracruz, con la participación de 5 niñas y 5 niños para un 
total de 10 participantes.

28) 16 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Primaria “Miguel Hidalgo y Costilla” 
en la comunidad de Totolcatla, municipio de Zongolica, Veracruz, con la participación de 9 niñas y 5 niños para un 
total de 14 participantes.

29) 16 de junio, plática sobre “Derechos humanos, discriminación e interculturalidad”, con estudiantes del segundo se­
mestre de bachillerato, en el Telebachillerato “Totolacatla”, municipio de Zongolica, Veracruz, en el que participaron 
un total de 17 estudiantes (9 mujeres y 8 hombres).
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30) 16 de junio, plática sobre Derechos humanos, discriminación e interculturalidad”, con estudiantes del segundo se­
mestre de bachillerato, en el Telebachillerato “Totolacatla”, municipio de Zongolica, Veracruz, en el que participaron 
un total de 17 estudiantes (5 mujeres y 12 hombres).

31) 16 de junio, plática sobre “Derechos humanos, discriminación e interculturalidad”, con estudiantes del cuarto semes­
tre de bachillerato, en el Telebachillerato “Totolacatla”, municipio de Zongolica, Veracruz, en el que participaron un 
total de 16 estudiantes (9 mujeres y 7 hombres).

32) 16 de junio, plática sobre “Derechos de las mujeres indígenas”, con mujeres de la comunidad de Totolacatla, muni­
cipio de Zongolica, Veracruz, en el que participaron un total de 25 mujeres.

33) 16 de junio, plática sobre “Derechos de las mujeres indígenas”, con mujeres de varias comunidades del municipio de 
Zongolica, Veracruz, en el la Casa de la Mujer Indígena y en la que participaron un total de 12 mujeres.

34) 17 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Primaria “Antonio Mendiz Bolio” en 
la comunidad de Xochititla, municipio de Texhuacan, Veracruz, con la participación de 14 niñas y 15 niños para un total 
de 29 participantes.

35) 17 de junio, plática sobre “Derechos de la niñez indígena” con niños y niñas de la Primaria “Antonio Mendiz Bolio” en la 
comunidad de Xochititla, municipio de Texhuacan, Veracruz, con la participación de 13 niñas y 10 niños para un total 
de 23 participantes.

36) 17 de junio, plática sobre “Derechos de los pueblos indígenas”, con madres y padres de familia, de la Escuela Pri­
maria “Antonio Mendiz Bolio”, en la comunidad de Xochititla, municipio de Texhuacan, Veracruz, con la participación 
de un total de 28 personas (24 mujeres y 4 hombres).

37) 17 de junio, plática sobre “Derechos y obligaciones de los policías en relación con los pueblos indígenas”, con policías 
municipales del H. Ayuntamiento de Tixtla de Altamirano, Veracruz, en el que participaron un total de 14 elementos, 
todos ellos hombres.

38) 17 de junio, plática sobre “Derechos humanos de los pueblos indígenas”, con integrantes de la Cooperativa de Arte­
sanas “Luisa de Mallac” y de la Cooperativa de Taxis “Jacinto Canek”, en el que participaron un total de 19 personas 
(11 mujeres y 8 hombres).

39) 17 de junio, en el auditorio de la Facultad de Antropología de la Universidad Autónoma de Yucatán se dio una plática 
sobre “Los derechos humanos de la niñez indígena”, a la cual asistieron 37 alumnos de la carrera de Antropología 
(22 mujeres y 15 hombres).

40) 19 de junio, Conversatorio “Principales Violaciones a los Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas y Propuestas 
de Solución”, realizado en el Salón Mirador 1, ubicado en el Hotel Conquistador de la Ciudad de Mérida, Yucatán, 
con una asistencia de 77 personas (42 mujeres y 35 hombres) indígenas provenientes de 5 municipios del estado.

41) 22 de junio, plática sobre “Derechos humanos, discriminación y derechos indígenas”, en colaboración con el Institu­
to de la Mujer Naucalpense, con habitantes de la comunidad de Tepatlaxco, municipio de Naucalpan, Estado de 
México, con la participación de un total de 10 personas (9 mujeres y 1 hombre).

42) 23 de junio, plática sobre “Derechos humanos, discriminación y derechos indígenas”, en colaboración con el Institu­
to de la Mujer Naucalpense, con habitantes de la comunidad de Tepatlaxco, municipio de Naucalpan, Estado de 
México, con la participación de un total de 14 personas (12 mujeres y 2 hombres).

43) 23 de junio, conferencia sobre “Los derechos humanos y su relación con los usos y costumbres de las comunidades 
indígenas de Oaxaca”, en la Universidad del Istmo, en el municipio de Ixtepec, Oaxaca, con la participación de un 
total de 40 estudiantes de licenciatura (26 mujeres y 14 hombres).

44) 24 de junio, plática sobre “Derechos humanos, discriminación y derechos indígenas”, en colaboración con el Institu­
to de la Mujer Naucalpense, con habitantes de la comunidad de Tepatlaxco, municipio de Naucalpan, Estado de 
México, con la participación de un total de 13 mujeres.

45) 24 de junio, plática sobre “Derechos humanos, discriminación e interculturalidad”, en colaboración con el Instituto de 
la Mujer Naucalpense, con estudiantes del tercer grado grupo A de la Telesecundaria “Juan N. Pérez Rulfo” de la lo­
calidad de Santiago Tepatlaxco, municipio de Naucalpan, Estado de México, con la participación de un total de 33 
personas (18 mujeres y 15 hombres).

46) 24 de junio, plática sobre “Derechos humanos, discriminación e interculturalidad”, en colaboración con el Instituto de 
la Mujer Naucalpense, con estudiantes del tercer grado, grupo B, de la Telesecundaria “Juan N. Pérez Rulfo” de la lo­
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calidad de Santiago Tepatlaxco, municipio de Naucalpan, Estado de México, con la participación de un total de 28 
personas (19 mujeres y 9 hombres).

47) 29 de junio, plática sobre “Derechos humanos, discriminación e interculturalidad”, en colaboración con el Instituto 
de la Mujer Naucalpense, con estudiantes del segundo grado, grupo A, de la Telesecundaria “Juan N. Pérez Rul-
fo” de la localidad de Santiago Tepatlaxco, municipio de Naucalpan, Estado de México, con la participación de un 
total de 29 personas (11 mujeres y 18 hombres).

48) 29 de junio, plática sobre “Derechos humanos, discriminación e interculturalidad”, en colaboración con el Instituto de 
la Mujer Naucalpense, con estudiantes del segundo grado, grupo B, de la Telesecundaria “Juan N. Pérez Rulfo” 
de la localidad de Santiago Tepatlaxco, municipio de Naucalpan, Estado de México, con la participación de un total de 
22 personas (13 mujeres y 9 hombres).

49) 29 de junio, plática sobre “Derechos humanos, discriminación e interculturalidad”, en colaboración con el Instituto de 
la Mujer Naucalpense, con estudiantes del segundo grado, grupo C, de la Telesecundaria “Juan N. Pérez Rulfo” 
de la localidad de Santiago Tepatlaxco, municipio de Naucalpan, Estado de México, con la participación de un total de 
25 personas (11 mujeres y 14 hombres).

50) Del 22 al 29 de junio se realizó un taller sobre técnicas de trabajo con Indígenas, en colaboración con la Escuela 
Nacional de Trabajo Social de la UNAM, con estudiantes de licenciatura, en la Delegación Coyoacán del Distrito 
Federal, con la participación de un total de 7estudiantes de licenciatura (6 mujeres y 1 hombre).

Programa de Protección de los derechos humanos  

de indígenas en reclusión

En el marco del Programa de Protección de los Derechos Humanos de Indígenas en Reclusión, se visitaron diversos centros 
de reinserción social que cuentan con población indígena, cuyas actividades se reflejan en el siguiente cuadro:

ENTIDAD 
FEDERATIVA FECHA NOMBRE DEL CENTRO DE RECLUSIÓN ORIENTACIONES PETICIONES INTERNOS 

ENTREVISTADOS

Durango 4 y 5 de 
junio

Centro Federal de Readaptación Social 
Número 14, CPS-Durango

0 1 1

Veracruz 5 de junio Centro Federal de Readaptación Social 
Número 5 “Oriente”, en Villa Aldama

0 1 1

Chiapas 10-12 de 
junio

Centro Estatal para la Reinserción Social de 
Sentenciados Número 5, en San Cristóbal 

de las Casas

138 108 138

Morelos 12 de junio Centro Federal de Rehabilitación 
Psicosocial 

0 1 1

Oaxaca 18 de junio Centro de Internamiento Femenil de Tanivet 0 1 1
Centro de Internamiento de Oaxaca 

(Penitenciaría Central)
0 1 1

Estado de México 26 de junio Centro Preventivo y de Readaptación Social 
Neza-Bordo, en Nezahualcóyotl 

14 11 14

 Totales 152 124 157

Programa de asuntos de la mujer y de igualdad entre mujeres y hombres

Durante junio de 2015 se llevaron a cabo 9 actividades de promoción y capacitación a las que asistieron 347 personas; 271 
mujeres y 76 hombres, mismas que a continuación se describen:
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•	 18	de	junio,	conferencia:	“La	salud	materna.	Un	problema	de	salud	pública	y	derechos	humanos”,	en	Álvaro	Obregón,	
Distrito	Federal,	al	que	asistieron	78	personas	(48	mujeres	y	30	hombres),	servidoras/es	públicos	federales	y	alumnas/
os	de	nivel	superior,	actividad	realizada	en	coordinación	con	la	Unidad	de	Igualdad	de	Género	de	la	Suprema	Corte	
de	Justicia	de	la	Nación	y	el	Programa	Universitario	de	Estudios	de	Género	de	la	Universidad	Nacional	Autónoma	de	
México,	en	el	marco	del	Primer	Ciclo	de	Conferencias	“Elvia	Carrillo	Puerto”	sobre	el	Derecho	a	la	Salud	y	Derechos	
Sexuales	y	Reproductivos	de	las	Mujeres.

•	 23	de	junio,	taller:	“Introducción	a	los	derechos	humanos	con	perspectiva	de	género”,	en	Cancún,	Quintana	Roo,	al	
que	asistieron	18	personas	(12	mujeres	y	6	hombres),	servidoras/es	públicos	de	la	Comisión	Estatal	de	Derechos	
Humanos	de	Quintana	Roo.

•	 23	de	junio,	taller:	“Introducción	a	la	violencia	de	género”,	en	Cancún,	Quintana	Roo,	al	que	asistieron	18	personas	
(12	mujeres	y	6	hombres),	servidoras/es	públicos	de	la	Comisión	Estatal	de	Derechos	Humanos	de	Quintana	Roo.

•	 25	de	junio,	taller:	“Introducción	a	los	derechos	humanos	con	perspectiva	de	género”,	en	Chetumal,	Quintana	Roo,	al	
que	asistieron	20	personas	(11	mujeres	y	9	hombres),	servidoras/es	públicos	de	la	Comisión	Estatal	de	Derechos	
Humanos	de	Quintana	Roo.

•	 25	de	junio,	taller:	“Introducción	a	la	violencia	de	género”,	en	Chetumal,	Quintana	Roo,	al	que	asistieron	20	personas	
(11	mujeres	y	9	hombres),	servidoras/es	públicos	de	la	Comisión	Estatal	de	Derechos	Humanos	de	Quintana	Roo.

•	 29	de	junio,	taller:	“Principios	básicos	de	género”,	en	Hermosillo,	Sonora,	al	que	asistieron	35	personas	(31	mujeres	
y	4	hombres),	servidoras/es	públicos	de	la	Comisión	Estatal	de	Derechos	Humanos	de	Sonora.

•	 29	de	junio,	taller:	“Introducción	a	los	derechos	humanos	con	perspectiva	de	género”,	en	Hermosillo,	Sonora,	al	que	
asistieron	35	personas	(31	mujeres	y	4	hombres),	servidoras/es	públicos	de	la	Comisión	Estatal	de	Derechos	Huma-
nos	de	Sonora.

•	 30	de	junio,	taller:	“Introducción	a	la	violencia	de	género”,	en	Hermosillo,	Sonora,	al	que	asistieron	35	personas	(31	
mujeres	y	4	hombres),	servidoras/es	públicos	de	la	Comisión	Estatal	de	Derechos	Humanos	de	Sonora.

•	 30	de	junio,	curso:	“Derechos	económicos	y	laborales	de	las	mujeres”,	en	Hermosillo,	Sonora,	al	que	asistieron	88	
personas	(84	mujeres	y	4	hombres),	servidoras/es	públicos	estatales,	integrantes	de	organizaciones	de	la	sociedad	
civil	y	de	la	comunidad	académica.

QUINTA VISITADURÍA GENERAL

Impartición del Taller  
“El Derecho a la Salud de las 

Personas Migrantes”,  
en Puebla, Puebla

Ante	la	necesidad	de	capacitar	y	promover	el	respeto	a	los	derechos	humanos	entre	
los	servidores	públicos	de	las	jurisdicciones	sanitarias	de	los	servicios	de	salud	del	
estado	de	Puebla,	personal	del	Programa	de	Atención	a	Migrantes	llevó	a	cabo	di-
versos	talleres	de	capacitación	en	materia	de	“El	Derecho	a	la	Salud	de	las	Personas	
Migrantes”	los	días	17,	18,	19	y	24,	25	y	26	de	junio	de	2015.	Con	lo	anterior	se	logró	
impactar	a	un	total	de	337	servidores	públicos	cuyo	trabajo	está	relacionado	direc-
tamente	con	la	atención	a	personas	en	contextos	de	movilidad.	

Impartición del Diplomado 
“Derechos humanos, 

migrantes, trata  
de personas y víctimas”,  

en Puebla, Puebla

Durante	el	mes	de	junio,	el	Programa	contra	la	Trata	de	Personas	impartió	los	últimos	
módulos	del	diplomado	“Derechos	Humanos,	Trata	de	Personas	y	Víctimas”,	orga-
nizado	por	la	Comisión	de	Derechos	Humanos	del	Estado	de	Puebla,	El	Tribunal	
Superior	de	Justicia	del	Estado	de	Puebla	y	la	Benemérita	Universidad	Autónoma	de	
Puebla.	

Los	contenidos	académicos	se	brindaron	a	servidores	públicos	del	Tribunal	Su-
perior	de	Justicia	del	Estado	de	Puebla,	con	la	finalidad	de	especializar	al	personal	
de	la	administración	de	justicia	en	materia	de	trata	de	personas,	migrantes	y	atención	
a	víctimas;	así,	se	brindaron	herramientas	técnicas	y	jurídicas	para	emitir	resolucio-
nes	en	un	marco	de	respeto	de	los	derechos	humanos	en	estos	temas.	El	Diploma-
do	tuvo	una	duración	de	40	horas.	



84

Gaceta 299 • Jun • 2015 Comisión Nacional de los Derechos Humanos

SECRETARÍA TÉCNICA DEL CONSEJO CONSULTIVO 

DIRECCIóN GENERAL DE VINCULACIóN INTERINSTITUCIONAL

Firma de un convenio  
de colaboración entre  
la CNDH y el Gobierno  
del Estado de Morelos

Con la finalidad de establecer los vínculos de cooperación y colaboración en materia 
de capacitación entre el Poder Ejecutivo Estado de Morelos y la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, se firmó un convenio de colaboración y el Gobierno de esa 
entidad federativa.

Por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos estuvieron presen-
tes el licenciado Luis Raúl González Pérez, Presidente; el licenciado Ismael Eslava 
Pérez, Primer Visitador General; el doctor Enrique Guadarrama López, Segundo 
Visitador General; la doctora Ruth Villanueva Castilleja, Tercera Visitadora General; 
el maestro Rubén Francisco Pérez Sánchez, Director General de Asuntos Jurídicos, 
y el maestro Marco Alejandro Hernández Legaspi, Director General de Vinculación 
Interinstitucional. Por el Gobierno del Estado de Morelos asistieron el licenciado 
Graco Luis Ramírez Garrido Abreu, Gobernador; el doctor Matías Quiroz Medina, Se­
cretario de Gobierno; el licenciado Rodrigo Dorantes Salgado, Fiscal General; el licen­
ciado Jesús Alberto Capella Ibarra, Comisionado de Seguridad Pública, y el doctor 
Ariel Homero López Rivera Director de Atención a Derechos Humanos.

El acuerdo tiene como objeto concertar acciones de colaboración para la defensa, 
protección, capacitación y promoción de los derechos humanos.

DIRECCIóN DE VINCULACIóN CON ORGANISMOS PúbLICOS  
DE DERECHOS HUMANOS

XLII Congreso Nacional 
Ordinario y Asamblea 

General de la Federación 
Mexicana de Organismos 

Públicos de Derechos 
Humanos

En Villahermosa, Tabasco, los días 24, 25 y 26 de junio de 2015 se llevó a cabo el 
XLII Congreso Nacional Ordinario y Asamblea General de la Federación Mexicana 
de Organismos Públicos de Derechos Humanos, en el que se trataron los siguientes 
temas:

• “Presentación del Diagnóstico Nacional respecto al tema de Víctimas y Tortura”.
• “Protocolo de Estambul”.
• “Capacitación a Organismos Públicos de Derechos Humanos”.
• “Firma de Convenios Generales de Colaboración”:

— Convenio general de colaboración para la capacitación, formación, promo-
ción y divulgación en materia de derechos humanos.

— Convenio general de colaboración en materia de recepción y tramitación 
de quejas.

Se contó con la presencia de 31 Organismos Públicos de Derechos Humanos del 
país; por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos asistió el Secretario Téc-
nico del Consejo Consultivo, licenciado Joaquín Narro Lobo; el Director de Vincula-
ción con Organismos Públicos de Derechos Humanos, maestro Ricardo López Es-
pinosa, y los licenciados Monserrat Soto Sánchez, Daniel Prince Quezada y Mario 
Iván Cuevas Castañón
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CENTRO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS

I. Actividades del personal académico:

a) Productos académicos entregados:
Artículos
•	 Teoría	del	reconocimiento	y	derechos	humanos	contemporáneos.
•	 Derechos	humanos,	ciberespacio	y	seguridad.	El	equilibrio	necesario.	
Cartilla
•	 El derecho a la salud.	

b)	Claustro	Académico.	En	el	marco	del	Claustro	se	discutió	el	siguiente	tema:	“Interpretación	de	los	Derechos	Humanos”.
c)	Conferencias	y	Cursos	de	Docencia	impartidos	por	personal	académico	del	CENADEH:*	

Tipo de acTividad
 enTidad federaTiva número  

de acTividades
parTicipanTes

mujeres Hombres ToTal

Conferencia Nuevo	León	 1 86 78 164
Docencia Distrito	Federal	 4 83 80 163
Diplomado Quintana Roo 1 66 77 143

Diplomado	y	conferencia Yucatán 2 62 16 78
Total 8 297 251 548

*	Los	módulos	expuestos	en	Quintana	Roo	formaron	parte	del	Diplomado	“Derechos	Humanos	y	Seguridad	Pública”,	organizados	por	la	Comisión	
de	Derechos	Humanos	de	Quintana	Roo	y	el	H.	Ayuntamiento	de	Solidaridad;	la	ponencia	impartida	en	Nuevo	León	se	denominó	“Evolución,	ac­
tualidad	y	prospectiva	del	sistema	internacional	e	interamericano	de	derechos	humanos”,	convocado	por	la	Facultad	de	Derecho	y	Criminología	de	
la	Universidad	Autónoma	de	Nuevo	León	y	la	Embajada	Mundial	de	Activistas	por	la	Paz;	dos	de	las	clases	del	Distrito	Federal	se	realizaron	en	la	
Universidad	Panamericana	con	el	tema	“Violaciones	graves	de	Derechos	Humanos	en	México”,	y	la	tercera	se	impartió	en	el	Conapred,	con	el	
título	“Elementos	básicos	de	la	Normatividad	de	la	perspectiva	en	derechos	humanos	y	no	discriminación”.	Otra	de	las	actividades	en	el	D.	F.	fue	
una	conferencia	denominada	“Factores	regionales	de	la	corrupción	policial:	estudios	de	caso”,	convocada	por	la	Secretaría	de	Gobernación,	Co­
misión	Nacional	de	Seguridad	y	Unidad	de	Asuntos	Internos	de	la	Policía	Federal.	Por	su	parte,	una	de	las	participaciones	en	Mérida,	Yucatán,	
formó	parte	de	la	Maestría	en	Derechos	Humanos	que	imparte	el	Instituto	Universitario	Puebla,	mientras	que	la	segunda	fue	una	conferencia	titu­
lada	“Control	de	convencionalidad	de	derechos	de	las	niñas,	niños	y	adolescentes”,	organizado	por	el	Sistema	Nacional	para	el	Desarrollo	Integral	
de	la	Familia.	

II. Programas de formación académica del CENADEH

Tipo de programa acTividad realizada número de 
parTicipanTes género

Becarios 2015 Entrega	de	los	informes	mensuales	con	los	avances	
respectivos	de	las	tesis	de	investigación.	

5 2	mujeres	 
y	3	hombres

Especialidad	en	Derechos	
Humanos

Se	impartieron	los	siguientes	módulos:	
“La	protección	jurisdiccional	de	los	Derechos	Humanos”	y	
“Grandes	retos	de	los	Derechos	Humanos	en	el	siglo	XXI”,	
expuestos	por	la	Dra.	María	José	Majano	Cano	y	por	el	Dr.	
Francisco	Javier	Díez	Revorio.	Asimismo,	se	expusieron	
casos	prácticos	con	contenido	de	derechos	humanos,	
impartidos	por	la	Directora	General	del	Cenadeh,	Dra.	
Julieta	Morales	Sánchez.

49 22	mujeres	 
y	27	hombres

Programa de tutorías Se	realizó	la	asesoría	de	los	alumnos	inscritos	en	el	
Programa	del	Doctorado	en	Derechos	Humanos.	

4 2	hombres	 
y	2	mujeres	

Total 58 26 mujeres  
y 32 hombres
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III. Eventos organizados por el CEnadEh

EvEnto tEma y confErEncista ParticiPantEs ParticiPantEs 
Por génEro

Conversatorio

“Derechos de las personas con discapacidad” . Ponentes: Dr. 
Raúl Sanz Burgos, Catedrático de la UNED (España) y Mtro. 
Adalberto Méndez López, Dirección General de Atención a la 
Discapacidad

43 22 mujeres  
y 21 hombres

Ciclo “Argumentando los 
Derechos Humanos”

“El derecho a la consulta de los pueblos indígenas”. Ponentes: 
Mtro. Edmundo del Pozo Martínez, de FUNDAR; Dr. Jorge 
Peláez Padilla, de UACM; Mtro. Andrea Cerami, de CEMDA; Dr. 
Scott Robinson, de UAM; Dr. Juan Pablo Gudiño Gual, e Ing. 
Alfonso Flores, de Semarnat, y Lic. Olaf Corro, de CDI

82 32 mujeres  
y 50 hombres

Mesa de Análisis

“Cuarto aniversario de la reforma constitucional en materia de 
derechos humanos del 10 de junio de 2011”. Ponentes: Dr. 
Sergio García Ramírez, I. I. J. UNAM; Dr. Héctor Fix Fierro, I. I. 
J. UNAM; Dr. Rafael Estrada Michel, Consejo Consultivo de la 
CNDH, y Dr. Eber Betanzos Torres, Subprocurador de Derechos 
Humanos, Prevención del Delito, y Atención a la Comunidad  
de la PGR

184 64 mujeres  
y 120 hombres

Ciclo “Argumentando  
los Derechos Humanos”

“El derecho a la integridad personal y la prohibición de la tortura 
en México”. Ponentes: Dr. Luis de la Barreda, UNAM; 
Magistrado Humberto Román Franco, Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Penal; Lic. Rafael González Morales, Tercera 
VIsitaduría CNDH; Dr. José Antonio Guevara, Comisión 
Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, 
A. C., y Mtro. Octavio Amezcua Noriega, Comisión Ejecutiva  
de Atención a Víctimas

81 39 mujeres  
y 42 hombres

“El procedimiento administrativo de reconocimiento de identidad 
de género en el Distrito Federal”. Ponentes: C. Mario Sánchez 
Pérez, Grupo Trans y Grupo GEN-T; Ing. Diana Laura Guerrero 
Sandoval, PGJDF; Mtro. Inti Muñoz Santini, ex Diputado 
Federal, y Lic. Víctor Hugo Flores Ramírez, especialista  
en educación sexual

49 22 mujeres  
y 27 hombres 

“Construcción de la legislación única de ejecución penal”. 
Ponentes: Dra. Sofía Magdalena Cobo Téllez, INACIPE; Dr. 
Miguel Sarre, ITAM, y Dra. Emma Mendoza Bremauntz, UNAM 

187 85 mujeres  
y 102 hombres 

Conferencia y 
presentación de libro 

“El margen de apreciación nacional en la jurisprudencia del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos”. Ponente: Dr. Javier 
García Roca, Director del Departamento de Derecho 
Constitucional de la Universidad Complutense de Madrid.

Presentación del libro: Justicia Constitucional, Derechos 
Fundamentales y Democracia. Comentaristas: Alfonso Herrera 
García, Catedrático de la UP, y Mtro. Zamir Fajardo, SCJN. 

43 18 mujeres  
y 25 hombres 

gran total 669 282 mujeres  
y 387 hombres 
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Grado educativo e institución de procedencia de los asistentes

En el mes de junio, se continuó con el Proyecto de Cine-Diálogo, mediante el cual se transmitieron las siguientes pelícu-
las, que fueron debatidas por el público y su respectivo comentarista:

EvEnto tEma y pElícula asistEntEs GénEro

Cine-Diálogo

Proyección de la película Cómo matar a un ruiseñor, con el tema acceso 
a la justicia y discriminación. Comentarista: Dr. Jaime Bailón Corres, 
investigador del CEnaDEh. 

19 8 mujeres  
y 11 hombres 

Proyección de la película: Missisipi en llamas, con el tema segregación 
racial. Comentarista: Dr. José Ramón narváez hernández,  
investigador del CEnaDEh.

18 9 mujeres  
y 9 hombres 

Proyección de la película: El Apando, con el tema sistema penitenciario. 
Comentarista: Dr. José Ramón narváez hernández, investigador  
del CEnaDEh.

11 5 mujeres  
y 6 hombres 

Proyección de la película Salaam Bombay, con el tema derechos de la 
niñez. Comentaristas: Mtra. Lucía Rodríguez Quintero y Lic. Marisela 
Medina Tapia, Coordinación del Programa sobre asuntos de la niñez  
y la Familia, CnDh. 

18 11 mujeres  
y 7 hombres 

total 66 33 mujeres  
y 33 hombres 

IV. Centro de Documentación y Biblioteca

a) incremento del acervo (Biblioteca)

En junio de 2015, el acervo de la Biblioteca se incrementó con 234 volúmenes, generándose un total de 23,288 títulos y 
48,330 volúmenes, fascículos y/o ejemplares, material que será difundido a través de la Bibliografía de nuevas adquisiciones 
que se publica mensualmente en la Gaceta de este Organismo.
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Modalidades del increMento del acervo 

b) Actividades realizadas en el Centro de Documentación y Biblioteca

Tipo De ACTiviDAD Número

Acciones del incremento del acervo 696
Incremento del guión de distribución de la Gaceta a bibliotecas 
(convenio de canje y donación)

1

Usuarios y préstamos 542
Consultas a la base de datos 2,003

Total 3,242

UsUarios por género

nivel de escolaridad de UsUarios de la BiBlioteca            
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Con relación al tiraje total de publicaciones editadas por la Comisión Nacional, en la tabla siguiente se concentra la in-
formación correspondiente al periodo mensual. 

Tipo de publicaciones Tiraje

No periódicas
Cartel 300
Invitación 790
Constancia 66
Díptico 40
Carátula de CD 300

Gran total 1,496

Publicaciones no Periódicas

VI. Distribución de material editado por la CNDH

El Cenadeh realiza en colaboración con las Unidades Responsables la distribución del material editado, por lo que en el 
siguiente cuadro se indican las cantidades repartidas al interior y exterior de la CNDH:

disTribuciÓn 

Interna
210,658

Externa
669,393

Total: 880,051
Nota: El número total distribuido incluye no sólo el material editado durante el periodo reportado, sino también de aquél 
que se encontraba en almacén. Asimismo, la cantidad interna también hace referencia a los materiales que son obsequia-
dos a los ponentes que participan en los eventos de difusión organizados por el mismo Centro. Algunas de las instituciones 
a las que el Cenadeh distribuyó materiales directamente fueron: Universidad Autónoma de Querétaro, Asociación Otomí, 
Cámara de Senadores, Cámara de Diputados y Tribunal Electoral del Distrito Federal, entre otras. 
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ecomendación 16/2015

sobre la inadecuada procuración de justicia en agravio de v1, v2, v3, 
v4 y v5, jornaleros agrícolas que perdieron la vida, y de sus familiares, 

en el municipio de yurécuaro, michoacán

síntesis

1. El 29 de octubre de 2013, en el municipio de La Piedad, Mi­
choacán, se localizaron en una camioneta abandonada, los 
cuerpos sin vida de V1, V2, V3, V4 y V5, quienes fueron iden­
tificados como jornaleros agrícolas, que trabajaban en campos 
de cultivo de Yurécuaro, de la citada entidad, cuyos cadáveres 
presentaban impactos de bala.

2. El 31 de octubre de 2013, Q1 envió un escrito de queja a esta 
Comisión Nacional, mediante el cual condenó el asesinato de 
los jornaleros agrícolas, originarios de la Montaña de Guerrero, 
ocurrido en el Estado de Michoacán, lo que consideró como 
una muestra de la situación de vulnerabilidad en que se en­
cuentran miles de familias que laboran en ese sector y que se 
desplazan a los campos agrícolas en busca de trabajo, por lo 
que solicitó que la Procuraduría General de Justicia del Esta­
do de Michoacán realizara las investigaciones correspondien­
tes y que las dependencias federales como las Secretarías de 
Desarrollo Social y del Trabajo y Previsión Social, con apoyo 
en sus facultades, inspeccionaran y vigilaran las condiciones 
laborales y de vida de ese sector de la población.

3. Del análisis lógico jurídico de las evidencias del expediente 
CNDH/4/2013/8246/Q, en términos de lo dispuesto en el artícu­
lo 41 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Hu­
manos, se cuenta con elementos pertinentes y suficientes que 
acreditan que a través de su Procuraduría General de Justicia, 
el Gobierno del Estado de Michoacán, trasgredió los derechos 
humanos a legalidad, a la seguridad jurídica, a la debida pro­
curación de justicia y a la verdad, en agravio de las víctimas di­
rectas V1, V2, V3, V4, V5, así como de las víctimas indirectas 
V6, V7, V8, V9, V10, V11, V12, V13 y V14, al incurrir en dila­
ción y omisión en la integración de la AP1, en atención a las 
siguientes consideraciones: 

4. El 29 de octubre de 2013, un oficial de la Dirección de Seguri­
dad Pública Municipal, informó vía telefónica a AR1 que en la 
carretera La Piedad­Guadalajara, se localizaron dos camione­
tas abandonadas y al interior de una, cinco cadáveres del sexo 
masculino, maniatados y, al parecer, con lesiones producidas 
por proyectil de arma de fuego. En la misma fecha, AR1 se trasla­
dó al lugar de los hechos a fin de practicar distintas diligencias, 

entre ellas, la fe ministerial de los cadáveres, levantamiento y 
traslado a las instalaciones del Servicio Médico Forense, y ela­
boración de acta de descripción, fe ministerial y levantamiento 
de los cadáveres de V1, V2, V3, V4 y V5; solicitó la interven­
ción del perito médico forense de la Dirección de Servicios 
Periciales para, determinar la causa de los decesos y emitiera 
el dictamen de necropsia correspondiente; solicitó dictamen 
de criminalística, dictamen de química forense para la prueba de 
rodizonato, el dictamen de química toxicológico y de alcohole­
mia, el dictamen de avalúo de daños, identificación y placas 
fotográficas de los vehículos, y requirió la investigación de los 
hechos a la Policía Ministerial del Estado; y finalmente registró 
la AP1. Todas las diligencias citadas se documentaron el 29 
de octubre de 2013. Sin embargo, de la copia certificada de la 
AP1, se observa que las actuaciones producidas por AR1, úni­
camente son las que practicó los primeros cuatro meses de la 
investigación, entre el 29 de octubre de 2013 y el 15 de febre­
ro de 2014. 

5. Al respecto, AR1 responsable de la integración de la AP1, úni­
camente realizó diligencias el 29 y 30 de octubre, 18 de no­
viembre de 2013, y 6, 11, 14 y 15 de febrero de 2014, sin que 
se cuente con evidencia que justifique el motivo por el cual no 
continuó la investigación, ni siguió una línea clara y precisa de 
investigación, por lo que se concluye que no se ha llevado a 
cabo una adecuada y eficiente actuación ministerial que per­
mita conocer la verdad histórica de los hechos, a pesar del tiem­
po trascurrido, lo cual ha entorpecido la procuración de justicia 
en favor de las víctimas y ofendidos del delito, y ha propiciado 
hasta hoy la impunidad de los responsables. 

6. Aunado a la inactividad de la autoridad ministerial para llegar 
a la verdad histórica de los hechos en que perdieron la vida V1, 
V2, V3, V4 y V5, cobran relevancia sus omisiones, pues durante 
la integración de la indagatoria, el 29 de octubre de 2013, AR1 
conoció y tuvo contacto con V6, V7, V8, V9, V10, V11, V12, 
V13 y V14, familiares de las víctimas del delito, quienes acre­
ditaron sus respectivos parentescos en las diligencias de reco­
nocimiento e identificación de los cadáveres; pero en la AP1 no 
se advierte alguna constancia, de la que se desprenda que 
hayan sido informados sobre sus derechos constitucionales, 
en su calidad de víctimas, de acuerdo con lo dispuesto en el ar­
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tículo 20, Apartado A, fracción I, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, vinculado con el artículo 7, 
fracción I, inciso e) y 22, del Código de Procedimientos Pena­
les para el Estado de Michoacán, y 20, fracción I, inciso a), de 
la Ley para la Atención y Protección a las Víctimas u Ofendidos 
del Delito del Estado de Michoacán, aplicable al presente caso, 
ni tampoco procuró su protección. 

7. En suma, esta Comisión Nacional observó que la dilación y 
omisión en la que incurrió AR1, trasgredió en agravio de las víc­
timas y ofendidos, los derechos a la seguridad jurídica, a la 
legalidad y la debida procuración de justicia, previstos en los ar­
tículos 1°, párrafo primero, 14, párrafo segundo, 16, párrafo pri­
mero, 17, párrafo segundo, 20, Apartado A, fracción I, y 21, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vi­
gente al momento de los hechos; entendiéndose el primero de 
los nombrados como la expectativa de vivir bajo la vigencia 
de un sistema jurídico permanente, cierto, estable y coherente, 
precisamente con la finalidad de evitar que la ausencia de lo 
anterior afecte los valores del ser humano. Por su parte, el de­
recho a la legalidad, debe comprenderse como la prerrogativa 
que tiene todo ser humano a que los actos de la administración 
pública, como es la procuración de justicia, se realicen con ape­
go a lo establecido por el orden jurídico, a efecto de evitar per­
juicios indebidos en contra de sus titulares. 

8. Este Organismo Nacional constató que la actuación de AR1 no 
se ajustó a los estándares que establecen la Constitución Po­
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados interna­
cionales en materia de protección y defensa de los derechos de 
las víctimas del delito y del abuso de poder, por lo que se hace 
patente la necesidad de que el Estado, a través de sus institu­
ciones públicas, cumpla con la función de ejercer la debida pro­
curación de justicia, mediante la investigación de los ilícitos que 
se cometan en el ámbito de su competencia, para identificar a 
los responsables, imponer las sanciones correspondientes, y 
proporcionar a las víctimas de conductas delictivas un trato 
digno, sensible y respetuoso. 

9. Se considera, pues, que AR1 no agotó todos medios a su al­
cance para conocer la verdad histórica de los hechos, de ma­
nera particular, de las pruebas periciales necesarias e idóneas 
que se requerían, en razón de que desde el inicio de la inves­
tigación, cuando elaboró las actas ministeriales correspondien­
tes a la descripción, media filiación y fe de lesiones de los cadá­
veres de V1 y V2, documentó heridas producidas por proyectiles 
de armas de fuego, las cuales confirmaron los peritos médico 
forense que realizaron las respectivas necropsias médico legal. 
En las necropsias realizadas a V1, V2, V3, V4 y V5, se recupe­
raron fragmentos metálicos, aparentemente ojivas de proyectil 
de arma de fuego, los cuales el médico legista en su dictamen, 
únicamente indicó que fueron empaquetados y entregados para 
estudio por parte de balística; pero no hay constancia en la AP1 
que acredite que efectivamente, tales hallazgos fueran puestos 
a disposición de peritos en balística para los dictámenes corres­
pondientes, y tampoco hay evidencia de que la Policía Minis­

terial haya ampliado las investigaciones, como se comprometió 
en su informe del 12 de noviembre de 2013 para proseguir “con 
las investigaciones que el caso amerita hasta lograr dar con el 
paradero del o los presuntos responsables de dicho ilícito…”; 
siendo hasta el 19 de diciembre de 2014 que los agentes de la 
Policía Ministerial del Estado, rindieron avance de las mismas.

10. De la consulta realizada a la AP1, se comprobó que AR1 incu­
rrió en dilación, ya que fue hasta el 15 de febrero de 2014 cuan­
do remitió exhorto a su similar de Tanhuato, Michoacán, para 
que la policía ministerial iniciara una investigación para la iden­
tificación del o los presuntos responsables del homicidio de V1, 
V2, V3, V4 y V5; y fue hasta el 13 de enero de 2015, que se 
realizó el exhorto en vía de recordatorio correspondiente. La 
dilación en la integración de la AP1 para la localización, persecu­
ción, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables, 
así como la omisión de AR1 de cumplir con las obligaciones 
inherentes a su cargo, resulta preocupante para esta Comisión 
Nacional, pues la última actuación que realizó dicha autoridad, 
fue precisamente el referido exhorto, por lo que, la ausencia 
de una investigación oportuna y diligente, ha propiciado la im­
punidad de los responsables y anulado el derecho a la certeza 
jurídica y a la impartición de justicia en agravio de las víctimas 
y los ofendidos. En consecuencia, la ausencia de efectividad 
en la investigación, coloca a los ofendidos del delito, en una 
doble situación de victimización porque, además de sufrir las 
consecuencias de la conducta criminal, padecen el descuido 
de la autoridad ministerial para resolver la indagatoria y estar 
en aptitud de procesar al o los presuntos responsables.

11. Partiendo de la premisa que el Ministerio Público debe garan­
tizar el derecho a la procuración de justicia pronta y expedita, 
considerando que dentro de sus funciones legales, debe prac­
ticar y ordenar la realización de todos los actos conducentes a 
la comprobación de los elementos constitutivos del tipo penal 
y a la demostración de la probable responsabilidad del o los 
inculpados, conforme a los artículos 6, 7, fracción I, incisos a), 
b), c) y g), y 8, fracción I, de la Ley Orgánica de la Procuradu­
ría General del Estado de Michoacán, aplicable en la fecha de 
los hechos. De igual forma, AR1 omitió observar las disposicio­
nes previstas en los instrumentos jurídicos internacionales 
ratificados por el Estado mexicano, que constituyen norma vi­
gente en nuestro país, y que deben ser tomados en cuenta 
para la interpretación de las normas relativas a los derechos 
humanos, favoreciendo en todo tiempo a las personas con la 
protección más amplia, de acuerdo con el principio “pro perso-
nae”, acorde a lo dispuesto en los artículos 1º, en sus tres 
primeros párrafos, y 133 de la Constitución Política de los Es­
tados Unidos Mexicanos. Cabe destacar, que de la información 
recabada por este Organismo Nacional, no se cuenta con evi­
dencia alguna que acredite que la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Michoacán, haya procedido contra AR1 
para atribuirle responsabilidad administrativa, por sus omisio­
nes y dilación en las investigaciones del presente caso.
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12. Los artículos 1.1, y 25, de la Convención Americana sobre De­
rechos Humanos (“Pacto de San José”), Costa Rica, adoptada 
el 22 de noviembre de 1969; 8 y 10, de la Declaración Univer­
sal de los Derechos Humanos, adoptada el 10 de diciembre de 
1948, por la Organización de las Naciones Unidas en París, 
Francia; XVIII, de la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre, aprobada el 2 de mayo de 1948 en Bo­
gotá, Colombia; 1, 2, 4, 6, inciso c), 14 y 15, de la Declaración 
sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Vícti­
mas de Delitos y del Abuso de Poder, adoptada por la Organi­
zación de las Naciones Unidas el 29 de noviembre de 1985; 
los principios orientadores contenidos en los artículos 1 y 2 del 
Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer 
Cumplir la Ley, adoptado por la Organización de las Naciones 
Unidas, el 17 de diciembre de 1979, que en términos gene­
rales prevén el derecho de las víctimas al acceso equitativo, 
efectivo, y en condiciones de igualdad, a los mecanismos de 
justicia, a las garantías judiciales, a que sean tratadas digna­
mente, y a recibir la atención oportuna que requieren; y los 
numerales 11, 12, 13 y 16 de las “Directrices sobre la Función 
de los Fiscales”, adoptadas en el marco del Octavo Congreso de 
las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamien­
to del Delincuente, celebrado en La Habana, del 27 de agosto 
al 7 de septiembre de 1990. De suerte tal que para esta Comi­
sión Nacional quedó acreditado que AR1 incurrió en el incumpli­
miento de sus obligaciones previstas en el artículo 8, fraccio­
nes I y II, de la Ley de Responsabilidades y Registro Patrimonial 
de los Servidores Públicos del Estado de Michoacán y sus Mu­
nicipios.

13. En consecuencia, esta Comisión Nacional de los Derechos Hu­
manos se permite formular respetuosamente, a usted señor 
Gobernador Constitucional del Estado de Michoacán, las si­
guientes: 

PriMera. Instruya a quien corresponda, a fin de que a la brevedad 
posible, se proceda a la reparación del daño ocasionado a V6, V7, 
V8, V9, V10, V11, V12, V13 y V14, víctimas indirectas en el presen­
te caso, que incluya atención psicológica necesaria para restablecer 
su estabilidad emocional, por los daños causados con motivo de 
las acciones y omisiones en que incurrió el servidor público que 
motivó el presente pronunciamiento, enviando a esta Comisión Na­
cional las constancias que acrediten su cumplimiento. 

seGUnda. Instruya al Procurador General de Justicia de esa en­
tidad federativa, para que en la averiguación previa penal que se 

inició por la privación de la vida de V1, V2, V3, V4 y V5, se practi­
quen las diligencias que sean legalmente idóneas, adecuadas y 
materialmente necesarias para el perfeccionamiento y determina­
ción de la misma, enviando a esta Comisión Nacional de los Dere­
chos Humanos las constancias de su cumplimiento. 

Tercera. Se instruya a quien corresponda, para que se diseñen 
e impartan programas integrales de capacitación y formación, a fin 
de promover la actualización y especialización de los agentes del 
Ministerio Público, específicamente en materia de derechos huma­
nos, atención a víctimas y ofendidos, fortalecimiento de valores 
éticos y morales, profesionalización e investigación de los delitos, 
de conformidad con lo señalado en el denominado “Convenio de Co­
laboración que celebran la Procuraduría General de la República, la 
Procuraduría General de Justicia Militar, la Procuraduría General 
de Justicia del Distrito Federal y las Procuradurías Generales de 
Justicia de los treinta y un Estados integrantes de la Federación”, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 26 de junio de 
2007, y se remitan a esta Comisión Nacional las constancias con 
que se acrediten su cumplimiento.

cUarTa. Se colabore ampliamente con esta Comisión Nacional 
en la presentación y trámite de la queja que promueva ante la Coor­
dinación de Contraloría del Gobierno del Estado de Michoacán, en 
contra del servidor público involucrado en los hechos que dieron 
origen al presente pronunciamiento, e informe a esta Comisión Na­
cional su cumplimiento.

QUinTa. Se colabore ampliamente con este Organismo Nacional, 
en la presentación y seguimiento de la denuncia de hechos que se 
formulará ante la Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Michoacán, para que en el ámbito de su competencia, se inicie la 
investigación que en derecho corresponda, por tratarse de un ser­
vidor público de carácter estatal, cuya conducta motivó este pro­
nunciamiento, y se remitan a esta Comisión Nacional las constan­
cias con que se acredite su cumplimiento.

seXTa. Participe ampliamente con este Organismo Constitucional 
Autónomo, en el seguimiento e inscripción de las víctimas directas 
V1, V2, V3, V4, V5, así como de las víctimas indirectas V6, V7, V8, 
V9, V10, V11, V12, V13 y V14, en el Registro Estatal de Víctimas, 
a efecto de que las víctimas indirectas tengan acceso al Fondo de 
Ayuda, Asistencia y Reparación Integral del Estado, previsto en la 
Ley de Atención a Víctimas para el Estado de Michoacán de Ocam­
po, y se remitan las constancias que acrediten su cumplimiento.
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méxico, d. f., a 8 de junio de 2015 

sobre la inadecuada procuración de justicia en agravio  
de v1, v2, v3, v4 y v5, jornaleros agrícolas que perdieron la vida,  
y de sus familiares, en el municipio de yurécuaro, michoacán

doctor salvador jara guerrero 
gobernador constitucional del estado de michoacán

distinguido señor gobernador:

 1. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 1º, párrafos 
primero, segundo y tercero, y 102, Apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos; 1º, 3º, párrafo segundo, 6º, fracciones I, II y III, 15, fracción VII, 24, fracciones II y IV, 41, 42, 44, 46 y 51, 
de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; y 128, 129, 130, 131, 132, 133, 134 y 136, de 
su Reglamento Interno, ha examinado las evidencias del expediente CNDH/4/2013/8246/Q, relacionado con 
el caso de V1, V2, V3, V4 y V5, jornaleros agrícolas. 

 2. Con el propósito de proteger la identidad de las personas involucradas en los hechos y evitar que sus nombres 
y datos personales sean divulgados, se omitirá su publicidad, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
4º, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y 147 de su Reglamento 
Interno. Dichos datos se pondrán a disposición de la autoridad recomendada a través de un listado adjunto, 
en el que se describe el significado de las claves utilizadas, con el compromiso de que dicte las medidas de 
protección de los datos correspondientes, y visto los siguientes:

i. HEcHos

 3. El 29 de octubre de 2013, en el municipio de La Piedad, Michoacán, se localizaron en una camioneta aban­
donada, los cuerpos sin vida de V1, V2, V3, V4 y V5, quienes fueron identificados como jornaleros agrícolas, 
que trabajaban en campos de cultivo de Yurécuaro, de la citada entidad, cuyos cadáveres presentaban im­
pactos de bala.

 4. El 31 de octubre de 2013, Q1 envió un escrito de queja a esta Comisión Nacional, mediante el cual condenó 
el asesinato de los jornaleros agrícolas, originarios de la Montaña de Guerrero, ocurrido en el Estado de Mi­
choacán, lo que consideró como una muestra de la situación de vulnerabilidad en que se encuentran miles de 
familias que laboran en ese sector y que se desplazan a los campos agrícolas en busca de trabajo, por lo que 
solicitó que la Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoacán realizara las investigaciones corres­
pondientes y que las dependencias federales como las Secretarías de Desarrollo Social y del Trabajo y Pre­
visión Social, con apoyo en sus facultades, inspeccionaran y vigilaran las condiciones laborales y de vida de 
ese sector de la población.

ii. EvidEncias

 5. Notas periodísticas publicadas los días 29 y 30 de octubre de 2013, en los sitios electrónicos www.eluniversal.
com.mx, diariodemexico.com.mx, www.proceso.com.mx, noticiasunivision.com, zonafranca.mx y oem.com.
mx, en las que se difundió la noticia relacionada con el asesinato de los jornaleros agrícolas, originarios de la 
Montaña de Guerrero. 

 6. Acta Circunstanciada en la que consta la llamada telefónica de 30 de octubre de 2013, que un visitador ad­
junto de esta Comisión Nacional realizó con un servidor público de la Comisión Estatal de los Derechos Hu­
manos de Michoacán, quien manifestó que no se había iniciado investigación alguna. 
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 7. Escrito de queja de Q1, de 31 de octubre de 2013, mediante el cual denunció ante esta Comisión Nacional la 
violación de derechos humanos de V1, V2, V3, V4 y V5. 

 8. Oficios V4/90229 y V4/90227, de 9 de diciembre de 2013, por el que este Organismo Nacional solicitó a la 
Abogada General y Comisionada para la Trasparencia de la Secretaría de Desarrollo Social, así como al Di­
rector General para la Igualdad Laboral de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, un informe sobre las 
condiciones mínimas de trabajo, convenios y programas relacionados con jornaleros agrícolas en el Estado 
de Michoacán. 

 9. Oficio 500/0014/2014, de 7 de enero de 2014, suscrito por el Director General Adjunto de la Secretaría de Desa­
rrollo Social, al que adjuntó el diverso 136.710.435.4422 de 23 de diciembre de 2013, firmado por el Jefe de 
la Unidad de Asuntos Jurídicos en la Delegación del Estado de Michoacán de esa Secretaría, en el que informó 
de los apoyos y atención que brinda a los diversos grupos de jornaleros agrícolas en esa entidad federativa. 

 10. Oficio DGJC/NOR­145/2014, de 17 de febrero de 2014, suscrito por el Jefe del Departamento de Normatividad 
y Derechos Humanos, de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoacán, por el que se remitió 
el informe que rindió AR1, y copia certificada de la AP1, de cuyas constancias destacan: 

10.1. Comunicación telefónica de 29 de octubre de 2013, en la que AR1 certificó e hizo constar que un 
oficial de la Dirección de Seguridad Pública Municipal, informó “que sobre la carretera La Piedad-Guadalajara, 
(…) se encontraban dos camionetas abandonadas y en una de ellas, (…) se encontraban cinco cuerpos sin 
vida de personas del sexo masculino (…) maniatados y que al parecer presentaban lesiones producidas por 
proyectil de arma de fuego.”

10.2. “Acta Ministerial de Levantamiento, Media Filiación, Fe Ministerial de Lesiones y Descripción de 
Cinco Cadáveres Del Sexo Masculino No Identificados”, que AR1 elaboró el 29 octubre de 2013, en la que 
realizó la descripción de los dos vehículos localizados en el lugar de los hechos, dio fe de los cinco cadáveres 
encontrados en el interior de uno de los referidos automotores, realizó la búsqueda y recolección de indicios 
asociados al delito y, ordenó el levantamiento y traslado de los fallecidos . 

10.3. Oficio 2012/2013, de 29 octubre 2013, mediante el cual AR1 solicitó al médico forense adscrito a la Sub­
procuraduría Regional de Justicia la Piedad de Cavadas, Michoacán, el dictamen de necropsia y toma de 
muestras de los cadáveres de V1, V2, V3, V4 y V5. 

10.4. “Acta de Reconocimiento e Identificación del Cadáver” de V4, a cargo de V6 y P1, realizada por AR1 
el 29 de octubre de 2013, en la que, además, denunciaron el homicidio cometido en agravio de su familiar. 

10.5. “Acta Ministerial de e Identificación y Reconocimiento del Cadáver” de V3, a cargo de V7 y V8, ela­
borada por AR1 el 29 de octubre de 2013, en la cual se advierte que denunciaron el homicidio cometido en 
agravio de su hijo. 

10.6. “Declaración Ministerial” de 29 de octubre de 2013, que rindió P2, con relación al lugar donde fueron 
localizados los vehículos en los que se encontraron los cuerpos sin vida de V1, V2, V3, V4 y V5. 

10.7. “Acta Ministerial de Descripción, Media Filiación y Fe Ministerial de Lesiones del Cadáver” de V2, de 
29 de octubre de 2013, realizada por AR1. 

10.8. “Acta de Reconocimiento e Identificación del Cadáver” de V2, a cargo de V9 y V10, preparada por 
AR1 el 29 de octubre de 2013, en la que además, presentaron denuncia por la muerte de su familiar. 

10.9. “Actas Ministeriales de Descripción, Media Filiación y Fe Ministerial de Lesiones” de los cadáveres 
de V1, V3, V4 y V5, que el 29 de octubre de 2013 practicó AR1. 

10.10. “Acta de Reconocimiento e Identificación del Cadáver” de V1, a cargo de V11 y V12, elaborada por 
AR1 el 29 de octubre de 2013, quienes además denunciaron el homicidio cometido en agravio de su hermano. 

10.11. “Acta Ministerial de Identificación y Reconocimiento del Cadáver” de V5, de 29 de octubre de 2013, 
confeccionada por AR1 ante la comparecencia de V13 y V14, diligencia en la que también presentaron de­
nuncia del homicidio cometido en agravio de su padre. 

10.12. Oficios 2014, 2014/2013, 2017/2013, 2019/2013 y 2023 (sic), todos de 29 de octubre de 2013, a 
través de los cuales AR1 solicitó al Oficial del Registro Civil de la Piedad, Michoacán, el registro de las defun­
ciones de V1, V2, V3, V4 y V5, y elaborara las actas respectivas para su inhumación. 
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10.13. Oficio 2015, de 29 de octubre de 2013, por el que AR1 requirió a la Subprocuraduría Regional de 
Justicia en Zamora, Michoacán, el dictamen químico toxicológico y de alcoholemia de V1, V2, V3, V4 y V5. 

10.14. Oficio 2016, de 29 de octubre de 2013, por el que AR1 solicitó al Área de Servicios Periciales de la 
Subprocuraduría Regional de Justicia en Zamora, Michoacán, la prueba de rodizonato de sodio a los cadáve­
res de V1, V2, V3, V4 y V5, para el respectivo dictamen químico. 

10.15. Oficio 2024 de 29 de octubre de 2013, por el cual AR1 ordenó a la Policía Ministerial del Estado, la 
investigación sobre los hechos que dieron origen a la AP1. 

10.16. Comunicación telefónica a la Oficina de Antecedentes Vehiculares (ECO) de la Procuraduría Gene­
ral de Justicia del Estado de Michoacán, efectuada por AR1 el 28 de octubre de 2013, para solicitar si había 
reportes de robo de los dos vehículos en los que fueron encontrados los cadáveres de V1, V2, V3, V4 y V5. 

10.17. “Parte Informativo de Servicios 022/2013”, de 29 de octubre de 2013, suscrito por elementos de la 
Policía Federal adscritos a la División de Seguridad Regional de la Coordinación Estatal de Michoacán, por 
medio del cual informaron a AR1, sobre los dos vehículos abandonados con cinco cuerpos sin vida que co­
rresponden a V1, V2, V3, V4 y V5y que dejaron a su disposición. 

10.18. “Ratificación de Denuncia de Hechos y Puesta a Disposición de Vehículos Abandonados”, de 29 de 
octubre de 2013, por un Suboficial de la Policía Federal, que suscribió el referido “Parte Informativo de Servi­
cios 022/2013. 

10.19. Acuerdo de 29 de octubre de 2013, en el que AR1 tuvo por recibido el “Parte Informativo de Servicios 
022/2013” y los dos vehículos relacionados con los hechos, y en el que acordó su aseguramiento. 

10.20. Oficio 2025, de 29 octubre de 2013, por el que AR1 requirió a la Subprocuraduría Regional de 
Justicia en Zamora, Michoacán, el dictamen técnico pericial sobre avalúo de daños, identificación y placas 
fotográficas de los automotores implicados. 

10.21. Oficios MF. No. 336/236/2013, MF. No. 337/237/2013, y MF. No. 338/238/2013, todos de 29 de oc­
tubre de 2013, mediante los cuales un perito médico forense de la Procuraduría General de Justicia del Esta­
do de Michoacán, comunicó a AR1 los resultados obtenidos de la necropsia médico legal practicada a los 
cadáveres de V5, V4 y V3. 

10.22. Quince oficios consecutivos SP2118/2013­Q al SP2132/2013­Q de 29 de octubre de 2013, suscritos 
por un perito adscrito a la Dirección de Servicios Periciales de la Subprocuraduría Regional de Zamora, me­
diante los cuales comunicó a AR1 los resultados de los dictámenes químicos forenses practicados a los ca­
dáveres de V1, V2, V3, V4 y V5. 

10.23. Oficios MF55/254/2013 y MF56/254/2013, de 29 de octubre de 2013, mediante los cuales un perito 
médico forense adscrito a la Dirección de Servicios Periciales de la Procuraduría General de Justicia del Es­
tado de Michoacán, entregó a AR1 los resultados de las necropsias médico legales practicadas a V1 y V2. 

10.24. Oficio 1133/2013, de 12 de noviembre de 2013, por el que agentes de la Policía Ministerial de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado, informaron los resultados de su investigación a AR1. 

10.25. Declaración ministerial rendida el 18 de noviembre de 2013 por P3, en la que manifestó, entre otras 
cosas, que junto con otras personas, entre los que se encontraban V1, V2, V3, V4 y V5, se dirigían a diferen­
tes estados de la República Mexicana a trabajar en el campo y, en septiembre de 2013, se trasladaron a 
Yurécuaro, Michoacán, donde permanecieron hasta octubre de esa anualidad; que el lunes 28 de octubre, V4 
y V5 salieron de esa población a buscar leña rumbo a un banco de arena que se ubica en Tanhuato, lugar al 
que se desplazaron en un vehículo, pero al no regresar V1, V2 y, V3, a bordo de otro automotor, fueron a bus­
carlos; sin embargo, ninguno regresó y hasta el martes 29 de octubre fue cuando se encontraron a esas 
cinco personas sin vida; que desconoce el motivo por el cual se les haya privado de la vida y no tiene conoci­
miento de que hayan tenido algún problema. 

10.26. Comparecencias ministeriales de 18 de noviembre de 2013, de P4 y P5, quienes declararon ante 
AR1, ser propietarios de los vehículos involucrados en los hechos en comento, acreditaron su propiedad y 
solicitaron su devolución.

10.27. “Acuerdos de Devolución de Vehículos”, suscritos por AR1 el 18 de noviembre de 2013. 
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10.28. Oficios 2202 y 2203, de 18 de noviembre de 2013, mediante los cuales AR1 ordenó al Coordinador 
Estatal de la Policía Federal en La Piedad, Michoacán, la entrega de los automóviles a P4 y P5. 

10.29. Oficio recordatorio sin número, de 6 de febrero de 2014, por el que AR1 solicitó al perito criminalis­
ta adscrito a la Dirección de Servicios Periciales de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoa­
cán, el dictamen pericial sobre el levantamiento de los cadáveres de V1, V2, V3, V4 y V5. 

10.30. Oficio SP/149/14­C, de 11 de febrero de 2014, que elaboró un Perito en Criminalista adscrito a la 
Dirección de Servicios Periciales de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoacán, por medio 
del cual emitió dictamen pericial sobre el levantamiento de los cadáveres de V1, V2, V3, V4 y V5. 

10.31. Acuerdo de 14 de febrero de 2014, en el que AR1 acordó enviar exhorto a su homólogo de Tanhua­
to, Michoacán, para que la Policía Ministerial iniciara las investigaciones, a fin de lograr la identificación de él 
o los presuntos responsables y se realizaran las diligencias necesarias para ese fin, en razón de que los hechos 
sucedieron en la población de Yurécuaro, perteneciente a ese Distrito Judicial. 

10.32. Oficio 428, de 15 de febrero de 2014, suscrito por AR1 y dirigido a su similar de Tanhuato, Michoa­
cán, al que adjuntó copia de la AP1, para el cumplimiento del citado exhorto. 

 11. Acta Circunstanciada en la que consta la llamada telefónica de 25 de junio de 2014, que un visitador adjunto 
de esta Comisión Nacional realizó a una servidora pública de la Dirección General Jurídica Consultiva de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoacán, para conocer el estado de la AP1, quien informó 
que la indagatoria continúa en integración. 

 12. Acta Circunstanciada de la consulta a la AP1, que el 22 de agosto de 2014 realizó un visitador adjunto de este 
Organismo Nacional en las instalaciones de la Agencia del Ministerio Público Investigador del Distrito Judicial 
de La Piedad, Michoacán. 

 13. Oficio V4/62564, de 31 de octubre de 2014, por el cual esta Comisión Nacional solicitó ampliación de infor­
mación a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoacán, sobre la integración de la AP1. 

 14. Oficio DGJC/NOR­1463/2014, de 5 de noviembre de 2014, mediante el cual el encargado del despacho del 
Departamento de Normatividad de la Dirección General Jurídica Consultiva, de la Procuraduría General de Jus­
ticia del Estado de Michoacán, remitió copia del siguiente documento: 

14.1. Oficio 1875/2014, de 3 de noviembre de 2014, suscrito por el Agente Primero del Ministerio Público 
Investigador de La Piedad, Michoacán, mediante el cual informó que la AP1, “se encuentra en trámite”. 

 15. Oficio 410/2014/857, de 5 de noviembre de 2014, suscrito por el Director General de Inclusión Laboral y 
Trabajo de Menores de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, a través del cual informó a esta Comisión 
Nacional que esa dependencia federal carece de facultades para implementar programas estatales, pero que 
desde 2008 a la fecha, inició el “Programa Nacional de Inspección Federal a Campos Agrícolas” y que, en 
coordinación con el Instituto Nacional para el Desarrollo de Capacidades del Sector Rural, A.C., ha certificado 
a 25,489 personas de todo el país, de las cuales 838 son del Estado de Michoacán. 

 16. Actas Circunstanciadas de 19 de noviembre y 05 de diciembre de 2014, en las que se asentó las llamadas 
telefónicas que un visitador adjunto de esta Comisión Nacional realizó a Q1, con el objeto de obtener datos 
de localización de los familiares de V1, V2, V3, V4 y V5. 

 17. Acta Circunstanciada de 25 de febrero de 2015, en la que un visitador adjunto de este Organismo Nacional 
hizo constar la comunicación telefónica con una servidora pública de la Dirección General Jurídica Consultiva 
de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoacán, quien informó que la AP1, continúa en inte­
gración. 

 18. Oficio DGJC/NOR­489/2015, de 09 de abril de 2015, mediante el cual la Dirección de Promoción y Defensa 
de los Derechos Humanos de la Dirección General Jurídica y de Derechos Humanos, de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Michoacán, remitió copia del siguiente documento:

18.1. Oficio de 9 de abril de 2015, suscrito por el Agente Primero del Ministerio Público Investigador de La 
Piedad, Michoacán, con el cual informó que en la AP1, durante el periodo de noviembre de 2014 a febrero de 
2015, se realizaron las siguientes diligencias: con el oficio 1215/2014, de 19 de diciembre de 2014, la Policía 
Ministerial del Estado, destacamentada en este Distrito Judicial, rindió avance de investigación, mismo que fue 
solicitado por esa Representación Social el 31 de octubre de 2014; exhorto en vía de recordatorio girado por 
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esa Representación Social al Agente del Ministerio Público Investigador del Distrito Judicial de Tanhuato, 
Michoacán, del 13 de enero de 2015, mismo que a la fecha no ha sido remitido; asimismo se hizo del conoci­
miento que la AP1, “se encuentra en trámite”.

iii. situación jurídica

 19. El 29 de octubre de 2013, AR1 recibió una llamada telefónica de un oficial de la Dirección de Seguridad Pú­
blica Municipal, quien le informó que: “sobre la carretera La Piedad–Guadalajara, (…) se encontraban dos 
camionetas abandonadas y en una de ellas (…) se encontraban 5 cuerpos sin vida [de V1, V2, V3, V4 y V5], 
los cuales se encontraban maniatados y que al parecer presentaban lesiones producidas por proyectil de arma 
de fuego”; hechos por los que en la misma fecha, AR1 se trasladó al lugar del hallazgo, a fin de practicar di­
versas diligencias. 

 20. Con motivo de lo anterior, en la misma fecha se inició la AP1 por el delito de homicidio contra quien resulte 
responsable, indagatoria que el 22 de agosto de 2014 se consultó por un visitador adjunto de esta Comisión 
Nacional, quien constató que no se ha determinado y continúa en integración, situación que aún persiste, 
como lo informó con el oficio 1875/2014 del 3 de noviembre de 2014, el Agente Primero del Ministerio Público 
Investigador de La Piedad, Michoacán.

iV. OBserVaciOnes

 21. Del análisis lógico jurídico de las evidencias del expediente CNDH/4/2013/8246/Q, en términos de lo dispues­
to en el artículo 41 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se cuenta con elementos 
pertinentes y suficientes que acreditan que a través de su Procuraduría General de Justicia, el Gobierno del 
Estado de Michoacán, trasgredió los derechos humanos a legalidad, a la seguridad jurídica, a la debida pro­
curación de justicia y a la verdad, en agravio de las víctimas directas V1, V2, V3, V4, V5, así como de las 
víctimas indirectas V6, V7, V8, V9, V10, V11, V12, V13 y V14, al incurrir en dilación y omisión en la integración 
de la AP1, en atención a las siguientes consideraciones: 

 22. El 29 de octubre de 2013, un oficial de la Dirección de Seguridad Pública Municipal, informó vía telefónica a AR1 
que en la carretera La Piedad­Guadalajara, se localizaron dos camionetas abandonadas y al interior de una, cin­
co cadáveres del sexo masculino, maniatados y, al parecer, con lesiones producidas por proyectil de arma de 
fuego. En la misma fecha, AR1 se trasladó al lugar de los hechos a fin de practicar distintas diligencias, entre 
ellas, la fe ministerial de los cadáveres, levantamiento y traslado a las instalaciones del Servicio Médico Fo­
rense, y elaboración de acta de descripción, fe ministerial y levantamiento de los cadáveres de V1, V2, V3, V4 y 
V5; solicitó la intervención del perito médico forense de la Dirección de Servicios Periciales para, determi nar 
la causa de los decesos y emitiera el dictamen de necropsia correspondiente; solicitó dictamen de crimina­
lística, dictamen de química forense para la prueba de rodizonato, el dictamen de química toxicológico y de 
alcoholemia, el dictamen de avalúo de daños, identificación y placas fotográficas de los vehículos, y requirió 
la investigación de los hechos a la Policía Ministerial del Estado; y finalmente registró la AP1. Todas las dili­
gencias citadas se documentaron el 29 de octubre de 2013. 

 23. Sin embargo, de la copia certificada de la AP1, se observa que las actuaciones producidas por AR1, única­
mente son las que practicó los primeros cuatro meses de la investigación, entre el 29 de octubre de 2013 y el 
15 de febrero de 2014. 

 24. Al respecto, AR1 responsable de la integración de la AP1, únicamente realizó diligencias el 29 y 30 de octubre, 
18 de noviembre de 2013, y 6, 11, 14 y 15 de febrero de 2014, sin que se cuente con evidencia que justifique 
el motivo por el cual no continuó la investigación, ni siguió una línea clara y precisa de investigación, por lo 
que se concluye que no se ha llevado a cabo una adecuada y eficiente actuación ministerial que permita co­
nocer la verdad histórica de los hechos, a pesar del tiempo trascurrido, lo cual ha entorpecido la procuración 
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de justicia en favor de las víctimas y ofendidos del delito, y ha propiciado hasta hoy la impunidad de los res­
ponsables. 

 25. Aunado a la inactividad de la autoridad ministerial para llegar a la verdad histórica de los hechos en que 
perdieron la vida V1, V2, V3, V4 y V5, cobran relevancia sus omisiones, pues durante la integración de la in­
dagatoria, el 29 de octubre de 2013, AR1 conoció y tuvo contacto con V6, V7, V8, V9, V10, V11, V12, V13 y 
V14, familiares de las víctimas del delito, quienes acreditaron sus respectivos parentescos en las diligencias 
de reconocimiento e identificación de los cadáveres; pero en la AP1 no se advierte alguna constancia, de la 
que se desprenda que hayan sido informados sobre sus derechos constitucionales, en su calidad de víctimas, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20, Apartado A, fracción I, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, vinculado con el artículo 7, fracción I, inciso e) y 22, del Código de Procedimientos Pena­
les para el Estado de Michoacán, y 20, fracción I, inciso a), de la Ley para la Atención y Protección a las 
Víc timas u Ofendidos del Delito del Estado de Michoacán, aplicable al presente caso, ni tampoco procuró su 
protección. 

 26. Esta última ley mencionada del Estado de Michoacán en el artículo 2, fracciones X y XI, distingue entre vícti­
ma y ofendido, otorgando la calidad de “víctima”, a “la persona que haya sufrido algún daño, como consecuen-
cia de la comisión de algún delito”, y el carácter de “ofendido”, al “titular del bien jurídico lesionado (…) que asume 
la condición de sujeto pasivo del delito”. En el artículo 20, fracciones I, inciso a) y II, inciso c), dispone como 
derecho de las víctimas del delito, que durante la averiguación previa, sean enterados oportunamente de las 
prerrogativas que en su favor establece la Carta Magna, y en materia de atención médica, “a contar con 
servicios especializados sobre tratamiento postraumático (…) en instituciones y centros del sector salud pú-
blicos”; prerrogativas de las que en el presente asunto, V6, V7, V8, V9, V10, V11, V12, V13 y V14, no han 
disfrutado desde la fecha de los decesos de sus familiares, en razón de que AR1 omitió comunicarles sus 
derechos constitucionales; los avances de la investigación y seguimiento de la misma; canalizarlas a los 
servicios de atención a víctimas del delito; garantizarles protección a su integridad física y psicológica, así 
como informarles la manera en que se aplicarían tales derechos. Además, en el artículo 27, ordena que: “Los 
agentes del Ministerio Público al iniciar una averiguación previa o acta ministerial, obligatoriamente darán a 
conocer a las víctimas u ofendidos y a sus familiares, los beneficios que esta Ley otorga y los requerirá para que 
manifiesten si solicitan o no tal protección, dejando constancia de dichas actuaciones en la indagatoria corres-
pondiente”, pero tal situación no fue atendida por AR1, porque en la AP1 no se encuentra agregada ninguna 
constancia que acredite que se hubiese atendido tal mandato.

 27. De las constancias con que cuenta esta Comisión Nacional se desprende, que los familiares en sus entrevis­
tas ante la Policía Ministerial del Estado, fueron coincidentes en manifestar que desde la tarde del día 28 de 
octubre del 2013 acudieron al Ministerio Público de Tanhuato para reportar la desaparición de sus familiares, 
a lo que la autoridad les indicó que regresaran la tarde del día siguiente. De lo expuesto, se advierte que, las 
circunstancias particulares del caso exigían una actuación más diligente por parte del representante social, 
dada la situación de vulnerabilidad en que se encuentran los campesinos, ya que las familias jornaleras en 
los campos agrícolas, viven una situación de riesgo e indefensión con motivo de la inseguridad y condiciones 
laborales ajenas al enfoque de derechos humanos. Por lo tanto, teniendo en cuenta el contexto en que desa­
rrollan sus actividades, el Estado tiene el deber de garantizar que los campesinos realicen su trabajo en un 
ambiente seguro. En este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos determinó en el párrafo 245 
de la sentencia del “Caso González y otras Vs. México (Campo Algodonero)” de 16 de noviembre de 2009, 
que cuando un determinado sector de la población sufre un contexto de violencia y vulnerabilidad: “Los Esta-
dos tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que no se produz-
can violaciones de ese derecho inalienable (…)no sólo presupone que ninguna persona sea privada de su 
vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere que los Estados adopten todas las me-
didas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación positiva), conforme al deber de 
garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos de todas las personas bajo su jurisdicción”. 

 28. Este Organismo Nacional constató que la actuación de AR1 no se ajustó a los estándares que establecen la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales en materia de protección 
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y defensa de los derechos de las víctimas del delito y del abuso de poder, por lo que se hace patente la ne­
cesidad de que el Estado, a través de sus instituciones públicas, cumpla con la función de ejercer la debida 
procuración de justicia, mediante la investigación de los ilícitos que se cometan en el ámbito de su competen­
cia, para identificar a los responsables, imponer las sanciones correspondientes, y proporcionar a las víctimas 
de conductas delictivas un trato digno, sensible y respetuoso. 

 29. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en la Recomendación General 14 “Sobre los derechos de 
las víctimas de delitos”, del 2 de marzo de 2007, ha reiterado que: “El respeto a los derechos fundamentales 
de las víctimas de delitos y abuso del poder, debe constituir un elemento primordial para consolidar y garan-
tizar un mejor ejercicio de los derechos humanos en un estado de democrático, lo cual implica identificar sus 
necesidades reales, a fin de establecer las medidas legales y administrativas necesarias para su adecuada y 
oportuna atención, sin más limitaciones que las establecidas en la ley.” De igual modo, recomendó, que el 
tratamiento deficiente e indigno a la víctima u ofendido es frecuente, y deriva, entre otras “prácticas adminis-
trativas a parte del Ministerio Público”, “deficiencias en el trámite de la indagatoria”, falta de “asesoría jurídica 
oportuna” a las víctimas, “insuficiencia de medios materiales y humanos para realizar la investigación”, falta 
de fundamentación y motivación en la negativa a realizar diligencias, omisión de “brindar a las víctimas, fami-
liares o testigos el auxilio oportuno y efectivo para garantizar su seguridad; falta de control y supervisión de la 
integración de las averiguaciones” y dilación de las mismas, entre otros. En la misma Recomendación Gene­
ral 14, se precisó que en la etapa de desarrollo de la averiguación previa, en que a la víctima u ofendido “se 
le da el trato de un tercero ajeno al problema, (…) es común que se le niegue la información o que no se le 
permita intervenir en el desarrollo del procedimiento y, en consecuencia, termina por convertirse en un sim-
ple espectador…”

 30. Sobre el particular, en el “Caso Trujillo Oroza Vs. Bolivia”, en la sentencia de reparaciones y costas del 27 de 
febrero de 2002, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el párrafo 114 determinó que: “El derecho 
a la verdad ha sido desarrollado suficientemente en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, [por 
lo que] el derecho de los familiares de las víctimas, de conocer lo sucedido (…) constituye una medida de 
reparación y por tanto una expectativa que el Estado debe satisfacer a los familiares de las víctimas y a la so-
ciedad, como un todo.”

 31. Se considera, pues, que AR1 no agotó todos medios a su alcance para conocer la verdad histórica de los 
hechos, de manera particular, de las pruebas periciales necesarias e idóneas que se requerían, en razón de 
que desde el inicio de la investigación, cuando elaboró las actas ministeriales correspondientes a la descrip­
ción, media filiación y fe de lesiones de los cadáveres de V1 y V2, documentó heridas producidas por proyec­
tiles de armas de fuego, las cuales confirmaron los peritos médico forense que realizaron las respectivas 
necropsias médico legal. En las necropsias realizadas a V1, V2, V3, V4 y V5, se recuperaron fragmentos me­
tálicos, aparentemente ojivas de proyectil de arma de fuego, los cuales el médico legista en su dictamen, 
únicamente indicó que fueron empaquetados y entregados para estudio por parte de balística; pero no hay 
constancia en la AP1 que acredite que efectivamente, tales hallazgos fueran puestos a disposición de peritos 
en balística para los dictámenes correspondientes, y tampoco hay evidencia de que la Policía Ministerial haya 
ampliado las investigaciones, como se comprometió en su informe del 12 de noviembre de 2013 para prose­
guir “con las investigaciones que el caso amerita hasta lograr dar con el paradero del o los presuntos respon-
sables de dicho ilícito…”; siendo hasta el 19 de diciembre de 2014 que los agentes de la Policía Ministerial 
del Estado, rindieron avance de las mismas.

 32. De la consulta realizada a la AP1, se comprobó que AR1 incurrió en dilación, ya que fue hasta el 15 de febrero 
de 2014 cuando remitió exhorto a su similar de Tanhuato, Michoacán, para que la policía ministerial inicia­
ra una investigación para la identificación del o los presuntos responsables del homicidio de V1, V2, V3, V4 y 
V5; y fue hasta el 13 de enero de 2015, que se realizó el exhorto en vía de recordatorio correspondiente. La 
dilación en la integración de la AP1 para la localización, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de 
los responsables, así como la omisión de AR1 de cumplir con las obligaciones inherentes a su cargo, resulta 
preocupante para esta Comisión Nacional, pues la última actuación que realizó dicha autoridad, fue precisa­
mente el referido exhorto, por lo que, la ausencia de una investigación oportuna y diligente, ha propiciado la 
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impunidad de los responsables y anulado el derecho a la certeza jurídica y a la impartición de justicia en 
agravio de las víctimas y los ofendidos. En consecuencia, la ausencia de efectividad en la investigación, co­
loca a los ofendidos del delito, en una doble situación de victimización porque, además de sufrir las conse­
cuencias de la conducta criminal, padecen el descuido de la autoridad ministerial para resolver la indagatoria 
y estar en aptitud de procesar al o los presuntos responsables.

 33. En términos del artículo 21 párrafo segundo constitucional, se faculta y obliga al Ministerio Público a practicar 
las diligencias necesarias para el esclarecimiento de los hechos, acreditar el delito y la probable responsabi­
lidad de los inculpados en los mismos; pero si una investigación se prolonga de manera indefinida, genera 
incertidumbre jurídica, menoscabo a la protección de los derechos de las víctimas y ofendidos frente a la 
autoridad y violación del orden jurídico, lo que contraviene la prevista disposición, que establece que “el ejer-
cicio de la acción penal ante los tribunales corresponde al Ministerio Público”, pues a la fecha del presente 
pronunciamiento no se ha ejercitado acción penal.

 34. Se aprecia que AR1 no agotó los medios para esclarecer los hechos, incumpliendo así, con el citado manda­
miento constitucional. A fin de garantizar una adecuada procuración de justicia, se considera que pudieron 
haberse realizado, entre otras, las siguientes diligencias: 1) preservar la cadena de custodia, es decir, procu­
rar la conservación de los indicios o evidencias, huellas dactilares o evidencias biológicas del autor material 
o autores materiales, localizadas en el lugar de los hechos, y tal como se encontraron, evitando en todo mo­
mento la pérdida de información. Lo anterior de conformidad con el Acuerdo A/002/10 emitido por la Procura­
duría General de la República, mismo que si bien es un documento de orden federal, son lineamientos mínimos 
que pueden tomarse como referencia, para orientar la actuación de las autoridades ministeriales; 2) solicitar 
la presentación de testigos de los hechos y probables responsables; 3) verificar la presencia de signos de 
tortura según el “Manual para la Investigación y Documentación Eficaces de la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes” (“Protocolo de Estambul”), presentado a la Alta Comisionada de las Na­
ciones Unidas para los Derechos Humanos el 9 de agosto de 1999, e iniciar la investigación correspondiente 
en caso de advertirlo, igualmente, debieron seguirse líneas de investigación tomando en cuenta si hubo tortu­
ra, indicios o evidencias encontradas, información de testigos, familiares, peritajes y lo investigado por la policía 
ministerial. Lo anterior con la finalidad de esclarecer la verdad de los acontecimientos, conforme al principio 
de la debida diligencia, y a la observancia de plazos razonables, y las obligaciones previstas para la debida 
integración de las averiguaciones previas, en los artículos 7, fracción I, incisos a), b) y e), 22, fracción I, 23, 
117, párrafo primero, 118 y demás aplicables del Código de Procedimientos Penales del Estado de Michoacán. 
En consecuencia, las víctimas no han podido acceder a la justicia, pues no se ha demostrado la verdad histó­
rica y jurídica de los hechos, ni se ha responsabilizado a quienes consumaron los delitos y mucho menos, se 
les ha reparado el daño causado a las víctimas y ofendidos, quienes permanecen en un estado de indefensión 
y de incertidumbre jurídica, en cuanto a la temporalidad e indefinición de las investigaciones. 

 35. Respecto de la obligación del Estado de investigar, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el “Caso 
Hermanos Landaeta Mejías y otros vs. Venezuela”, párrafo 214, sentencia del 27 de agosto de 2014, ha es­
tablecido que: “dentro de las medidas positivas que un Estado debe adoptar para garantizar los derechos 
reconocidos en la Convención se encuentra la obligación de investigar violaciones de derechos humanos. El 
cumplimiento de esta obligación consiste no sólo en prevenir sino también investigar las violaciones de de-
rechos reconocidos en ese instrumento, así como procurar el restablecimiento, si es posible, del derecho 
conculcado”; más adelante, en el párrafo 217, refirió que la obligación de investigar es un deber que: “involu-
cra a toda institución estatal, tanto judicial como no judicial, por lo que la debida diligencia se extiende también 
a los órganos no judiciales a los que corresponda la investigación previa al proceso, realizada para determinar 
las circunstancias de una muerte y la existencia de suficientes indicios para interponer una acción penal”. 
Finalmente, en el párrafo 228, citando el Protocolo de Minessota manifestó que al investigar acontecimientos 
de esta naturaleza, debe existir acuciosidad desde las primeras diligencias, siendo esto: “fotografiar dicha 
escena, cualquier otra evidencia física y el cuerpo como se encontró y después de moverlo; recoger y con-
servar todas las muestras de sangre, cabello, fibras, hilos u otras pistas deben ser recogidas y conservadas; 
examinar el área en busca de huellas de zapatos o cualquier otra que tenga naturaleza de evidencia, y hacer 
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un informe detallando cualquier observación de la escena, las acciones de los investigadores y la disposición 
de toda la evidencia coleccionada (…) al investigar una escena del crimen se debe cerrar la zona contigua al 
cadáver, y prohibir, salvo para el investigador y su equipo, el ingreso a la misma.”

 36. Resulta importante destacar, que de acuerdo a las “Directrices sobre la Función de los Fiscales”, adoptadas 
en el marco del Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del De­
lincuente, celebrado en La Habana, del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990: “11. Los fiscales desempe-
ñarán un papel activo en el procedimiento penal, incluida la iniciación del procedimiento y, cuando así lo au-
torice la ley o se ajuste a la práctica local, en la investigación de delitos, la supervisión de la legalidad de esas 
investigaciones, la supervisión de la ejecución de fallos judiciales y el ejercicio de otras funciones como repre-
sentantes del interés público. 12. Los fiscales, de conformidad con la ley, deberán cumplir sus funciones con 
imparcialidad, firmeza y prontitud, respetar y proteger la dignidad humana y defender los derechos humanos, 
contribuyendo de esa manera a asegurar el debido proceso y el buen funcionamiento del sistema de justicia 
penal. 13. En cumplimiento de sus obligaciones, los fiscales: (…) b) Protegerán el interés público, actuarán con 
objetividad, tendrán debidamente en cuenta la situación del sospechoso y de la víctima, y prestarán atención a 
todas las circunstancias pertinentes, prescindiendo de que sean ventajosas o desventajosas para el sospe-
choso (…) d) Considerarán las opiniones e inquietudes de las víctimas cuando se vean afectados sus intereses 
personales y asegurarán que se informe a las víctimas de sus derechos con arreglo a la Declaración sobre 
los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso del Poder.”

 37. Así también debió observarse, la Recomendación General 16, “Sobre el plazo para resolver una averiguación 
previa”, que emitió este Organismo Nacional el 21 de mayo de 2009, en la que se tome en cuenta: “a) la com-
plejidad del asunto; b) la actividad procedimental de los interesados; c) la conducta de las autoridades inves-
tigadoras, principalmente de la policía judicial, científica, investigadora o ministerial, y d) la afectación que 
genera el procedimiento en la situación jurídica del probable responsable, la víctima o el ofendido.” Estos ele­
mentos derivan del criterio establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en los juicios “Caso 
Valle Jaramillo y otros vs. Colombia” (Sentencia de 27 de noviembre de 2008, párrafo 155), “Caso Familia 
Barrios vs. Venezuela” (Sentencia de 24 de noviembre de 2011, párrafo 273), y “Caso González Medina y 
familiares vs. República Dominicana” (Sentencia de 27 de febrero de 2012, párrafo 255), para determinar la 
“razonabilidad del plazo en las investigaciones”. En esta Recomendación General se detalló que “para garan-
tizar una adecuada procuración de justicia”, se debe: “a) evitar la dilación en el trámite de la averiguación 
previa, de tal manera que no existan omisiones en la práctica de diligencias por periodos prolongados, b) ga-
rantizar el desahogo de las diligencias de investigaciones necesarias para acreditar el delito y la probable 
responsabilidad del sujeto, c) preservar los indicios del delito a fin de asegurar que las líneas de investigación 
puedan agotarse, d) propiciar el desahogo de los análisis y dictámenes periciales, e) dictar las medidas de 
auxilio y protección a las víctimas del delito y a los testigos, f) garantizar el acceso a la justicia a las víctimas 
del delito mediante la eliminación de la práctica de elaborar actas circunstanciadas en lugar de averiguacio-
nes previas, g) evitar enviar al archivo o a la reserva las averiguaciones previas si no se han agotado las líneas 
de investigación y h) propiciar una mayor elaboración de investigación por parte de los elementos de la policía 
que tengan a su cargo dicha función.” Actuaciones que correspondió llevar a cabo a AR1, pero contrario a ello, 
en su actuación no procuró el cumplimiento de tales obligaciones. La dilación en el trámite de las averiguacio­
nes previas y la falta de determinación oportuna, afecta gravemente la seguridad jurídica, pues obstaculiza la 
procuración e impartición de justicia y genera incertidumbre sobre la aplicación de la ley y el castigo hacia los 
responsables. En concordancia con ello, en la Recomendación General 16 se asienta que “el derecho al ac-
ceso a la procuración de justicia no se agota con el trámite de procesos internos, [sino que debe hacerse] lo 
necesario para conocer la verdad de lo sucedido [y sancionar a los probables responsables, respetando] los 
derechos de las víctimas del delito y los estándares del debido proceso.” Sólo así puede decirse que el Estado 
brinda al gobernado un efectivo acceso a la justicia, mediante recursos idóneos, garantizando una genuina 
tutela judicial, como tendría que hacerse en un verdadero Estado de Derecho. 

 38. Se precisa que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la sentencia del “Caso Radilla Pacheco vs. 
Estados Unidos Mexicanos”, de 23 de noviembre de 2009, destacó en el párrafo 233, la importancia de las 



Recomendaciones  Gaceta 299 • Jun • 2015

105

investigaciones del Ministerio Público, pronunciándose en el sentido de que: “Para que una investigación 
penal constituya un recurso efectivo para asegurar el derecho de acceso a la justicia de las presuntas víctimas, 
así como para garantizar los derechos que se han visto afectados (…), debe cumplirse con seriedad y no como 
una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, y debe tener un sentido y ser asumida por 
los Estados como un deber jurídico propio y no como una simple gestión de intereses particulares, que de-
penda de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de elementos pro-
batorios.”

 39. En la sentencia de 16 de noviembre de 2009, en el “Caso González y otras (Campo Algodonero) vs. México”, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, determinó en los párrafos 289 y 290 que: “El deber de inves-
tigar es una obligación de medio y no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurí-
dico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa. La obligación del 
Estado de investigar debe cumplirse diligentemente para evitar la impunidad y que este tipo de hechos vuelvan 
a repetirse.” De igual manera, indicó que “una vez que las autoridades estatales tengan conocimiento del 
hecho, deberán iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva por todos los medios 
legales disponibles y orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, enjuiciamiento y 
eventual castigo de todos los autores de los hechos, especialmente cuando están o puedan estar involucrados 
agentes estatales.” 

 40. De lo contenido en las evidencias se desprende, que AR1 detalladas, AR1 incumplió su deber e incurrió en 
las irregularidades apuntadas al iniciar la AP1, ya que desde las primeras diligencias obtuvo evidencias sobre 
la comisión de un delito, realizando los procedimientos de rutina a los que se encontraba obligado en el mo­
mento en que se le notificaron los hechos, pero sin darle continuidad a la investigación, a pesar de lo delicado 
de los acontecimientos, y propiciando que hasta la fecha no se haya encontrado un solo indicio que permita 
conocer el origen y motivo de los mismos. 

 41. En suma, esta Comisión Nacional observó que la dilación y omisión en la que incurrió AR1, trasgredió en 
agravio de las víctimas y ofendidos, los derechos a la seguridad jurídica, a la legalidad y la debida procuración 
de justicia, previstos en los artículos 1°, párrafo primero, 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 17, párra­
fo segundo, 20, Apartado A, fracción I, y 21, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
vigente al momento de los hechos; entendiéndose el primero de los nombrados como la expectativa de vivir 
bajo la vigencia de un sistema jurídico permanente, cierto, estable y coherente, precisamente con la finalidad 
de evitar que la ausencia de lo anterior afecte los valores del ser humano. Por su parte, el derecho a la lega­
lidad, debe comprenderse como la prerrogativa que tiene todo ser humano a que los actos de la administración 
pública, como es la procuración de justicia, se realicen con apego a lo establecido por el orden jurídico, a 
efecto de evitar perjuicios indebidos en contra de sus titulares. 

 42. Partiendo de la premisa que el Ministerio Público debe garantizar el derecho a la procuración de justicia 
pronta y expedita, considerando que dentro de sus funciones legales, debe practicar y ordenar la realización 
de todos los actos conducentes a la comprobación de los elementos constitutivos del tipo penal y a la demos­
tración de la probable responsabilidad del o los inculpados, conforme a los artículos 6, 7, fracción I, incisos a), 
b), c) y g), y 8, fracción I, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado de Michoacán, aplicable 
en la fecha de los hechos. De igual forma, AR1 omitió observar las disposiciones previstas en los instrumentos 
jurídicos internacionales ratificados por el Estado mexicano, que constituyen norma vigente en nuestro país, 
y que deben ser tomados en cuenta para la interpretación de las normas relativas a los derechos humanos, 
favoreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más amplia, de acuerdo con el principio “pro 
personae”, acorde a lo dispuesto en los artículos 1º, en sus tres primeros párrafos, y 133 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Cabe destacar, que de la información recabada por este Organis­
mo Nacional, no se cuenta con evidencia alguna que acredite que la Procuraduría General de Justicia del 
Estado de Michoacán, haya procedido contra AR1 para atribuirle responsabilidad administrativa, por sus 
omisiones y dilación en las investigaciones del presente caso.

 43. Los artículos 1.1, y 25, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“Pacto de San José”), Costa 
Rica, adoptada el 22 de noviembre de 1969; 8 y 10, de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
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adoptada el 10 de diciembre de 1948, por la Organización de las Naciones Unidas en París, Francia; XVIII, 
de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, aprobada el 2 de mayo de 1948 en 
Bogotá, Colombia; 1, 2, 4, 6, inciso c), 14 y 15, de la Declaración sobre los Principios Fundamentales de 
Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder, adoptada por la Organización de las Naciones 
Unidas el 29 de noviembre de 1985; los principios orientadores contenidos en los artículos 1 y 2 del Código 
de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, adoptado por la Organización de las 
Naciones Unidas, el 17 de diciembre de 1979, que en términos generales prevén el derecho de las víctimas al 
acceso equitativo, efectivo, y en condiciones de igualdad, a los mecanismos de justicia, a las garantías judi­
ciales, a que sean tratadas dignamente, y a recibir la atención oportuna que requieren; y los numerales 11, 
12, 13 y 16 de las “Directrices sobre la Función de los Fiscales”, adoptadas en el marco del Octavo Congreso 
de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en La Haba­
na, del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990. De suerte tal que para esta Comisión Nacional quedó acre­
ditado que AR1 incurrió en el incumplimiento de sus obligaciones previstas en el artículo 8, fracciones I y II, 
de la Ley de Responsabilidades y Registro Patrimonial de los Servidores Públicos del Estado de Michoacán 
y sus Municipios, que prevén la obligación de los servidores públicos de “cumplir y hacer cumplir esta ley, así 
como toda normatividad que regule el servicio público que desempeñe”, así como “cumplir con diligencia el 
servicio que les sea encomendado y abstenerse de realizar actos u omisiones que causen la suspensión, obs-
trucción o deficiencia del servicio o que impliquen abuso o ejercicio indebido de su empleo, cargo o comisión”. 

 44. Debe precisarse que una de las vías previstas en el sistema jurídico mexicano, para lograr la reparación del 
daño derivado de la responsabilidad profesional e institucional, consiste en plantear la reclamación ante el ór­
gano jurisdiccional competente, pero el sistema no jurisdiccional de protección de derechos humanos, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 1º, párrafo tercero y 113, párrafo segundo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 44, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, prevén la posibilidad de que al acreditarse una violación a los derechos humanos atri­
buible a un servidor público del Estado, la Recomendación que se formule a la dependencia pública debe 
incluir las medidas que procedan para lograr la efectiva restitución de los afectados en sus derechos funda­
mentales y las relativas a la reparación de los daños y perjuicios que se hubieren ocasionado, para lo cual el 
Estado deberá de investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos en los términos que 
establezca la ley. 

 45. Conforme a lo previsto en los artículos 3, párrafo cuarto, de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de 
Michoacán de Ocampo, y 18, 19, 20, 21, 22 y 23, de los “Principios y Directrices Básicos sobre el derecho 
de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violacio­
nes graves del Derecho Internacional Humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”, adoptados 
por las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 2005, se advierte que: “…teniendo en cuenta las circunstancias 
de cada caso, se deberá dar a las víctimas de violaciones manifiestas (…) de forma apropiada y proporcional 
a la gravedad de la violación (…) una reparación plena y efectiva”, conforme a los principios de “restitución, 
indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición”, esto es, que en la medida de lo po­
sible, se devuelva a la víctima “…a la situación anterior a la violación manifiesta de las normas internaciona-
les de derechos humanos…”. La Comisión Nacional advierte que los aludidos principios sobre reparación del 
daño se deben aplicar en casos de violaciones a derechos humanos, como en el presente caso, porque 
constituyen un estándar internacional aplicable como guía para que las autoridades responsables puedan 
determinar la reparación integral en los casos que versan sobre la protección de los bienes jurídicos impres­
cindibles. En ese sentido, se deberán llevar a cabo acciones encaminadas a la reparación integral del daño 
ocasionado a V6, V7, V8, V9, V10, V11, V12, V13 y V14, de acuerdo con tales principios.

 46. Resulta aplicable en la especie la sentencia del caso “Espinoza González, vs. Perú”, de 20 de noviembre de 
2014, emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual, en los numerales 300 y 301, refie­
ren que “toda violación de una obligación internacional que haya producido daño comporta el deber de repa-
rarlo adecuadamente y que la disposición recoge una norma consuetudinaria que constituye uno de los 
principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo sobre responsabilidad de un Estado”, 
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también estableció que “las reparaciones deben tener un nexo causal con los hechos del caso, las violaciones 
declaradas, los daños acreditados, así como las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos.”

 47. En el tema de la reparación del daño, con fundamento en los artículos 1, 2, 3, 5, fracciones II y IV, 7, 12, 31, 
32, 37, 41, 42, 46, 47, fracción III, 49, 52, fracción V, inciso c), 53, 54 y 55 de la Ley de Atención a Víctimas 
para el Estado de Michoacán de Ocampo, al acreditarse violaciones a los derechos humanos a la legalidad, 
seguridad jurídica, procuración de justicia y a la verdad, en agravio de las víctimas directas V1, V2, V3, V4, 
V5, así como de las víctimas indirectas V6, V7, V8, V9, V10, V11, V12, V13 y V14, esta Comisión Nacional 
solicitará la inscripción en el Registro Estatal de Víctimas, cuyo funcionamiento corre a cargo de la Comisión 
Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas, a fin de que las víctimas indirectas tengan acceso al Fondo de 
Ayuda, Asistencia y Reparación Integral del Estado de Michoacán. 

 48. De igual forma, con fundamento en los artículos 1º, párrafo tercero, 102, Apartado B, de la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 6º, fracción III; 71, segundo párrafo, 72, párrafos primero y segundo, 
y 73, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, existen elementos de 
convicción suficientes para que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en ejercicio de sus atribu­
ciones presente queja administrativa ante la Coordinación de Contraloría del Gobierno del Estado de Michoa­
cán, para que se inicie el procedimiento de responsabilidad administrativa correspondiente; así como de­
nuncia penal ante la Procuraduría General de Justicia de esa entidad federativa, con el fin de que en el ámbito 
de su competencia, inicie la averiguación previa que corresponda, para determinar las responsabilidades 
penales y administrativas de AR1.

En consecuencia, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos se permite formular respetuosamen­
te, a usted señor Gobernador Constitucional del Estado de Michoacán, las siguientes: 

v. rEcomEndacionEs

PriMera. Instruya a quien corresponda, a fin de que a la brevedad posible, se proceda a la reparación del 
daño ocasionado a V6, V7, V8, V9, V10, V11, V12, V13 y V14, víctimas indirectas en el presente caso, que 
incluya atención psicológica necesaria para restablecer su estabilidad emocional, por los daños causados con 
motivo de las acciones y omisiones en que incurrió el servidor público que motivó el presente pronunciamien­
to, enviando a esta Comisión Nacional las constancias que acrediten su cumplimiento. 

seGUnda. Instruya al Procurador General de Justicia de esa entidad federativa, para que en la averiguación 
previa penal que se inició por la privación de la vida de V1, V2, V3, V4 y V5, se practiquen las diligencias que 
sean legalmente idóneas, adecuadas y materialmente necesarias para el perfeccionamiento y determinación 
de la misma, enviando a esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos las constancias de su cumpli­
miento. 

Tercera. Se instruya a quien corresponda, para que se diseñen e impartan programas integrales de capa­
citación y formación, a fin de promover la actualización y especialización de los agentes del Ministerio Público, 
específicamente en materia de derechos humanos, atención a víctimas y ofendidos, fortalecimiento de valores 
éticos y morales, profesionalización e investigación de los delitos, de conformidad con lo señalado en el de­
nominado “Convenio de Colaboración que celebran la Procuraduría General de la República, la Procuraduría 
General de Justicia Militar, la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal y las Procuradurías Gene­
rales de Justicia de los treinta y un Estados integrantes de la Federación”, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 26 de junio de 2007, y se remitan a esta Comisión Nacional las constancias con que se acredi­
ten su cumplimiento.

cUarTa. Se colabore ampliamente con esta Comisión Nacional en la presentación y trámite de la queja que 
promueva ante la Coordinación de Contraloría del Gobierno del Estado de Michoacán, en contra del servidor 
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público involucrado en los hechos que dieron origen al presente pronunciamiento, e informe a esta Comisión 
Nacional su cumplimiento.

QUinTa. Se colabore ampliamente con este Organismo Nacional, en la presentación y seguimiento de la 
denuncia de hechos que se formulará ante la Procuraduría General de Justicia del Estado de Michoacán, para 
que en el ámbito de su competencia, se inicie la investigación que en derecho corresponda, por tratarse de 
un servidor público de carácter estatal, cuya conducta motivó este pronunciamiento, y se remitan a esta Co­
misión Nacional las constancias con que se acredite su cumplimiento.

seXTa. Participe ampliamente con este Organismo Constitucional Autónomo, en el seguimiento e inscripción 
de las víctimas directas V1, V2, V3, V4, V5, así como de las víctimas indirectas V6, V7, V8, V9, V10, V11, V12, 
V13 y V14, en el Registro Estatal de Víctimas, a efecto de que las víctimas indirectas tengan acceso al Fondo 
de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral del Estado, previsto en la Ley de Atención a Víctimas para el Es­
tado de Michoacán de Ocampo, y se remitan las constancias que acrediten su cumplimiento.

 49. La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, Apartado B, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emite con el propósito fundamen­
tal, tanto de formular una declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de obtener, en términos de lo que 
establece el artículo 1º, párrafo tercero, constitucional, la investigación que proceda por parte de las depen­
dencias administrativas o cualquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atribuciones, se 
apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de que se trate. 

 50. De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Hu­
manos, solicito que la respuesta sobre la aceptación de esta Recomendación, en su caso, sea informada 
dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación. 

 51. Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se solicita que, en su caso, las pruebas correspondientes al cum­
plimiento de la Recomendación se envíen a esta Comisión Nacional dentro de quince días hábiles siguientes 
a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la misma, de lo contrario dará 
lugar a que se interprete que no fue aceptada.

 52. Cuando las Recomendaciones no sean aceptadas o cumplidas por las autoridades o servidores públicos, 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa 
circunstancia y, con fundamento en los artículos 102, Apartado B, párrafo segundo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 15, fracción X, y 46 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, podrá solicitar al Senado de la República o en sus recesos a la Comisión Permanente de esa So­
beranía, así como a las Legislaturas de las entidades federativas, su comparecencia, a efecto de que explique 
el motivo de su negativa.

EL PRESIDENTE
LIC. LUIS RAÚL GONZÁLEZ PÉREZ
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ecomendación 17/2015

sobre el recurso de impugnación de v1 en contra  
de la recomendación emitida por la comisión de derechos Humanos  

del Estado de quintana roo

síntesis:

1. El 29 de julio de 2013 se realizó un operativo en el Centro de 
Reinserción Social 1 el cual estaba al mando de AR2, Coordi­
nador de la Fuerza Interinstitucional Policial de Cancún, que 
tenía como objeto el trasladar a los internos V1, V2, V3, V4, 
V5, V6, V7, V8 y V9 de un área del Centro de Reinserción a 
otra. Sin embargo, en el curso de dicho operativo los internos 
fueron golpeados por elementos de la SSP, quienes además 
permitieron que posteriormente éstos fueran golpeados por 
otros reclusos. La magnitud de las lesiones ocasionadas a 
V1, V3 y V4 fue tal, que fueron trasladados al Hospital General 
de Cancún el día de los hechos.

2. Con motivo de lo anterior, el 30 de julio de 2013, Q1, Q2, Q3, 
Q4, Q5 y Q6 familiares de V1, V2, V3, V4, V5 y V6, respecti­
vamente, interpusieron escritos de queja ante la Comisión 
Estatal y, posteriormente, el 31 del mismo mes y año también 
presentaron queja Q7, Q8, familiares de V7 y V8, así como el 
interno V9; en las referidas quejas se hizo alusión a los hechos 
ocurridos el día 29 de julio de 2013 en agravio V1, V2, V3, V4, 
V5, V6, V7, V8 y V9, por lo que se iniciaron los expedientes de 
queja 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9, que fueron acumulados al ex­
pediente de queja 1, toda vez que se referían a los mismos he­
chos, y donde se señaló como autoridades responsables a 
elementos de SSP y a AR1, Director del Centro de Reinserción 
Social1. 

3. El 18 de julio de 2014, el Presidente de la Comisión Estatal 
emitió la Recomendación CDHEQROO/016/2014/VG­II dirigida 
al encargado de la SSP, en la cual se señaló que derivado de 
las evidencias recabadas existió una violación a “los derechos 
de los reclusos o internos y trato cruel y/o degradante” respec­
to a V1, V2, V3, V4, V5, V6, V7, V8 y V9; los tres puntos reco­
mendatorios fueron los siguientes: 

“PRIMERA. Gire instrucciones a quien corresponda con la fi­
nalidad de dar inicio hasta su conclusión al procedimiento ad­
ministrativo iniciado (sic) en contra de (AR1), para el efecto de 
determinar el grado de responsabilidad en que incurrió en su 
carácter de Director del Centro de Reinserción Social (1), al 
violentar los derechos humanos de (V1, V2, V3, V4, V5, V6, V7, 

V8 y V9), por los actos que han quedado debidamente acredi­
tados en el cuerpo de este documento y consecuentemente, 
imponerle la sanción que legal y administrativamente le sea 
aplicable.

SEGUNDA. Gire instrucciones a quien corresponda con la fi­
nalidad de dar inicio hasta su conclusión a los procedimientos 
administrativos en contra de (AR2), y de todos y cada uno de 
los agentes de seguridad pública del estado (30 o 35 aproxima­
damente), mismos que participaron en el operativo de revisión 
realizado el 29 de julio de 2013, en el Centro de Reinserción So­
cial (1), a efecto de determinar el grado de responsabilidad en 
que incurrieron al violentar los derechos humanos de los inter­
nos mencionados en el punto resolutivo anterior, por los he­
chos que han quedado debidamente acreditados en el cuerpo 
de este documento y consecuentemente, imponerles las san­
ciones que legal y administrativamente les sea aplicable.

TERCERA. Gire instrucciones a quien corresponda con la fi­
nalidad de dar inicio hasta su conclusión al procedimiento ad­
ministrativo en contra de (AR3), a efecto de determinar el 
grado de responsabilidad en que incurrió al violentar los dere­
chos humanos de los referidos internos, por los hechos que han 
quedado debidamente acreditados en el cuerpo de este docu­
mento y consecuentemente, imponerle la sanción que legal y 
administrativamente le sea aplicable.”

4. El 24 de julio de 2014, el Director Jurídico de la SSP comunicó 
la aceptación de la Recomendación, no obstante, el 18 de 
agosto de 2014 se recibió en la Comisión Nacional el recurso 
de impugnación interpuesto por V1 respecto a la Recomenda­
ción CDHEQROO/016/2014/VG­II señalando que en la misma 
no se solicitó el ejercicio de la acción penal en contra de AR1, 
AR2 y de los 30 o 35 elementos de la SSP que participaron en 
los hechos. Además, en ejercicio de suplencia de la queja la Co­
misión Nacional advirtió que en dicha Recomendación la Comi­
sión Estatal no solicitó la reparación del daño a favor de las 
víctimas y tampoco se hizo pública. 

5. Por ende, se consideró procedente solicitar que se modificara 
la Recomendación CDHEQROO/016/2014/VG­II, de conformi­
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dad con lo dispuesto en el artículo 66, inciso b) de la Ley de la 
Comisión Nacional, que establece que el Recurso de Impug­
nación a resolverse deberá pronunciarse por la modificación 
de la propia Recomendación, caso en cual formulará a su vez, 
una Recomendación al Organismo local. 

6. En consecuencia, se formularon al Presidente de la de la Co­
misión de los Derechos Humanos del Estado de Quintana Roo, 
las siguientes recomendaciones:

7. Presentar una denuncia de hechos ante la Procuraduría Ge­
neral de Justicia del Estado de Quintana Roo respecto a la 
conducta de AR1, AR2, AR3 y los 30 o 35 elementos de la Se­
cretaría de Seguridad Pública del Estado de Quintana Roo 
involucrados en los hechos motivo de la Recomendación que 
ahora se recomienda modificar y se dé puntual seguimiento al 
procedimiento penal que a efecto se integre; modificar la Re­
comendación CDHEQROO/016/2014/VG­II dirigida a la SSP, 
para que incluya la reparación del daño ocasionado a V1, V2, 

V3, V4, V5, V6, V7, V8 y V9, así como medidas de no repeti­
ción, las cuales deberán incluir capacitación de todo el per­
sonal que está en contacto con personas privadas de libertad 
en el estado de Quintana Roo, especialmente en el Centro 
de Reinserción 1, para que conozcan, respeten y difundan los 
derechos humanos, así como el conocimiento y ejecución de 
códigos de conducta y los protocolos de actuación y uso de la 
fuerza que deben implementar al momento de hacer cualquier 
tipo de operativos en centros de reinserción social. La Reco­
mendación que se emita deberá ser pública y notificada a la 
autoridad; establecer las medidas conducentes para que las 
Recomendaciones que en lo subsecuente emita la Comisión 
Estatal, incluyan la reparación del daño integral ocasionado a 
las víctimas de acuerdo a los instrumentos internacionales y a la 
normatividad citados en la presente Recomendación, y se en­
víen a la Comisión Nacional las constancias que acrediten su 
cumplimiento. 

méxico, d. f., a 8 de junio de 2015

sobre el recurso de impugnación de v1 en contra de la recomendación  
emitida por la comisión de derechos Humanos del Estado de quintana roo

lic. Harley sosa guillén
Presidente de la comisión de los derechos Humanos del Estado de quintana roo

distinguido señor presidente:

 1. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 1°, párra­
fos primero, segundo y tercero, y 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos; 1°, 3°, párrafo cuarto, 6°, fracciones III y V, 15, fracción VII, 24, fracción IV, 55, 61, 62, 63, 64, 65 y 
66, inciso b), de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 129, 130, 131, 132, 133, 
148, 159, fracción II, 160, 161, 162, 163, 164, 165, 166 y 167 de su Reglamento Interno, ha examinado los 
elementos de prueba contenidos en el expediente CNDH/2/2014/445/RI, relacionado con el recurso de impug­
nación interpuesto por V1 respecto a la Recomendación CDHEQROO/016/2014/VG­II relativa al Expediente 
de queja 1, del que conoció la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Quintana Roo.

 2. Con el propósito de proteger la identidad de las personas que intervinieron en los hechos y asegurar que su 
nombre y datos personales no sean divulgados, se omitirá su publicidad de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 4, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y 147 de su Regla­
mento Interno. Dichos datos se pondrán en conocimiento de la autoridad recomendada, a través de un listado 
adjunto en que se describe el significado de las claves utilizadas, previo el compromiso de que dicten las me­
didas de protección correspondientes.

 3. Toda vez que en el presente documento se hace referencia en reiteradas ocasiones a instituciones y depen­
dencias, a continuación se presenta una lista de acrónimos o abreviaturas utilizados a efecto de facilitar la 
lectura y evitar su constante repetición: Comisión Nacional de los Derechos Humanos (la Comisión Nacional); 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Quintana Roo (la Comisión Estatal), Secretaría de Seguridad 
Pública del Estado de Quintana Roo (SSP) y Averiguación Previa (AP).
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i. HEcHos

 4. El 15 de julio de 2013 se llevó a cabo la sesión extraordinaria con los miembros del Consejo Técnico Interdis­
ciplinario del Centro de Reinserción 1, para dar seguimiento a las quejas presentadas en el Sistema Estatal 
de Denuncias Anónimas. 

 5. El Consejo Técnico está integrado por el Asesor Jurídico y Suplente del Jefe de Área Jurídica ante el Conse­
jo, el Encargado del Despacho de la Jefatura de Seguridad y Custodia, el Responsable del Área Psicológica, 
la Responsable del Área de Criminología, el Jefe del Área de Trabajo Social, el Coordinador Médico, el res­
ponsable del Área Educativa y el Encargado del Despacho del Departamento Administrativo.

 6. En el acta de la sesión extraordinaria en comento se asentó en el primer punto resolutivo la aprobación por la 
mayoría de los integrantes del Consejo Técnico Interdisciplinario del Centro de Reinserción 1, de la reubicación 
de los internos V1, V2, V3, V4, V5, V6, V7, V8 y V9 del Área 2 al Área 1.

 7. El 16 de julio de 2013, AR1 solicitó al Subsecretario de la SSP de la Zona Norte el apoyo de elementos poli­
ciacos para realizar una revisión y el cambio de celda y área del referido grupo de internos, ya que eran 
considerados peligrosos y presuntos integrantes de una organización delictiva; en dicha solicitud se indicó 
que la petición se realizaba toda vez que lo había solicitado el Director General de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad.

 8. En el acta informativa del Consejo Técnico de 30 de julio de 2013, se señaló que el 29 de ese mismo mes y 
año, a las 21:30 horas, arribó AR2 al Centro de Reinserción 1, al mando de 35 elementos de la policía estatal, 
quienes efectuaron la revisión de celdas en la sección de sentenciados, y posteriormente, a las 23:30 horas 
trasladaron del Área 2 al Área 1 a V1, V2, V3, V4, V5, V6, V7, V8 y V9.

 9.  Las víctimas manifestaron que durante el traslado fueron golpeados por los elementos de la SSP, ocasionán­
doles daños físicos y una vez ubicados en el Área 1, los elementos de seguridad metieron en una celda a los 
internos trasladados, donde fueron golpeados e insultados por otros reclusos.

 10. De acuerdo a lo señalado en el acta circunstanciada de la Comisión Estatal de 30 de julio de 2013, los internos 
lesionados V1, V3 y V4 fueron trasladados al Hospital General de Cancún, el mismo 29 de julio de 2013, 
aproximadamente a las 14:00 horas, y fueron dados de alta ese día a las 18:30 horas.

 11. Como consecuencia de los hechos señalados, el 30 de julio de 2013, Q1, Q2, Q3, Q4, Q5 y Q6 familiares de 
V1, V2, V3, V4, V5 y V6, respectivamente, interpusieron escritos de queja ante la Comisión Estatal y, poste­
riormente, el 31 del mismo mes y año también presentaron queja Q7, Q8, familiares de V7 y V8, así como el 
interno V9; en las referidas quejas se hizo alusión a los hechos ocurridos el día 29 de julio de 2013 en agravio 
V1, V2, V3, V4, V5, V6, V7, V8 y V9.

 12. Con motivo de lo anterior, se iniciaron los expedientes de queja 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9, que fueron acumulados 
al expediente de queja 1, toda vez que se referían a los mismos hechos, y donde se señaló como autoridades 
responsables a elementos de SSP y a AR1.

 13. El 30 de julio de 2013, la Comisión Estatal solicitó informe de los hechos a AR1 y al titular de la SSP por 
presuntas violaciones a derechos humanos de los internos consistentes en haber inferido un trato cruel o 
degradante.

 14. El 31 de julio de 2013, AR1 emitió respuesta en la que señaló que la dirección a su cargo en ningún momen­
to había violentado los derechos humanos de las víctimas, agregando que efectivamente el día 29 de julio de 
2013, aproximadamente a las 21:30 horas, elementos de la SSP se presentaron en el Centro de Reinserción 
1 con el objetivo de realizar un operativo de rutina consistente en búsqueda de artefactos y sustancias prohi­
bidas, así como llevar a cabo el cambio de celda de un grupo de internos ubicados en el Área 2 al Área 1, y 
con ello dar cumplimiento a lo ordenado por el Director General de Ejecución de Penas y Medidas de Segu­
ridad del Estado.

 15. Agregó que al enterarse de lo sucedido ordenó el cambio de los internos que habían sido trasladados al Área 1 
a una celda, con la finalidad de salvaguardar su integridad física y, posteriormente, ordenó su retorno al Área 2.

 16. El 31 de julio de 2013, la Comisión Estatal emitió una medida cautelar dirigida a AR1, solicitando que el per­
sonal del Centro de Reinserción 1 se abstuviera de molestar a V1, V2, V3, V4, V5, V6, V7, V8 y V9, debiendo 
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en su caso “poner custodia que guarden su integridad física y moral”, asimismo, pidió proporcionar atención 
médica, medicamentos y, de así requerirlo, enviar al Centro de Salud Estatal a los internos que lo necesitaran.

 17. El 1 de agosto de 2013, AR1 aceptó la citada medida cautelar y señaló que se habían tomado las medidas 
necesarias para salvaguardar la integridad física de los internos y agregó que únicamente V1 ameritó ser 
enviado al Hospital General.

 18. El 5 de agosto de 2013, la Comisión Estatal solicitó al titular de la SSP un informe en relación a la queja pre­
sentada por Q5 por violaciones a los derechos humanos de V5.

 19. El 6 de agosto de 2013, el Director Jurídico de la SSP, a través del oficio SSP/DJ/1225/2013, remitió dos oficios, 
uno relativo a su respuesta y otro a la respuesta de AR1 a la que se alude en el punto 14 de este documento.

 20. El 14 de agosto de 2013, el Director Jurídico de la SSP señaló en el informe proporcionado a la Comisión Esta­
tal que mediante una denuncia anónima de 30 de junio de 2013, se tuvo conocimiento de que V1 se dedicaba 
a extorsionar al “personal de internos de nuevo ingreso” en el Centro de Reinserción 1.

 21.  Por lo anterior, mediante oficio de 15 de julio de 2013, AR1 informó al Director General de Ejecución de Penas 
de las quejas relacionadas con las extorsiones y solicitó autorización para cambiar de celda y de área a V1, 
V2, V3, V4, V5, V6, V7, V8 y V9.

 22. El 14 y 22 de agosto y 5 de septiembre de 2013, comparecieron respectivamente a la Comisión Estatal AR3, 
otro custodio del Centro de Reinserción 1, SP1, AR1, el Director General de Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad del Estado de Quintana Roo y AR2 a manifestar su versión de los hechos por lo que se realizó 
un acta circunstanciada de cada comparecencia.

 23. El 18 de julio de 2014, el Presidente de la Comisión Estatal emitió la Recomendación CDHEQROO/016/2014/
VG­II dirigida al encargado de la SSP.

 24. En la Recomendación se señaló que derivado de las evidencias recabadas existió una violación a “los derechos 
de los reclusos o internos y trato cruel y/o degradante” respecto a V1, V2, V3, V4, V5, V6, V7, V8 y V9; los 
tres puntos recomendatorios fueron los siguientes:

“PRIMERA. Gire instrucciones a quien corresponda con la finalidad de dar inicio hasta su conclusión al 
procedimiento administrativo iniciado (sic) en contra de (AR1), para el efecto de determinar el grado de 
responsabilidad en que incurrió en su carácter de Director del Centro de Reinserción Social (1), al violentar 
los derechos humanos de (V1, V2, V3, V4, V5, V6, V7, V8 y V9), por los actos que han quedado debida-
mente acreditados en el cuerpo de este documento y consecuentemente, imponerle la sanción que legal 
y administrativamente le sea aplicable.

SEGUNDA. Gire instrucciones a quien corresponda con la finalidad de dar inicio hasta su conclusión a los 
procedimientos administrativos en contra de (AR2), y de todos y cada uno de los agentes de seguridad 
pública del estado (30 o 35 aproximadamente), mismos que participaron en el operativo de revisión reali-
zado el 29 de julio de 2013, en el Centro de Reinserción Social (1), a efecto de determinar el grado de 
responsabilidad en que incurrieron al violentar los derechos humanos de los internos mencionados en el 
punto resolutivo anterior, por los hechos que han quedado debidamente acreditados en el cuerpo de este 
documento y consecuentemente, imponerles las sanciones que legal y administrativamente les sea apli-
cable.

TERCERA. Gire instrucciones a quien corresponda con la finalidad de dar inicio hasta su conclusión al 
procedimiento administrativo en contra de (AR3), a efecto de determinar el grado de responsabilidad en 
que incurrió al violentar los derechos humanos de los referidos internos, por los hechos que han quedado 
debidamente acreditados en el cuerpo de este documento y consecuentemente, imponerle la sanción que 
legal y administrativamente le sea aplicable.”

 25. El 24 de julio de 2014, el Director Jurídico de la SSP comunicó la aceptación de la Recomendación.
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 26. El 18 de agosto de 2014 se recibió en la Comisión Nacional el recurso de impugnación interpuesto por V1 
respecto a la Recomendación CDHEQROO/016/2014/VG­II señalando que en la misma no se solicitó el 
ejercicio de la acción penal en contra de AR1, AR2 y de los 30 o 35 elementos de la SSP que participaron en 
los hechos.

ii. EvidEncias

 27. Escrito de impugnación de V1 recibido en la Comisión Nacional el 18 de agosto de 2014.
 28. Oficio 393/2014, recibido en la Comisión Nacional el 2 de octubre de 2014, por medio del cual el Presidente 

de la Comisión Estatal, remitió el Expediente de queja 1 el cual contiene lo siguiente:
28.1. Oficio sin número, de 15 de julio de 2013, por el cual AR1 informó al Director General de Ejecución 

de Penas de las quejas que tenía en relación a las extorsiones presuntamente realizadas por V1, V2, V3, V4, 
V5, V6, V7, V8 y V9, y solicitó autorización para cambiarlos de celda y de área y, consecuentemente, se 
realizó un acta extraordinaria del Consejo Técnico Interdisciplinario del Centro de Reinserción 1.

28.2. Oficio sin número, de 16 de julio de 2013, por medio del cual AR1 solicitó al Subsecretario de SSP de 
la Zona Norte el apoyo de elementos policiacos para realizar una revisión y el cambio de celda y de área de V1, 
V2, V3, V4, V5, V6, V7, V8 y V9. 

28.3. Acta circunstanciada de 30 de julio de 2013, en la que consta que personal de la Comisión Estatal 
acudió al Centro de Reinserción 1 y entrevistó a V1, quien señaló haber sido agredido por elementos de la 
SSP.

28.4. Acta circunstanciada de 30 de julio de 2013, en la que consta que personal de la Comisión Estatal 
acudió al Centro de Reinserción 1 donde se entrevistó con AR1 quien señaló que hubo un operativo realiza­
do por la Policía Estatal y que él no se encontraba en el Centro de Reinserción 1 y no se dio cuenta del tras­
lado de los internos.

28.5. Oficio CDHEQROO/1409/2013/CAN­VG­II, de 30 de julio de 2013, por medio del cual la Comisión 
Estatal solicitó a AR1 un informe de los hechos ocurridos en relación con la queja presentada por Q1.

28.6. Oficio CDHEQROO/1408/2013/CAN­VG­II, de 30 de julio de 2013, a través del cual la Comisión Es­
tatal solicitó un informe al titular de la SSP de los hechos motivo de queja. 

28.7. Acta informativa de 30 de julio de 2013 del encargado de despacho de la Jefatura de Seguridad y 
Custodia del Centro de Reinserción 1, en la que señaló que el 29 de ese mismo mes y año a las 21:30 horas 
arribó AR2 al Centro de Reinserción 1, quien estaba al mando de 35 elementos de la SSP.

28.8. Escritos de queja de Q1, Q2, Q3, Q4, Q5, Q6, Q7, Q8 y V9 presentados ante la Comisión Estatal los 
días 30 y 31 de julio de 2013, con sus respectivos oficios de inicio de Expediente de queja 1, 2, 4, 5, 6, 7, 8 y 
9, así como los respectivos acuerdos de acumulación al Expediente de queja 1.

28.9. Oficio CDHQROO/1421/2013/CAN­VG­II, de 31 de julio de 2013, en el que la Comisión Estatal emi­
tió una medida cautelar solicitando a AR1 que el personal del Centro de Reinserción 1 se abstuviera de mo­
lestar a V1, V2, V3, V4, V5, V6, V7, V8 y V9, así como custodiar la integridad física y moral de dichos internos.

28.10. Oficio SSP/SEPMJ/DGEPMJ/DCRSBJ/DJ/2325/2012, de 31 de julio de 2013, con el que AR1 dio 
respuesta a la solicitud de información de la Comisión Estatal.

28.11. Oficio SSP/SEPMJ/DCRBJ/DJ/2326/2012, del 1 de agosto de 2013, en el que AR1 aceptó la medi­
da precautoria emitida por la Comisión Estatal.

28.12. Oficio CDHQROO/1424/2013, CAN­VG­II, del 5 de agosto de 2013, con el que la Comisión Estatal 
solicitó al titular de la SPP un informe en relación a la queja presentada por Q5.

28.13. Oficio SSP/DJ/1225/2013, del 6 de agosto de 2013, por el que el Director Jurídico de la SSP dio 
respuesta a la solicitud de información de la Comisión Estatal.

28.14. Oficio SSP/SEPMJ/DCRSBJ/DJ/2370/2012, del 8 de agosto de 2013, con el cual AR1 amplió su 
informe a la Comisión Estatal.
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28.15. Oficio PGJE/SPZN/DAJ/3064/2013, del 14 de agosto de 2013, al cual se adjuntan copias de la AP 
1 que contiene acuerdo de inicio de 30 de julio de 2013, declaraciones y certificados médicos de V1, V2, V3, 
V4, V5, V6, V7, V8 y V9.

28.16. Oficio SSP/DJ/1310/2013, del 14 de agosto de 2013, donde el Director Jurídico de la SSP señaló 
que mediante una denuncia anónima se tuvo conocimiento de que V1 se dedicaba a extorsionar al “personal 
de internos de nuevo ingreso” en el Centro de Reinserción 1, adjuntando las papeletas del Sistema Estatal de 
Denuncia Anónima de fechas 30 de junio y 1 de julio de 2013.

28.17. Actas circunstanciadas en las que consta que el 14 de agosto de 2013, AR3 y otro custodio compa­
recieron a la Comisión Estatal y manifestaron su versión respecto a los hechos ocurridos el 29 de julio de 2013.

28.18. Actas circunstanciadas de 22 del agosto de 2013, en las que consta la comparecencia de SP1 y de 
AR1, quienes declararon respecto a los hechos ocurridos el 29 de julio de 2013.

28.19. Acta circunstanciada de 6 de septiembre de 2013, en la que consta la comparecencia del Director 
General de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad del Estado de Quintana Roo.

28.20. Recomendación CDHEQROO/016/2014/VG­II, relativa al Expediente de queja 1, emitida por el 
Presidente de la Comisión Estatal el 18 de julio de 2014.

28.21. Oficio SSP/DJ/1134/2014, de 24 de julio de 2014, en que el Director Jurídico de la SSP aceptó la 
Recomendación CDHEQROO/016/2014/VG­II.

28.22. Oficios de notificación de la Recomendación CDHEQROO/016/2014/VG­II, recibidos por los quejo­
sos Q1, Q2, Q3, Q5, Q6, Q7 y Q8 los días 4 y 5 de agosto de 2014.

iii. situación jurídica

 29. El 30 de julio de 2013, la Comisión Estatal dio aviso telefónico a la Procuraduría General de Justicia del Es­
tado de Quintana Roo de los hechos acontecidos el día 29 de ese mes y año en el Centro de Reinserción 1 
señalando que “había personas lesionadas por riña”, por lo que en esa fecha dio inicio la AP1 en la Mesa VI 
de Delitos contra la Vida en la Subprocuraduría General de Justicia, Zona Norte, como se desprende del 
propio acuerdo de inicio de la indagatoria.

iv. oBsErvacionEs

 30. En este apartado se realiza un análisis lógico­jurídico y de máxima protección de las víctimas, a la luz de los 
estándares nacionales e internacionales en la materia de derechos humanos, de precedentes emitidos por la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como de criterios jurisprudenciales aplicables, tanto de la Su­
prema Corte de Justicia de la Nación, como de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Lo anterior 
para determinar si la Recomendación de la Comisión Estatal se pronuncia sobre la reparación del daño a las 
víctimas y con fundamento en el artículo 41 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

 31. Del análisis realizado al expediente CNDH/2/2014/445/RI se observa que el escrito de queja presentado por 
V1 en contra de la Recomendación CDHEQROO/016/2014/VG­II cuenta con una descripción concreta de los 
hechos, asimismo que V1 presentó su escrito de impugnación en tiempo, toda vez que la Recomendación im­
pugnada fue notificada a Q1 el 4 de agosto de 2014 y el 18 del mismo mes y año se recibió en la Comisión 
Estatal el escrito de impugnación de V1, en el que señaló no estar conforme con la citada Recomendación. 
La impugnación fue remitida a la Comisión Nacional dentro del plazo de 30 días, en cumplimiento a los requi­
sitos previstos en los artículos 61, 62, 63 y 64 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
y 159, fracción II, 160 y 162 de su Reglamento Interno.

 32. En su escrito de impugnación, V1 señaló que en la Recomendación emitida por la Comisión Estatal no se 
solicitó el ejercicio de la acción penal en contra de las autoridades responsables.
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 33. El sistema no jurisdiccional de protección a los derechos humanos tiene entre sus finalidades velar por la 
debida y adecuada salvaguarda de los derechos humanos, y por la reparación integral del daño ocasionado 
a las víctimas al acreditarse violaciones a derechos humanos, así como exigir que los servidores públicos 
responsables de violentar derechos humanos sean sancionados de manera proporcional a la gravedad, cir­
cunstancia y grado de participación en los hechos violatorios. Bajo esta premisa, el diseño constitucional 
prevé que la Comisión Nacional sea la facultada para analizar y resolver los recursos de impugnación.

 34. Es importante destacar que la finalidad de la emisión de una Recomendación dirigida a una Comisión Estatal 
es coadyuvar al fortalecimiento del sistema de protección de los derechos humanos en las entidades federa­
tivas, al buscar la mayor cobertura de protección a las víctimas.

a) omisión de referir el derecho de las víctimas a la reparación del daño

 35. La Recomendación CDHEQROO/016/2014/VG­II señala que AR1 incurrió en violación a los derechos huma­
nos de los reclusos o internos “en su modalidad de imposición de castigo indebido (...)” toda vez que el pro­
cedimiento incoado para analizar el caso de los internos denunciados por medio del Sistema Estatal de De­
nuncia Anónima no fue realizado con apego a los requisitos del Reglamento de los Centros Preventivos y de 
Readaptación del Estado de Quintana Roo; se destaca que dicho procedimiento fue iniciado por AR1, quien 
tenía la responsabilidad de observar el procedimiento establecido en el reglamento en cuestión. La Recomen­
dación señaló que AR1 proporcionó información falsa en los memoriales y declaraciones rendidos ante la 
Comisión Estatal, obstaculizando así la labor de investigación y protección de derechos humanos.

 36. Adicionalmente, de la Recomendación se desprende que AR2, AR3 y los 30 o 35 elementos de la SSP que 
participaron en el operativo del 29 de julio de 2013, cometieron actos de trato cruel y/o degradante, toda vez 
que se acreditaron las lesiones físicas ocasionadas a V1, V2, V3, V4, V5, V6, V7, V8 y V9, y las declaraciones 
coincidentes de las víctimas de que el día de los hechos elementos policiales estatales al mando de AR2 
entraron al Área 2 y mediante golpes y agresiones verbales procedieron a cambiarlos al Área 1. Aunado a lo 
anterior, también se acreditó que al día siguiente del traslado, AR3 abrió la reja que divide el Área 1 del Área 
2, lo que provocó que aproximadamente 25 internos ingresaran al Área 1 donde golpearon severamente a las 
víctimas.

 37. No obstante, la Recomendación CDHEQROO/016/2014/VG­II emitida por la Comisión Estatal dirigida a la SSP 
del Estado de Quintana Roo, sólo incluyó los puntos recomendatorios transcritos en el punto 24 de este do­
cumento, que únicamente van encaminados a iniciar procedimientos administrativos en contra de las autori­
dades responsables, a pesar de que se infligieron lesiones a los internos y se omitió solicitar el inicio de una 
investigación ministerial para determinar la responsabilidad penal de los servidores públicos involucrados; 
tampoco se incluyó la reparación del daño ocasionado a las víctimas, ni la ejecución de medidas de no repe­
tición de los actos violatorios.

 38. Por ende, toda vez que la Comisión Estatal fue omisa en solicitar la reparación del daño a las víctimas dentro 
de su Recomendación es procedente solicitar que se modifique la Recomendación CDHEQROO/016/2014/
VG­II, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 66, inciso b) de la Ley de la Comisión Nacional, que 
establece que el Recurso de Impugnación a resolverse deberá pronunciarse por la modificación de la propia 
Recomendación, caso en cual formulará a su vez, una Recomendación al Organismo local.

 39. Respecto al agravio señalado por el quejoso en su escrito de inconformidad, en el sentido de que la Recomen­
dación no incluyó lo relativo al ejercicio de la acción penal, la Comisión Estatal debe hacer del conocimiento 
de la autoridad encargada de la Procuración de Justicia de aquellos hechos que conoció durante la integra­
ción de sus investigaciones, y que posiblemente sean constitutivos de delitos, tal como lo establecen los ar­
tículos 94 de la Constitución Política del Estado de Quintana Roo y 11, fracción VI de la Ley de la Comisión 
Estatal, al señalar que la Comisión Estatal tiene entre sus atribuciones formular denuncias y quejas ante las 
autoridades respectivas.

 40. No pasa desapercibido que el 30 de julio de 2013, un día después de ocurridos los hechos, la Comisión Es­
tatal dio aviso telefónico a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Quintana Roo de los hechos 
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acontecidos en el Centro de Reinserción 1 el día anterior, por lo que se inició la AP1; sin embargo, la Comisión 
Estatal no presentó una denuncia penal a fin de que se investigara y sancionara la responsabilidad de servi­
dores públicos por los abusos y violaciones a derechos humanos acreditados en la Recomendación CDHE­
QROO/016/2014/VG­II. En consecuencia, la Comisión Nacional considera que la Recomendación de la Co­
misión Estatal debió incluir y dar seguimiento a la investigación que a efecto realizara el Ministerio Público 
para determinar las responsabilidades penales correspondientes respecto a los servidores públicos implicados.

 41. Por lo tanto, la Comisión Estatal debió cumplir con lo dispuesto en su Ley, en el sentido de hacer del conoci­
miento de la representación social el resultado de su investigación mediante la formulación de una denuncia 
penal, allegando a la autoridad ministerial encargada de la AP1 la información del expediente de queja.

 42. Uno de los propósitos que anima el trabajo del ombudsman es que toda conducta violatoria de derechos hu­
manos debe investigarse y sancionarse de manera proporcional a la conducta de los servidores públicos 
responsables, a las circunstancias en que ocurrieron los hechos violatorios y a la gravedad de los mismos. Esa 
es la única fórmula para atacar la impunidad. Nadie puede ni debe evadir la responsabilidad administrativa y 
penal cuando se acredite que cometió violaciones a derechos humanos. En ese sentido, tratándose de hechos 
en los que haya intervenido más de un servidor público, se debe investigar el grado de participación de todos y 
cada uno de ellos para determinar el alcance de su autoría material e intelectual.

 43. Las investigaciones de las autoridades encargadas de la procuración de justicia son el medio para la identifi­
cación y probable imposición de sanción a las autoridades responsables de violaciones a derechos humanos, 
a través de la indagación de los hechos probablemente constitutivos de delitos que fueron acreditados en los 
documentos emitidos por los organismos protectores de derechos humanos, con lo cual se contribuye a que 
tales hechos no queden impunes.

 44. En el caso concreto, resultaba necesario que la Comisión Estatal hiciera del conocimiento de la autoridad 
competente en materia de procuración de justicia los hechos violatorios a derechos humanos que se acredi­
taron en la Recomendación CDHEQROO/016/2014/VG­II, a fin de que esta última realizara la investigación 
ministerial conducente y determinara el grado de responsabilidad de los involucrados y, además, darle un se­
guimiento puntual a la integración de la indagatoria.

 45. Por otra parte, la Recomendación emitida por la Comisión Estatal también es omisa en solicitar la reparación 
del daño a las víctimas de los hechos violatorios a derechos humanos. Si bien esto no fue señalado por V1 
en su escrito de impugnación, la Comisión Nacional, en atención a la gravedad de los hechos en el presente 
caso, procedió de conformidad con los artículos 29 y 55 de la Ley de la Comisión Nacional a suplir la deficien­
cia del recurso de impugnación y consecuentemente se pronuncia en el sentido de que la Comisión Estatal 
incorpore lo relativo a la reparación del daño ocasionado a las víctimas como parte de la modificación de la 
Recomendación que habrá de realizar según el punto recomendatorio primero.

 46. Cabe señalar que el artículo 54, segundo párrafo de la Ley de la Comisión Estatal establece que en el pro­
yecto de Recomendación se señalarán las medidas que procedan para la efectiva restitución de los afectados 
en sus derechos fundamentales y, de ser procedente, en su caso, para la reparación de los daños y perjui­
cios que se hubiesen ocasionado; por su parte, el Reglamento de la ley referida señala en el artículo 23, pe­
núltimo párrafo, que los puntos de recomendación son las “peticiones concretas que se le hacen a la autoridad 
para el efecto de obtener la reparación de la violación a los derechos humanos, así como sancionar a quienes 
se vieron involucrados en los mismos”.

 47. En el caso concreto, en la Recomendación emitida por la Comisión Estatal se acreditó la violación a los dere­
chos humanos de los internos del Centro de Reinserción Social 1, consistentes en tratos crueles infligidos a 
las víctimas, y a pesar de ello se omitió solicitar al destinatario de la Recomendación que el daño ocasionado 
a los afectados fuera reparado.

 48. La Comisión Nacional considera que los organismos defensores de derechos humanos deben incluir entre 
sus objetivos institucionales ineludibles, el velar por que se repare el daño de las víctimas de violaciones a 
derechos humanos, favoreciendo en todo momento la protección más amplia de las víctimas.

 49. Al respecto, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala en su artículo primero, tercer pá­
rrafo, que “todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 
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proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdepen­
dencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y 
reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley”.

 50. Por otra parte, la Ley General de Víctimas publicada en el Diario Oficial de la Federación el 9 de enero de 
2013, y vigente a partir del día siguiente de su publicación, señala en su artículo primero, párrafos tercero y 
cuarto, que “(…) las autoridades de todos los ámbitos de gobierno, y de sus poderes constitucionales, así 
como a cualquiera de sus oficinas, dependencias, organismos o instituciones públicas o privadas que velen 
por la protección de las víctimas, a proporcionar ayuda, asistencia o reparación integral. La reparación integral 
comprende las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no repetición, 
en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será imple­
mentada a favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del hecho victimizante cometido o 
la gravedad y magnitud de la violación de sus derechos, así como las circunstancias y características del 
hecho victimizante”.

 51. Similar contenido al descrito se incluye en el artículo primero, párrafos tercero y cuarto, de la Ley de Víctimas 
del Estado de Quintana Roo, publicada en el Periódico Oficial de esa entidad el 7 de abril de 2014.

 52. La Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció el siguiente criterio jurisprudencial en materia de repa­
ración del daño:1

DERECHOS A UNA REPARACIÓN INTEGRAL Y A UNA JUSTA INDEMNIZACIÓN POR PARTE DEL ES-
TADO. SU RELACIÓN Y ALCANCE. El artículo 113, párrafo segundo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos reconoce el derecho de los particulares a obtener una indemnización en caso 
de que el Estado, a través de sus servidores públicos, cause un daño en su patrimonio, sea en el plano ma­
terial o inmaterial, con motivo de su actividad administrativa irregular, mientras el párrafo tercero del artícu­
lo 1o. constitucional prevé la obligación del Estado de reparar las violaciones a los derechos humanos. De 
acuerdo con lo anterior, quienes prueben haber sido dañados en su patrimonio con motivo de una actividad 
administrativa irregular del Estado, deberán acreditar que ésta constituyó una violación a un derecho o a 
diversos derechos humanos contenidos en la Constitución o en los tratados internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte, para poder ser “reparadas integralmente” y, en algunos casos, el estándar de 
“reparación integral” podrá alcanzarse mediante una indemnización, como lo prevé el párrafo segundo 
del artículo 113 constitucional, siempre y cuando no pueda restablecerse a la persona afectada a la situa­
ción en que se encontraba antes de la violación y la medida indemnizatoria o compensatoria sea suficien­
te para considerarla “justa”. Sin embargo, si en otros casos la indemnización fuera insuficiente para alcanzar 
el es tándar de “reparación integral”, las autoridades competentes deben garantizar medidas adicionales 
—como lo son las de satisfacción, rehabilitación o las garantías de no repetición— que sean necesarias y 
suficientes para reparar integralmente a las personas por los daños materiales o inmateriales derivados de 
la actividad administrativa irregular del Estado que impliquen violaciones a sus derechos humanos, en 
términos del párrafo tercero del artículo 1o. constitucional.

 53. La Corte Interamericana de Derechos Humanos señaló en el párrafo 41 de la sentencia de 27 de agosto de 
1998 sobre las Reparaciones y Costas del caso Garrido y Baigorria vs. Argentina, que “la reparación es el 
término genérico que comprende las diferentes formas cómo un Estado puede hacer frente a la responsabili­
dad internacional en que ha incurrido. Los modos específicos de reparar varían según la lesión producida: 
podrá consistir en la restitutio in integrum de los derechos afectados, en un tratamiento médico para recuperar 
la salud física de la persona lesionada, en la obligación del Estado de anular ciertas medidas administrativas, 
en la devolución de la honra o la dignidad que fueron ilegítimamente quitadas, etc.”

1 Tesis Aislada (Constitucional, Administrativa) 1a. CLXII/2014 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, t. I , abril de 2014, p. 802.
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 54. A manera de criterio orientador, la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Vícti­
mas de Delito y de Abuso de Poder, adoptada por la Organización de las Naciones Unidas el 29 de noviembre 
de 1985, señala en su punto cuatro que las víctimas tendrán acceso a una pronta reparación del daño sufrido, 
según lo dispuesto en la legislación nacional.

 55. En esa misma tesitura, los Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de Violaciones 
Manifiestas de las Normas Internacionales de Derechos Humanos y de Violaciones Graves del Derecho In­
ternacional Humanitario a Interponer Recursos y Obtener Reparaciones, aprobados por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 2005, establecen en su principio 15 que “una reparación ade­
cuada, efectiva y rápida tiene por finalidad promover la justicia, remediando las violaciones manifiestas de las 
normas internacionales de derechos humanos o las violaciones graves del derecho internacional humanitario. 
La reparación ha de ser proporcional a la gravedad de las violaciones y al daño sufrido. Conforme a su dere­
cho interno y a sus obligaciones jurídicas internacionales, los Estados concederán reparación a las víctimas 
por las acciones u omisiones que puedan atribuirse al Estado y constituyan violaciones manifiestas de las nor­
mas internacionales de derechos humanos o violaciones graves del derecho internacional humanitario”.

 56. Del análisis de los instrumentos citados, se observa que el tema de la reparación del daño comprende dos 
aspectos: a) que incluya diversas medidas para cumplir con los fines de reparación de la afectación sufrida y 
b) que resulte esencial para la restitución y observancia de los derechos humanos conculcados en contra de 
las víctimas. La Recomendación CDHEQROO/016/2014/VG­II emitida por la Comisión Estatal no incorporó 
ninguna forma de resarcir los daños sufridos por las víctimas.

 57. Por ello, es necesario que la Recomendación de la Comisión Estatal incluya medidas de reparación del daño 
a favor de las personas que sufrieron violaciones a sus derechos humanos como consecuencia de las accio­
nes y omisiones de los servidores públicos estatales en el Centro de Reinserción 1, ya que se debe conside­
rar que las víctimas se encontraban privadas de su libertad en dicho Centro de Reinserción y por ende, el 
Estado tenía el papel de garante de sus derechos en el momento en que fueron agraviados. Esta reparación 
podrá otorgarse a partir de las medidas de rehabilitación que incluyan, entre otras, atención médica y psico­
lógica proporcionada a las víctimas por personal especializado, hasta que se demuestre que han logrado una 
recuperación total y de que no haya secuelas de los hechos victimizantes vividos.

 58. Ahora bien, en lo que atañe a las medidas de no repetición, estas deberán realizarse a través de un diseño 
institucional de capacitación a todo el personal que tenga contacto con personas privadas de libertad, a fin de 
que conozcan, respeten y difundan los derechos humanos de esas personas, así como los códigos de con­
ducta, protocolos de actuación y uso de la fuerza que deben implementar al momento de ejecutar todo tipo 
de operativos en centros de reinserción social.

 59. En suma, la omisión de solicitar la reparación del daño a las víctimas en la Recomendación en comento im­
plica que la Comisión Estatal no consideró los instrumentos protectores de derechos humanos en perjuicio de 
V1, V2, V3, V4, V5, V6, V7, V8 y V9. 

 60. Por lo tanto, de acuerdo al artículo 66, inciso b) de la Ley de la Comisión Nacional es procedente recomendar 
a la Comisión Estatal modifique la Recomendación CDHEQROO/016/2014/VG­II, a fin de que se incluya la 
solicitud de medidas encaminadas a la reparación del daño acorde a las violaciones sufridas y a la no repeti­
ción de los hechos violatorios a derechos humanos.

 61. A efecto de dar cumplimiento a esta Recomendación, será necesario que la Comisión Estatal observe las 
obligaciones en materia de reparación del daño que han sido señaladas en los párrafos 45 al 60 del presente 
documento.

B) falta de publicidad de las recomendaciones emitidas por la comisión estatal

 62. No pasa desapercibido para la Comisión Nacional que las Recomendaciones emitidas por la Comisión Esta­
tal no se encuentran publicadas en su página de internet, incluyendo la que es motivo de la presente Reco­
mendación. Al respecto, el segundo párrafo del artículo 102, apartado B de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos señala que los organismos protectores de derechos humanos formularán reco­



Recomendaciones  Gaceta 299 • Jun • 2015

119

mendaciones públicas, no vinculatorias; asimismo, el artículo 56 de la Ley de la Comisión Estatal reitera que la 
Recomendación será pública, aunado a que el artículo 64 del mismo ordenamiento estatal establece que 
el Presidente de la Comisión, en términos de la legislación aplicable, estará facultado para publicar, en su 
totalidad o en forma resumida, las Recomendaciones y los acuerdos que establece la presente ley y, en casos 
excepcionales, podrá determinar si los mismos sólo deban comunicarse a los interesados de acuerdo con las 
circunstancias del propio caso.

 63. La publicidad de la Recomendación de los organismos protectores de derechos humanos tiene un triple al­
cance: a) representan un instrumento para fortalecer su fuerza moral frente a la autoridad destinataria; b) que 
la sociedad en general cuente con elementos para conocer el resultado del trabajo del ombudsman y c) un 
ámbito preventivo e informativo referente a una alerta para las autoridades destinatarias respecto de aquellas 
zonas del quehacer institucional que requieren revisión para que tenga plena correspondencia con el debido 
respeto y protección de los derechos humanos.

 64. La publicidad de las Recomendaciones otorga información a la sociedad en general sobre su contenido, lo 
que se traduce en conocimiento de aquellas autoridades que violentaron derechos humanos. La relación 
publicidad­información­conocimiento es una fórmula diseñada para que la sociedad cuente con elementos 
para hacer una labor de auditoria social respecto al quehacer de las autoridades en el tema de derechos hu­
manos.

 65. Aunque en la Ley de la Comisión Estatal se señala que en casos excepcionales las Recomendaciones única­
mente serán notificadas a los interesados, ninguna de las resoluciones emitidas por la Comisión Estatal se 
hacen del conocimiento público de la sociedad en el Estado de Quintana Roo. La publicidad del trabajo reali­
zado por los organismos protectores de derechos humanos es parte esencial de su labor.

 66.  Por lo antes expuesto, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 1°, párrafo tercero y 102, Apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 61, 62, 63, 64 y 66 inciso b) de la Ley de la Co­
misión Nacional de los Derechos Humanos y 159, fracción II, 160 y 162 de su Reglamento Interno, se consi­
dera que en el presente caso se cuenta con elementos de convicción suficientes para solicitar que la Comisión 
Estatal lleve a cabo las acciones pertinentes para modificar la Recomendación CDHEQROO/016/2014/VG­II, 
de forma tal que en la misma se solicité la reparación del daño ocasionado a V1, V2, V3, V4, V5, V6, V7, V8 
y V9, la cual deberá ser pública y notificada a la autoridad.

 67. Respetuosamente se sugiere a la Comisión Estatal revisar el esquema de publicidad de las Recomendaciones 
que emite que hasta ahora viene operando. Al respecto, cabe señalar que de conformidad con los artícu­
los 11, fracción VI y 54 de la Ley de la Comisión Estatal, así como 23, penúltimo párrafo de su Reglamento, 
la Comisión Estatal tiene entre sus atribuciones formular Recomendaciones públicas autónomas no vincula­
torias ante las autoridades respectivas, en las cuales se señalarán las medidas que procedan para la efectiva 
restitución de los afectados en sus derechos fundamentales y, de ser procedente, en su caso, para la repara­
ción de los daños y perjuicios que se hubiesen ocasionado, destacando que los puntos de Recomendación con­
sistirán en las peticiones concretas que se le hacen a la autoridad a efecto de obtener la reparación de la 
violación a los derechos humanos, así como sancionar a quienes se vieron involucrados en los mismos.

 68. Por lo anterior, con fundamento en lo previsto por el artículo 66, inciso d), de la Ley de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, y 167 de su Reglamento Interno, este Organismo Nacional se permite formular, 
respetuosamente, a usted señor presidente de la Comisión Estatal las siguientes:

v. rEcomEndacionEs

PriMera. Presentar una denuncia de hechos ante la Procuraduría General de Justicia del Estado de Quin­
tana Roo respecto a la conducta de AR1, AR2, AR3 y los 30 o 35 elementos de la Secretaría de Seguridad 
Pública del Estado de Quintana Roo involucrados en los hechos motivo de la Recomendación que ahora se 
recomienda modificar y se dé puntual seguimiento al procedimiento penal que a efecto se integre, enviando 
a esta Comisión Nacional las constancias que acrediten su cumplimiento.
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seGUnda. Modificar la Recomendación CDHEQROO/016/2014/VG­II dirigida a la SSP, para que incluya la 
reparación del daño ocasionado a V1, V2, V3, V4, V5, V6, V7, V8 y V9, así como medidas de no repetición, 
las cuales deberán incluir capacitación de todo el personal que está en contacto con personas privadas de 
libertad en el estado de Quintana Roo, especialmente en el Centro de Reinserción 1, para que conozcan, 
respeten y difundan los derechos humanos, así como el conocimiento y ejecución de códigos de conducta y 
los protocolos de actuación y uso de la fuerza que deben implementar al momento de hacer cualquier tipo de 
operativos en centros de reinserción social. La Recomendación que se emita deberá ser pública y notificada 
a la autoridad, enviando las constancias correspondientes a esta Comisión Nacional.

Tercera. Establecer las medidas conducentes para que las Recomendaciones que en lo subsecuente 
emita la Comisión Estatal, incluyan la reparación del daño integral ocasionado a las víctimas de acuerdo a los 
instrumentos internacionales y a la normatividad citados en la presente Recomendación, y se envíen a la 
Comisión Nacional las constancias que acrediten su cumplimiento.

 69. La presente Recomendación, de acuerdo a lo señalado en el artículo 102, apartado B, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emite con el propósito fundamen­
tal tanto de hacer una declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos en el 
ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de obtener, en términos de lo que es­
tablece el artículo 1º, párrafo tercero, constitucional, la investigación que proceda por parte de las dependen­
cias administrativas o cualquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atribuciones, apliquen 
las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de que se trate.

 70.  De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos le solicito a usted que la respuesta sobre la aceptación de esta Recomendación, en su caso, sea 
informada dentro del término de quince días hábiles siguientes a su notificación.

 71. Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se le solicita a usted que, en su caso, las pruebas correspon­
dientes al cumplimiento de la Recomendación se envíen a esta Comisión Nacional dentro de un plazo de 
quince días hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido el término para informar sobre la aceptación 
de la misma, de lo contrario dará lugar a que se considere como no aceptada.

 72. Cuando las recomendaciones no sean aceptadas o cumplidas por las autoridades o servidores públicos, la Co­
misión Nacional de los Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa circuns­
tancia y, con fundamento en los artículos 102, apartado B, párrafo segundo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 15, fracción X y 46, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
podrá solicitar a la Legislatura del Estado de Quintana Roo, la comparecencia de la autoridad, a efecto de que 
explique el motivo de su negativa. 

EL PRESIDENTE
LIC. LUIS RAÚL GONZÁLEZ PÉREZ
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ecomendación 18/2015

sobre el caso de las violaciones a la libertad personal, a la defensa,  
a la seguridad jurídica y al trato digno, en agravio de v1 y v2

síntesis

1. El 2 de agosto de 2013 V1 y V2, defensores civiles de derechos 
humanos, integrantes de ONG1, se trasladaron, a la sede de 
la Presidencia Municipal de Arriaga, Chiapas, acompañando a 
un grupo de habitantes de esa localidad, a recibir la respuesta 
ofrecida por AR1, respecto a la solución de los problemas que 
afectaban a esa comunidad, sin embargo, AR3 les indicó que aún 
no tenían dicha respuesta, por lo que el contingente decidió 
esperarla dentro de las instalaciones de esa dependencia. Mo­
mentos después acudió al lugar AR1, reprendiendo verbalmen­
te a los solicitantes, insultando e intimidando a V1 llamándolo 
“loco”, quien fue detenido e inmovilizado de las manos y reti­
rado del lugar a empujones por AR4, AR5 y AR6. De igual 
forma detuvieron a V2, a quien trataron de arrebatarle una 
cámara de video con la que registraba los hechos ocurridos. 
Ambos fueron trasladados, aproximadamente a las 12:30 horas 
de esa fecha, a la Cárcel Municipal donde dijeron los mantu­
vieron privados de su libertad e incomunicados por más de 24 
horas, toda vez que las autoridades municipales, por conducto 
de AR7, presentaron denuncia de hechos en contra de los de­
tenidos, por amenazas y lesiones en agravio de AR1 y daños 
a las instalaciones del H. Ayuntamiento, ante la autoridad mi­
nisterial en esa localidad, iniciando AR2 la AP1, en la cual negó 
fijarles una garantía para obtener su libertad y ratificar al de­
fensor que habían designado, habiendo sido liberados hasta 
el 3 de agosto de 2013 a las 15:30 horas.

2. En razón de lo expuesto, los agraviados presentaron queja an­
te la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Chiapas, 
sin embargo, debido a que dicho organismo local, a su juicio 
incurrió en dilación para atender su caso, V1 promovió ante 
esta Comisión Nacional Recurso de Queja, derivado de esto, 
se emitió acuerdo de atracción de la queja de origen, a fin de 
proceder a la investigación y resolución de la misma en el ex­
pediente CNDH/5/2014/5141/Q.

observaciones

3. Los hechos del caso se producen en un entorno en el cual los 
defensores civiles de Derechos Humanos en México enfrentan 

en el ejercicio de las actividades que realizan, un importante 
aumento en el número de agresiones, amenazas, abusos, ac­
tos de hostigamiento, intimidación y ataques a sus libertades 
fundamentales, inclusive, por parte de las autoridades del Es­
tado. En este contexto general se ven inmersos los agraviados, 
pues los agravios cometidos en su perjuicio derivan en el me­
noscabo del ejercicio efectivo para el resto de la sociedad de 
prerrogativas fundamentales, particularmente de quienes 
se benefician con su apoyo y asistencia, como es el caso de 
los vecinos de la comunidad que contaron con el apoyo de V1 
y V2, para ejercer los derechos de petición, reunión y de ma­
nifestación pública reconocidos tanto por la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos como por diversos ins­
trumentos internacionales.

4. Del análisis lógico­jurídico de los hechos y evidencias que in­
tegran el expediente de queja CNDH/5/2014/5141/Q, de con­
formidad con lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se llega a la con­
clusión que hay elementos suficientes para evidenciar en el 
presente caso, violaciones a varios derechos de personas 
defensoras de derechos humanos, como son el derecho a la 
libertad personal, a la defensa, a la seguridad jurídica a la le­
galidad y al trato digno en agravio de V1 y V2, derivado de las 
irregularidades atribuibles a servidores públicos del municipio 
de Arriaga, Chiapas y de la Procuraduría General de Justi­
cia de esa entidad federativa. Lo anterior en consideración de 
los siguientes señalamientos:

5. De la evidencia recabada durante la investigación que motivó 
la presente Recomendación, se advierte que el 2 de agosto del 
2013, AR4, AR5 y AR6 llevaron a cabo la detención de manera 
ilegal y arbitraria en perjuicio de V1 y V2, al encontrarse en la 
oficina de la Secretaría Municipal de Arriaga, Chiapas, en com­
pañía de un grupo de habitantes del barrio Los Laureles de esa 
localidad, esperando respuesta por parte de la autoridad mu­
nicipal a sus demandas por agua potable y mejores condicio­
nes de salud, al ejecutarse al margen de los motivos y forma­
lidades que establece la ley, sin observar las normas que ésta 
exige, máxime que no se reunieron los requisitos constitucio­
nales ni los establecidos en los instrumentos internacionales, 
ya que no se contó con un mandamiento escrito de autoridad 
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competente, o bien, que se hubiera actualizado el supuesto de 
flagrancia en la comisión de un delito.

6. De igual forma queda acreditado con las declaraciones de los 
testigos presenciales, con el video tomado el día de los he­
chos por V2, con los informes rendidos por AR1, AR2, AR3, 
AR4, AR5, AR6, AR7 y AR8, así como con las constancias de 
la AP1, que el procedimiento seguido para determinar la pro­
bable responsabilidad que les fue imputada a V1 y V2 por la 
comisión de diversos ilícitos, fue realizado sin cubrirse los ex­
tremos legales respectivos, de una manera discrecional y sin 
cumplir de forma efectiva con todos aquellos requisitos que la 
ley impone a todo acto emanado de la autoridad, e inclusive 
AR2 les impidió contar desde el inicio de la AP1 con una de­
fensa adecuada.

7. Por otra parte, al descalificar AR1 a V1 refiriéndose a él como 
un “loco”, se actualiza una conducta inapropiada a la que le 
corresponde asumir al citado servidor público municipal, quien 
en todas sus actuaciones está obligado a velar por el respeto 
a los derechos humanos de sus gobernados y dirigirse a ellos 
con educación y respeto, toda vez que el calificativo utilizado 
violenta el estado mental de V1, lo cual constituye un acto 
degradante y de discriminación, encaminado a tratar de minar 
la credibilidad de V1 ante las personas de la comunidad que lo 
acompañaban, el día de los hechos, a solicitar una respuesta 
respecto a los servicios que debía proporcionar la Presidencia 
Municipal; en ese orden de ideas, la conducta empleada por 
AR1 al menospreciar a V1, pretendió influir en el ánimo de los 
asistentes a efecto de que no se proporcionar los servicios re­
clamados.

8. Las anteriores actitudes demuestran la falta de honradez, im­
parcialidad y eficiencia con que se condujeron AR1, AR2, AR3, 
AR4, AR5, AR6, AR7 y AR8 e implica transgredir los derechos 
humanos de los ciudadanos relacionados con la prestación del 
servicio público, así como una falta de compromiso con la obli­
gación de promover, respetar, proteger y garantizarlos en los 
términos que establece el artículo 1°, párrafos primero, segun­
do y tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

9. Por lo antes descrito, la Recomendación se dirigió al Goberna­
dor Constitucional del Estado de Chiapas y a los integrantes 
del Ayuntamiento de Arriaga, Chiapas.

recomendaciones

al Gobernador constitucional del estado de chiapas

PriMera. Se instruya a quien corresponda a efecto de que se 
implementen y difundan los lineamientos y las acciones necesarias 
para que los servidores públicos del Poder Ejecutivo de esa entidad 
federativa respeten el trabajo que llevan a cabo los defensores ci­
viles de derechos humanos en el Estado, brindando en todo mo­
mento las garantías para el ejercicio libre de su actividad y el pleno 

ejercicio de sus derechos humanos; asimismo, para que se absten­
gan de emitir cualquier pronunciamiento que tenga por objeto estig­
matizar o descalificar su labor, enviando a este Organismo Nacional 
las evidencias que acrediten las medidas adoptadas, enviando a 
este Organismo Nacional las evidencias que acrediten las medidas 
adoptadas. 

seGUnda. Instruya al Procurador General de Justicia de esa enti­
dad federativa a efecto de que implemente y difunda los lineamien­
tos y las acciones necesarias para que los agentes del Ministerio 
Público adscritos a esa instancia se abstengan, en lo sucesivo, de 
repetir actos como los que dieron origen a la presente Recomen­
dación, enviando a este Organismo Nacional las evidencias que 
acrediten las medidas adoptadas.

Tercera. Se sirva girar instrucciones a quien corresponda a fin 
de que a la brevedad se otorgue una indemnización a V1 y V2, cuyo 
monto deberá establecerse en coordinación y colaboración con la 
Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas federal, como consecuen­
cia de la responsabilidad en que incurrió el personal de la Procura­
duría General de Justicia del Estado de Chiapas con base en las 
consideraciones planteadas en la presente Recomendación, y se 
envíen a esta Comisión Nacional las constancias con que se acre­
dite su cumplimiento.

cUarTa. Se sirvan girar sus instrucciones a quien corresponda, a 
efecto de que V1 y V2 reciban la atención psicológica que sea 
necesaria para contrarrestar los efectos de los actos perpetrados 
en su contra, a través de las instituciones estatales correspondien­
tes, enviando las pruebas de su cumplimiento.

QUinTa. Instruya a quien corresponda para que se aporten todos 
los elementos necesarios en el procedimiento administrativo de 
investigación que se inicie con motivo de la denuncia que esta Co­
misión Nacional presente ante la Contraloría General de la Procu­
raduría General de Justicia de esa entidad federativa contra AR2 y 
AR8, involucrados en los hechos de la presente Recomendación, 
a los que debe agregarse copia de la presente Recomendación y 
se informe a este Organismo Nacional la determinación que en su 
momento se emita.

seXTa. Se sirva girar instrucciones a quien corresponda, a efecto 
de que se diseñe e imparta un curso de Capacitación y Formación 
en Materia de Protección a los Defensores de Derechos Humanos, 
el cual aborde la importancia de la libertad de expresión y los dere­
chos de reunión o protesta social pacífica, dirigido a los servidores 
públicos de todas las dependencias del Ejecutivo Estatal, incluyen­
do mandos medios y superiores, de manera tal que con el mismo 
se logre concientizar la situación especial en que se encuentran los 
defensores civiles de derechos humanos, buscando así que las ta­
reas que realizan en el marco de sus atribuciones se ajusten a la 
legalidad y respeto a los derechos humanos, enviando a este Or­
ganismo Nacional las pruebas de su cumplimiento.
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a los cc. integrantes del ayuntamiento de arriaga, chiapas 

PriMera. Se implementen y difundan los lineamientos para favo­
recer e impulsar la actividad de los defensores civiles de derechos 
humanos en aquella localidad, en aras de su libertad de buscar, 
recibir y difundir información, así como de reunirse, garantizando 
en todo momento el pleno ejercicio de sus Derechos Humanos, 
enviando a este Organismo Nacional las evidencias que acrediten 
las medidas adoptadas.

seGUnda. Se instruya a quien corresponda a efecto de que se 
implementen y difundan las disposiciones jurídicas y las acciones 
necesarias, para que los servidores públicos de ese ayuntamiento 
respeten el trabajo que llevan a cabo los defensores civiles de de­
rechos humanos en aquella localidad, brindando en todo momento 
las garantías para el ejercicio libre de su actividad y el pleno ejerci­
cio de sus derechos humanos; asimismo, para que se abstengan, en 
lo sucesivo, de emitir cualquier pronunciamiento que tenga por ob­
jeto estigmatizar o descalificar su labor, enviando a este Organismo 
Nacional las evidencias que acrediten las medidas adoptadas.

Tercera. Se reconozca a V1 y V2 como víctimas y se les ofrez­
ca una disculpa pública institucional adecuada por la trasgresión, 
en su perjuicio, de los derechos humanos descritos en el presente 

documento, para lo que deberá enviar a este Organismo Nacional 
las pruebas de su cumplimiento.

cUarTa. Instruya a quien corresponda para que se aporten todos 
los elementos necesarios en el procedimiento administrativo de 
investigación que se inicie con motivo de la denuncia que esta Co­
misión Nacional formule ante la Contraloría Municipal de ese ayun­
tamiento contra AR1, AR3, AR4, AR5, AR6 y AR7, involucrados en 
los hechos de la presente Recomendación, al que debe agregarse 
copia de la misma y se informe a este Organismo Nacional la de­
terminación que en su momento se emita.

QUinTa. Se sirvan girar instrucciones a quien corresponda, a efec­
to de que se diseñe e imparta un curso de Capacitación y Forma­
ción en Materia de Protección a los Defensores de Derechos Hu­
manos, el cual aborde la importancia de la libertad de expresión y 
los derechos de reunión o protesta social pacífica, dirigido a los ser­
vidores públicos de ese ayuntamiento, incluyendo mandos medios 
y superiores, de manera tal que con el mismo se logre concientizar 
la situación especial en que se encuentran los defensores civiles 
de derechos humanos, buscando así que las tareas que realizan 
en el marco de sus atribuciones se ajusten a la legalidad y respeto 
a los derechos humanos, enviando a este Organismo Nacional las 
pruebas de su cumplimiento.

méxico, d. f., a 16 de junio de 2015

sobre el caso de las violaciones a la libertad personal, a la defensa,  
a la seguridad jurídica y al trato digno, en agravio de v1 y v2

lic. manuel velasco coello
gobernador constitucional del estado de chiapas

cc. integrantes del H. ayuntamiento de arriaga, chiapas

distinguidos señores:

 1. Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 1°, párrafos primero, segundo y tercero, 102, apartado B, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o, 3o, párrafo segundo, 6o, fracciones I, II y III; 15, 
fracción VII; 24, fracciones II y IV, 42, 44, 46 y 51, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamento Interno, este organismo ha examinado 
los elementos contenidos en el expediente CNDH/5/2014/5141/Q, relacionado con el caso de V1 y V2, defen­
sores civiles de Derechos Humanos en el Estado de Chiapas.

 2. Con el propósito de proteger la identidad de las personas involucradas en los hechos y evitar que sus nombres 
y datos personales sean divulgados, se omitirá su publicidad en atención a lo dispuesto en los artículos 4o, 
párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y 147 de su Reglamento In­
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terno. La información se pondrá en conocimiento de las autoridades recomendadas a través de un listado 
adjunto, en que se describe el significado de las claves utilizadas, con el compromiso de dictar las medidas 
de protección de los datos correspondientes.

I. HECHOS

 1. El 26 de julio de 2013 V1 y V2, integrantes de ONG1, se trasladaron, como parte de sus actividades como 
defensores civiles de derechos humanos, a la sede de la Presidencia Municipal de Arriaga, Chiapas, acom­
pañados de un grupo de aproximadamente 30 habitantes del barrio Los Laureles de esa localidad, a fin de 
hacer entrega de un escrito al alcalde en el que hacían de su conocimiento los problemas que afectaban a 
esa comunidad.

 2. Después de realizar una marcha de manera pacífica, al llegar a las citadas instalaciones un grupo de policías 
municipales les impidió el acceso a la Secretaría Municipal para hacer entrega del escrito mencionado. Como 
consecuencia, se ubicaron en el parque central a donde acudió AR1 acompañado de ocho policías municipa­
les descalificando el trámite que habían iniciado y ofreciendo dar una respuesta de manera verbal, a lo que 
V1 le requirió que mejor fuera por escrito y que fijara fecha para tal fin. En tal virtud, los manifestantes entre­
garon su escrito de peticiones el cual fue recibido en la Secretaría Municipal y el Alcalde se comprometió a 
darles una respuesta por escrito el 2 de agosto del 2013.

 3. El 2 de agosto de 2013 un grupo de 30 personas, incluidas V1 y V2, acudió a la Presidencia Municipal a reci­
bir la respuesta acordada. No obstante, la policía municipal intentó obstruirles el paso, sin lograrlo. AR3 les 
indicó que aún no tenían la respuesta y comprometió la misma para dos horas más tarde, por lo que el con­
tingente decidió esperar dentro de las instalaciones de la Secretaría Municipal. Momentos después acudió al 
lugar AR1, acompañado aproximadamente de 10 elementos de la policía de esa localidad, reprendiendo 
verbalmente a las personas, insultando e intimidando a V1, quien fue inmovilizado de las manos y retirado del 
lugar a empujones por policías municipales. De igual forma detuvieron a V2, a quien trataron de arrebatarle 
una cámara de video con la que registraba los hechos ocurridos. Ambas personas fueron trasladadas a la Cár­
cel Municipal donde dijeron los mantuvieron privados de su libertad e incomunicados por más de 24 horas.

 4. Al integrar la AP1 iniciada contra V1 y V2 por la denuncia de hechos efectuada por autoridades municipales 
respecto a la comisión de los delitos de amenazas y lesiones en agravio de AR1 y daños a las instalaciones del 
H. Ayuntamiento de Arriaga, Chiapas, AR2 se negó a fijarles una garantía para obtener su libertad, habiendo 
sido liberados hasta el 3 de agosto de 2013 a las 15:30 horas. 

 5. Por tales hechos, el 5 de agosto de 2013, Q1, V1 y V2 presentaron queja ante la Dirección de Orientación, 
Quejas y Gestoría, del otrora Consejo Estatal de los Derechos Humanos de Chiapas, a partir del 16 de agos­
to de ese año Comisión Estatal de los Derechos Humanos, esencialmente por abuso de autoridad, trato de­
gradante, retención ilegal y por no recibir respuesta a sus peticiones, la cual quedó registrada con el número 
de expediente CEDH/1222/2013. Durante los meses subsecuentes, dicha instancia solicitó información a las 
autoridades municipales y estatales involucradas en el caso, habiendo recabado las declaraciones de V1 y 
V2 y las evidencias aportadas por éstos; dictó medidas cautelares en su favor, a efecto de que cesara todo 
acto de intimidación y hostigamiento contra éstos procurando su seguridad e integridad física, a fin de evitar 
la consumación de hechos violatorios a sus derechos humanos de difícil o imposible reparación; recopiló 
testimonios de lo ocurrido; dio vista a los agraviados de las respuestas de las autoridades, resaltando que V1 
y V2 refieren de éstas que aun cuando finalmente la autoridad municipal dio contestación a las peticiones 
formuladas respecto a los problemas que afectaban a la comunidad, a su juicio no resultaron satisfactorias; 
por último se llevó a cabo una reunión entre las partes para dirimir la controversia.

 6. El 20 de marzo de 2014, al considerar que dicho organismo incurrió en diversas irregularidades y dilación 
durante la integración del asunto, V1 interpuso recurso de queja ante esta Comisión Nacional, a la que reca­
yó el número de expediente CNDH/5/2014/113/RQ.
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 7. A pesar de las gestiones que este Organismo Nacional realizó con personal de la actual Comisión Estatal de 
los Derechos Humanos de Chiapas, al 13 de agosto de 2014 no se había emitido pronunciamiento alguno por 
parte de esa Institución, razón por la cual se emitió acuerdo de atracción respecto del expediente CEDH/ 
1222/2013 para la continuación de la queja de mérito ante esta Comisión Nacional. En consecuencia, se 
concluyó el recurso de queja mencionado aperturándose el expediente CNDH/5/2014/5141/Q, lo que en su 
oportunidad se notificó a la Comisión Estatal de los Derechos Humanos, a la Secretaría General de Gobierno, 
a la Procuraduría General de Justicia, así como a la Presidencia Municipal de Arriaga, todas del Estado Chia­
pas, autoridades a las que se requirió que de contar con mayores elementos de información a los ya aportados 
en su momento los hicieran llegar a esta Institución.

II. EVIDENCIAS 

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 132, fracción II, del Reglamento Interno de la Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos, a continuación se enuncian las evidencias base del análisis jurídico del caso 
con las cuales se demuestran las violaciones a derechos humanos, integradas al expediente en que se actúa.

 8. Queja presentada por Q1, V1 y V2 ante el entonces Consejo Estatal de los Derechos Humanos de Chiapas, 
el 5 de agosto de 2013. 

 9. Oficio SM/074/2013 de 14 de agosto del 2013, suscrito por AR3, con el que rindió informe respecto a los hechos 
suscitados el día 02 de agosto del 2013, al cual anexó copia certificada de la AP1. 

 10. Oficio 933/MT1/2013 de 15 de agosto de 2013, signado por AR2, que contiene su informe respecto a las ac­
tuaciones realizadas en la AP1. 

 11. Acuerdo de inicio de la AP1, emitido el 2 de agosto de 2013 por AR2. 
 12. Ratificaciones ministeriales de 2 de agosto de 2013 de AR4, AR5 y AR6, respecto del oficio DPCM/325/2013, 

ante el agente del Ministerio Público con sede en Arriaga, Chiapas, haciendo de su conocimiento que llevaron 
a cabo la detención de V1 y V2, quedando a su disposición recluidos en los separos preventivos de la Policía 
Municipal, anexando al mismo el parte informativo correspondiente. 

 13. Comparecencia de AR7 a la Fiscalía del Ministerio Público de Arriaga Chiapas, efectuada el 2 de agosto de 
2013 sin especificarse la hora, quien manifestó que acudió ante esa Representación Social a presentar formal 
querella por los delitos de daños, amenazas y lo que resulte, en contra de V1 y V2. 

 14. Acuerdo ministerial de retención respecto de V1 y V2, emitido por AR2 el 2 de agosto de 2013. 
 15. Acuerdos de 2 de agosto de 2013 mediante los cuales AR2 hace constar que recibió y glosa a la indagatoria 

de mérito los escritos de V1 y V2, a través de los que solicitan les sea concedido el beneficio de su libertad 
caucional y nombran un defensor particular. 

 16. Acuerdo de 2 de agosto de 2013 (sic) en el que AR2 hace constar que recibió y glosa a la indagatoria de 
mérito escrito a través del cual el defensor particular nombrado por V1 y V2 solicita al Representante Social 
acuerde las promociones que anteceden. 

 17. Acuerdo de 3 de agosto de 2013 mediante el cual AR2 hizo constar que recibió escrito del defensor particular 
nombrado por V1 y V2, con el que reitera la solicitud de libertad caucional en favor de sus representados y se 
ratifique su nombramiento. 

 18. Fe ministerial del lugar de los hechos en la que AR2 hace constar que el 3 de agosto de 2013 se constituyó 
en dicho lugar, sin señalar la hora y describió los daños ocasionados al mobiliario y a las instalaciones de la 
Presidencia Municipal. 

 19. Comparecencia de AR7 efectuada ante el agente del Ministerio Público el 3 de agosto de 2013, a fin de otor­
gar el perdón a V1 y V2 por los delitos imputados. 

 20. Comparecencia de AR1 efectuada ante el agente del Ministerio Público el 3 de agosto de 2013, en la que 
expresa no tener interés en querellarse contra V1 y V2. 

 21. Oficio 6926­6927/DGSP/SSP­IC/2013 de 3 de agosto de 2013, mediante el cual el perito médico forense y 
legista, dependiente de la Subdirección de servicios Periciales de la Procuraduría General de Justicia del 
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Estado de Chiapas, emite dictamen médico respecto de AR1, quien fue examinado en esa fecha a las 14:57 
horas, concluyendo que éste no presenta lesión alguna a la exploración física realizada. 

 22. Constancias ministeriales de entrevistas previas, efectuadas el 3 de agosto de 2013, en las cuales AR2 hizo 
del conocimiento de V1 y V2 el derecho de nombrar un abogado. 

 23. Diligencia de nombramiento, aceptación, protesta y descernimiento del cargo de abogado defensor particular 
de V1 y V2, efectuada el 3 de agosto de 2013 sin señalar la hora en que se realizó. 

 24. Declaraciones ministeriales de V1 y V2 ante el agente del Ministerio Público, efectuadas el 3 de agosto de 
2013 sin señalar la hora en que se realizaron, diligencias en las que se hace saber a los indiciados los bene­
ficios que les otorga el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 25. Oficio 6928/DGSP/SSP­IC/2013 de 3 de agosto de 2013, mediante el cual el perito médico forense y legista, 
dependiente de la Subdirección de servicios Periciales de la Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Chiapas, emite dictamen médico respecto de V1 y V2, quienes fueron examinados en esa fecha a las 12:40 
horas, concluyendo que V1 presenta escoriación en área de antebrazo izquierdo en su tercio distal, en su cara 
posterior de 3.5 cm. de largo por .1 mm. de ancho, de coloración hiperémica; por su parte V2 presenta erosión 
en región del dorso de mano derecha de 1 cm. de largo por, .5 mm de ancho, de coloración hiperémica, cla­
sificando ambas lesiones como de las que tardan en sanar menos de 15 días y no ponen en riesgo la vida.

 26. Acuerdo ministerial de 3 de agosto de 2013, mediante el cual AR2 decreta la libertad de V1 y V2, toda vez que 
AR1, en calidad de ofendido, no formuló querella en contra de V1 por las presuntas amenazas y lesiones que le 
atribuyeron, asimismo, en virtud de que AR7 les otorgó a ambos el más amplio perdón por la probable comisión 
de daños a las instalaciones de la Presidencia Municipal de Arriaga, Chiapas, notificándose este acuerdo 
mediante oficio 843/MT1/2013 a las 15:32 horas al Director de Protección Ciudadana Municipal de esa loca­
lidad, para que proceda a su liberación. 

 27. Oficio SM/115/2013 de 7 de octubre del 2013, suscrito por AR3, mediante el cual da cumplimiento al requeri­
miento de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de ampliar la información de los hechos materia de la 
queja. 

 28. Oficio SM/099/2013 de 22 de octubre del 2013, suscrito por AR7, mediante el cual da cumplimiento al reque­
rimiento de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, de ampliar la información de los hechos materia de la 
queja, precisando que fue atendido a las 19:00 horas del 2 de agosto de ese año por AR2, para presentar 
formal querella en contra de V1 y V2, además, para plantear a esa autoridad, que en caso de que éstos cu­
brieran los daños que les fueron atribuidos les otorgaría el más amplio perdón; sin embargo, fue hasta el 3 de 
agosto siguiente que se determinó otorgar el perdón aun cuando no pagaran los desperfectos supuestamen­
te ocasionados por éstos, siendo ese día cuando les tomaron la comparecencia a los detenidos. 

 29. Oficio 1248/2013 de 14 de noviembre de 2013, que contiene informe rendido por AR2, respecto a la ampliación 
solicitada por la Comisión Estatal de Derechos Humanos, en relación con los hechos materia de la queja. 

 30. Acta Circunstanciada de 17 de diciembre de 2013, en la que personal de la Comisión Local hizo constar las 
declaraciones de T1, T3, T4 y Q1, testigos de los hechos ocurridos el 2 de agosto de 2013, pues acompaña­
ban a V1 y V2 en esos momentos. 

 31. Actas Circunstanciadas de 17 de diciembre de 2013, en las que personal de la Comisión Estatal hizo constar 
las declaraciones de T2, T5, T6 y T7, quienes manifestaron que no se les permitió tener comunicación con V1 
y V2. 

 32. Disco compacto aportado por V1 y V2, que contiene la videograbación relativa a los sucesos ocurridos en su 
perjuicio el 2 de agosto de 2013 al interior de la Presidencia Municipal de Arriaga, Chiapas, de cuyo contenido, 
mediante Acta Circunstanciada de 17 de diciembre de 2013, personal de la comisión local hizo una relatoría 
con la participación de los agraviados. 

 33. Acta Circunstanciada de 18 de diciembre de 2013, en la que personal de la Comisión Estatal hizo constar las 
declaraciones de AR4, AR5 y AR6, respecto a los hechos ocurridos el 2 de agosto de ese año, diligencia en 
la que además se asentó que se tuvo a la vista el original del libro de registro de visitas de la Comandancia 
Municipal de Arriaga, Chiapas, observando que en la foja 140 reverso y 141 anverso se anotó el registro de 
visitas a V1 y V2 los días 2 y 3 de agosto del 2013, anexando fotocopias de las mismas, previa compulsa por 
parte del personal de la Comisión Estatal de Derechos Humanos actuante. 
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 34. Acta Circunstanciada de 26 de junio de 2014, en la que personal de la Comisión Estatal de los Derechos 
Humanos de Chiapas hace una relatoría del contenido de la minuta de trabajo realizada en esa fecha con la 
participación, entre otros, de AR1 y AR3, anexando a la misma la mencionada minuta. 

 35. Oficio QVG/DGAP/58015 de 8 de octubre de 2014, mediante el cual esta Comisión Nacional solicitó a AR1 
medidas cautelares en favor de V1 y de las personas con las que realizaba manifestaciones en esa localidad. 

 36. Acta circunstanciada de 14 de octubre de 2014, mediante la cual personal de esta Comisión Nacional hizo 
constar la comunicación telefónica con AR3, quien indicó que se giraron instrucciones al área jurídica de la 
Presidencia Municipal de Arriaga, Chipas, para que se contacte al o los beneficiarios de las medidas requeri­
das por este Organismo Nacional, a fin de formalizar las mismas, haciendo hincapié en que informaría por 
escrito de las acciones implementadas, sin que se tenga aún respuesta alguna al respecto. 

 37. Oficio sin número de 4 de octubre de 2014, recibido en esta Comisión Nacional el 15 del mismo mes y año, a 
través del cual AR1 dio contestación a la solicitud formulada por este Organismo Nacional únicamente por 
cuanto hace a la queja de mérito. 

 38. Oficio DGOPIDDH/2433/2014 de 27 de octubre de 2014, signado por el Fiscal Especializado en Derechos 
Humanos, Atención a Víctimas y Servicios a la Comunidad de la Procuraduría General de Justicia del Esta­
do de Chipas, por el que remitió el diverso 1930/2014 de 13 de octubre de ese año, que contiene informe 
rendido por AR8 respecto a los hechos a estudio. 

 39. Oficio QVG/DGAP/04062, de 28 de enero de 2015, mediante el cual se solicitó de nueva cuenta a AR1 medi­
das cautelares para evitar afectar los derechos humanos de V1 o de las personas con las que realizaba ma­
nifestaciones en esa localidad, en consideración a que éste hizo del conocimiento de esta Comisión Nacional 
que ha sido nuevamente objeto de actos de hostigamiento y amenazas por parte de autoridades municipales. 

 40. Oficios QVG/DGAP/09152 y QVG/DGAP/20567 de 16 de febrero y 27 de marzo de 2015, respectivamente, di­
rigidos a AR1 ante la falta de información respecto a las acciones implementadas en relación con las medidas 
cautelares solicitadas por este Organismo Nacional el 28 de enero de 2015. 

 41. Oficio PMA/115/2015, recibido el 22 de abril de 2015, mediante el cual AR1 dio respuesta a la solicitud efec­
tuada por esta Comisión Nacional a fin de implementar medidas cautelares para evitar afectar los derechos 
humanos de V1 o de las personas con las que realizaba manifestaciones en Arriaga, Chiapas, informando que 
con el diverso PMA/116/2015 de 10 de marzo de 2015, el cual anexó, se instruyó a SP1 a efecto de que los 
elementos a su cargo se abstuvieran de cualquier intervención u hostigamiento en contra de éstos. 

 42. Actas Circunstanciadas de 7, 8 y 12 de mayo de 2015, mediante las cuales personal de esta Comisión Nacio­
nal hizo constar las gestiones realizadas con SP2, a fin de conocer el avance del procedimiento administrati­
vo iniciado por esa instancia, a petición de AR1, en contra de AR4 y AR5 relacionados con los agravios come­
tidos en perjuicio de V1 y V2, informando SP2 que únicamente lo instruyó en contra de AR4 toda vez que AR5 
fue dado de baja de la Dirección de Protección y Seguridad Municipal de Arriaga, Chiapas.

iii. situación jurídica

 43. Ante la carencia de condiciones adecuadas de salud incluyendo la falta de agua potable que venía sufriendo 
meses atrás la comunidad del barrio Los Laureles del municipio de Arriaga, Chiapas, como parte de sus acti­
vidades como defensores civiles de derechos humanos V1 y V2, acompañados de un grupo de habitantes de 
la localidad afectada se trasladaron, el 26 de julio de 2013, a la sede de la presidencia municipal de Arriaga, 
Chiapas, a entregar un escrito al alcalde con el que hicieron de su conocimiento los problemas que al respec­
to les afectaban, comprometiéndose éste a brindar, también por escrito, la respuesta correspondiente el 2 de 
agosto de 2013. El día referido V1 y V2, junto con un grupo de 30 personas, acudieron a la presidencia mu­
nicipal a recibir la respuesta acordada, no obstante, AR3 les indicó que aún no la tenían, por lo que el contin­
gente decidió esperarla y manifestarse en esas instalaciones. 

 44. Durante la estancia de los manifestantes en las oficinas que ocupa la Secretaría Municipal de Arriaga, Chiapas, 
en espera de la respuesta a sus demandas, elevaron consignas y reclamos ante AR3. Aproximadamente a 
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las 12:30 horas llegó al lugar AR1, quien reprendió a los presentes y descalificó a V1 al incitar a la desapro­
bación de éste por parte del grupo de personas de la comunidad que lo acompañaban el día de los hechos, 
además de haberlo ofendido al llamarlo “loco”, momento en que AR4, AR5 y AR6 procedieron a la detención 
de V1 y V2, argumentando la comisión de diversos ilícitos en agravio de AR1 y daños a las instalaciones de 
esa municipalidad, de conformidad con la querella formulada por AR7.

 45. El mismo 2 de agosto de ese año, V1 y V2 fueron puestos a disposición del agente del Ministerio Público del 
fuero común hasta las 15:40 horas de ese día, cuando AR2 declaró la retención de éstos, siendo que desde 
las 12:30 horas habían quedado detenidos en los separos preventivos de la Policía Municipal. Posteriormen­
te, el 3 de agosto siguiente, sin especificar la hora, AR2 decretó su libertad, toda vez que AR1, en calidad de 
ofendido, no formuló querella en contra de V1 por las presuntas amenazas y lesiones que le atribuyeron, 
asimismo, en virtud de que AR7 les otorgó a ambos el más amplio perdón respecto a los hechos imputados 
en su querella por la probable comisión de daños a las instalaciones de la Presidencia Municipal de Arriaga, 
Chiapas.

 46. El 5 de agosto de 2013, Q1, V1 y V2 presentaron queja ante el otrora Consejo Estatal de los Derechos Hu­
manos de Chiapas, el cual a partir del 16 de agosto de ese año se constituyó como la Comisión Estatal de los 
Derechos Humanos, quedando registrada la queja en el expediente CEDH/1222/2013. 

 47. El 8 de agosto de 2013, el entonces Consejo Estatal de los Derechos Humanos de Chiapas dictó medidas 
cautelares dirigidas al Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana de esa entidad federativa a efecto de 
que cesara todo acto de intimidación y hostigamiento contra V1 y V2, garantizando su seguridad e integridad 
física, a fin de evitar la consumación de hechos violatorios a sus derechos humanos de difícil o imposible re­
paración, siendo aceptadas por esa instancia el 29 de agosto siguiente.

 48. El 8 de octubre de 2014, esta Comisión Nacional solicitó a AR1 que, como medida cautelar, instruyera a los 
servidores públicos de esa municipalidad, se abstuvieran de realizar cualquier acto carente de fundamento y 
motivación legal que pudiera afectar los derechos humanos de V1 o de las personas con las que realizaba ma­
nifestaciones en esa localidad; al respecto, el 14 de octubre de ese año AR3 informó a este Organismo Nacio­
nal que se atendería la misma, sin embargo, dichas autoridades no acreditaron que se hubiese girado de ma­
nera alguna las instrucciones correspondientes al personal de esa dependencia para su acatamiento. 

 49. El 15 octubre de 2014 esta Comisión Nacional recibió informe de AR1, en el cual refirió que SP2 inició en con­
tra de AR4 y AR5 un procedimiento administrativo relacionado con los hechos a estudio, indicando de la mis ma 
manera que a AR6 no se le incluyó por haber renunciado a la Dirección de Protección Ciudadana de esa lo­
calidad, siendo hasta el 12 de mayo de 2015 que SP2 informó a este Organismo Nacional que únicamente 
instruyó el procedimiento de mérito, sin precisar el número que le correspondió, en contra de AR4 el cual ya 
fue resuelto sin fincar responsabilidad a éste, indicando que tampoco se instruyó el procedimiento en contra 
de AR5, toda vez que fue dado de baja de la mencionada Dirección previamente al inicio del mismo.

 50. El 28 de enero de 2015, este Organismo Nacional nuevamente solicitó a AR1, como medida cautelar, girara 
sus instrucciones a los servidores públicos a su cargo para que se abstuviesen de cometer cualquier acto que 
pudiera afectar los derechos humanos de V1 o de las personas con las que realizaba manifestaciones en esa 
municipalidad, en consideración a que éste hizo del conocimiento de esta Comisión Nacional que había sido 
nuevamente objeto de actos de hostigamiento y amenazas por parte de autoridades municipales, dando 
respuesta dicha autoridad hasta el 22 de abril de 2015 e informando que se había instruido a SP1 a efecto de 
que los elementos de la Policía Municipal a su cargo se abstuvieran de cualquier intervención u hostigamien­
to en contra de los beneficiarios de las mencionadas medidas, acreditando únicamente el haber girado el di­
verso PMA/116/2015, de 10 de marzo de 2015, a SP1 para tal fin, no así que éste a su vez haya instruido a los 
elementos policiales.

iv. oBsErvacionEs

 51. A continuación se analizará el contexto y la situación de los defensores civiles de Derechos Humanos en 
nuestro país y se expondrán las violaciones específicas a los derechos humanos de V1 y V2.
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contexto

 52. Según la “Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover 
y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos”,1 todas las 
personas tienen el derecho individual o colectivo, a promover y procurar la protección y realización de los de­
rechos humanos en los planos nacional e internacional.2 Para ello, las personas defensoras de derechos hu­
manos ejercen de manera integral varios de los derechos reconocidos por las Convenciones y Tratados In­
ternacionales de derechos humanos, entre los cuales se encuentran el derecho a reunirse o manifestarse 
pacíficamente y a presentar a los órganos y organismos gubernamentales que se ocupan de los asuntos 
públicos, las peticiones y propuestas que consideran necesarias para llamar la atención sobre cualquier aspec­
to de su labor que pueda impedir el ejercicio de los derechos humanos.3

 53. Igualmente, la Declaración estipula la necesidad de proporcionar apoyo y protección a las personas defenso­
ras de derechos humanos en el contexto de su labor. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Hu­
manos ha señalado que por la importancia del papel que cumplen las personas defensoras de derechos huma­
nos en las sociedades democráticas, el ejercicio de este derecho impone a los Estados el deber de crear 
condiciones fácticas en las cuales puedan desarrollar libremente su función.4 Por esa razón “la defensa de los 
derechos humanos sólo puede ejercerse libremente cuando las personas que la realizan no son víctimas de 
amenazas ni de cualquier tipo de agresiones físicas, psíquicas o morales u otros actos de hostigamiento”.5

 54. En el mismo sentido, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha expresado su reconocimiento por 
el trabajo de miles de defensoras y defensores civiles para dar efectividad a los derechos humanos. Asimismo, 
reconoció que éstos son el enlace entre la sociedad civil en el plano interno y el sistema de protección de los 
derechos humanos en el plano internacional, por lo que su papel en la sociedad es fundamental para la ga­
rantía y salvaguarda de la democracia y el Estado de derecho.6

 55. Dicho organismo internacional ha señalado que “Los asesinatos, desapariciones forzadas, agresiones, ame­
nazas, identificación de éstos como enemigos o blancos legítimos, las campañas de desprestigio, las acciones 
legales orientadas a intimidarlos, la violación de domicilio y las actividades ilegales de inteligencia dirigidas 
contra defensoras y defensores [civiles] son mecanismos utilizados para impedir o dificultar su labor, consti­
tuyendo una realidad cotidiana en el quehacer de estos actores”.7 Por ello, asegura que cuando se ataca a un 
defensor o defensora civil quedan desprotegidas todas aquellas personas a quienes ellos defienden.

 56. Los hechos del caso se producen en un entorno en el cual los defensores civiles de Derechos Humanos en 
México enfrentan en el ejercicio de las actividades que realizan, un importante aumento en el número de agre­
siones, amenazas, abusos, actos de hostigamiento, intimidación y ataques a sus libertades fundamentales, 
inclusive, por parte de las autoridades del Estado. Así lo ha puesto de relieve esta Comisión Nacional en el 
“Informe sobre la Situación de las y los Defensores de Derechos Humanos en México, El Derecho a Defender”, 
en el cual se sostiene que la violencia que se ejerce en perjuicio de los defensores reviste diversas modalida­
des que van desde agresiones directas a su vida, integridad, seguridad y libertad personal, hasta ataques 
encubiertos y sutiles como la difamación, descalificación social, presión con medios jurídicos, negativa de 
acceso a los servicios básicos de salud, educación y vivienda, así como restricciones y obstáculos impuestos 

1 Declaración aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 8 de marzo de 1999. Doc. A/RES/53/144.
2 Artículo 1 de la Declaración. 
3 Los Defensores de los Derechos Humanos: Protección del Derecho a Defender los Derechos Humanos. Oficina del Alto Comisio­

nado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Derechos Humanos. Ginebra, 2004. Pág. 23.
4 Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 2009. Serie C No. 196, párra­

fo 146 
5 Informe sobre la situación de las defensoras y defensores de los derechos humanos en las Américas. CIDH, OEA/Ser.L/V/II.124, 

Doc. 5, rev.1, de 7 marzo 2006, párrafo 46.
6 Ibídem, párrafo 330.
7 Ibídem, párrafo 332.



130

Gaceta 299 • Jun • 2015 Comisión Nacional de los Derechos Humanos

a la libertad personal, de expresión, de reunión, de asociación, de información y de libre tránsito, entre otros.8 
En este contexto general se ven inmersos los agraviados.

 57. Igualmente, en el mencionado informe este Organismo Nacional señala que los agravios, peligros y amenazas 
contra integrantes de ese grupo deben ser atendidos de manera inmediata, pues por sí mismos constituyen 
violaciones que atentan en perjuicio de su integridad y obstaculizan el libre ejercicio de sus actividades inhi­
biendo a estas personas, en razón de que el trabajo que realizan los coloca, en muchas ocasiones, en cir­
cunstancias de riesgo por los temas que abordan, los problemas de relevancia pública o polémicos que 
analizan y el entorno de violencia o inseguridad en que desempeñan sus labores.

 58. En ese informe, y en concordancia con lo señalado previamente por la Corte Interamericana, se establece 
que los defensores civiles de los derechos humanos realizan una labor fundamental en la consolidación del 
Estado de Derecho y de una sociedad democrática, ya que a través de las acciones que realizan coadyuvan 
en la promoción y protección de los derechos más esenciales de las personas.

 59. De igual manera, se hace énfasis en la necesidad de otorgar garantías y mecanismos de protección efectivos 
a defensores civiles, pues cualquier agresión en su perjuicio deriva en el menoscabo del ejercicio efectivo para 
el resto de la sociedad de prerrogativas fundamentales, particularmente de quienes se benefician con su 
apoyo y asistencia, como es el caso de los vecinos de la comunidad del barrio Los Laureles del municipio de 
Arriaga, Chiapas, quienes contaron con el apoyo de V1 y V2, integrantes de la ONG1, para ejercer los dere­
chos de petición, reunión y de manifestación pública reconocidos tanto por la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos como por diversos instrumentos internacionales.

 60. La vulnerabilidad propia de los grupos de defensores civiles de derechos humanos se ha acentuado al grado 
de verse coartados en el ejercicio pleno de sus derechos, como el de reunirse de manera pacífica con un fin 
lícito y expresar sus opiniones libremente.

 61. Mediante el ejercicio del derecho de reunión, las personas pueden intercambiar opiniones con el fin de manifes­
tar sus exigencias ante la autoridad en relación con sus necesidades, por tanto, las restricciones al ejercicio de 
este derecho son obstáculos a la posibilidad que tiene toda persona de demandar sus derechos, dar a conocer 
sus peticiones y promover la búsqueda de cambios o soluciones a los problemas que les afectan como comu­
nidad. El ejercicio de este derecho implica que los defensores civiles de derechos humanos también pueden li­
bremente reunirse en lugares públicos y manifestarse siempre y cuando no incurran en actividades ilícitas. 

 62. Difícilmente puede ejercerse la defensa de los derechos humanos en contextos en los que se restringe el 
derecho de reunión pacífica, pues el ejercicio de este derecho es básico para el ejercicio de otros derechos 
como la libertad de expresión y el derecho de asociación.9

 63. Del análisis lógico­jurídico de los hechos y evidencias que integran el expediente de queja CNDH/5/ 
2014/5141/Q, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, se llega a la conclusión que hay elementos suficientes para evidenciar en el presente 
caso, violaciones a varios derechos de personas defensoras de derechos humanos, como son el derecho a 
la libertad personal, a la defensa, a la seguridad jurídica a la legalidad y al trato digno en agravio de V1 y V2, 
derivado de las irregularidades atribuibles a servidores públicos del municipio de Arriaga, Chiapas y de la 
Procuraduría General de Justicia de esa entidad federativa. Lo anterior en consideración de los siguientes 
señalamientos:

derecho a la libertad personal

 64. El derecho a la libertad personal está reconocido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y en distintos instrumentos internacionales de derechos humanos. Los artículos 14 y 16 constitucionales 
disponen que nadie puede ser privado de su libertad ni molestado en su persona sin que exista previamente 

8 Informe sobre la Situación de las y los Defensores de Derechos Humanos en México, El Derecho a Defender. CNDH, México, 
publicado el 6 de julio de 2011.

9 Informe sobre la situación de las defensoras y defensores de los derechos humanos en las Américas. CIDH, OEA/Ser.L/V/II.124, 
Doc. 5, rev.1, de 7 marzo 2006, párrafos 50­68.
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una orden fundada y motivada emitida por autoridad competente, siendo la única excepción cuando se trate 
de delito flagrante o caso urgente, como lo prevé también el artículo 95, párrafo cuarto, del Código de Proce­
dimientos Penales para el Estado de Chiapas, vigente y aplicable al caso en el momento de los hechos. En 
concordancia con lo anterior, los artículos 126 bis y 269 bis, del citado Código, señalan que existe delito fla­
grante cuando la persona es detenida al momento de estar cometiendo dicha conducta, o bien cuando el pro­
bable responsable es perseguido material e inmediatamente después de ejecutado el delito. En el mismo 
sentido el artículo 16 constitucional dispone que cualquier persona puede detener al indiciado en el momento 
en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido.

 65. A nivel internacional, este derecho se reconoce en los artículos 9, de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, así como XXV, de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, que disponen 
que nadie podrá ser arbitrariamente detenido; en consonancia con estos artículos, el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, en el numeral 9.1, así como la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
en su artículo 7, señalan que todas las personas tienen derecho a la libertad y a la seguridad personales y, 
por lo mismo, nadie puede ser sometido a detención o prisión arbitrarias. De acuerdo a estos preceptos, las per­
sonas sólo pueden ser privadas de su libertad en los casos establecidos en la Constitución o en la ley y con 
arreglo al procedimiento establecido en ellas.

 66. Cuando el derecho a la libertad personal se restringe o su ejercicio se niega se afirma que se trata de una 
privación de aquél. Según la Comisión Interamericana de Derechos Humanos la privación de la libertad es 
cualquier forma de detención, encarcelamiento, internamiento en alguna institución, inclusive de salud, o para 
custodia de una persona por razones de asistencia humanitaria, tratamiento, tutela, protección, o por delitos 
e infracciones a la ley, ordenada o bajo control de facto de una autoridad judicial o administrativa o cualquier 
otra autoridad, ya sea en una institución pública o privada.10

 67. Para que la autoridad pueda restringir o limitar el ejercicio de este derecho, debe cumplirse con los requisitos 
formales y materiales del mismo, con el fin de evitar el abuso del poder estatal. Por esa razón, la jurispruden­
cia de la Corte Interamericana ha señalado de manera reiterada que “cualquier restricción al derecho a la li­
bertad personal debe darse únicamente por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las 
Constituciones Políticas o por las leyes dictadas conforme a ellas (aspecto material), y además, con estricta 
sujeción a los procedimientos objetivamente definidos en la misma (aspecto formal)”.11

 68. El incumplimiento de estos requisitos pueden llevar a la materialización de una detención que puede calificar­
se como ilegal y/o arbitraria. Es claro que la inobservancia de los aspectos formal y material de la detención 
implican que la misma sea ilegal. El artículo 16 constitucional establece que una persona solamente puede 
ser privada de su libertad cuando exista una orden judicial fundada en la circunstancia de atribuirse a un su­
jeto la comisión de un delito o cuando fuera detenido en flagrancia o en casos urgentes. Asimismo, las auto­
ridades que ejecuten la detención deben respetar y garantizar los derechos de la persona detenida, previa­
mente reconocidos en el artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

 69. Sobre la arbitrariedad de las detenciones la Corte Interamericana ha señalado también que tal y como lo es­
tablece el citado artículo 7 de la Convención Americana “nadie puede ser sometido a detención o encarcela­
miento por causas y métodos que —aún calificados de legales— puedan reputarse como incompatibles con 
el respeto a los derechos fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas, irrazonables, imprevisibles, 
o faltos de proporcionalidad”.12 En ese sentido, las agresiones físicas injustificadas y desproporcionadas así 
como las agresiones o intimidaciones psicológicas que lleven a cabo las autoridades en el momento de la 
detención, califican a ésta como arbitraria.

 70. De lo antes expuesto, es evidente que para la Corte Interamericana la noción de arbitrario supera y es más 
amplia que el incumplimiento de los requisitos establecidos en la ley. Por esa razón es posible que una deten­

10 Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, CIDH, OEA/Ser/L/V/
II.131 doc. 26, pág. 2.

11 Caso González Medina y familiares Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sen­
tencia de 27 de febrero de 2012 Serie C No. 240, párrafo 176 

12 Caso Fleury y otros Vs. Haití. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 23 de noviembre de 2011. Serie C No. 236, párrafo 57. 
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ción, aun siendo legal, sea calificada de arbitraria al ser violatoria de cualquier derecho humano o por una 
aplicación incorrecta de la ley. 

 71. El derecho a la libertad personal implica que no existan alteraciones que provengan de medios como la deten­
ción u otros similares que, efectuados de manera arbitraria o ilegal, restrinjan o amenacen la libertad de toda 
persona de disponer en cualquier momento y lugar su vida individual y social con arreglo a sus pro pias opi­
niones y decisiones. Este derecho puede verse afectado por toda medida ilegal o arbitraria restrictiva de la 
libertad.

 72. De la evidencia recabada por esta Comisión Nacional durante la investigación que motivó la presente Reco­
mendación, se advierte que el 2 de agosto del 2013, V1, V2 y Q1, al encontrarse en la oficina de la Secretaría 
Municipal de Arriaga, Chiapas, en compañía de un grupo de habitantes del barrio Los Laureles de esa locali­
dad, esperando respuesta de la autoridad a sus demandas por agua potable y mejores condiciones de salud, 
arribó a ese lugar AR1 acompañado, entre otros servidores públicos, de AR4, AR5 y AR6, quienes procedieron 
a la detención de V1 y V2. 

 73. Para justificar la detención AR4, AR5 y AR6 argumentaron en los informes rendidos a la Comisión Estatal de 
los Derechos Humanos de Chiapas, que el 2 de agosto de 2013, “aproximadamente a las 12:30 horas”, fue 
requerido su auxilio en la oficina de la Secretaría Municipal de esa localidad; que al llegar a ésta encontraron 
un grupo de personas ajenas al lugar, entre ellas a V1 y V2, percatándose que estaba roto un cristal protector 
de un escritorio y el vidrio de la puerta de entrada a esa oficina, haciendo mención que en ese momento hizo 
acto de presencia AR1, aprovechando esto V1 para insultarlo y amenazarlo, además de golpearlo junto con 
V2, motivo por el cual intervinieron y detuvieron a éstos, trasladándolos a los separos preventivos de la Policía 
Municipal para posteriormente ponerlos a disposición del agente del Ministerio Público correspondiente. 

 74. Esta Comisión Nacional advierte que las afirmaciones anteriores distan de la realidad y quedan desvirtuadas 
al observar la videograbación aportada como evidencia por V1 y V2, en la que se aprecia que si bien es cier­
to que junto con los agraviados ingresó un contingente de personas, en su mayoría mujeres y niños, a las ofi­
cinas de la Secretaria Municipal de Arriaga, Chiapas, manifestando diversos reclamos en torno a que se les 
proporcionara el servicio de agua potable, drenaje y vacunas, reivindicando la igualdad de condiciones de 
otras localidades del municipio, en ningún momento se advierte que éstas hayan mantenido una actitud agre­
siva hacia los servidores públicos que ahí se encontraban, incluso, se alcanza a advertir que la puerta de 
cristal está intacta hasta después de la detención de V1 y V2.

 75. Por el contrario, lo que se aprecia es la llegada de AR1 al lugar de los hechos acompañado de otros servido­
res públicos, así como de elementos de la policía municipal, quedando grabado cuando airadamente y con 
insultos un particular que se encontraba en el mismo local se dirigió a V1, momento en que si bien no se 
aprecia el servidor público que ordenó la detención de V1 y V2, ésta fue llevada a cabo por la fuerza por AR4, 
AR5 y AR6, sin que mediara agresión o conducta ilícita por parte de los agraviados que dañara a las personas 
ahí presentes o a las referidas oficinas municipales con lo cual se pretendió justificar su detención en flagran­
cia, como sostuvo la autoridad. Más aún, se advierte en el video la forma desproporcionada en que es some­
tido V1 por los tres servidores públicos citados y se aprecia que le intentan quitar a V2 la cámara con que 
graba. Lo anterior se vincula con lo declarado por T1, T3, T4 y Q1, testigos presentados por V1 y V2 ante la 
Comisión Estatal de los Derechos Humanos, quienes en sus testimonios coinciden con lo apreciado en el 
video y dejan en evidencia la actuación arbitraria e ilegal de la autoridad.

 76. En las manifestaciones asentadas en la minuta de la reunión de trabajo celebrada por personal de la Comisión 
Estatal con la presencia, entre otros comparecientes, de V1, V2 y AR1, se advierte que este último reconoce 
la conducta arbitraria e ilegal de los elementos de la policía municipal que detuvieron a los agraviados al indi­
car que habría un castigo al respecto, lo cual se robustece con el informe que éste rindió el 15 de octubre de 
2014 a esta Comisión Nacional, en el cual refirió que el Contralor Municipal del Ayuntamiento de Arriaga, 
Chiapas, inició en contra de AR4 y AR5 un “proceso administrativo” relacionado con los hechos a estudio; de 
la misma manera indicó que a AR6 no se le incluyó por haberse dado de baja de la Dirección de Protección 
Ciudadana de esa localidad. 
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 77. Queda acreditado que AR4, AR5 y AR6 llevaron a cabo la detención de manera ilegal y arbitraria en perjuicio 
de V1 y V2, en primer término por que se ejecutó al margen de los motivos y formalidades que establece la 
ley, sin observar las normas que ésta exige, máxime que no se reunieron los requisitos constitucionales ni los 
establecidos en los instrumentos internacionales, ya que no se contó con un mandamiento escrito de autoridad 
competente, o bien, que se hubiera actualizado el supuesto de flagrancia en la comisión de un delito, toda vez 
que como ha quedado evidenciado en las declaraciones de los testigos presenciales y en el video tomado el 
día de los hechos la sujeción de los agraviados se efectuó sin que se presentara agresión o conducta ilícita 
por parte de éstos que dañara a persona alguna, se rompiesen vidrios o mobiliario de las oficinas municipales 
en que se encontraban, ni fue como consecuencia de haber sido perseguidos después de ejecutar un hecho 
delictuoso, como tampoco se trató de un caso urgente. Implicando, además, que la detención fue arbitraria, pues 
no pasa desapercibido para esta Comisión Nacional que no existió una razón justificada para efectuarla, ade­
más de que los elementos aprehensores que la llevaron a cabo utilizaron de manera desproporcionada la 
fuerza para someterlos, incluso causándoles lesiones como quedó asentado en el dictamen médico corres­
pondiente, pues V1 es sujetado por los elementos aprehensores obligándolo a dirigirse a la salida de las ci­
tadas instalaciones empujándolo sin que éste oponga resistencia, asimismo se advierte que a V2 le impiden 
seguir grabando con su cámara intentando arrebatársela, como se observa en el video aportado como evi­
dencia por los agraviados, violentándose con ello el derecho a la libertad personal de V1 y V2. 

derecho a la defensa

 78. El derecho a la defensa está reconocido en el artículo 20, apartado A, fracción IX de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, el cual establece que en toda averiguación previa el inculpado tendrá de­
recho a una defensa adecuada por sí, por abogado, o por persona de su confianza; circunstancia prevista 
igualmente en el artículo 97bis, fracción II, inciso B), del Código de Procedimientos Penales para el Estado 
de Chiapas, numerales vigentes y aplicables al caso en el momento de los hechos.

 79. A nivel internacional, reconocen este derecho la Declaración Universal de Derechos Humanos, en su artículo 
11.1, así como XXVI, de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre que disponen que 
toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se le aseguren todas las garantías necesarias para 
su defensa y a ser oída en forma imparcial y pública; en concordancia con este artículo, el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, en el numeral 14.3, inciso b), así como la Convención Americana sobre De­
rechos Humanos, en su artículo 8.2, incisos d) y e) señalan que es derecho del inculpado disponer del tiempo 
y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección 
de manera libre y privadamente. De acuerdo al contenido de estos preceptos, se debe garantizar a los incul­
pados el derecho a una defensa adecuada para impedir con ello limitaciones que puedan desembocar en una 
situación de indefensión. 

 80. Al considerar indispensable la asistencia de un defensor, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
tomado en cuenta los estándares internacionales que van mucho más allá de la mera designación de un 
abogado. Al respecto, la jurisprudencia interamericana precisa que “el numeral 8 de los Principios Básicos 
sobre la función de los abogados relativo a las salvaguardias especiales en asuntos penales, que fija los es­
tándares para el ejercicio adecuado de la defensa en estos casos, establece que (a) toda persona arrestada, 
detenida, o presa, se le facilitarán oportunidades, tiempo e instalaciones adecuadas para recibir visitas de un 
abogado, entrevistarse con él y consultarle, sin demora, interferencia ni censura y en forma plenamente confi­
dencial”.13 La falta de asistencia oportuna impide disponer de una defensa adecuada y constituye violación del 
artículo 8.2., incisos d) y e), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio del incul­
pado.14

13 Caso Lori Berenson Mejía vs Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2004, párr. 166.
14 Caso Acosta Calderón vs Ecuador. Sentencia de 24 de junio de 2005, párr. 124.
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 81. La Corte también ha establecido que “el derecho a la defensa debe poder ejercerse desde que se señala a 
una persona como posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando finaliza el proceso”. 
En ese sentido, consideró que “[i]mpedir que la persona ejerza su derecho de defensa desde que se inicia la 
investigación en su contra y la autoridad dispone o ejecuta actos que implican afectación de derechos es 
potenciar la facultad de investigación del Estado en desmedro de derechos fundamentales de la persona in­
vestigada”.15 También es preciso que se facilite la comunicación entre el defensor y el defendido. Si en el 
“desarrollo de las actuaciones realizadas por los jueces del fuero común (…) se pusieron obstáculos a la co­
municación libre y privada entre (la presunta víctima) y su defensor, (resultó) imposible ejercer una adecuada 
defensa”.16 

 82. En relación con el presente caso, se advierte que el 2 de agosto del 2013, una vez detenidos V1 y V2 fueron 
trasladados a los separos preventivos de la Policía Municipal, quedando ambos a disposición del Ministerio 
Público de Arriaga, Chiapas, hasta las 15:40 horas, iniciando AR2 la AP1 bajo el supuesto de la comisión del 
delito de daños, lesiones y amenazas. Cabe destacar que V1 y V2 solicitaron por escrito a AR2, en esa misma 
fecha, el reconocimiento del defensor particular que designaron para su defensa, lo cual no les fue concedido 
con la inmediatez prevista en la Constitución. 

 83. La violación al derecho a la defensa en perjuicio de V1 y V2 es atribuida a AR2 y consiste en no haberles 
permitido desde un inicio la asistencia de un defensor, el cual les fue aceptado de manera tardía, esto es así 
pues se advierte que al ser puestos a la disposición de AR2, éste determinó su retención a las 16:10 horas 
del 2 de agosto de 2013 y a las 22:48 horas recibió escritos de V1 y V2, mediante los cuales hicieron de su 
conocimiento, entre otras pretensiones, la designación de un defensor para su representación solicitando que 
emitiera el acuerdo respectivo. La autoridad ministerial, en cambio, en ese momento en los acuerdos recaídos 
a esas promociones determinó en lo concerniente, en ambos casos, lo siguiente: “Primero. Agréguese a la 
presente indagatoria el escrito de cuenta, para efectos que obre como corresponda, y surta los efectos legales 
a que haya lugar, previa ratificación del mismo. Segundo. Dígasele al promovente que previa ratificación del 
citado escrito surtirá los efectos legales correspondientes. Tercero. Prosígase con la presente indagatoria, 
hasta su perfeccionamiento”, lo que implica que no les concedió esa garantía a pesar de estar a disposición 
de la autoridad ministerial desde las 15:40 horas de ese día.

 84. Aunado a lo anterior, cabe considerar que a las 00:10 horas del 3 de agosto siguiente el abogado defensor 
particular de V1 y V2 le reiteró por escrito a AR2 la petición de acordar la designación, efectuada por ellos, de 
un defensor para su representación, la cual fue rechazada en el acuerdo emitido bajo el argumento siguiente: 
“Primero. Agréguese a la presente indagatoria el escrito de cuenta, para efectos que obre como corresponda, y 
surta los efectos legales a que haya lugar, previa ratificación del mismo. Segundo. Dígasele al promovente que 
no ha lugar a sus solicitudes toda vez que los C.C. [V1 y V2], hasta el momento no se han escuchado en 
declaración ministerial, así como tampoco ha ratificado el escrito de promoción de referencia, por lo que no es 
procedente, en razón de que no tiene personalidad jurídica en la indagatoria en que se actúa hasta en tanto 
comparezca para toma de protesta de aceptación de cargo conferido. Tercero. Prosígase con la presente in­
dagatoria, hasta su perfeccionamiento.”, resaltando que hasta a las 12:00 horas del 3 de agosto de 2013, 
como se aprecia en la constancia ministerial de entrevista previa, AR2 hizo del conocimiento de V1 el derecho 
de nombrar un abogado; acto seguido llevó a cabo la diligencia de nombramiento, aceptación, protesta y des­
cernimiento del cargo de abogado defensor particular de V1 y V2, procediendo enseguida a recabar la decla­
ración ministerial de V1 y posteriormente la de V2, según consta en AP1. Haber dejado transcurrir más de 20 
horas sin haber determinado el nombramiento del abogado defensor que fue expresamente solicitado por V1 
y V2, es una actitud que trajo como consecuencia la demora en la defensa de los detenidos, incumpliendo con 
ello la defensa oportuna y adecuada a la que cualquier detenido tiene derecho. 

 85. Esta situación contraría lo previsto por el artículo 97 bis, fracción II, inciso B), del Código de Procedimientos 
Penales para el Estado de Chiapas, que establece que el imputado que se encuentre detenido tendrá derecho 

15 Caso Cabrera García y Montiel Flores vs México. Sentencia de 26 de noviembre de 2010, párrafo 154.
16 Caso Cantoral Benavides vs. Perú. Sentencia de 18 de agosto de 2000, párrafo 127.
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a que el agente del Ministerio Público le haga saber “de inmediato” los derechos que le otorga la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y, particularmente, en la averiguación previa el derecho de contar 
con un abogado o persona de su confianza para gozar de una defensa adecuada, lo que implica que AR2 les 
negó a V1 y V2 el acceso a este derecho para disponer de un defensor desde el inicio de la AP1, máxime que 
no se advierte en ésta que AR2 hubiese realizado otras diligencias posteriores a las solicitudes formuladas 
por los agraviados, para la designación de un defensor que los representara, que justifique el motivo del re­
traso o bien que señalase la razón para no haber tomado su declaración previamente a los mencionados re­
querimientos o al haber sido puestos a su disposición. Esta Comisión Nacional advierte que el argumento 
vertido por AR2 para no permitir al abogado defender a los agraviados desde el 2 de agosto de 2013, lo que 
pudo traducirse en una evasiva para no otorgarles oportunamente ese derecho, toda vez que el hecho de 
recabar las declaraciones ministeriales de los detenidos no impide materialmente que sea nombrado el defen­
sor, máxime que es él quien precisamente asistirá al detenido en su defensa, y haber transcurrido más de 13 
horas de haberlo designado por escrito es un lapso que compromete seriamente la defensa de los detenidos 
pues no sostuvieron comunicación con su defensor. 

 86. La actuación de AR2 resulta contraria a lo establecido en el artículo 20, apartado A, fracción IX, de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 97bis, fracción II, inciso B), del Código de Procedimientos 
Penales para el Estado de Chiapas, vigentes y aplicables al caso en el momento de los hechos; 11.1, de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos; XXVI, de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre,14.3 inciso b), del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como 8.2, incisos d) y 
e), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en los que se prevé que es derecho del inculpado 
ser oído en forma imparcial, disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defen­
sa y comunicarse con un defensor de su elección de manera libre y privadamente, siendo evidente que no se 
garantizó oportunamente el derecho de V1 y V2 a una defensa adecuada, provocando una situación de inde­
fensión al no permitirles contar con este beneficio desde el momento en que fueron detenidos o cuando inter­
vinieron por escrito en la investigación, sino hasta pasadas más de 20 horas del inicio de la AP1.

derecho a la seguridad jurídica

 87. El derecho a la seguridad jurídica está garantizado en el sistema jurídico mexicano en los artículos 14 y 16 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al referirse en ellos a las formalidades esenciales 
del procedimiento y al mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del 
procedimiento, así como a los elementos y requisitos para proceder a una detención; requisitos a los que se 
suman los numerales 1 y 97 bis, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Chiapas, aplicables 
al caso, los cuales establecen los derechos del imputado a un proceso tramitado de manera imparcial y con 
apego a derecho.

 88. Las disposiciones que obligan a las autoridades del Estado Mexicano a cumplir con el derecho a la certeza 
jurídica y legalidad están plasmadas también en la Declaración Universal de Derechos Humanos en sus ar­
tículos 8 y 10, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en su numeral XXVI, en 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en el numeral 14, así como en la Convención America­
na sobre Derechos Humanos en sus artículos 8 y 25. Estos preceptos establecen que se debe garantizar a las 
personas el derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oídas de forma imparcial y pública, con justicia 
por un tribunal independiente, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de 
cualquier acusación en su contra.

 89. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que el principio de legalidad (máxima expresión 
del derecho a la seguridad jurídica) constituye un límite a la actividad estatal y se refiere al conjunto de requi­
sitos que deben observarse en las instancias procesales a efecto de que las personas estén en condiciones 
de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier acto de la autoridad que pueda afectarlos.17

17 Caso Fermín Ramírez vs Guatemala. Sentencia de 20 de junio de 2005, párrafo 78.
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 90. El derecho a la seguridad jurídica implica que los poderes públicos deban estar sujetos al derecho bajo un 
sistema jurídico coherente y permanente, dotado de certeza y estabilidad, que especifique los límites del 
Estado en sus diferentes esferas de ejercicio de cara a los titulares de los derechos individuales, garantizan­
do el respeto a los derechos fundamentales de las personas.

 91. Para cumplir o desempeñar sus obligaciones, los agentes del Estado deben cubrir todos los requisitos, con­
diciones y elementos que exige la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás leyes que 
de ella emanan, así como las previstas en los Instrumentos Internacionales suscritos y ratificados por el Es­
tado Mexicano, para que la afectación en la esfera jurídica de los particulares que llegue a producirse sea 
jurídicamente válida.

 92. De la evidencia recabada por esta Comisión Nacional, referente a los informes rendidos por AR1, AR2, AR3, 
AR4, AR5, AR6, AR7 y AR8, así como a las constancias de la AP1, queda acreditado que el procedimiento 
seguido para determinar la probable responsabilidad que les fue imputada a V1 y V2 por la comisión de diver­
sos ilícitos, fue realizado sin cubrirse los extremos legales respectivos, de una manera discrecional y sin 
cumplir de forma efectiva con todos aquellos requisitos que la ley impone a todo acto emanado de la autoridad.

 93. De los informes rendidos por AR4, AR5 y AR6 a la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de esa entidad 
federativa, se advierte que el 2 de agosto de 2013, aproximadamente a las 12:30 horas, detuvieron a V1 y V2 
trasladándolos a los separos preventivos de la Policía Municipal de esa localidad donde permanecieron re­
cluidos. Hasta las 15:40 horas de ese día, aproximadamente tres horas después, notificaron la detención al 
Ministerio Público de Arriaga, Chiapas, quedando formalmente a su disposición en el lugar mencionado como 
probables responsables de la comisión de los delitos de daños, lesiones y amenazas, según se aprecia en el 
oficio de puesta a disposición procedente, violentando con esto lo dispuesto por el citado artículo 16 Consti­
tucional, así como los numerales 1 y 97 bis, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Chiapas, 
vigentes y aplicables al caso en el momento de los hechos, pues no fueron puestos de inmediato a disposición 
del Representante Social correspondiente.

 94. De igual manera, V1 y V2 fueron objeto de incomunicación durante el tiempo que permanecieron detenidos 
en las instalaciones de la Comandancia de la Policía Municipal. Esta situación queda acreditada con las actas 
circunstanciadas de 17 de diciembre de 2013, en la que personal de la Comisión Estatal de los Derechos Hu­
manos de Chiapas hizo constar las declaraciones de T2, T5, T6 y T7, testigos de la incomunicación de V1 y 
V2, coincidiendo en que no les permitieron el acceso e información a los familiares de los agraviados aun 
cuando lo solicitaron verbalmente a las autoridades correspondientes, y tampoco los presentaron de inmedia­
to ante el agente del Ministerio Público, lo cual se robustece con las manifestaciones vertidas y con el conte­
nido de las fojas del libro de registro de detenidos que obran en la Comandancia de la Policía Municipal que 
fueron exhibidas y proporcionadas por la propia autoridad a la Comisión Estatal, de las cuales se advier­
te que se permitió la primera visita a los detenidos hasta las 21:42 horas del 2 de agosto de 2013, nueve 
horas con doce minutos después de haber sido detenidos a las 12:30 horas, generando incertidumbre sobre 
su situación jurídica 

 95. Por otro lado, AR2 no realizó diligencia alguna por ningún medio, para confirmar la acusación de AR7, la cual 
es incongruente y no se apega a la verdad, pues se advierte que acudió el 2 de agosto de 2013 ante AR2 a pre­
sentar formal querella por los delitos de daños, amenazas y lo que resulte, en contra de V1 y V2, en agravio 
de AR1 y el H. Ayuntamiento de Arriaga, Chiapas, cuando ha quedado demostrado, con las declaraciones de 
los testigos presenciales y con el video tomado el día de los hechos, que V1 o V2 no profirieron amenazas, 
insultos o agresión verbal contra AR1, mucho menos que le hayan provocado lesión alguna, tan es así que 
en el dictamen médico pericial correspondiente inserto en la AP1, efectuado el 3 de agosto de 2013 a AR1, se 
asentó que no existieron lesiones en la anatomía de éste que clasificar; tampoco se demostró que ellos hu­
biesen roto vidrios o mobiliario de las oficinas municipales en que se encontraban, como les fue imputado. 
Más aún AR1 no contradijo las aseveraciones formalizadas en la querella, sino que, por el contrario, al rendir 
su declaración ante AR2 hasta el 3 de agosto de ese año se limitó a manifestar respecto a los hechos que no 
tenía interés jurídico en querellarse contra V1 y V2, por los delitos de lesiones y amenazas cometidas, su­
puestamente, en su agravio, por lo que el perdón que les fue otorgado por AR7 resulta también injustificado 
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ya que AR2 no comprobó la comisión de acto ilícito alguno, lo que puede traducirse en un medio indirecto de 
presión para que V1 y V2 admitieran implícitamente la responsabilidad que les era imputada, esto al aceptar 
el perdón y así lograr su liberación tras la detención prolongada a la que estuvieron sujetos. 

 96. Esta Comisión Nacional advierte que AR1, AR3, AR4, AR5, AR6 y AR7 sostuvieron en los informes rendidos 
a la comisión local de derechos humanos la misma versión respecto al desarrollo de los hechos ocurridos el 
2 de agosto de 2013, igualmente lo hicieron, a excepción de AR3, ante el Fiscal del Ministerio Público que 
integró la AP1, lo que implica que la agresión, amenazas y daños en que supuestamente incurrieron V1 y V2 
fue producto de una versión expuesta por las autoridades municipales, pues como se ha acotado en párrafos 
precedentes, de las evidencias descritas se advierte que los hechos delictivos que les fueron imputados no 
se acreditan con los elementos contenidos en la AP1, lo que implica que las autoridades competentes deben 
realizar una investigación en su contra para deslindar su responsabilidad.

 97. Cabe señalar, igualmente, que AR2 incurrió en diversas irregularidades y omisiones en la integración de la 
AP1, dejando de salvaguardar el derecho de V1 y V2 a un proceso tramitado de manera imparcial y con es­
tricto apego al principio de legalidad, generando circunstancias que le restan certeza jurídica a la integración 
de la indagatoria de mérito. Esto es así por la falta de cuidado que demostró al suscribir el “Acuerdo Ministe­
rial de Retención”, toda vez que asentó que éste fue emitido a las 14:10 horas del 2 de agosto de 2013, hora 
y media “antes” de que le fuera notificada la puesta a disposición de los detenidos, la cual se realizó a las 
15:40 horas de ese mismo día según consta en el “Acuerdo de Inicio” de la AP1 y en el oficio de puesta a 
disposición DPCM/325/2013, en el que se aprecia el sello de recibido por parte de la autoridad ministerial; tam­
bién omitió asentar la hora en diversas actuaciones que realizó en la averiguación previa de referencia, como 
en las ratificaciones ministeriales de 2 de agosto de 2013, respecto del oficio de puesta a disposición de V1 y 
V2, por parte de AR4, AR5 y AR6, la declaración ministerial de AR7 efectuada el mismo 2 de agosto, los acuer­
dos de recepción de esa misma fecha así como del 3 de agosto siguiente, referente a los escritos aportados 
por V1 y V2, a través de los que solicitaron les fuese concedido el beneficio de su libertad caucional y les nom­
braran un defensor particular, la fe ministerial del lugar de los hechos de 3 de agosto de 2013 y las declara­
ciones de AR1 y AR7 efectuadas ante el agente del Ministerio Público también el 3 de agosto de ese año.

 98. Omisión que no se justifica con el argumento vertido en su informe en el sentido de que eran diligencias con­
tinuas por lo que no contaban con la hora, ya que de haber sido así carecerían también de fecha, siendo que 
ésta sí fue anotada, máxime que tales datos resultan necesarios para contabilizar plazos e inclusive las ac­
ciones a realizar en beneficio de las víctimas así como de los indiciados a fin de garantizar sus derechos. Con 
el actuar descrito se incumple con lo señalado en el artículo 6, fracciones I, inciso a), numeral 2, y VI, en re­
lación con el 9, fracción II, de la Ley Orgánica de la Procuraduría del Estado de Chiapas, los que establecen 
como atribución del Ministerio Público en la investigación de los delitos del orden común, practicar las dili gencias 
necesarias para acreditar la probable responsabilidad, haciendo constar la hora, día, mes y año en que se 
llevan a cabo las actuaciones para la debida procuración de justicia.

 99. De la misma manera, AR2 no se apegó a lo previsto por el artículo 97 bis del Código de Procedimientos Pe­
nales para el Estado de Chiapas, que establece que cuando el inculpado se encuentre detenido ante el Mi­
nisterio Público se procederá de inmediato a hacer de su conocimiento la imputación que existe en su contra 
y el nombre del denunciante o querellante, además de indicarle los derechos que le otorga la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo cual no ocurrió sino hasta más de 20 horas después de estar a 
su disposición.

 100. Según consta en la AP1, a las 22:48 horas del 2 de agosto de 2013 y a las 00:10 horas del día 3 del mismo mes 
y año, AR2 recibió sendos escritos de V1 y V2 mediante los cuales solicitaron, entre otras pretensiones, les fue­
ra concedido el beneficio de su libertad bajo caución, requiriéndole emitiera el acuerdo respectivo. AR2 suscri­
bió acuerdo de recepción de las citadas solicitudes sin pronunciarse en torno al fondo de las mismas, contraria­
mente a la resolución inmediata que debe emitirse según lo previsto en la fracción I del artículo 20, apartado 
A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el artículo 97 bis, fracción III, inci­
so F), del Código de Procedimientos Penales del Estado de Chiapas, aplicables al caso, en con cordancia con 
los numerales 135, párrafo segundo, y 524, párrafo primero, del mismo Código, así como el artículo 6, fracción I, 
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inciso a), numeral 10, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia de esa entidad federativa. 
Con esto, AR2 dejó de conducirse con apego al orden jurídico, respeto a los derechos humanos y abstenerse 
de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia del servicio que le sea encomendado. 

 101. Resulta inadmisible la justificación que AR8 dio a este Organismo Nacional mediante oficio 1930/2014 de 13 
de octubre de 2014, como ampliación de información al caso, al señalar que no fue otorgada la caución soli­
citada por el defensor en beneficio de V1 y V2, en razón a que AR2 aún no contaba con las periciales nece­
sarias para fijar ésta en relación con los daños que, supuestamente, ocasionaron los detenidos; esto es así, 
en consideración a que no aportó soporte alguno que demostrara su aseveración, más aún, en la AP1 no 
consta razón alguna emitida por AR2 respecto al otorgamiento del beneficio solicitado, lo que deja en claro la 
falta de responsabilidad por parte de AR8 al no salvaguardar los principios de legalidad, honradez e imparcia­
lidad a que está obligado como servidor público.

 102. Con la manera de actuar de AR1, AR2, AR3, AR4, AR5, AR6, AR7 y AR8, se vulneró la seguridad jurídica de 
V1 y V2, pues es evidente que si los servidores públicos se extralimitan en sus atribuciones, el afectado por 
un acto de la administración y, en general, todos los individuos, quedan expuestos a la incerteza jurídica que 
produce no saber cómo van actuar los servidores públicos en el cumplimiento de sus obligaciones.

Derecho al Trato Digno
 103. El derecho al trato digno está reconocido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en 

distintos instrumentos internacionales de derechos humanos. El artículo 1o. constitucional, párrafo quin­
to, dispone que queda prohibido cualquier acto que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto 
anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.

 104. En el mismo sentido, a nivel internacional, reconocen este derecho los artículos 1 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos; 11.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 7 del Pacto Internacio­
nal de Derechos Civiles y Políticos, así como el numeral V, de la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre, que disponen que toda persona tiene derecho al respeto de su honra, su reputación, al 
reconocimiento de su dignidad, a la protección de la Ley contra los ataques abusivos a éstas, así como a no 
ser sometido a tratos degradantes.

 105. Este derecho se refiere a la prerrogativa que tiene toda persona a que se le permita hacer efectivas las con­
diciones jurídicas, materiales, de trato, acordes con las expectativas en un mínimo de bienestar reconocidas 
por el orden jurídico. Implica un derecho para el titular que tiene como contrapartida la obligación de todo 
servidor público de omitir las conductas que vulneren esas condiciones de privilegio, particularmente los 
tratos humillantes, vergonzosos o denigrantes, que coloquen a la persona en esta condición de no hacer efec­
tivos sus derechos, teniéndose como bien jurídico protegido un trato respetuoso dentro de las condiciones 
mínimas de bienestar.

 106. V1 y V2 señalaron en su queja que al encontrarse en las oficinas de la Presidencia Municipal de Arriaga, 
Chiapas, en compañía de un grupo de ciudadanos esperando la respuesta a sus demandas por parte de la 
autoridad municipal, AR1 arribó a ese lugar dirigiéndose a los presentes con la expresión “…no le hagan caso 
a un loco…”, refiriéndose a V1. Esta circunstancia se acreditó con la videograbación aportada como evidencia 
por V1 y V2, en la que se aprecia el momento en que AR1 hizo esa aseveración, así como con el acta circuns­
tanciada de 26 de junio de 2014 en la que personal de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de 
Chiapas hace una relatoría del contenido de la minuta de trabajo realizada en esa fecha con la participación, 
entre otros, de AR1 y V1, de la que destaca la manifestación atribuida al primero, respecto a que acepta haber 
llamado “loco” a V1 el día de los hechos motivo de su queja, por lo cual en ese acto le pidió una disculpa.

 107. Al descalificar AR1 a V1 refiriéndose a él como un “loco”, se actualiza una conducta inapropiada a la que le 
corresponde asumir al citado servidor público municipal, quien en todas sus actuaciones está obligado a velar 
por el respeto a los derechos humanos de sus gobernados y dirigirse a ellos con educación y respeto, toda 
vez que el calificativo utilizado violenta el estado mental de V1, lo cual constituye un acto degradante y de 
discriminación, encaminado a tratar de minar la credibilidad de V1 ante las personas de la comunidad que lo 
acompañaban, el día de los hechos, a solicitar una respuesta respecto a los servicios que debía proporcionar 
la Presidencia Municipal; en ese orden de ideas, la conducta empleada por AR1 al menospreciar a V1, pre­
tendió influir en el ánimo de los asistentes a efecto de que no se proporcionar los servicios reclamados.
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 108. Resulta evidente que AR1 se apartó de la obligación de todo servidor público de omitir las conductas que 
vulneren los derechos reconocidos por el orden jurídico. No es lo mismo que una persona en lo particular 
profiera adjetivos calificativos denostativos de otra persona enfrente de un grupo de individuos, pues ello 
acarreará discrepancias entre los particulares en sus derechos, que cuando un servidor público, como AR1, 
emite un calificativo ofensivo o denosta a V1 al estigmatizarlo por las opiniones que vierte en cuanto al actuar 
de la autoridad municipal, pues la autoridad están actuando conforme a los principios del servicio que presta, 
resultando más preocupante ya que tiene contacto con todos aquellos ciudadanos que acuden para solicitar 
sus servicios, por lo que es lógico pensar que su opinión influirán en la percepción que otros individuos tengan 
sobre quienes fueron objeto de sus críticas. Por ello, queda claro que se violó el derecho al trato digno y a no 
ser discriminado que tiene toda persona, especialmente cuando proviene de servidores públicos.

responsabilidad de las autoridades

 109. Las anteriores actitudes demuestran la falta de honradez, imparcialidad y eficiencia con que se condujeron 
AR1, AR2, AR3, AR4, AR5, AR6, AR7 y AR8 e implica transgredir los derechos humanos de los ciudadanos 
relacionados con la prestación del servicio público, así como una falta de compromiso con la obligación de 
promover, respetar, proteger y garantizarlos en los términos que establece el artículo 1°, párrafos primero, 
segundo y tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; tan es así, que fue necesario 
que en diversos momentos tanto la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Chiapas como esta Co­
misión Nacional solicitaran a AR1 medidas cautelares para evitar afectar los derechos humanos de V1 o de 
las personas con las que realizaba manifestaciones en esa localidad, en consideración a que éste hizo del 
conocimiento de ambas instancias, en su momento, que continuaba siendo objeto de actos de hostigamiento 
y amenazas por parte de autoridades municipales.

 110. La conducta de AR1, AR3, AR4, AR5, AR6 y AR7 también resulta contraria a las obligaciones previstas en los 
artículos 45, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado de Chiapas, y 40, 
fracción II, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Chiapas, en los que se establece que los servidores 
públicos deben salvaguardar los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el 
desempeño de su empleo, cargo o comisión y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión 
o deficiencia del servicio o implique abuso de autoridad, así como de vigilar y proveer el buen funcionamiento 
de la administración pública municipal. Asimismo, la conducta desplegada contraría el artículo 6, de la Ley del 
Sistema Estatal de Seguridad Pública para el Estado de Chiapas, en que se prevé que la actuación de las 
instituciones de Seguridad Pública se regirán, además de los principios ya citados, por el respeto a los dere­
chos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución 
Política del Estado de Chiapas.

No pasa inadvertido para esta Comisión Nacional que aun cuando AR1 informó que se había iniciado un 
“proceso administrativo” relacionado con los hechos a estudio, en contra de los elementos aprehensores de 
V1 y V2, es evidente que esto constituyó únicamente una simulación, pues como se advierte de la información 
proporcionada por SP2, el 12 de mayo de 2015, únicamente se instruyó en contra de AR4, a quien dicho sea 
de paso no se le fincó responsabilidad alguna, sin precisar el número que le correspondió; asimismo, por 
cuanto hace a AR5 y AR6 no se les inició investigación alguna bajo el argumento de que causaron baja de la 
Dirección de Protección y Seguridad Municipal de Arriaga, Chiapas, situación que este Organismo Nacional 
considera que no los exime de ser sometidos a un procedimiento administrativo tomando en cuenta que en el 
momento de los hechos ambos ejercían un cargo de servidor público, además de que aún no prescribe la ac­
ción sancionadora de la Contraloría Municipal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 75 de la previs­
to Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Chiapas.

 111. De igual manera, AR2 incumplió con las obligaciones contenidas en el artículo 105, fracciones IX, XIII y XV, 
de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado, de conducirse en todo momento con 
apego al orden jurídico y respeto a los derechos humanos, así como de abstenerse de cualquier acto u omisión 
que cause la suspensión o deficiencia del servicio que le sea encomendado, así como del retardo en la pres­
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tación del servicio, incurriendo en causa de responsabilidad al no cumplir, retrasar o perjudicar por negligencia 
la debida actuación del Ministerio Público, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 106, fracción I, del 
ordenamiento en cita.

 112. La actuación de AR2 y AR8 también resulta contraria a las obligaciones previstas en el artículo 45 de la Ley 
de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado de Chiapas, en el que se establece que los 
servidores públicos deben salvaguardar los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficien­
cia en el desempeño de su empleo, cargo o comisión y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la 
suspensión o deficiencia del servicio o implique abuso de autoridad.

 113. Por otra parte, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos considera necesario hacer patente que 
durante la investigación del caso materia de esta recomendación, se presentaron obstáculos y falta de colabo­
ración por parte de AR1 quien, pese a las diversas solicitudes de información formuladas respecto a la imple­
mentación de medidas cautelares en favor de los agraviados, omitió remitir las evidencias de su aceptación y 
ejecución.

 114. La omisión de brindar información del caso de manera oportuna, a pesar de las múltiples solicitudes realizadas, 
denota un claro desinterés hacia la labor investigadora que realiza esta Comisión Nacional, la cual, ade­
más, resulta obstaculizada con motivo de la inobservancia de las obligaciones establecidas en los artículos 
1o, párrafo tercero, de la Constitución Federal; 67, primer párrafo y 69 de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, en que se prevé que todas las autoridades deben promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos, así como rendir a este Organismo Nacional los informes que les sean re­
queridos, a la vez que se actualiza la hipótesis normativa establecida en el artículo 70 del mismo ordenamien­
to legal en que se dispone que las autoridades y servidores públicos serán responsables administrativamente 
por las omisiones en que incurran durante o con motivo de la tramitación de quejas e inconformidades ante la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, de acuerdo con las disposiciones constitucionales y legales 
aplicables.

 115. En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 102, Apartado B, de la Constitución Políti­
ca de los Estados Unidos Mexicanos; 6, fracción III; 71, segundo párrafo, y 72, segundo párrafo, de la Ley de 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se considera que en el caso se cuenta con elementos de con­
vicción suficientes para presentar formal queja en los órganos internos de control estatales y municipales 
correspondientes, a fin de que se inicien los procedimientos administrativos de investigación procedentes con­
tra los servidores públicos que participaron en los hechos que se consignan. 

reparación del daño

 116. El deber de reparar las violaciones a los derechos humanos de V1 y V2, cometidas por servidores públicos 
estatales y municipales del Estado de Chiapas, deriva de diversos ordenamientos y criterios doctrinales y 
jurisprudenciales tanto nacionales como internacionales. En primer lugar, el artículo 1º de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece en su párrafo tercero: “Todas las autoridades, en el ám­
bito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos hu­
manos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 
En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos 
humanos en los términos que establezca la ley”; asimismo, el artículo 113 constitucional párrafo segundo 
prevé que “La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad administrativa irre­
gular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán 
derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes”.

 117. Por su parte, la Ley General de Víctimas establece en su artículo 26 que las víctimas tienen derecho a ser 
reparadas de manera oportuna, plena, diferenciada, transformadora, efectiva e integralmente por el daño que 
han sufrido como consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado o de las violaciones de 
derechos humanos que han sufrido, comprendiendo medidas de restitución, rehabilitación, compensación, 
satisfacción y medidas de no repetición. Igualmente la Ley para la Protección a Víctimas del Delito en el Esta­
do de Chiapas, establece en su artículo 14 que las víctimas tienen derecho a ser reparadas, asimismo dispone 
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en el numeral 17 que tratándose de delitos cuya comisión sea imputable a servidores públicos del Es tado, en el 
desempeño de sus funciones o por motivos de ellas, se considerará como obligación propia del Sistema de 
Protección para las Víctimas del Delito proporcionar a las víctimas o a los ofendidos la asesoría jurídica con 
objeto de que se les satisfaga la reparación del daño en términos de lo dispuesto por el Código Penal y la 
legislación aplicable.

 118. En el ámbito internacional, el principio 15 de los Principios y Directrices básicos sobre el derecho de las víc­
timas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves 
del derecho internacional a interponer recursos y obtener reparaciones señala que “una reparación adecuada, 
efectiva y rápida tiene por finalidad promover la justicia, remediando las violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos o las violaciones graves del derecho internacional humanitario. La re-
paración ha de ser proporcional a la gravedad de las violaciones y al daño sufrido”.

 119. Por otra parte, el doctor Sergio García Ramírez —ex Presidente de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos— ha señalado que la violación a derechos humanos constituye una hipótesis normativa acreditable 
y declarable, y que la reparación es la consecuencia jurídica de aquélla. La naturaleza y características de la 
primera determinan las de la segunda, que también se puede y se suele expresar en términos diferentes: así, 
la reparación reflejará la naturaleza del bien lesionado o asumirá otro carácter, siempre compensatorio.18

 120. De tal suerte que como lo ha indicado el Tribunal Interamericano, la reparación es un término genérico que 
comprende las diferentes maneras como un Estado puede hacer frente a la responsabilidad internacional en 
que ha incurrido. Por ello, la reparación comprende diversos “modos específicos” de reparar que “varían según 
la lesión producida”.19 Asimismo, ha señalado que las reparaciones que se establezcan deben guardar rela­
ción con las violaciones declaradas.20 Finalmente, ha señalado que la reparación del daño ocasionado por 
la infracción de una obligación internacional requiere, siempre que sea posible, la plena restitución (restitutio 
in integrum), la cual consiste en el restablecimiento de la situación anterior a la violación. De no ser esto po­
sible, cabe determinar una serie de medidas para que además de garantizar el respeto de los derechos 
conculcados, se reparen las consecuencias que produjeron las infracciones.21

 121. Habida cuenta de lo anterior, esta Comisión Nacional considera procedente la reparación de los daños oca­
sionados a V1 y V2 en los supuestos y términos siguientes:

i. Rehabilitación

 122. De conformidad con los estándares internacionales, la rehabilitación debe incluir la atención médica y psico­
lógica así como la atención de los servicios sociales.22 Por ello, en el presente caso deben ofrecerse a las 
víctimas la atención psicológica que sean necesarias para contrarrestar los efectos de los actos perpetrados 
en su contra.

ii. Satisfacción

 123. La satisfacción debe incluir, cuando sea pertinente y procedente, la totalidad o parte de las medidas siguientes: 
a) medidas eficaces para conseguir que no continúen las violaciones; b) la verificación de los hechos y la re­
velación pública y completa de la verdad; c) una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dig­
nidad, la reputación y los derechos de la víctima; d) una disculpa pública; y e) la aplicación de sanciones jurí­
dicas o administrativas a los responsables de las violaciones.

 124. En el presente caso es necesario que las instancias correspondientes de los gobiernos estatal y municipal 
involucrados en el caso realicen un acto de reconocimiento de responsabilidad de las violaciones acreditadas 

18 García Ramírez, Sergio. La Corte Interamericana de Derechos Humanos. México: Porrúa, 2007, pág. 303.
19 Caso Garrido y Baigorria vs. Argentina. Sentencia de 27 de agosto de 1998, párrafo 41
20 Caso Carpio Nicolle y otros vs. Guatemala. Sentencia de 22 de noviembre de 2004, párrafo 89.
21 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay. Sentencia de 17 de junio de 2005, párrafo 193.
22 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de 

derechos humanos y violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones. Numeral 21.
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en esta Recomendación, a través de una disculpa pública institucional adecuada. Igualmente, es necesario 
que dentro de las medidas de satisfacción y como parte de la reparación del daño ocasionado a V1 y V2, 
inicien las investigaciones administrativas que correspondan por las violaciones a los derechos humanos en 
que incurrieron AR1, AR2, AR3, AR4, AR5, AR6, AR7 y AR8 y, en su caso, se determine la responsabilidad 
administrativa.

iii. Garantías de no repetición

 125. Estas consisten en implementar las medidas que sean necesarias para conseguir que los hechos violatorios 
de derechos humanos no se repitan.23 De conformidad con ello, es necesario que las autoridades del Munici­
pio de Arriaga, Chiapas y de la Procuraduría General de Justicia de esa entidad federativa implementen y 
difundan los lineamientos y las acciones necesarias para que los servidores públicos de esas instancias del 
Estado se abstengan, en lo sucesivo, de incurrir en restricciones indebidas y evitar obstaculizaciones directas 
o indirectas a la actividad que llevan a cabo los defensores civiles de derechos humanos en el Estado, evitan­
do estigmatizar el trabajo que realizan, garantizando en todo momento el pleno ejercicio de sus derechos 
humanos, además de instaurar las medidas específicas de capacitación para que en lo sucesivo se omita 
repetir situaciones como las mencionadas en este documento.

iv. Indemnización

 126. Ésta consiste en reparar el daño causado, sea material o inmaterial, y permite compensar con un bien útil la 
pérdida o el menoscabo de un bien de la misma naturaleza e incluso de una diferente. Por ello, se considera 
necesario que las autoridades de Chiapas otorguen una indemnización a V1, cuyo monto deberá establecer­
se en coordinación y colaboración con la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas federal, como consecuen­
cia de la responsabilidad en que incurrió el personal de la Procuraduría General de Justicia de esa entidad, así 
como de la Presidencia Municipal de Arriaga, Chiapas, en los términos descritos en esta Recomendación.

 127. Finalmente, debe precisarse que si bien una de las vías previstas en el sistema jurídico mexicano para lograr 
la reparación del daño derivado de la responsabilidad profesional e institucional consiste en plantear la recla­
mación ante el órgano jurisdiccional competente, también lo es que el sistema no jurisdiccional de protección 
de derechos humanos, de conformidad con lo establecido en los artículos 1°, párrafo tercero y 113, párrafo 
segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 44, párrafo segundo, de la Ley de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos; prevén la posibilidad de que al evidenciarse una violación 
a los derechos humanos atribuible a un servidor público, la Recomendación que se formule a la dependencia 
pública debe incluir las medidas que procedan, a efecto de lograr la efectiva restitución de los afectados en 
sus derechos fundamentales y las relativas a la reparación de los daños y perjuicios que se hubieran ocasio­
nado, para lo cual el Estado deber investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos en 
los términos que se establezca en la ley.

 128. En consecuencia, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos considera procedente formular a ustedes, 
respetuosamente, las siguientes:

v. rEcomEndacionEs

GOBernadOr cOnsTiTUciOnaL deL esTadO de cHiaPas

PriMera. Se instruya a quien corresponda a efecto de que se implementen y difundan los lineamientos y las 
acciones necesarias para que los servidores públicos del Poder Ejecutivo de esa entidad federativa respeten 
el trabajo que llevan a cabo los defensores civiles de derechos humanos en el Estado, brindando en todo 
momento las garantías para el ejercicio libre de su actividad y el pleno ejercicio de sus derechos humanos; 

23 Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2000, párrafo 40.
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asimismo, para que se abstengan de emitir cualquier pronunciamiento que tenga por objeto estigmatizar o 
descalificar su labor, enviando a este Organismo Nacional las evidencias que acrediten las medidas adoptadas, 
enviando a este Organismo Nacional las evidencias que acrediten las medidas adoptadas. 

seGUnda. Instruya al Procurador General de Justicia de esa entidad federativa a efecto de que implemente 
y difunda los lineamientos y las acciones necesarias para que los agentes del Ministerio Público adscritos a 
esa instancia se abstengan, en lo sucesivo, de repetir actos como los que dieron origen a la presente Reco­
mendación, enviando a este Organismo Nacional las evidencias que acrediten las medidas adoptadas.

Tercera. Se sirva girar instrucciones a quien corresponda a fin de que a la brevedad se otorgue una indem­
nización a V1 y V2, cuyo monto deberá establecerse en coordinación y colaboración con la Comisión Ejecu­
tiva de Atención a Víctimas federal, como consecuencia de la responsabilidad en que incurrió el personal de 
la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chiapas con base en las consideraciones planteadas en la 
presente Recomendación, y se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con que se acredite su 
cumplimiento.

cUarTa. Se sirvan girar sus instrucciones a quien corresponda, a efecto de que V1 y V2 reciban la atención 
psicológica que sea necesaria para contrarrestar los efectos de los actos perpetrados en su contra, a través 
de las instituciones estatales correspondientes, enviando las pruebas de su cumplimiento.

QUinTa. Instruya a quien corresponda para que se aporten todos los elementos necesarios en el procedi­
miento administrativo de investigación que se inicie con motivo de la denuncia que esta Comisión Nacional 
presente ante la Contraloría General de la Procuraduría General de Justicia de esa entidad federativa contra 
AR2 y AR8, involucrados en los hechos de la presente Recomendación, a los que debe agregarse copia de 
la presente Recomendación y se informe a este Organismo Nacional la determinación que en su momento se 
emita.

seXTa. Se sirva girar instrucciones a quien corresponda, a efecto de que se diseñe e imparta un curso de 
Capacitación y Formación en Materia de Protección a los Defensores de Derechos Humanos, el cual aborde la 
importancia de la libertad de expresión y los derechos de reunión o protesta social pacífica, dirigido a los ser­
vidores públicos de todas las dependencias del Ejecutivo Estatal, incluyendo mandos medios y superiores, de 
manera tal que con el mismo se logre concientizar la situación especial en que se encuentran los defensores 
civiles de derechos humanos, buscando así que las tareas que realizan en el marco de sus atribuciones se 
ajusten a la legalidad y respeto a los derechos humanos, enviando a este Organismo Nacional las pruebas 
de su cumplimiento.

cc. inTeGranTes deL aYUnTaMienTO de arriaGa, cHiaPas 

PriMera. Se implementen y difundan los lineamientos para favorecer e impulsar la actividad de los defen­
sores civiles de derechos humanos en aquella localidad, en aras de su libertad de buscar, recibir y difundir 
información, así como de reunirse, garantizando en todo momento el pleno ejercicio de sus Derechos Huma­
nos, enviando a este Organismo Nacional las evidencias que acrediten las medidas adoptadas.

seGUnda. Se instruya a quien corresponda a efecto de que se implementen y difundan las disposiciones 
jurídicas y las acciones necesarias, para que los servidores públicos de ese ayuntamiento respeten el trabajo 
que llevan a cabo los defensores civiles de derechos humanos en aquella localidad, brindando en todo mo­
mento las garantías para el ejercicio libre de su actividad y el pleno ejercicio de sus derechos humanos; asi­
mismo, para que se abstengan, en lo sucesivo, de emitir cualquier pronunciamiento que tenga por objeto 
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estigmatizar o descalificar su labor, enviando a este Organismo Nacional las evidencias que acrediten las 
medidas adoptadas.

Tercera. Se reconozca a V1 y V2 como víctimas y se les ofrezca una disculpa pública institucional adecua­
da por la trasgresión, en su perjuicio, de los derechos humanos descritos en el presente documento, para lo 
que deberá enviar a este Organismo Nacional las pruebas de su cumplimiento.

cUarTa. Instruya a quien corresponda para que se aporten todos los elementos necesarios en el procedi­
miento administrativo de investigación que se inicie con motivo de la denuncia que esta Comisión Nacional 
formule ante la Contraloría Municipal de ese ayuntamiento contra AR1, AR3, AR4, AR5, AR6 y AR7, involu­
crados en los hechos de la presente Recomendación, al que debe agregarse copia de la misma y se informe 
a este Organismo Nacional la determinación que en su momento se emita.

QUinTa. Se sirvan girar instrucciones a quien corresponda, a efecto de que se diseñe e imparta un curso de 
Capacitación y Formación en Materia de Protección a los Defensores de Derechos Humanos, el cual aborde 
la importancia de la libertad de expresión y los derechos de reunión o protesta social pacífica, dirigido a los ser­
vidores públicos de ese ayuntamiento, incluyendo mandos medios y superiores, de manera tal que con el 
mismo se logre concientizar la situación especial en que se encuentran los defensores civiles de derechos 
humanos, buscando así que las tareas que realizan en el marco de sus atribuciones se ajusten a la legalidad 
y respeto a los derechos humanos, enviando a este Organismo Nacional las pruebas de su cumplimiento.

 129. La presente recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apartado B, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emite con el propósito fundamen­
tal tanto de hacer una declaración respecto de actos violatorios a los derechos humanos cometidos por ser­
vidores públicos en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de en los términos 
que establece el artículo 1, párrafo tercero, constitucional, la investigación que proceda por parte de las de­
pendencias administrativas o cualquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atribuciones, 
apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de que se trate.

 130. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 46, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los De­
rechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la aceptación de esta recomendación, en su caso, 
sea informada dentro del término de quince días hábiles siguientes a su notificación.

 131. Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se solicita a usted que, en su caso, las pruebas correspondien­
tes al cumplimiento de la recomendación se envíen a esta Comisión Nacional en un plazo de quince días 
hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre su aceptación. Cuando las re­
comendaciones no sean aceptadas o cumplidas por las autoridades o servidores públicos, la Comisión Na­
cional de los Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa circunstancia y, con 
fundamento en los artículos 102, apartado B, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, 15, fracción X y 46, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, podrá 
solicitar al Senado de la República o en sus recesos a la Comisión Permanente de esa Soberanía, o a las le­
gislaturas de las entidades federativas, según corresponda, su comparecencia, a efecto de que expliquen el 
motivo de su negativa.

EL PRESIDENTE
LIC. LUIS RAÚL GONZÁLEZ PÉREZ
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ecomendación 19/2015

sobre el caso de violencia obstétrica e inadecuada atención médica en 
agravio de v1 y v2, en el Hospital general de zona iv, número 8,  

del instituto mexicano del seguro social, en Ensenada, Baja california

síntesis:

1. El 5 de marzo de 2013, aproximadamente a las 16:00 horas, 
V1 mujer de 28 años de edad, acudió al área de urgencias del 
Hospital General de Zona IV, No. 8 (Hospital General), del Ins­
tituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), en Ensenada, Baja 
California, por presentar dolores de parto, donde la canalizaron 
al área de tococirugía, a fin de esperar la llegada de AR1, para 
que autorizara el ingreso o retiro de la paciente de ese noso­
comio. Cuando AR1 llegó, revisó a V1 e indicó que tenía 4 cen­
tímetros de dilatación, por lo que sugirió volviera a su domicilio 
y regresara en 4 horas para una nueva valoración, a pesar de 
que V1 informó que tenía contracciones. Después de 15 o 20 
minutos de haber salido del hospital, V1 dio a luz a V2, en la 
vía pública, sin asistencia de personal médico, ni de enferme­
ría y sin medidas de salubridad.

2. El 12 de marzo de 2013, V1 presentó queja en Ensenada ante 
la Procuraduría de los Derechos Humanos y Protección Ciu­
dadana del Estado de Baja California, donde se inició el Expe­
diente de Queja 1, que por razón de competencia, el 21 de ese 
mes y año, se recibió en esta Comisión Nacional de los Dere­
chos Humanos, donde se radicó el expediente CNDH/5/2013 
/2307/Q, mismo que con fecha 26 de mayo de 2014 se turnó 
mediante acuerdo del Presidente de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, a la Dirección General de Quejas de este 
Organismo Nacional, para que fuera reasignado a la Cuarta 
Visitaduría General, donde se radicó el expediente CNDH/4/ 
2013/2307/Q para su trámite correspondiente. Para su debida 
integración, se solicitó al IMSS información y copia del “Expe­
diente Clínico” de V1 y V2.

3. Del análisis lógico­jurídico realizado al conjunto de evidencias 
que integran el expediente CNDH/4/2013/2307/Q, de confor­
midad con el artículo 41 de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, se cuenta con evidencias que permi­
ten probar trasgresiones a los derechos humanos a la protec­
ción de la salud materna, trato digno y derecho a vivir una vida 
libre de violencia (obstétrica) en agravio de V1, y al derecho a 
la protección de la salud y trato digno en agravio de V2, atri­
buibles al personal médico del Hospital General Zona IV, No. 8, 
del IMSS en Ensenada, Baja California, en razón de las si­
guientes consideraciones:

4. El 5 de marzo de 2013, aproximadamente a las 16:00 horas, 
V1 acudió al área de urgencias del Hospital General, con tra­
bajo de parto, donde la canalizaron al área de tococirugía, a fin 
de esperar la llegada de AR1 para que diera la autorización de 
ingreso o retiro. Cuando AR1 llegó y revisó a V1, le diagnosticó 
4 centímetros de dilatación e indicó que se fuera a su domicilio 
y regresara en 4 horas, a pesar de que V1 informó que tenía con­
tracciones e insistirle que no se sentía bien, por lo que 15 a 20 
minutos después de haber salido del nosocomio, V1 dio a luz 
a V2 en la vía pública, sin asistencia de personal médico, ni de 
enfermería y sin medidas de salubridad.

5. Al respecto, se obtuvo la “Opinión Médica” de 23 de mayo de 
2014, suscrita por un perito adscrito a esta Comisión Nacional, 
quien en relación con la exploración física y diagnóstico otorga­
do por AR1, determinó que fue inadecuado, y que la atención 
otorgada fue inoportuna, ya que por los parámetros reportados 
en la primera exploración que realizó a V1, debió ingresar­
la para su debida atención y vigilancia, pues presentaba datos 
para diagnosticarla en “fase activa” del trabajo de parto; por el 
contrario, la envió con cita abierta a urgencias de tococirugía, con 
datos de alarma, y según el dicho de V1 con revaloración en 4 
horas; lo que motivó que V1 saliera a caminar, acelerando el 
trabajo de parto al segundo periodo, que comienza con dilata­
ción completa lo que provocó que, 15 o 20 minutos después 
de haber salido del nosocomio, V1 dio a luz a V2 en la vía pú­
blica en condiciones insalubres y sin la asistencia de personal 
médico y de enfermería, poniendo en riesgo la vida de V2, por 
la delicadeza y fragilidad que presenta un recién nacido a es­
casos segundos de salir del vientre, ya que en el caso, el pri­
mer componente anatómico visible, fue el cráneo y, enseguida, 
el resto del cuerpo de V2, por lo que pudo haberse pre sentado 
un traumatismo craneoencefálico; convalidándose con ello la 
relación causa­efecto, entre la inadecuada atención mé dica 
proporcionada, así como la violación al deber de cuidado que 
debió cumplir el médico tratante, como garante de la salud de 
V1 y V2.

6. En la misma “Opinión Médica”, se indicó que AR1 debió realizar 
a V1 un partograma, con el objeto de llevar una adecuada vi­
gilancia del trabajo de parto, para prevenir, detectar y manejar 
la aparición de complicaciones que pueden desencadenar 
daños fatales o irreversibles al binomio materno­infantil, por lo 
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que se contravino el contenido del numeral 5.4.1.1, de la refe­
rida norma oficial mexicana. Además, la Organización Mundial 
de la Salud (OMS), considera al “partograma”, como una de 
las más importantes herramientas de monitoreo en la atención 
obstétrica moderna, por lo que aboga por su uso universal, en 
toda mujer que ingrese para atención obstétrica. No obstante 
que en el “Expediente Clínico” de V1 obra agregado un parto­
grama de 5 de marzo de 2013, elaborado a las 19:30 horas; 
sin embargo, este documento se realizó 10 minutos después 
del nacimiento de V2, lo que se corroboró con la “Nota Pospar­
to” de esa misma fecha, elaborada por AR1 y un médico interno 
de pregrado, y con el Certificado de Nacimiento de V2, en las 
que se estableció que V2 nació a las 19:20 horas. Asimismo 
señaló que del análisis del expediente clínico de V1 y V2, no se 
advirtió que hubiera una vigilancia estrecha del binomio mater­
no­infantil, pues conforme a la Guía de Práctica Clínica “Para 
la Vigilancia y Manejo del Trabajo de Parto”, la verificación y 
registro de la contractilidad uterina, así como el latido cardiaco 
fetal, antes, durante y después de la contracción uterina, se debe 
realizar al menos cada 30 minutos; mientras que los registros 
del progreso de la dilatación cervical, registro del pulso, tensión 
arterial y temperatura, se practicarán como mínimo cada 4 
horas; además de que se debe mantener una hidratación ade­
cuada de la paciente, lo que finalmente no se realizó.

7. Después de que AR1 decidió no hospitalizar a V1, ésta dio a luz 
en la vía pública, puso en riesgo su vida y la V2, originando que 
uno de los actos más íntimos en la vida de una mujer, fuera 
expuesto por completo ante todo aquél que se encontrara tran­
sitando por la vía pública en ese momento, y que un re portero 
del Periódico 1 filmara el nacimiento de V2 y lo difundiera en 
medios electrónicos y redes sociales, a través de “Internet”. 
Además, el perito médico de esta Comisión Nacional refirió que 
en el “Expediente Clínico” de V1 y V2 no existen constancias 
del personal médico, de enfermería o paramédico que atendió 
la urgencia suscitada en la vía pública, donde V1 dio a luz a 
V2, pues se observa que en la “Nota Médica y Prescripción” de 
3 de junio de 2013, donde consta valoración médica realizada 
a V2, se asentó que nació por parto fortuito, sin complicaciones 
ni patologías, encontrarse en buenas condiciones, y sin evi­
dencia de lesión alguna secundaria al parto; empero, en la 
“Historia Clínica Obstétrica” de 5 de marzo de 2013, AR1 no 
estableció la hora de elaboración y, no existen notas donde 
se especifiquen las indicaciones para después del alta de V1 
y V2.

8. En el Acta Circunstanciada del 4 de junio de 2014, se asentó 
que visitadores adjuntos de esta Comisión Nacional, se cons­
tituyeron en el domicilio de la agraviada para brindarle apoyo 
psicológico. Al respecto, se obtuvo la opinión psicológica de 7 
de julio de 2014, emitida por una perito de esta Comisión Na­
cional, en la que, teniendo en cuenta la entrevista sostenida 
con V1, consideró que debía recibir atención psicológica que 
le permita superar los trastornos psicológicos que se ocasio­
naron con motivo de la atención recibida en el Hospital Gene­

ral, así como los provocados por la publicación de su imagen 
en “Internet”. Asimismo, se hizo constar que después del naci­
miento de V2 en la vía pública, personal médico las trasladó al 
Hospital General, donde V2 fue puesta en una incubadora, 
de quien no supo nada hasta las 11:00 horas del 6 de marzo de 
2013, momento en que fueron dadas de alta; haciendo hinca­
pié en que las enfermeras se mostraron enojadas con ella. 
Consideró además, que AR1, desatendió el carácter prioritario 
que tiene la protección materno­infantil y la promoción de la 
salud materna, al “no proporcionarle un servicio oportuno de 
calidad y calidez”, como lo dispone el artículo 61, de la Ley 
General de Salud, y numeral 5.1.3., de la citada norma oficial 
mexicana. De igual forma la perito constató que V1 “no contó 
con apoyo psicosocial ni fue tratada con respeto y de modo 
individual y personalizado” que le garantizara intimidad en el 
trabajo de parto y, en general, “no se le hizo partícipe de las 
actuaciones de los profesionales de salud”.

9. De las evidencias que se allegó esta Comisión Nacional se 
advierte que la indebida atención al binomio materno­infantil, 
se traduce en violencia institucional por parte de una institución 
de salud, pues en términos de los artículos 18, 46, fracciones 
I, II, III y X, 51, fracción II, de la Ley General de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, en relación con el diver­
so 59, fracciones I, II y III, de su Reglamento. De igual forma 
se advirtió que AR1 trasgredió los derechos humanos a la pro­
tección de la salud materna, trato digno y derecho a vivir una 
vida libre de violencia (obstétrica) en agravio de V1, y el dere­
cho a la protección de la salud, trato digno, en agravio de V2, 
quien tenía el deber de cuidado que debía y podía observar, 
en su calidad de garante de la salud de V1 y V2, que deriva de 
los artículos 33, fracciones I y II, de la Ley General de Salud, 
además, los artículos 1º, párrafos primero, segundo y tercero, 
4º, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 1º, 2º, fracciones I, II y V; 3º, fracción IV, 
23, 27, fracciones III y IV, 32, 33, fracciones I y II, 51, primer 
párrafo, 61 fracción I, y 61 Bis, de la Ley General de Salud; 8, 
fracciones I y II, 9, 48, y 99 del Reglamento de la Ley General 
de Salud en Materia de Prestación de Servicios de Atención 
Médica; los numerales 12.1 (Atención médica) y 12.2 (Servicios 
médicos apropiados para la mujer embarazada) de la Conven­
ción sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer, adoptada por la ONU el 18 de diciembre de 
1979 y vigente en México desde el 12 de mayo de 1981, así 
como las normas oficiales mexicanas “Del expediente Clínico” 
y “Criterios y procedimientos para la prestación del servicio”. 

10. En virtud de lo anterior se constató que AR1 actuación incum­
plió sus obligaciones contenidas en los artículos 8, fracciones 
I, VI y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Adminis­
trativas de los Servidores Públicos; y 303 de la Ley del Seguro 
Social.

11. Sobre el particular, los artículos 6.1, del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos adoptado por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966 y vigente 



Recomendaciones  Gaceta 299 • Jun • 2015

147

en México desde el 23 de junio de 1981; 1.1, de la Convención 
Americana Sobre Derechos Humanos (“Pacto de San José”) 
del 22 de noviembre de 1969; I, VII y XI, de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada 
el 2 de mayo de 1948, en Bogotá, Colombia; 3 y 25.1, de la De­
claración Universal de los Derechos Humanos, adoptada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciem­
bre de 1948; 12.1 y 12.2, inciso a), del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado el 16 
de diciembre de 1966 y vigente para México desde el 23 de 
junio de 1981; 10.1, 10.2, incisos a) y f), del Protocolo Adicional 
a la Convención Americana sobre derechos Humanos en Ma­
teria de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (“Proto­
colo de San Salvador“), adoptado por la Organización de Es­
tados Americanos el 17 de noviembre de 1988 y vigente para 
México desde el 16 de noviembre de 1999; y 1, 4, 7, incisos a y 
b) y 8, inciso a), de la Convención Interamericana para Preve­
nir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (“Con­
vención de Belém Do Pará”), adoptada el 9 de junio de 1994 y 
vigente para México desde el 19 de enero de 1999.

12. En consecuencia, esta Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos se permite formular, respetuosamente a usted, señor 
director general del Instituto Mexicano del Seguro Social, las 
siguientes recomendaciones:

PriMera. Se tomen las medidas para reparar el daño ocasionado 
a V1 y V2, y continuar con el otorgamiento de la atención médica y 
psicológica necesaria en favor de V1 con motivo de la responsabi­
lidad institucional en que incurrió el personal del Hospital General, 
involucrados en los hechos referidos en la presente Recomenda­
ción, y se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con que 
se acredite su cumplimiento.

seGUnda. Se diseñen e impartan en los Hospitales de ese Insti­
tuto, especialmente en el Hospital General citado, cursos integrales 
de capacitación y formación en materia de derechos humanos con 
perspectiva de género, transversal, así como del conocimiento, ma­

nejo y observancia de las normas oficiales mexicanas en materia 
de salud, con el objetivo de evitar daños como los que dieron origen 
a este pronunciamiento, y se remitan a esta Comisión Nacional las 
constancias con que se acrediten su cumplimiento.

Tercera. En protección de la garantía de no repetición, se giren 
las instrucciones respectivas para emitir una circular dirigida al per­
sonal médico del Hospital General, en la que se ordene entregar 
copia de la certificación y, en su caso, recertificación tramitadas 
ante los Consejos de Especialidades Médicas, con la finalidad de 
que acrediten tener la actualización, experiencia y conocimientos 
suficientes para mantener las habilidades necesarias, que les per­
mitan brindar un servicio médico adecuado y profesional, hecho lo 
cual se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con que 
se acredite su cumplimiento.

cUarTa. Se instruya que los servidores públicos del Hospital Ge­
neral, adopten medidas efectivas de prevención, que permitan ga­
rantizar que los expedientes clínicos que se generen con motivo de 
la atención médica que brindan, se encuentren debidamente inte­
grados, conforme a lo dispuesto en la legislación nacional e inter­
nacional, así como en las normas oficiales mexicanas correspon­
dientes, hecho lo cual se envíen a esta Comisión Nacional las 
constancias con que se acredite su cumplimiento. 

QUinTa. Que las evidencias de la presente Recomendación sean 
valoradas o apreciadas en su eficacia, pertinencia y veracidad en el 
procedimiento administrativo que está en curso en el Órgano In­
terno del Control en el IMSS incoado contra AR1, enviándose a esta 
Comisión Nacional las constancias que les sean requeridas. 

seXTa. Participe ampliamente con este Organismo Constitucional 
Autónomo, en el seguimiento e inscripción de V1 y V2, en el Regis­
tro Nacional de Víctimas, a efecto de que tengan acceso al Fondo 
de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, previsto en la Ley Ge­
neral de Víctimas, y se remitan las constancias que acrediten su 
cumplimiento.

méxico, d. f., a 19 de junio de 2015.

sobre el caso de violencia obstétrica e inadecuada atención médica  
en agravio de v1 y v2, en el Hospital general de zona iv, número 8,  
del instituto mexicano del seguro social, en Ensenada, Baja california

dr. josé antonio gonzález anaya
director general del instituto mexicano del seguro social

distinguido señor director general:

 1. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en los artículos 1º, párrafos primero, se­
gundo y tercero, 102, Apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1º, 3º, primer 
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párrafo, 6º, fracciones I, II y III, 15, fracción VII, 24, fracciones II y IV, 42, 44, 46 y 51, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos; y 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136, de su Reglamento Interno, ha 
examinado las evidencias del expediente CNDH/4/2013/2307/Q, relacionado con el caso de V1 y V2.

 2. Con el propósito de proteger la identidad de las personas involucradas en los hechos y evitar que sus nombres 
y datos personales sean divulgados, se omitirá su publicidad, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
4º, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y 147 de su Reglamento 
Interno. La información solo se pondrá en conocimiento de la autoridad recomendada, a través de un listado 
adjunto en el que se describe el significado de las claves utilizadas, quien tendrá el compromiso de dictar las 
medidas de protección correspondientes y visto los siguientes:

i. HEcHos

 3. El 5 de marzo de 2013, aproximadamente a las 16:00 horas, V1 mujer de 28 años de edad, acudió al área de 
urgencias del Hospital General de Zona IV, No. 8 (Hospital General), del Instituto Mexicano del Seguro Social 
(IMSS), en Ensenada, Baja California, por presentar dolores de parto, donde la canalizaron al área de tococi­
rugía, a fin de esperar la llegada de AR1, para que autorizara el ingreso o retiro de la paciente de ese noso­
comio.

 4. Cuando llegó AR1, revisó a V1 e indicó que tenía 4 centímetros de dilatación, por lo que sugirió volviera a su 
domicilio y regresara en 4 horas para una nueva valoración, a pesar de que V1 informó que tenía contraccio­
nes. Después de 15 o 20 minutos de haber salido del hospital, V1 dio a luz a V2, en la vía pública, sin asis­
tencia de personal médico, ni de enfermería y sin medidas de salubridad.

 5. El 12 de marzo de 2013, V1 presentó queja en Ensenada ante la Procuraduría de los Derechos Humanos y 
Protección Ciudadana del Estado de Baja California, donde se inició el Expediente de Queja 1, que por razón 
de competencia, el 21 de ese mes y año, se recibió en esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
donde se radicó el expediente CNDH/5/2013/2307/Q y, para su debida integración, se solicitó al IMSS infor­
mación y copia del “Expediente Clínico” de V1 y V2, cuya valoración lógico jurídica es objeto de análisis en el 
capítulo de observaciones de esta Recomendación.

ii. EvidEncias

 6. Queja del 12 de marzo de 2013, de V1 ante la Procuraduría de los Derechos Humanos y Protección Ciuda­
dana del Estado de Baja California, por el que se radicó el Expediente de Queja 1.

 7. Acuerdo de 13 de marzo de 2013, por el que la Procuraduría de los Derechos Humanos y Protección Ciu­
dadana del Estado de Baja California, determinó que los hechos, motivo de la queja son de la competencia 
de esta Comisión Nacional.

 8. Oficio PDH/OT/181/2013, de 19 de marzo de 2013, con el que la citada Procuraduría de los Derechos Huma­
nos remitió el Expediente de Queja 1 a este Organismo Nacional.

 9. Oficio 95217614621/319, de 30 de abril de 2013, por el que el Titular de la División de Atención a Quejas en 
Materia de Derechos Humanos del IMSS, rindió informe a esta Comisión Nacional y acompañó los siguientes 
documentos:

9.1. Oficio 20201200200/856/2013, de 17 de abril de 2013, suscrito por el Director del Hospital General, 
mediante el cual describió los antecedentes, diagnóstico y tratamiento otorgados a V1.

9.2. Constancias del “Expediente Clínico” de V1 y V2, de las que destacan:
9.2.1. “Historia Clínica Obstétrica” de 5 de marzo de 2013, suscrita por AR1.
9.2.2. “Notas Médicas y Prescripción” de 5 de marzo de 2013, signadas por AR1.
9.2.3. “Nota Posparto” de 5 de marzo de 2013, elaborada por AR1 y un médico interno de pregrado.
9.2.4. “Registros Clínicos, Esquema Terapéutico e Intervenciones de Enfermería”, de 5 de marzo de 2013.
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9.2.5. “Vigilancia y Atención del Parto” (Partograma), de las 19:30 horas, de 5 de marzo de 2013, elabora­
do por AR1.

9.2.6. Certificado de Nacimiento de V2, de 5 de marzo de 2013.
 10. Acta Circunstanciada de 31 de mayo de 2013, donde un visitador adjunto de esta Comisión Nacional, hizo 

constar la recepción de un escrito firmado por V1, donde informó que realizó diversos gastos con motivo de 
la inadecuada atención médica de la que fue objeto, y aportando un disco compacto que contiene un video 
tomado por un periodista del Periódico 1, donde se observa que V2 nació en la calle.

 11. Oficio 95217614621/948, de 21 de junio de 2013, mediante el cual el Titular de la División de Atención a Que­
jas en Materia de Derechos Humanos del IMSS, amplió su información a esta Comisión Nacional y exhibió:

11.1. “Nota Médica y Prescripción” de 3 de junio de 2013, en la que consta la valoración que se practicó a 
V2, en el Hospital General.

11.2. Oficio sin número, de 4 de junio de 2013, suscrito por el Director y el Coordinador Clínico de Pediatría, 
ambos del Hospital General, donde informaron que el 3 de junio de 2013 se practicó una valoración médica 
a V2.

 12. Oficio 95217614621/2136, de 9 de octubre de 2013, mediante el cual el Titular de la División de Atención a 
Quejas en Materia de Derechos Humanos, remitió a esta Comisión Nacional, el siguiente documento:

12.1. Oficio 95217614620/5102, de 20 de septiembre de 2013, firmado por el Coordinador Técnico de 
Atención a Quejas e Información Pública del IMSS, con el cual se notificó a V1 que, la Comisión Bipartita 
de Atención a Derechohabiente del Consejo Técnico de ese Instituto, resolvió procedente el Procedimiento 
Administrativo 1.

 13. Entrevista a V1 de 9 de mayo de 2014, realizada por dos visitadores adjuntos de este Organismo Nacional.
 14. Opinión Médica emitida el 23 de mayo de 2014, por un perito de esta Comisión Nacional, en la que se esta­

blecieron las consideraciones técnicas sobre la atención médica proporcionada a V1 y V2, en el Hospital 
General.

 15. Entrevista de 4 de junio de 2014, en la que un perito de esta Comisión Nacional proporcionó apoyo psicológi­
co a V1.

 16. Opinión Psicológica de 7 de julio de 2014, suscrita por una perito de esta Comisión Nacional.
 17. Actas Circunstanciadas de 8 de julio y 28 de agosto de 2014, relativa a las comunicaciones telefónicas en las 

que V1 informó que el video del nacimiento de V2 fue difundido en las redes sociales de “Internet”.
 18. Oficio 95217614BB1/2224, de 29 de diciembre de 2014, por medio del cual el Jefe de Área de Atención de 

Asuntos Especiales, adscrito a la División de Atención a Quejas en Materia de Derechos Humanos del IMSS, 
informó, entre otras cosas, que desde junio de 2014 V1 fue dada de baja en el régimen obligatorio de ese 
Instituto.

 19. Acta Circunstanciada de 26 de enero de 2015, en la que consta la llamada telefónica que un visitador adjunto 
de esta Comisión Nacional, realizó al Área de Auditoria de Quejas y Responsabilidades del Órgano Interno 
de Control en el IMSS, Delegación Mexicali, Baja California, donde le informaron que la Queja Administrativa 
1 sigue en integración.

iii. situación jurídica

 20. El 5 de marzo de 2013, aproximadamente a las 16:00 horas, V1 mujer de 28 años de edad, presentó dolores 
de parto, por lo que acudió al área de urgencias del Hospital General, donde la canalizaron al área de tococi­
rugía, a fin de esperar la llegada de AR1 para que decidiera sobre su ingreso. AR1, según el dicho de V1, al 
revisarla indicó que tenía 4 centímetros de dilatación, por lo que sugirió volviera a su domicilio y regresara a 
una nueva valoración en 4 horas. Trascurridos 15 a 20 minutos después de haber salido del aludido nosoco­
mio, V1 dio a luz a V2, en la vía pública sin la asistencia de personal médico, ni de enfermería y sin medidas 
de salubridad.
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 21. El 12 de marzo de 2013, V1 presentó queja ante la Procuraduría de los Derechos Humanos y Protección 
Ciudadana del Estado de Baja California, dando inicio al Expediente de Queja 1, que por razón de competen­
cia, el 21 de ese mes y año, se recibió en esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

 22. El 22 de agosto de 2013, la Comisión Bipartita de Atención a Derechohabiente del Consejo Técnico del IMSS, 
acordó procedente el Procedimiento Administrativo 1, y dio vista al Órgano Interno de Control de esa depen­
dencia, donde se radicó la Queja Administrativa 1, misma que a la fecha no se ha resuelto.

iv. oBsErvacionEs

 23. Del análisis lógico jurídico realizado al conjunto de evidencias que integran el expediente CNDH/4/2013/2307/Q, 
de conformidad con el artículo 41 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se cuenta 
con evidencias que permiten probar trasgresiones a los derechos humanos a la protección de la salud mater­
na, trato digno y derecho a vivir una vida libre de violencia (obstétrica) en agravio de V1, y al derecho a la pro­
tección de la salud y trato digno en agravio de V2, atribuibles al personal médico del Hospital General Zona 
IV, No. 8, del IMSS en Ensenada, Baja California, en razón de las siguientes consideraciones:

 24. V1 refirió en su escrito de queja, que el 5 de marzo de 2013, aproximadamente a las 16:00 horas, acudió al área 
de urgencias del Hospital General, con trabajo de parto, donde la canalizaron al área de tococirugía, a fin de 
esperar la llegada de AR1 para que diera la autorización de ingreso o retiro. Cuando AR1 llegó y revisó a V1, 
le diagnosticó 4 centímetros de dilatación e indicó que se fuera a su domicilio y regresara en 4 horas, a pesar 
de que V1 informó que tenía contracciones e insistirle que no se sentía bien, por lo que 15 a 20 minutos des­
pués de haber salido del nosocomio, V1 dio a luz a V2 en la vía pública, sin asistencia de personal médico, ni 
de enfermería y sin medidas de salubridad.

 25. Según se advierte de la “Historia Clínica Obstétrica” de 5 de marzo de 2013, AR1 asentó que V1 presentó: 
“…3 contracciones c/10 min, 40 seg, cérvix dehiscente, 5 cm dilatación, 70% borramiento, membranas integras, 
sin salida de tapón mucoso… Diagnóstico: Embarazo de 39 semanas de gestación + TDPFA [Trabajo de 
parto en fase activa]; mientras que en la “Nota Médica y Prescripción” de la misma fecha, indicó: “inicia con 
dolor abdominal hace 10 horas que ha ido en aumento… 3 contracciones c/10 min de 40 s, de duración. Al 
tacto cérvix dehiscente, con 5 cm de dilación, 70% de borramiento, membranas integras con salida de moco 
y sangre no fétida. Embarazo de 39 semanas de gestación + TDPFL [Trabajo de parto en fase latente]; se 
envía con cita abierta a UTQx, con datos de alarma”.

 26. Al respecto, se obtuvo la “Opinión Médica” de 23 de mayo de 2014, suscrita por un perito adscrito a esta Co­
misión Nacional, quien en relación con la exploración física y diagnóstico otorgado por AR1, determinó que 
fue inadecuado, puesto que en la “Historia Clínica Obstétrica” referida, sin hora de suscripción, determinó el 
trabajo de parto en “fase activa”; mientras que en la “Nota Médica y Prescripción” de las 16:28 horas, de ese 
mismo día, refirió “fase latente”; situación que implicó una irregularidad en los diagnósticos que otorgó a la 
paciente, pues en caso de que V1 hubiera presentado trabajo de parto en “fase activa”, AR1 tenía el deber de 
ingresarla para su adecuada vigilancia y con ello atender oportunamente el parto; debió interrogarla para cono­
cer si tuvo control prenatal, si se realizaron estudios de laboratorio o ultrasonidos previos de control, determi­
nación de VDRL, VIH, profilaxis antitetánica o si se le administraron antianémicos; debió también ordenar 
estudios de gabinete que se consideraban necesarios para descartar alguna patología obstétrica; incumplien­
do los numerales 5.4, 5.4.1.1, 5.4.1.2, 5.4.2.1 y 5.4.2.2, de la Norma Oficial Mexicana NOM­007­SSA2­1993.“­
Criterios y procedimientos para la prestación del servicio”, publicada en el Diario Oficial de la Federación del 
5 de enero de 1995.

 27. Asimismo, en la “Nota Médica y Prescripción” de las 16:28 horas, de 5 de marzo de 2013, se desprende que 
AR1, después de valorar a V1, la envió con cita abierta a urgencias de tococirugía con datos de alarma y, 
según el dicho de V1, la envió a su domicilio con revaloración en 4 horas; situación que en la opinión médica 
emitida por un perito de esta Comisión Nacional, determinó que fue inadecuada, pues de acuerdo a los pará­
metros reportados en esa exploración física, tales como: abdomen globoso, a expensas de útero gestante de 
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39 semanas de gestación, al tacto cérvix dehiscente con 5 cm de dilatación, 70% de borramiento, membranas 
integras, con salida de moco y sangre no fétida; V1 se encontraba cursando “fase activa” de trabajo de parto, 
por lo que AR1 debió hospitalizarla en ese momento para su adecuada atención y vigilancia; ya que la Guía 
de Práctica Clínica “Para la Vigilancia y Manejo de Trabajo de Parto”, publicada en 2009 por el Consejo de 
Salubridad General y que está considerada en el Catálogo Maestro de ese Instituto con la clave 052­08, re­
fiere que las pacientes deben ser hospitalizadas para la vigilancia y atención de parto, cuando presenten 
contracciones uterinas de 2­4 en 10 minutos, dolor abdominal en hipogástrico, cambios cervicales (borramien­
to de 50% a 80% y dilatación igual o mayor a 4 cm).

 28. En la misma “Opinión Médica”, se indicó que AR1 debió realizar a V1 un partograma (“es una representación 
visual gráfica de los valores y eventos relacionados al curso del trabajo de parto. Las mediciones relevantes 
que se incluyen en el partograma pueden incluir los centímetros de la dilatación cervical en el tiempo, la fre-
cuencia cardiaca fetal y los signos vitales de la madre”),1 con el objeto de llevar una adecuada vigilancia del 
trabajo de parto, para prevenir, detectar y manejar la aparición de complicaciones que pueden desencadenar 
daños fatales o irreversibles al binomio materno­infantil, por lo que se contravino el contenido del numeral 
5.4.1.1, de la referida norma oficial mexicana. Además, la Organización Mundial de la Salud (OMS), conside­
ra al “partograma”, como una de las más importantes herramientas de monitoreo en la atención obstétrica 
moderna, por lo que aboga por su uso universal, en toda mujer que ingrese para atención obstétrica. No 
obstante que en el “Expediente Clínico” de V1 obra agregado un partograma de 5 de marzo de 2013, elabo­
rado a las 19:30 horas; sin embargo, este documento se realizó 10 minutos después del nacimiento de V2, lo 
que se corroboró con la “Nota Posparto” de esa misma fecha, elaborada por AR1 y un médico interno de 
pregrado, y con el Certificado de Nacimiento de V2, en las que se estableció que V2 nació a las 19:20 horas.

 29. El perito de esta Institución, asentó que del análisis del expediente clínico de V1 y V2, no se advirtió que hubie­
ra una vigilancia estrecha del binomio materno­infantil, pues conforme a la Guía de Práctica Clínica “Para la 
Vigilancia y Manejo del Trabajo de Parto”, la verificación y registro de la contractilidad uterina, así como el 
latido cardiaco fetal, antes, durante y después de la contracción uterina, se debe realizar al menos cada 30 
minutos; mientras que los registros del progreso de la dilatación cervical, registro del pulso, tensión arterial y 
temperatura, se practicarán como mínimo cada 4 horas; además de que se debe mantener una hidratación 
adecuada de la paciente, lo que finalmente no se realizó, incumpliendo AR1 con el numeral 5.4.2.1, de la 
norma oficial mexicana en comento.

 30. El 9 de mayo de 2014, visitadores adjuntos de este Organismo Nacional, realizaron entrevista a V1 quien, 
entre otras cosas, manifestó que al momento del nacimiento, V2 venía en presentación cefálica, lo que le 
provocó un desgarro en la zona genital, ocasionando sangrado y riesgo de infección, por lo que al ingresarla 
al área de tococirugía le realizaron una sutura; sin embargo desde el 5 de marzo de 2013, ha presentado tres 
cuadros de infección vaginal, y al explorarse percibe cambios anatómicos en la zona genital, por lo que ha 
tenido que acudir con un ginecólogo particular teniendo que hacer gastos que no tenía previstos. También 
refirió que por los medicamentos que le administraron para su tratamiento no pudo amamantar a V2 por tres 
semanas.

 31. En ese contexto, según la referida opinión del perito médico de esta Comisión Nacional, la atención otorgada 
por AR1, no fue oportuna, ni adecuada, ya que por los parámetros reportados en la primera exploración que 
realizó a V1, debió ingresarla para su debida atención y vigilancia, pues presentaba datos para diagnosticar­
la en “fase activa” del trabajo de parto; por el contrario, la envió con cita abierta a urgencias de tococirugía, 
con datos de alarma, y según el dicho de V1 con revaloración en 4 horas; lo que motivó que V1 saliera a cami­
nar, acelerando el trabajo de parto al segundo periodo, que comienza con dilatación completa lo que provocó 
que, 15 o 20 minutos después de haber salido del nosocomio, V1 dio a luz a V2 en la vía pública en condicio­
nes insalubres y sin la asistencia de personal médico y de enfermería, poniendo en riesgo la vida de V2, por 

1 Guía de Práctica Clínica. Vigilancia y manejo del parto. Evidencias y Recomendaciones. Catálogo Maestro de Guías de Práctica 
Clínica: IMSS­052­08. Consejo General de Salubridad. Publicado por el Centro Nacional de Excelencia Tecnológica en Salud. México: 
Secretaría de Salud; 2009. Pág. 27
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la delicadeza y fragilidad que presenta un recién nacido a escasos segundos de salir del vientre, ya que en el 
caso, el primer componente anatómico visible, fue el cráneo y, enseguida, el resto del cuerpo de V2, por lo que 
pudo haberse presentado un traumatismo craneoencefálico; convalidándose con ello la relación causa­efecto, 
entre la inadecuada atención médica proporcionada, así como la violación al deber de cuidado que debió 
cumplir el médico tratante, como garante de la salud de V1 y V2.

 32. Después de que AR1 decidió no hospitalizar a V1, ésta dio a luz en la vía pública, puso en riesgo su vida y la 
V2, originando que uno de los actos más íntimos en la vida de una mujer, fuera expuesto por completo ante 
todo aquél que se encontrara transitando por la vía pública en ese momento, y que un reportero del Periódico 
1 filmara el nacimiento de V2 y lo difundiera en medios electrónicos y redes sociales, a través de “Internet”.

 33. Las acciones y omisiones referidas, contravienen lo dispuesto en los puntos 5.4.2., 5.4.2.1 y 5.4.2.2 de la 
NOM­007­SSA2­1993, que prevén que el control de parto normal, debe incluir: “la verificación y registro de 
la contractilidad uterina y el latido cardiaco fetal, antes, durante y después de la contracción uterina, al menos 
cada 30 minutos”, así como “la verificación y registro del progreso de la dilatación cervical a través de explo-
raciones vaginales racionales, de acuerdo con la evolución del trabajo de parto y el criterio médico” Dicha 
norma oficial mexicana que ha sido referida en las Recomendaciones 5/2011, 37/2011, 6/2012, 23/2012, 
27/2012, 65/2012, 6/2013, 7/2013, 60/2013, 1/2014, 8/2014, 15/2014, 24/2014, 29/2014, 35/2014, 5/2015, y 
7/2015 emitidas por esta Comisión Nacional, y en las que se hizo hincapié en la importancia que tiene, preci­
samente, mantener una adecuada vigilancia obstétrica que permita prever un posible sufrimiento fetal del 
producto, así como un correcto seguimiento del embarazo, parto y puerperio y del recién nacido.

 34. Es importante recordar que los numerales 5.1.1, 5.1.3, 5.1.4 y 5.1.5, y en la introducción de la Norma Oficial 
Mexicana NOM­007­SSA2­1993, establecen con claridad que “la atención de una mujer con emergencia 
obstétrica debe ser prioritaria”; también que: “La mayoría de los daños obstétricos y los riesgos para la salud 
de la madre y del niño pueden ser prevenidos, detectados y tratados con éxito, mediante la aplicación de 
procedimientos normados para la atención, entre los que destacan el uso del enfoque de riesgo y la realización 
de actividades eminentemente preventivas y la eliminación o racionalización de algunas prácticas que llevadas 
a cabo en forma rutinaria aumentan los riesgos”, para lo cual disponen, entre otros, brindar una atención 
oportuna, “con calidad y calidez”.

 35. El perito médico de esta Comisión Nacional refiere que en el “Expediente Clínico” de V1 y V2 no existen 
constancias del personal médico, de enfermería o paramédico que atendió la urgencia suscitada en la vía 
pública, donde V1 dio a luz a V2, pues se observa que en la “Nota Médica y Prescripción” de 3 de junio de 
2013, donde consta valoración médica realizada a V2, se asentó que nació por parto fortuito, sin complicacio­
nes ni patologías, encontrarse en buenas condiciones, y sin evidencia de lesión alguna secundaria al parto; 
empero, en la “Historia Clínica Obstétrica” de 5 de marzo de 2013, AR1 no estableció la hora de elaboración 
y, no existen notas donde se especifiquen las indicaciones para después del alta de V1 y V2; todo lo cual, 
contraviene los numerales 5.2, 5.2.1 y 5.10, de la Norma Oficial Mexicana NOM­004­SSA3­2012, “Del expe-
diente clínico”, publicada en el Diario Oficial de la Federación del 15 de octubre de 2012, y los artículos 1, 6 y 
8 del Reglamento de Prestaciones Médicas del IMSS.

 36. La inobservancia de esta última norma oficial mexicana, constituye una constante preocupación para esta 
Comisión Nacional, pues representa un obstáculo para conocer el historial clínico detallado del paciente e iden­
tificar las responsabilidades que correspondan, vulnerándose, además, el derecho de las víctimas y sus familia­
res a que se conozca la verdad histórica respecto de la atención médica que se proporcionó en una institución 
pública de salud; situación que ha sido objeto de múltiples pronunciamientos de este Organismo Nacional, 
contenidos en las Recomendaciones 1/2011, 5/2011, 6/2011, 9/2011, 21/2011, 24/2011, 39/2011, 76/2011, 
2/2012, 14/2012, 15/2012, 19/2012, 20/2012, 23/2012, 24/2012, 58/2012, 63/2012, 65/2012, 1/2013, 7/2013, 
23/2013, 24/2013, 33/2013, 46/2013, 60/2013, 86/2013, 1/2014, 2/2014, 6/2014, 8/2014, 13/2014, 14/2014, 
15/2014, 20/2014, 22/2014, 24/2014, 25/2014, 29/2014, 30/2014, 33/2014, 35/2014, 37/2014, 43/2014, 
50/2014, 5/2015 y 7/2015.

 37. La apropiada integración del expediente clínico de V1 y V2, es un deber a cargo de los prestadores de servicios 
médicos, para su conformación y conservación, ya que contiene los antecedentes médicos de los pacientes, 
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así como el historial inherente a su tratamiento; las instituciones de salud son solidariamente responsables de 
su cumplimiento, de manera que, como parte de la prevención, a la que la autoridad responsable está obliga­
da, debe tomar medidas para que la norma oficial mexicana respectiva se cumpla en sus términos.

 38. Resulta aplicable en la especie la sentencia del “Caso Albán Cornejo y otros, vs. Ecuador”, de 22 de noviem­
bre de 2007, emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en cuyo numeral 68, refiere “la re-
levancia del expediente médico adecuadamente integrado, como un instrumento guía para el tratamiento 
médico y fuente razonable de conocimiento acerca de la situación del enfermo, las medidas adoptadas para 
controlarla y, en su caso, las consecuentes responsabilidades”.

 39. En el Acta Circunstanciada del 4 de junio de 2014, se asentó que visitadores adjuntos de esta Comisión Na­
cional, se constituyeron en el domicilio de la agraviada para brindarle apoyo psicológico. Al respecto, se ob­
tuvo la opinión psicológica de 7 de julio de 2014, emitida por una perito de esta Comisión Nacional, en la que, 
teniendo en cuenta la entrevista sostenida con V1, consideró que debía recibir atención psicológica que le 
permita superar los trastornos psicológicos que se ocasionaron con motivo de la atención recibida en el Hos­
pital General, así como los provocados por la publicación de su imagen en “Internet”. Asimismo, se hizo 
constar que después del nacimiento de V2 en la vía pública, personal médico las trasladó al Hospital General, 
donde V2 fue puesta en una incubadora, de quien no supo nada hasta las 11:00 horas del 6 de marzo de 2013, 
momento en que fueron dadas de alta; haciendo hincapié en que las enfermeras se mostraron enojadas con 
ella. Consideró además, que AR1, desatendió el carácter prioritario que tiene la protección materno­infantil y 
la promoción de la salud materna, al “no proporcionarle un servicio oportuno de calidad y calidez”, como lo 
dispone el artículo 61, de la Ley General de Salud, y numeral 5.1.3., de la citada norma oficial mexicana. De 
igual forma la perito constató que V1 “no contó con apoyo psicosocial ni fue tratada con respeto y de modo 
individual y personalizado” que le garantizara intimidad en el trabajo de parto y, en general, “no se le hizo 
partícipe de las actuaciones de los profesionales de salud”.

 40. Por otra parte, de las evidencias que se allegó esta Comisión Nacional se advierte que la indebida atención 
al binomio materno­infantil, se traduce en violencia institucional por parte de una institución de salud, pues en 
términos de los artículos 18, 46, fracciones I, II, III y X, 51, fracción II, de la Ley General de Acceso de las Mu­
jeres a una Vida Libre de Violencia, en relación con el diverso 59, fracciones I, II y III, de su Reglamento, tienen 
la obligación de evitar “dilatar, obstaculizar o impedir el goce y ejercicio de los derechos humanos de las 
mujeres, así como su acceso al disfrute de políticas públicas destinadas a prevenir, atender, investigar, san-
cionar y erradicar los diferentes tipos de violencia”, entre ellas, la obstétrica, y aplicar “las normas oficiales 
mexicanas vigentes en la materia” y “respetar los derechos humanos de las mujeres”.

 41. En el caso de V1, se acredita la violencia obstétrica como una modalidad de la violencia institucional y de 
género, aunque de hecho sea una concepción jurídica reciente. Venezuela fue el primer país en el mundo que 
la incorporó a su legislación en 2007. En México se encuentra incorporada a partir de 2008 en la Ley de Ac­
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Veracruz; en 2009 la Ley de Acceso a 
una Vida Libre de Violencia para las Mujeres en el Estado de Chiapas; en 2010, en la Ley de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Guanajuato; en 2011, en la Ley de las Mujeres para 
una Vida sin Violencia del Estado de Durango; en 2014 la Ley Estatal del Derecho de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia de Chihuahua; la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Esta­
do Libre y Soberano de Quintana Roo y, finalmente, la Ley para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra las Mujeres del Estado de Tamaulipas. Cabe destacar que si bien dichas leyes no son apli­
cables al Estado de Baja California, son un referente obligado para atender el tema de la violencia obstétrica.

 42. En relación al tema, la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNES­
CO),2 en coordinación con la Red Latinoamericana del Caribe y de Bioética, hace referencia a la violencia 
obstétrica, definiéndola como: “el tipo de violencia ejercida por el profesional de salud sobre el cuerpo y los 
procesos reproductivos de las mujeres. Esta clase de violencia se expresa mayoritariamente, aunque no con 
exclusividad, en el trato deshumanizado hacia la mujer embarazada, en la tendencia a patologizar los proce-

2 Revista “Redbioética/UNESCO”, Año 4, Vol. 1, No. 7, Enero­Junio de 2013, página 47.
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sos reproductivos naturales y en múltiples manifestaciones que resultan amenazantes en el contexto de la 
atención de la salud sexual, embarazo, parto y post parto”. Ante los alcances de la violencia obstétrica, la Or­
ganización Mundial de la Salud (OMS), así como muchas organizaciones sociales de mujeres interesadas en 
la erradicación de estas prácticas, han reiterado que la violencia obstétrica constituye una violación a los 
derechos humanos, por ser una expresión de la violencia de género contra las mujeres y por atentar contra 
el derecho a la protección de su salud que también está relacionado con el ejercicio de otros derechos huma­
nos vitales para una vida digna y libre de violencia de las mujeres en todas las etapas de su vida. En este senti­
do, dicho organismo internacional, se pronunció en el 2014 respecto de la violencia sufrida por las mujeres 
durante el parto en los centros de salud, en la Declaración “Prevención y erradicación de la falta de respeto y 
el maltrato durante la atención del parto en centros de salud”, reconociendo que: “El maltrato, la negligencia 
o falta de respeto en el parto pueden constituirse en una violación de los derechos humanos fundamentales 
de las mujeres, descritos en las normas y principios internacionales de derechos humanos (…) [e]xiste una 
notable agenda de investigación para lograr una mejor definición, medida y comprensión del trato irrespetuo-
so y ofensivo a las mujeres en el parto, y cómo prevenirlo y erradicarlo.”

 43. En el caso de nuestro país, cada vez son más los sucesos sobre violencia obstétrica que se denuncian debi­
do a que son una constante en la atención que se proporciona en las instancias de salud pública y privada a 
las mujeres en edad reproductiva, en particular, durante el embarazo, parto y puerperio, aun cuando existe un 
marco jurídico que garantiza servicios de salud adecuados para las mujeres. La violencia obstétrica, como 
expresión de la violencia de género, es una manifestación de las relaciones asimétricas de poder que existen 
entre los profesionales de la salud y las mujeres embarazadas, en labor de parto o puerperio, las cuales re­
velan desigualdad, porque el personal de salud, avalado por las instituciones públicas y privadas, es quienes 
finalmente deciden sobre los procedimientos a realizar en el cuerpo de las mujeres, subordinando las nece­
sidades de las mismas, con lo que obstaculizan el ejercicio de sus derechos humanos. Al igual que otros tipos 
de violencia hacia las mujeres, la violencia obstétrica ha sido naturalizada e invisibilizada, de tal suerte que mu­
chas de las mujeres que la viven creen que es normal o natural, porque al desconocer sus derechos huma nos, 
reproducen actitudes de sumisión en algunos casos frente al personal de salud. Algunos médicos reproducen 
su rol, actitudes y prácticas sin detenerse a reflexionar si son las más adecuadas en el marco de protec ción de 
los derechos humanos de las mujeres y de sus hijos por nacer.

 44. Con la finalidad de hacer visible la problemática que enfrentan las mujeres embarazadas al ejercer el derecho 
a la protección de la salud y buscar mecanismos de solución, este Organismo Constitucional Autónomo, en 
el Seminario Internacional “Los Derechos Humanos de las Mujeres y la Igualdad en el Acceso al Derecho a la 
Salud Materna” de septiembre de 2014, con el que se inició la “Cruzada Nacional Contra la Violencia Obsté­
trica”, en el Estado de Campeche, convocó a salvaguardar los derechos humanos de la mujer, porque sólo 
así habrán mejores políticas públicas y servicios “con calidad, calidez, accesibilidad y disponibilidad” en el 
rubro de la salud.

 45. Atendiendo los diversos conceptos que existen en las referidas Leyes de Acceso a las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia en los Estados de Veracruz, Chiapas, Guanajuato, Durango, Chihuahua, Quintana Roo y 
Tamaulipas, lo establecido por la Organización Mundial de la Salud (OMS), se llegó a la convicción de que la 
violencia obstétrica es una modalidad de la violencia institucional y de género, cometida por prestadores de 
servicios de la salud, por una inadecuada atención médica a las mujeres durante el embarazo, parto o puer­
perio que le genere una afectación física, psicológica o moral, que incluso llegue a provocar la pérdida de la 
vida de la mujer o, en su caso, del feto o del recién nacido, derivado de la prestación de servicios médicos, 
trato deshumanizado, abuso de medicalización y patologización de procedimientos naturales, entre otros.

 46. En ese contexto, se pudo corroborar por esta Comisión Nacional que, con motivo de los hechos descritos en 
la presente Recomendación, AR1 trasgredió los derechos humanos a la protección de la salud materna, trato 
digno y derecho a vivir una vida libre de violencia (obstétrica) en agravio de V1, y el derecho a la protección 
de la salud, trato digno, en agravio de V2, quien tenía el deber de cuidado que debía y podía observar, en su 
calidad de garante de la salud de V1 y V2, que deriva de los artículos 33, fracciones I y II, de la Ley General 
de Salud, que en términos generales establece que: “Las actividades de atención médica son: I. Preventivas, 
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que incluyen las de promoción general y las de protección específica”, así como “II. Curativas, que tienen como 
fin efectuar un diagnóstico temprano y proporcionar tratamiento oportuno”; mientras que el diverso artículo 61 
Bis de la citada Ley, dispone que: “Toda mujer embarazada, tiene derecho a obtener servicios de salud (…), 
con estricto respeto de sus derechos humanos”. Vulneró AR1, además, los artículos 1º, párrafos primero, 
segundo y tercero, 4º, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1º, 2º, 
fracciones I, II y V; 3º, fracción IV, 23, 27, fracciones III y IV, 32, 33, fracciones I y II, 51, primer párrafo, 61 frac­
ción I, y 61 Bis, de la Ley General de Salud; 8, fracciones I y II, 9, 48, y 99 del Reglamento de la Ley General 
de Salud en Materia de Prestación de Servicios de Atención Médica; los numerales 12.1 (Atención médica) y 
12.2 (Servicios médicos apropiados para la mujer embarazada) de la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer, adoptada por la ONU el 18 de diciembre de 1979 y vigen­
te en México desde el 12 de mayo de 1981, así como las normas oficiales mexicanas supracitadas.

 47. Igualmente, AR1 omitió observar las disposiciones relacionadas con los derechos a la protección de la salud, 
vida libre de violencia y trato digno, previstos en los instrumentos jurídicos internacionales, celebrados por el 
Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que constituyen norma vigente en nuestro país 
y que deben ser tomados en cuenta para la interpretación de las normas relativas a los derechos humanos, 
favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia a las personas, de acuerdo con lo dispuesto en los ar­
tículos 1º, párrafos primero y segundo, y 133, constitucionales.

 48. Sobre el particular, los artículos 6.1, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos adoptado por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966 y vigente en México desde el 23 de 
junio de 1981; 1.1, de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (“Pacto de San José”) del 22 de no­
viembre de 1969; I, VII y XI, de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada 
el 2 de mayo de 1948, en Bogotá, Colombia; 3 y 25.1, de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948; 12.1 y 12.2, inciso a), 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado el 16 de diciembre de 1966 
y vigente para México desde el 23 de junio de 1981; 10.1, 10.2, incisos a) y f), del Protocolo Adicional a la 
Convención Americana sobre derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(“Protocolo de San Salvador“), adoptado por la Organización de Estados Americanos el 17 de noviembre de 
1988 y vigente para México desde el 16 de noviembre de 1999; y 1, 4, 7, incisos a y b) y 8, inciso a), de la Con­
vención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (“Convención de 
Belém Do Pará”), adoptada el 9 de junio de 1994 y vigente para México desde el 19 de enero de 1999; en 
síntesis, ratifican el contenido de los preceptos constitucionales citados, al disponer la necesidad de asegurar 
la plena efectividad y alcance del más alto nivel de salud para todos los individuos, especialmente de las 
mujeres, como también el margen mínimo de calidad en los servicios médicos que el Estado debe proporcio­
nar a su población, en cuanto al disfrute de un servicio médico y, de adoptar las medidas necesarias para su 
plena efectividad.

 49. “La protección a la salud es un derecho humano indispensable para el ejercicio de otros derechos, que debe 
ser entendido como la posibilidad de las personas a disfrutar de una gama de facilidades, bienes, servicios y 
condiciones necesarias para alcanzar su más alto nivel”. Así, esta Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos en la Recomendación General 15, “Sobre el derecho a la protección de la salud”, del 23 de abril de 2009, 
afirmó que ese derecho debe entenderse como la prerrogativa de exigir al Estado un sistema capaz de proteger 
y velar por el restablecimiento de la salud, y que “el desempeño de los servidores públicos de las instituciones 
es fundamental, ya que de sus acciones u omisiones dependerá la eficacia con que éste se garantice; la 
efectividad del derecho a la protección de la salud, demanda la observancia de elementos esenciales que ga-
ranticen servicios médicos en condiciones de disponibilidad, accesibilidad (física, económica y acceso a la in-
formación), aceptabilidad y calidad”.

 50. Es importante especificar que una de las finalidades del derecho a la protección de la salud, reconocido en la 
Constitución Federal, es que el Estado satisfaga eficaz y oportunamente las necesidades de los usuarios que 
acuden a los centros de salud públicos, protegiendo, promoviendo y restableciendo la salud y la vida de las 
personas. En el presente caso, AR1, debió considerar el estado integral de la paciente y realizar una valoración 
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adecuada, a efecto de determinar el ingreso a la sala de labor de parto; todo lo cual, de acuerdo con las con­
sideraciones expuestas, no se llevó a cabo.

 51. A mayor abundamiento, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas 
emitió la Observación General 14, sobre “El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud”, tutelado 
en el artículo 12, del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, aprobado el 11 de 
mayo de 2000, en la que se determinó que tal derecho no solamente implica obligaciones de carácter positivo 
al Estado, de procurar que las personas disfruten del más alto nivel posible de salud física, mental y social, 
sino también, obligaciones de carácter negativo o de abstención, que impidan la efectividad del derecho a la 
salud, por lo que el Estado y las instituciones de salud deben abstenerse de actos que impidan el acceso a 
las personas para obtener atención médica adecuada que garantice un alto nivel de salud. Señala también 
que el personal médico esté capacitado, sea respetuoso de la ética médica y sensible “a los requisitos del 
género y el ciclo de vida”.

 52. Esta Comisión Nacional, destaca también que las violaciones a derechos humanos cometidas en agravio de 
V1, tuvieron una consideración especial en razón de su condición de mujer en estado de gravidez, ya que los 
agravios cometidos en su contra, al ser analizados atendiendo a la especial protección de la que gozan las mu­
jeres durante su embarazo, contemplado en diversos instrumentos internacionales de la materia, todo lo cual 
implicaba que el binomio materno­infantil debió recibir atención médica de calidad y con calidez, de manera 
expedita, eficiente y oportuna; en ese sentido, el Estado tenía el deber de adoptar medidas positivas, concre­
tas y orientadas a la satisfacción del derecho de protección a la salud materna.

 53. Lo anterior se robustece con la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, que 
prevé en los artículos 35 y 46, la responsabilidad política del Estado para prevenir, atender, sancionar y erra­
dicar con perspectiva de género la violencia en contra de las mujeres; “brindar por medio de las instituciones 
del sector salud de manera integral e interdisciplinaria atención médica y psicológica con perspectiva de gé-
nero a las víctimas”, y “asegurar que en la prestación de los servicios del sector salud sean respetados los 
derechos humanos de las mujeres.”

 54. Partiendo de la base que el derecho al trato digno “es la prerrogativa que posee todo ser humano para que 
se le permita hacer efectivas las condiciones jurídicas, materiales y de trato, acordes con las expectativas, en 
un mínimo de bienestar, aceptadas generalmente por los propios individuos y reconocidas en el orden jurídico”,3 
es evidente que V1 y V2, sufrieron menoscabo en su dignidad, ante la inadecuada atención médica de que 
fueron objeto en el Hospital General, derecho que encuentra sustento en los artículos 1º, párrafo quinto y 25, 
párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 1º de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos.

 55. AR1 con su actuación incumplió sus obligaciones contenidas en los artículos 8, fracciones I, VI y XXIV, de la 
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos; y 303 de la Ley del Seguro 
Social, que prevén la obligación que tienen los servidores públicos de adecuar su actuación a “los principios 
de responsabilidad, ética profesional, excelencia, honradez, lealtad, imparcialidad, eficiencia, calidez y calidad”, 
así como “cumplir con el servicio encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la sus-
pensión o deficiencia de dicho servicio”, o “implique el incumplimiento de cualquier disposición legal, regla-
mentaria o administrativa relacionada con el servicio público” que prestan como trabajadores de la salud.

 56. Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1°, párrafo tercero y 102, Apartado B, de la Constitución 
Política de los Estado Unidos Mexicanos; 6º, fracción III, 71, párrafo segundo, 72, párrafo segundo, y 73, 
párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se cuenta en el presente con 
evidencias suficientes para que esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en ejercicio de sus atri­
buciones, las aporte ante el Órgano Interno de Control del IMSS, a fin de que se integre debidamente el 
procedimiento administrativo correspondiente y se valoren o aprecien en su eficacia, pertinencia y veracidad.

3 Soberanes Fernández, José Luis (2008) Coordinador del “Manual para la calificación de hechos violatorios de los derechos hu-
manos”. México. Editorial Porrúa/CNDH, 2008, pág. 273.



Recomendaciones  Gaceta 299 • Jun • 2015

157

 57. No es obstáculo para lo anterior que en el Área de Auditoria de Quejas y Responsabilidades del Órgano In­
terno de Control en el IMSS, Delegación Mexicali, Baja California, se encuentra en trámite la Queja Adminis­
trativa 1, lo que no es impedimento para que esta Comisión Nacional presente una nueva queja administrativa, 
en la que se destaquen las observaciones contenidas en este documento.

 58. Una de las vías previstas en el sistema jurídico mexicano, para lograr la reparación del daño derivado de la res­
ponsabilidad profesional e institucional, consiste en plantear la reclamación ante el órgano jurisdiccional com­
petente, pero, además, el sistema no jurisdiccional de protección de derechos humanos, de conformidad con 
lo establecido en los artículos 1º, párrafo tercero y 109, constitucionales; y 44, párrafo segundo, de la Ley de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, prevén la posibilidad de que al acreditarse una violación a los 
derechos humanos atribuible a un servidor público del Estado, la Recomendación que se formule a la dependen­
cia pública debe incluir las medidas que procedan para lograr la efectiva restitución de los afectados en sus 
derechos fundamentales y las relativas a la reparación de los daños y perjuicios que se hubieren ocasionado, 
para lo cual el Estado deberá de investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos en 
los términos que establezca la ley.

 59. Conforme a lo previsto en los artículos 1, 2, fracción I, 7 fracciones II, VI, VII y VIII, 8, 26, 27, 61, 62, 64, frac­
ciones I, II y VII, 73, 74, 88, fracción II, 96, 97, fracción I, 106, 110 fracción V, inciso c), 111, 112, 126, fracción 
VIII, 130, 131 y 152 de la Ley General de Víctimas; y 38 a 41 (Compensación a víctimas de violación a de­
rechos humanos cometidas por autoridades federales) y demás aplicables del “Acuerdo del Pleno por el que 
se emiten los Lineamientos para el funcionamiento del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral”, de la 
Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, publicado en el Diario Oficial de la Federación del 15 de enero de 
2015, al acreditarse violaciones a los derechos humanos a la protección a la salud materna, trato digno y el 
derecho a vivir una vida libre de violencia (obstétrica) en agravio de V1, y a los derechos a la protección a la 
salud y al trato digno en agravio de V2, se les debe inscribir en el Registro Nacional de Víctimas, cuyo funcio­
namiento está a cargo de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, a fin de que tengan acceso, en lo 
conducente, al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral.

 60. Resulta aplicable en la especie la sentencia del “Caso Espinoza González, vs. Perú”, de 20 de noviembre de 
2014, emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que, en los numerales 300 y 301 refiere 
que “toda violación de una obligación internacional que haya producido daño comporta el deber de repararlo 
adecuadamente y que la disposición recoge una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios 
fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo sobre responsabilidad de un Estado”, y también 
estableció que “las reparaciones deben tener un nexo causal con los hechos del caso, las violaciones decla-
radas, los daños acreditados, así como las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos.”

 61. La Comisión Nacional advierte que los aludidos principios sobre reparación del daño se deben aplicar en 
casos de violaciones a derechos humanos, según el caso concreto, por lo que deberán servir como un refe­
rente internacional aplicable para que las autoridades responsables puedan determinar la reparación integral 
en los casos que versan sobre la protección de los bienes jurídicos imprescindibles. En ese sentido, se debe­
rán llevar a cabo acciones encaminadas a la reparación integral del daño ocasionado a V1 y V2, de acuerdo 
con los principios supracitados.

 62. Es importante señalar que no pasa desapercibido para esta Comisión Nacional que con el oficio 
95217614BB1/2224, de 29 de diciembre de 2014, el Jefe de Área de Atención de Asuntos Especiales, adscri­
to a la División de Atención a Quejas en Materia de Derechos Humanos del IMSS, informó que desde junio 
de 2014 V1 fue dada de baja del régimen obligatorio de ese Instituto, información que es irrelevante jurídica­
mente, pues en nada afecta la presente determinación, ya que en la fecha en que se suscitaron los hechos 
investigados, V1 era derechohabiente, de tal manera que creó a su favor los derechos como tal, además de 
que la situación jurídica concreta, deriva de la inadecuada atención médica que se le otorgó en el Hospital Ge­
neral, ya multicitado.

En consecuencia, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos se permite formular, respetuosamen­
te a usted, señor director general del Instituto Mexicano del Seguro Social, las siguientes:
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v. rEcomEndacionEs

PriMera. Se tomen las medidas para reparar el daño ocasionado a V1 y V2, y continuar con el otorgamien­
to de la atención médica y psicológica necesaria en favor de V1 con motivo de la responsabilidad institucional 
en que incurrió el personal del Hospital General, involucrados en los hechos referidos en la presente Reco­
mendación, y se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con que se acredite su cumplimiento.

seGUnda. Se diseñen e impartan en los Hospitales de ese Instituto, especialmente en el Hospital General 
citado, cursos integrales de capacitación y formación en materia de derechos humanos con perspectiva de 
género, transversal, así como del conocimiento, manejo y observancia de las normas oficiales mexicanas en 
materia de salud, con el objetivo de evitar daños como los que dieron origen a este pronunciamiento, y se 
remitan a esta Comisión Nacional las constancias con que se acrediten su cumplimiento.

Tercera. En protección de la garantía de no repetición, se giren las instrucciones respectivas para emitir 
una circular dirigida al personal médico del Hospital General, en la que se ordene entregar copia de la certifi­
cación y, en su caso, recertificación tramitadas ante los Consejos de Especialidades Médicas, con la finalidad 
de que acrediten tener la actualización, experiencia y conocimientos suficientes para mantener las habilidades 
necesarias, que les permitan brindar un servicio médico adecuado y profesional, hecho lo cual se envíen a 
esta Comisión Nacional las constancias con que se acredite su cumplimiento.

cUarTa. Se instruya que los servidores públicos del Hospital General, adopten medidas efectivas de pre­
vención, que permitan garantizar que los expedientes clínicos que se generen con motivo de la atención 
médica que brindan, se encuentren debidamente integrados, conforme a lo dispuesto en la legislación nacio­
nal e internacional, así como en las normas oficiales mexicanas correspondientes, hecho lo cual se envíen a 
esta Comisión Nacional las constancias con que se acredite su cumplimiento.

QUinTa. Que las evidencias de la presente Recomendación sean valoradas o apreciadas en su eficacia, 
pertinencia y veracidad en el procedimiento administrativo que está en curso en el Órgano Interno del Control 
en el IMSS incoado contra AR1, enviándose a esta Comisión Nacional las constancias que les sean requeridas.

seXTa. Participe ampliamente con este Organismo Constitucional Autónomo, en el seguimiento e inscripción 
de V1 y V2, en el Registro Nacional de Víctimas, a efecto de que tengan acceso al Fondo de Ayuda, Asistencia 
y Reparación Integral, previsto en la Ley General de Víctimas, y se remitan las constancias que acrediten su 
cumplimiento.

 63. La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, Apartado B, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emite con el propósito fundamen­
tal tanto de formular una declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos en 
el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de obtener, en términos de lo que 
establece el artículo 1º, párrafo tercero, constitucional, la investigación que proceda por parte de las depen­
dencias administrativas o cualquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atribuciones, se 
apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de que se trate.

 64. De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Hu­
manos, solicito que la respuesta sobre la aceptación de esta Recomendación, en su caso, sea informada 
dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación.

 65. Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se solicita que, en su caso, las pruebas correspondientes al 
cumplimiento de la Recomendación se envíen a esta Comisión Nacional dentro de quince días hábiles siguien­
tes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la misma, de lo contrario 
dará lugar a que se interprete que no fue aceptada.
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 66. Cuando las Recomendaciones no sean aceptadas o cumplidas por las autoridades o servidores públicos, la Co­
misión Nacional de los Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa circuns­
tancia y, con fundamento en los artículos 102, Apartado B, párrafo segundo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y 15, fracción X, y 46 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos, podrá solicitar al Senado de la República o en sus recesos a la Comisión Permanente de esa Soberanía, 
su comparecencia, a efecto de que explique el motivo de su negativa.

EL PRESIDENTE
LIC. LUIS RAÚL GONZÁLEZ PÉREZ
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ecomendación 20/2015

sobre el caso de violencia obstétrica e inadecuada atención médica  
en agravio de v1 y la pérdida de la vida en agravio de v2, en el Hospital 

general de tetecala “dr. rodolfo Becerril de la Paz”, dependiente  
de los servicios de salud del estado de morelos

síntesis:

1. El 27 de mayo de 2014, siendo aproximadamente las 07:10 
horas, V1 mujer de 16 años de edad que cursaba un embarazo 
de 39.4 semanas de gestación, acudió junto con T1, al Hospital 
General de Tetecala “Dr. Rodolfo Becerril de la Paz” (Hospital Ge­
neral), dependiente de los Servicios de Salud del Estado de 
Morelos, por presentar dolores de labor de parto donde, alre­
dedor de las 09:00 horas, fue ingresada a quirófano, para ex­
traer a V2 mediante cesárea, quien al nacer, no presentó es­
fuerzo respiratorio y registró frecuencia cardiaca muy débil, por 
lo que se realizaron maniobras de reanimación sin éxito; final­
mente a las 09:40 horas, se determinó su defunción por “asfixia 
por bronco aspiración de líquido amniótico”. En relación a este 
hecho, consta en el “Resumen Clínico” de V1, que un médico 
pediatra reportó haber obtenido “recién nacido de 40 semanas” 
con una cardiopatía congénita compleja.

2. El 30 de mayo de 2014, tales hechos se difundieron en el sitio 
electrónico www.launion.com.mx; por lo que el 5 de junio si­
guiente, se radicó de oficio en esta Comisión Nacional el ex­
pediente de queja CNDH/4/2014/3532/Q y, para documentar 
las violaciones a derechos humanos, se solicitó información y 
copia del expediente clínico de V1 y V2 al personal del Hospi­
tal General, e información en colaboración a la Fiscalía Gene­
ral de esa entidad federativa, cuya valoración lógico­jurídica es 
objeto de análisis en el capítulo de observaciones de la Reco­
mendación.

3. En ese contexto, se pudo corroborar por esta Comisión Nacio­
nal que, con motivo de los hechos descritos en la Recomenda­
ción, AR1, AR2 y AR3 trasgredieron los derechos humanos a 
la protección de la salud materna, trato digno y derecho a vivir 
una vida libre de violencia (obstétrica) en agravio de V1, y al 
derecho a la protección de la salud, trato digno y a la vida, en 
agravio de V2, quienes tenían el deber de cuidado que debían y 
podían observar, en su calidad de garantes de la salud de V1 
y V2, que deriva de los artículos 33, fracciones I y II, de la Ley 
General de Salud, que en términos generales establece que: 
“Las actividades de atención médica son: I. Preventivas, que 
incluyen las de promoción general y las de protección especí-

fica”, así como “II. Curativas, que tienen como fin efectuar un 
diagnóstico temprano y proporcionar tratamiento oportuno”; 
mientras que el diverso artículo 61 Bis de la citada Ley, dispo­
ne que: “Toda mujer embarazada, tiene derecho a obtener 
servicios de salud (…), con estricto respeto de sus derechos 
humanos”. Vulneraron, además, los artículos 1º, párrafos pri­
mero, segundo y tercero, 4º, párrafo cuarto, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1º, 2º, fracciones I, 
II y V; 3º, fracción IV, 23, 27, fracciones III y IV, 32, 33, fraccio­
nes I y II, 51, primer párrafo, 61 fracción I, y 61 Bis, de la Ley 
General de Salud; 8, fracciones I y II, 9, 48, y 99 del Reglamen­
to de la Ley General de Salud en Materia de Prestación de 
Servicios de Atención Médica; y 1, 2, fracciones I, II, y VIII, 33, 
37, fracciones III, V y XII, 40, 41, 88 Septies a 88 Decies, de la 
Ley de Salud del Estado de Morelos; los numerales 12.1 (Aten­
ción médica) y 12.2 (Servicios médicos apropiados para la 
mujer embarazada) de la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer, adoptada 
por la ONU el 18 de diciembre de 1979 y vigente en México des­
de el 12 de mayo de 1981, así como las normas oficiales mexi­
canas supracitadas.

4. Del análisis lógico jurídico realizado al conjunto de evidencias 
del expediente CNDH/4/2014/3532/Q, en términos de lo dis­
puesto en el artículo 41 de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, se cuenta en el caso con evidencias 
que permiten probar violaciones a los derechos humanos a la 
protección de la salud materna, trato digno y derecho a vivir 
una vida libre de violencia (obstétrica) en agravio de V1; y al 
derecho a la protección de la salud, trato digno y a la vida, en 
agravio de V2, atribuibles al personal médico del Hospital Ge­
neral referido; en atención a las siguientes consideraciones:

5. Según se desprende de las constancias del expediente clínico 
conformado en el Hospital General, el 27 de febrero de 2014 
V1 acudió al nosocomio por presentar actividad uterina, siendo 
revisada por AR1, quien le diagnosticó a V1 con una amenaza 
de parto pretérmino, iniciándose con una terapia de uteroinhi­
bición y antibioticoterapia, el primero a base de piperidolato 
100 mg vía oral, cada 8 horas y progesterona 100 mg vía oral, 
cada 12 horas; el segundo a base de ceftriaxona 1 gr intra 
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venosa, cada 8 horas, con lo que evolucionó satisfactoriamen­
te y el 1 de marzo de 2014, fue dada de alta con buen estado 
clínico de acuerdo al expediente. 

6. Posteriormente, el 19 de mayo de 2014, V1 volvió a acudir a con­
sulta, esta vez fue valorada por AR2, quien conforme a la opi­
nión médica del perito de este Organismo Nacional, omitió 
establecer la hora, cargo, indicaciones, datos de alarma, y no 
reportó el fondo uterino de la paciente, que forman parte de una 
adecuada valoración ginecológica para la detección de bajo 
peso al nacer, incumpliendo con el numeral 6.2.6, de la citada 
norma oficial mexicana. 

7. El 27 de mayo de 2014, siendo aproximadamente las 07:10 
horas, V1, con 39.4 semanas de gestación, acudió nuevamen­
te al enunciado hospital, por presentar dolores de labor de 
parto, donde fue atendida por AR3, quien a la exploración la 
encontró con una probable preeclampsia, según se desprende 
de la “Nota Médica” de esa fecha. Con motivo de lo anterior, 
ordenó realizar análisis clínicos, de biometría hemática, grupo 
sanguíneo, tiempos de coagulación y examen general de orina, 
cuyos resultados estuvieron disponibles a las 07:39 horas de 
esa misma fecha, en los que se reportó la presencia de protei­
nuria, lo que confirmó que V1 se encontraba cursando un cua­
dro de preeclampsia. 

8. Sobre este particular, el perito médico de esta Comisión Nacio­
nal determinó que fue inadecuada la exploración física y el 
diagnóstico que el 27 de mayo de 2014 otorgó AR3 pues, des­
de un inicio, debió catalogar el embarazo de V1 como de alto 
riesgo, tomando en cuenta los antecedentes gineco­obstétricos, 
tales como su minoría de edad, que era nulípara y por la ame­
naza de parto pretérmino que presentó el 27 de febrero de 2014; 
así como los síntomas que presentó en la valoración de las 
07:10 horas (cefalea, acúfenos y náuseas), por lo que debió diag­
nosticarla con un cuadro de preeclampsia severa, es decir, un 
embarazo de alto riesgo, a fin de indicar la interrupción del em­
barazo mediante cesárea urgente, ya que se encontraba hemo­
dinámicamente estable para practicarle este tipo de cirugía. 

9. En la misma opinión médica, se destacó que si bien, AR3 repor­
tó una probable preeclampsia y ordenó practicar laboratorios 
clínicos consistentes en biometría hemática, grupo sanguíneo, 
tiempos de coagulación y examen general de orina, no se ad­
vierte que los resultados de tales estudios hayan sido tomados 
en cuenta durante el tiempo que V1 estuvo hospitalizada, ya 
que de lo contrario, AR3 habría practicado una prueba de fun­
cionamiento hepático, con el objeto de descartar o confirmar 
la instalación de síndrome de Hellp, ordenar la cuantificación 
de proteínas en orina de 24 horas, y realizar un ultrasonido 
obstétrico con rastreo de hígado y vías biliares, que son los es­
tudios complementarios para valorar correctamente tal patolo­
gía. El mismo perito de este Organismo Nacional, puntualizó 
que la literatura vigente refiere que el sulfato de magnesio se re­
comienda como terapia de primera línea en preeclampsia seve­
ra, con el objeto de prevenir una posible eclampsia, lo cual se 
omitió realizar. 

10. El perito de esta Comisión Nacional indicó que AR3 no diagnos­
ticó la preeclampsia severa que presentó V1, no asumió urgen­
temente la interrupción del embarazo mediante cesárea; omitió 
recostar a la paciente en decúbito lateral izquierdo, para una 
adecuada circulación y perfusión materno­fetal, no monitoreó su 
frecuencia respiratoria, pulso, presión arterial, frecuencia cardia­
ca fetal y los reflejos cada treinta minutos, y tampoco evaluó cons­
tantemente el bienestar fetal para detectar alguna complicación 
propia del embarazo; todo lo cual, repercutió en que V2, tuvie­
ra sufrimiento fetal y aumentó la tasa de mortalidad perinatal. 

11. Ese mismo 27 de mayo, aproximadamente a las 08:40 horas, 
V1 fue valorada por AR2, quien determinó la interrupción del 
embarazo vía abdominal por falta de progresión de trabajo de 
parto; pero en la mencionada opinión médica se destacó que 
el tiempo que trascurrió desde la llegada de la paciente a las 
07:10 horas, hasta las 9:00 horas en que se realizó la cesárea, 
fue de 1 hora con 40 minutos, sin que se haya valorado el bie­
nestar fetal, siendo que esta valoración se debe de registrar de 
manera estrecha, además de que V1 se encontraba en fase ac­
tiva del trabajo de parto, donde las contracciones son de ma­
nera regular, lo que incumple los numerales 5.4.2, 5.4.2.1, y 
5.4.2.2 de la Norma Oficial Mexicana NOM­007­SSA2­1993, 
“Atención de la mujer durante el embarazo, parto y puerperio 
y del recién nacido. Criterios y procedimientos para la presta-
ción del servicio”, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
del 6 de enero de 1995, en la que se establece que el control de 
parto normal debe incluir “la verificación y registro de la con-
tractilidad uterina y el latido cardiaco fetal, antes, durante y 
después de la contracción uterina, [deben ser valoradas] al 
menos cada 30 minutos”; además que “la verificación y registro 
del progreso de la dilatación cervical [debe realizarse] a tra-
vés de exploraciones vaginales racionales, de acuerdo con 
la evolución del trabajo de parto y el criterio del médico.” Con la 
intervención quirúrgica se extrajo a V2, que presentó salida de 
líquido meconial (++), peso de 3340 gr, talla 55 cm, pie 8 cm, 
perímetro cefálico: 36 cm, perímetro abdominal: 39 cm, fre­
cuencia cardiaca de 40 latidos por minuto, sin esfuerzo respi­
ratorio. SP1 realizó protocolo de reanimación con la práctica 
de laringoscopia para succionar secreciones, y como fue ne­
gativa, procedió a intubar para asegurar vía aérea e iniciar con 
ventilación positiva y onfaloclisis para administrar medicamen­
to propio de la reanimación, e inició un masaje cardiaco; pero 
a pesar de aplicar el protocolo de reanimación durante 20 mi­
nutos, se presentó frecuencia cardiaca fetal (FCF) de 0 Ipm, 
por lo que decidió suspender tales maniobras, estableciendo 
como causa de muerte, “probable cardiopatía congénita com-
pleja, no compatible con la vida.” 

12. El perito médico de la Comisión Nacional, destacó la contra­
dicción que existe entre la causa de muerte de V2 señalada por 
SP1, en el sentido de haber sido una “probable cardiopatía con-
génita compleja, no compatible con la vida” y la causa de muer­
te de V2, emitida por el médico legista de la Secretaría de Salud 
en el Certificado de muerte fetal, de haber sido por “asfixia por 
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bronco aspiración de líquido amniótico”. Sin embargo, ha que­
dado probado que AR3 no otorgó una adecuada atención 
médica ya que, como se dijo, no diagnosticó la preeclamsia se­
vera, ni catalogó el embarazo de V1 como de alto riesgo, lo 
que propició que no se ordenara urgentemente la intervención 
obstétrica a través de cesárea para proteger a V2. Además, el 
diagnóstico de SP1 sobre la muerte de V2 se estableció como 
una probable causa; pero es más relevante el diagnóstico de 
muerte el asentado en el referido Certificado de muerte fetal, 
según el artículo 391 de la Ley General de Salud que dice: “Los 
certificados de defunción y de muerte fetal serán expedidos, 
una vez comprobado el fallecimiento y determinadas sus cau-
sas, por profesionales de la medicina o personas autorizadas 
por la autoridad sanitaria competente”, convalidándose con ello 
la relación causa­efecto, entre la inadecuada atención médica 
proporcionada a V1 y el fallecimiento de V2, por lo que se vio­
ló el deber de cuidado que debió observar AR3, como garante 
de la salud del binomio materno­infantil que tenía a su cuidado 
y vigilancia.

13. De las evidencias que se allegó esta Comisión Nacional se 
advierte que la indebida atención al binomio materno­infantil, 
se traduce en violencia institucional por parte de una institución 
de salud, pues en términos de los artículos 18, 46, fracciones 
I, II, III y X, 51, fracción II, de la Ley General de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, en relación con el diver­
so 59, fracciones I, II y III, de su Reglamento. 

14. En ese contexto, se pudo corroborar por esta Comisión Nacio­
nal que, con motivo de los hechos descritos en la presente 
Recomendación, AR1, AR2 y AR3 trasgredieron los derechos 
humanos a la protección de la salud materna, trato digno y de­
recho a vivir una vida libre de violencia (obstétrica) en agravio 
de V1, y al derecho a la protección de la salud, trato digno y a 
la vida, en agravio de V2, quienes tenían el deber de cuidado 
que debían y podían observar, en su calidad de garantes de la 
salud de V1 y V2, que deriva de los artículos 33, fracciones I y 
II, de la Ley General de Salud. Vulneraron, además, los artícu­
los 1º, párrafos primero, segundo y tercero, 4º, párrafo cuarto, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
1º, 2º, fracciones I, II y V; 3º, fracción IV, 23, 27, fracciones III 
y IV, 32, 33, fracciones I y II, 51, primer párrafo, 61 fracción I, y 
61 Bis, de la Ley General de Salud; 8, fracciones I y II, 9, 48, 
y 99 del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de 
Prestación de Servicios de Atención Médica; y 1, 2, fracciones 
I, II, y VIII, 33, 37, fracciones III, V y XII, 40, 41, 88 Septies a 
88 Decies, de la Ley de Salud del Estado de Morelos; los nu­
merales 12.1 (Atención médica) y 12.2 (Servicios médicos 
apropiados para la mujer embarazada) de la Convención sobre 
la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer, adoptada por la ONU el 18 de diciembre de 1979 y vi­
gente en México desde el 12 de mayo de 1981, así como las 
normas oficiales mexicanas supracitadas.

15. Este Organismo Nacional considera que el trato que recibió V1 
por parte de los prestadores de servicio de salud, no atendió a 

su condición de menor, es decir, con apego a los principios rec­
tores como lo son, el interés superior del niño, la inclusión, la 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad, progresividad 
e integralidad de los derechos de niñas, niños el acceso a una 
vida libre de violencia y la accesibilidad; por tal motivo, las 
autoridades responsables, transgredieron el artículo 4°, párra­
fo noveno constitucional; los artículos 1, fracciones I y II, 2, 
párrafos segundo y tercero, 5, 6, fracciones I, II, V, XIII y XIV, 
13, fracciones VIII y IX, 46, 47, 50, 147 y 148, fracción II, todos 
de la Ley General de los derechos de niñas, niños y adoles­
centes; artículos 2, 2 bis, 3, incisos c) y f), 5, 6, fracción I, 15, 
fracciones II y V de la Ley para el desarrollo y protección del 
menor en el Estado de Morelos; artículo 24 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea Gene­
ral de Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, y vigente 
en México a partir del 25 de enero de 1991; principios 2 y 4 de 
la Declaración de los Derechos del Niño, aprobada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre 
de 1959, vigente desde el 2 de septiembre de 1990; y, artículo 
19 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos 
(“Pacto de San José”) del 22 de noviembre de 1969, y vigente 
en México a partir del 7 de mayo de 1981.

16. Sobre el particular, los artículos 6.1, del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos adoptado por la Asamblea Gene­
ral de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966 y vigen­
te en México desde el 23 de junio de 1981; 1.1, y 4.1, de la 
Convención Americana Sobre Derechos Humanos (“Pacto de 
San José”) del 22 de noviembre de 1969; I, VII y XI, de la De­
claración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 
adoptada el 2 de mayo de 1948, en Bogotá, Colombia; 3 y 
25.1, de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 
10 de diciembre de 1948; 12.1 y 12.2, inciso a), del Pacto In­
ternacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
adoptado el 16 de diciembre de 1966 y vigente para México 
desde el 23 de junio de 1981; 10.1, 10.2, incisos a) y f), del 
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre derechos 
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Cul­
turales (“Protocolo de San Salvador“), adoptado por la Organi­
zación de Estados Americanos el 17 de noviembre de 1988, y 
vigente para México desde el 16 de noviembre de 1999; y 1, 
4, 7, incisos a) y b), y 8, inciso a), de la Convención Interame­
ricana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia con­
tra la Mujer (“Convención de Belém Do Pará”), adoptada el 9 
de junio de 1994, vigente para México desde el 19 de enero de 
1999; en síntesis, ratifican el contenido de los preceptos cons­
titucionales citados, al disponer la necesidad de asegurar la 
plena efectividad y alcance del más alto nivel de salud para 
todos los individuos, especialmente de las mujeres, como tam­
bién el margen mínimo de calidad en los servicios médicos que 
el Estado debe proporcionar a su población, en cuanto al dis­
frute de un servicio médico y, de adoptar las medidas necesa­
rias para su plena efectividad.
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17. Partiendo de la base que el derecho al trato digno es aquella 
prerrogativa que posee todo ser humano para que se le permi­
ta hacer efectivas las condiciones jurídicas, materiales y de 
trato, acordes con las expectativas, en un mínimo de bienestar, 
aceptadas generalmente por los propios individuos y recono­
cidas en el orden jurídico. Al respecto, en la entrevista realiza­
da el 2 de junio de 2014, V1 y T1 refirieron a visitadores adjuntos 
de esta Comisión Nacional, que el personal médico del Hospi­
tal General de Tetecala, se burló de V1 al decirle: “A poco due-
le”, “Cuántos más vas a tener”, “Ya ves que duele”, “Que chi-
quita estas”; aunado a lo anterior, se advirtió que este derecho 
también se vulnero al no recibir una atención médica que sa­
tisficiera sus necesidades en el estado de salud, ya que la 
actuación de médicos involucrados contribuyeron a la violación 
de los derechos humanos a la protección a la salud del binomio 
materno­infantil, e incluso, a que V2 perdiera la vida. Derechos 
que encuentran sustento en el artículo 1º, párrafo quinto, cons­
titucional; 1º, de la Declaración Universal de Derechos Huma­
nos; y 11.1, de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, que disponen, sistemáticamente, que toda persona 
tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su 
dignidad y, el Estado está obligado no sólo a respetarlo, sino a 
establecer las condiciones para su pleno goce y ejercicio. 

18. Así también AR1, AR2 y AR3, con su actuación incumplieron 
sus obligaciones de actuar con “legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia” previstas en los artículos 26 y 27, 
fracción I, de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Ser­
vidores Públicos de Morelos.

19. En consecuencia, esta Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos se permite formular, respetuosamente a usted, señor 
gobernador, Lic. Graco Luis Ramírez Garrido Abreu, Goberna­
dor Constitucional del Estado de Morelos, las siguientes reco­
mendaciones:

PriMera. Se tomen las medidas para reparar el daño ocasionado 
a V1, que incluya el pago de una indemnización o compensación 
por la pérdida de la vida de V2, y atención médica y psicológica, 
con motivo de la responsabilidad en que incurrió el personal del 
Hospital General de Tetecala “Dr. Rodolfo Becerril de la Paz”, de­
pendiente de los Servicios de Salud del Estado de Morelos, involu­
crado en los hechos referidos en la presente Recomendación, y se 
envíen a esta Comisión Nacional las constancias con que se acre­
dite su cumplimiento.

seGUnda. Se diseñen e impartan en los Hospitales de los Servi­
cios de Salud del Estado de Morelos, especialmente en el Hospital 
General de Tetecala, cursos integrales de capacitación y formación 

en materia de derechos humanos, con perspectiva de género trans­
versal, así como del conocimiento, manejo y observancia de las 
normas oficiales mexicanas en materia de salud, con el objetivo de 
evitar daños como los que dieron origen a este pronunciamiento, y 
se remitan a esta Comisión Nacional las constancias con que se 
acrediten su cumplimiento.

Tercera. En protección de la garantía de no repetición, se giren 
las instrucciones respectivas para emitir una circular dirigida al per­
sonal médico del Hospital General de Tetecala, en la que se les 
ordene entregar copia de la certificación y, en su caso, recertifica­
ción tramitadas ante los Consejos de Especialidades Médicas, con 
la finalidad de que acrediten tener la actualización, experiencia y 
conocimientos suficientes para mantener las habilidades necesa­
rias, que les permitan brindar un servicio médico adecuado y pro­
fesional, hecho lo cual se envíen a esta Comisión Nacional las 
constancias con que se acredite su cumplimiento.
 
cUarTa. Se instruya que los servidores públicos del Hospital Ge­
neral de Tetecala, adopten medidas efectivas de prevención, que 
permitan garantizar que los expedientes clínicos que se generen 
con motivo de la atención médica que brindan, se encuentren de­
bidamente integrados, conforme a lo dispuesto en la legislación na­
cional e internacional, así como en las normas oficiales mexicanas 
correspondientes, hecho lo cual se envíen a esta Comisión Nacio­
nal las constancias con que se acredite su cumplimiento. 

QUinTa. Se colabore ampliamente con este Organismo Nacional 
en la queja que se promueva ante la Secretaría de la Contraloría 
del Estado de Morelos, contra AR1, AR2 y AR3, involucrados en los 
hechos de la presente Recomendación, enviándose a esta Comi­
sión Nacional las constancias que les sean requeridas. 

seXTa. Participe eficazmente en las investigaciones derivadas de 
la denuncia contra AR3 que con motivo de los hechos presente la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos ante la Fiscalía Ge­
neral del Estado de Morelos, y se remitan a este Organismo Nacio­
nal las constancias con que se acredite su cumplimiento.

sÉPTiMa. Participe ampliamente con este Organismo Constitucio­
nal Autónomo, en el seguimiento e inscripción de V1, en el Registro 
Único de Víctimas del Estado de Morelos, a efecto de que tengan 
acceso al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación, previstos en 
la Ley de Atención y Reparación a Víctimas del Delito y de Viola­
ciones a los Derechos Humanos para el Estado de Morelos, y se 
remitan las constancias que acrediten su cumplimiento.
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méxico, d. f., a 29 de junio de 2015

sobre el caso de violencia obstétrica e inadecuada atención médica  
en agravio de v1 y la pérdida de la vida en agravio de v2, en el Hospital  
general de tetecala “dr. rodolfo Becerril de la Paz”, dependiente  
de los servicios de salud del estado de morelos

lic. graco luis ramírez garrido abreu
gobernador constitucional del estado de morelos

distinguido señor gobernador:

 1. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en los artículos 1º, párrafos primero, se­
gundo y tercero, 102, Apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1º, 3º, primer 
párrafo, 6º, fracciones I, II y III, 15, fracción VII, 24, fracciones II y IV, 42, 44, 46 y 51, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos; y 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136, de su Reglamento Interno, ha 
examinado las evidencias del expediente CNDH/4/2014/3532/Q, relacionado con el caso de V1 y su recién 
nacido V2.

 2. Con el propósito de proteger la identidad de las personas involucradas en los hechos y evitar que sus nombres 
y datos personales se divulguen, se omitirá su publicidad, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 4º, 
párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y 147 de su Reglamento In­
terno. Los datos se pondrán en conocimiento de la autoridad recomendada, a través de un listado adjunto, en 
el que se describe el significado de las claves utilizadas, con el compromiso de dictar las medidas de protec­
ción de los datos correspondientes, y visto los siguientes:

i. HEcHos

 3. El 27 de mayo de 2014, siendo aproximadamente las 07:10 horas, V1 mujer de 16 años de edad que cursaba 
un embarazo de 39.4 semanas de gestación, acudió junto con T1, al Hospital General de Tetecala “Dr. Rodol­
fo Becerril de la Paz” (Hospital General), dependiente de los Servicios de Salud del Estado de Morelos, por 
presentar dolores de labor de parto donde, alrededor de las 09:00 horas, fue ingresada a quirófano, para 
extraer a V2 mediante cesárea, quien al nacer, no presentó esfuerzo respiratorio y registró frecuencia cardia­
ca muy débil, por lo que se realizaron maniobras de reanimación sin éxito; finalmente a las 09:40 horas, se 
determinó su defunción por “asfixia por bronco aspiración de líquido amniótico”. En relación a este hecho, 
consta en el “Resumen Clínico” de V1, que un médico pediatra reportó haber obtenido “recién nacido de 40 
semanas” con una cardiopatía congénita compleja.

 4. El 30 de mayo de 2014, tales hechos se difundieron en el sitio electrónico www.launion.com.mx; por lo que el 
5 de junio siguiente, se radicó de oficio en esta Comisión Nacional el expediente de queja CNDH/4/2014/3532/Q 
y, para documentar las violaciones a derechos humanos, se solicitó información y copia del expediente clínico 
de V1 y V2 al personal del Hospital General, e información en colaboración a la Fiscalía General de esa enti­
dad federativa, cuya valoración lógico­jurídica es objeto de análisis en el capítulo de observaciones de esta 
Recomendación.

ii. EvidEncias

 5. Nota periodística publicada el 30 de mayo de 2014, en el sitio electrónico www.launion.com.mx, en la que se 
difundió la noticia titulada “Denuncian negligencia médica en el hospital de Tetecala.”
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 6. Acta Circunstanciada de 2 de junio de 2014, en la que consta la entrevista de visitadores adjuntos de esta 
Comisión Nacional, con personal médico del Hospital General.

 7. Acta Circunstanciada de 2 de junio de 2014, en la que se asentó la entrevista de visitadores adjuntos de este 
Organismo Constitucional Autónomo con V1 y T1, quienes proporcionaron:

7.1. Certificado de nacimiento de V2, expedido el 27 de mayo de 2014.
7.2. Certificado de muerte fetal de V2, expedido el 28 de mayo de 2014.

 8. Oficio SS/611/2014, de 3 de junio de 2014, mediante el cual la titular de la Secretaría de Salud del Estado de 
Morelos rindió el informe solicitado por esta Comisión Nacional, además de acompañar:

8.1. Oficio DIR./288/2014, de 3 de junio de 2014, suscrito por el director del Hospital General, al que ad­
juntó “Resumen Clínico” de la atención otorgada a V1 y V2.

8.2. Constancias del “Resumen Clínico”, de las cuales sobresalen por su importancia las siguientes:
8.2.1. “Notas Médicas” del Servicio de Ginecología de 27 de febrero de 2014, suscritas por AR1.
8.2.2. “Órdenes Médicas” del Servicio de Ginecología y Obstetricia de 28 de febrero de 2014, elaboradas 

por AR1 y AR2.
8.2.3. “Hoja de Trabajo Social” de 1 de marzo de 2014, referente al egreso de V1.
8.2.4. “Hoja de Seguimiento Riesgo de Prueba sin Estrés”, de 19 y 26 de mayo de 2014, suscrita por AR2.
8.2.5. “Notas Médicas” elaboradas a las 07:10 horas, de 27 de mayo de 2014, por AR3.
8.2.6. Resultados de los “Análisis Clínicos”, realizados a V1, concluidos a las 07:39 horas del 27 de mayo 

de 2014.
8.2.7. “Notas Médicas” elaboradas por AR2, a las 08:40 horas, de 27 de mayo de 2014.
8.2.8. “Nota Quirúrgica” de 27 de mayo de 2014, con rubrica pero sin nombre de quien la elaboró.
8.2.9. “Nota de Enfermería” elaborada a las 09:00 horas, de 27 de mayo de 2014, sin firma y nombre de 

quien la confeccionó.
8.2.10. “Notas de Evolución Matutina” del Servicio de Ginecología y Obstetricia de las 10:30 horas y 16:00 

horas, de 28 de mayo de 2014, suscritas por AR1 y AR2.
8.2.11. “Nota de Trabajo Social” de las 18:16 horas de 30 de mayo de 2014, alusiva a la alta de V1.
8.2.12. “Notas Médicas de Atención al Recién Nacido” elaborada por SP1 del Servicio de Pediatría, a las 

09:50 horas, de 27 de mayo de 2014.
 9. Acuerdo de inicio de expediente de oficio y de atracción, de 5 de junio de 2014.
 10. Actas Circunstanciadas relativas a las comunicaciones telefónicas de 24 de junio, 9 de julio, 11 de agosto y 8 

de septiembre de 2014, de un visitador adjunto de esta Comisión Nacional con T1.
 11. Acta Circunstanciada de la comunicación telefónica de 9 de julio de 2014, que un visitador adjunto de este 

Organismo Nacional tuvo con personal de la Fiscalía General del Estado de Morelos.
 12. Oficio DGDH/4/2176/2014­5, de 22 de julio de 2014, mediante el cual la Directora General de Derechos Hu­

manos de la Fiscalía General del Estado de Morelos, rindió el informe solicitado por esta Comisión Nacional.
 13. Opinión Médica emitida el 20 de septiembre de 2014 por un perito médico de este Organismo Nacional, en la 

que se establecieron consideraciones técnicas sobre la atención médica proporcionada a V1 y V2.
 14. Acta Circunstanciada de 26 de febrero de 2015, en la que consta la llamada telefónica entre un visitador ad­

junto de esta Comisión Nacional y T1.
 15. Acta Circunstanciada de 26 de febrero de 2015, en la que se asentó la comunicación telefónica que un visi­

tador adjunto de este Organismo Nacional, realizó con personal de la Dirección General de Derechos Huma­
nos de la Fiscalía General del Estado de Morelos.

 16. Oficio DGDH/3/701/2015, de 20 de marzo de 2015, mediante el cual la Dirección General de Derechos Hu­
manos de la Fiscalía General del Estado de Morelos, informó a esta Comisión Nacional que, el 5 de febrero 
de 2015, se dictó Acuerdo de No Ejercicio de la Acción Penal en la Carpeta de Investigación 1.
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iii. situación jurídica

 17. El 27 de mayo de 2014, siendo aproximadamente las 07:10 horas, V1 mujer de 16 años de edad, cursando 
con un embarazo de 39.4 semanas de gestación, acudió junto con T1, al Hospital General, por presentar 
dolores de labor de parto donde, alrededor de las 09:00 horas ingresó a quirófano para extraer a V2 median­
te cesárea, quien al nacer no presentó esfuerzo respiratorio, registró frecuencia cardiaca muy débil, y se 
realizaron maniobras de reanimación sin éxito; finalmente a las 09:40 horas se determinó su defunción por 
“asfixia por broncoaspiración de líquido amniótico”.

 18. En la misma fecha, la Fiscalía General del Estado de Morelos, inició de oficio la Carpeta de Investigación 1, 
según lo informó su Dirección General de Derechos Humanos con el oficio DGDH/4/2176/2014­5 de 22 de 
julio de 2014 y, dicha información se reiteró a este Organismo Nacional, mediante comunicación telefónica 
de 26 de febrero de 2015.

 19. Posteriormente, el 20 de marzo de 2015, la Dirección General de Derechos Humanos de la aludida Fiscalía, 
mediante oficio número DGDH/3/701/2015, informó que el 5 de febrero de 2015, se dictó Acuerdo de No Ejer­
cicio de la Acción Penal en dicha Carpeta de Investigación.

iv. oBsErvacionEs

 20. Del análisis lógico jurídico realizado al conjunto de evidencias del expediente CNDH/4/2014/3532/Q, en tér­
minos de lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se 
cuenta en el caso con evidencias que permiten probar violaciones a los derechos humanos a la protección 
de la salud materna, trato digno y derecho a vivir una vida libre de violencia (obstétrica) en agravio de V1; y 
al derecho a la protección de la salud, trato digno y a la vida, en agravio de V2, atribuibles al personal médico 
del Hospital General referido; en atención a las siguientes consideraciones:

 21. Según se desprende de las constancias del expediente clínico conformado en el Hospital General, el 27 de 
febrero de 2014 V1 acudió al nosocomio por presentar actividad uterina, siendo revisada por AR1, quien en 
la “Nota Médica” reportó: “…actualmente refiere dolor tipo obstétrico en región abdominal y pélvica de 8 horas 
de evolución, refiere sangrado, secreción serohemática… al tacto vaginal cérvix corto, blando y abriendo a 2 cm 
interno cerrado, tono uterino +, resto sin alteraciones… femenino de 33 sdg por FUM + APP…”.

 22. Con motivo de lo anterior, se diagnosticó a V1 con una amenaza de parto pretérmino, iniciándose con una 
terapia de uteroinhibición y antibioticoterapia, el primero a base de piperidolato 100 mg vía oral, cada 8 horas 
y progesterona 100 mg vía oral, cada 12 horas; el segundo a base de ceftriaxona 1 gr intra venosa, cada 8 
horas, con lo que evolucionó satisfactoriamente y el 1 de marzo de 2014, fue dada de alta con buen estado clí­
nico de acuerdo al expediente.

 23. Al respecto, se obtuvo la opinión médica de 20 de septiembre de 2014, suscrita por un perito de esta Comisión 
Nacional, quien en relación con la “Nota Médica” de 27 de febrero de 2014, que elaboró AR1, destacó que 
este médico omitió establecer la hora y signos vitales del binomio materno­infantil, lo que implicó la inobser­
vancia de los numerales 5.10, 6.1.2, y 8.1.1 de la Norma Oficial Mexicana NOM­004­SSA3­2012, “Del expe-
diente clínico”, publicada en el Diario Oficial de la Federación del 15 de octubre de 2012.

 24. Posteriormente, el 19 de mayo de 2014, V1 volvió a acudir a consulta, esta vez fue valorada por AR2, quien 
en su “Hoja de Seguimiento de Riesgo de Prueba sin Estrés”, reportó: “…acude a módulo mater para valora-
ción por dolor tipo obstétrico con pss reactivo… no contracciones, sin pérdidas vaginales… con signos vitales 
estables, cita abierta, Dx: Emb. de 39.5 sdg + pródromos de trabajo de parto. Se realiza rastreo con usg, se 
aprecia líquido amniótico normal en adecuada cantidad, con FCF 145 lpm y movimientos activos de produc-
to…”, pero conforme a la opinión médica del perito de este Organismo Nacional, AR2 omitió establecer la hora, 
cargo, indicaciones, datos de alarma, y no reportó el fondo uterino de la paciente, que forman parte de una 
adecuada valoración ginecológica para la detección de bajo peso al nacer, incumpliendo con el numeral 6.2.6, 
de la citada norma oficial mexicana. La valoración oportuna es de vital importancia para brindar una atención 
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médica apropiada, lo anterior si se considera que de acuerdo con el expediente clínico, V2 al nacer, además 
de presentar una cardiopatía congénita compleja, en el “Certificado de Muerte Fetal” se asentó que falleció 
por asfixia debido a la bronco aspiración de líquido amniótico.

 25. El 27 de mayo de 2014, siendo aproximadamente las 07:10 horas, V1, con 39.4 semanas de gestación, acu­
dió nuevamente al enunciado hospital, por presentar dolores de labor de parto, donde fue atendida por AR3, 
quien a la exploración la encontró con una probable preeclampsia, según se desprende de la “Nota Médica” 
de esa fecha, donde asentó: “…T/A 120/90, Primigesta 39.4 sdg en pródromos de trabajo de parto, la cual es 
traída nuevamente a revisión por aumentar contracciones uterinas, así como cefalea náuseas… S: cefalea y 
náuseas… FCF 140 x´… refiere cefalea, acúfenos y náuseas… abdomen en contracciones uterinas 50 seg 
de duración 2 a 3 en 10 minutos, tacto vaginal 2 cm, 80% de borramiento, flujo vaginal, presentación cefálica, 
membranas íntegras, extremidades superiores e inferiores SDP, Primigesta 39.4 SDG en pródromos de TBP, 
Pb pre-eclampsia, Plan: ver indicaciones…”

 26. Con motivo de lo anterior, AR3 ordenó realizar análisis clínicos, de biometría hemática, grupo sanguíneo, 
tiempos de coagulación y examen general de orina, cuyos resultados estuvieron disponibles a las 07:39 horas 
de esa misma fecha, en los que se reportó la presencia de proteinuria, lo que confirmó que V1 se encontraba 
cursando un cuadro de preeclampsia.

 27. Sobre este particular, el perito médico de esta Comisión Nacional determinó que fue inadecuada la exploración 
física y el diagnóstico que el 27 de mayo de 2014 otorgó AR3 pues, desde un inicio, debió catalogar el emba­
razo de V1 como de alto riesgo, tomando en cuenta los antecedentes gineco­obstétricos, tales como su mi­
noría de edad, que era nulípara y por la amenaza de parto pretérmino que presentó el 27 de febrero de 2014; 
así como los síntomas que presentó en la valoración de las 07:10 horas (cefalea, acúfenos y náuseas), por lo 
que debió diagnosticarla con un cuadro de preeclampsia severa, es decir, un embarazo de alto riesgo, a fin 
de indicar la interrupción del embarazo mediante cesárea urgente, ya que se encontraba hemodinámicamen­
te estable para practicarle este tipo de cirugía.

 28. En la misma opinión médica, se destacó que si bien, AR3 reportó una probable preeclampsia y ordenó prac­
ticar laboratorios clínicos consistentes en biometría hemática, grupo sanguíneo, tiempos de coagulación y 
examen general de orina, no se advierte que los resultados de tales estudios hayan sido tomados en cuenta 
durante el tiempo que V1 estuvo hospitalizada, ya que de lo contrario, AR3 habría practicado una prueba de 
funcionamiento hepático, con el objeto de descartar o confirmar la instalación de síndrome de Hellp, ordenar 
la cuantificación de proteínas en orina de 24 horas, y realizar un ultrasonido obstétrico con rastreo de hígado 
y vías biliares, que son los estudios complementarios para valorar correctamente tal patología. El mismo pe­
rito de este Organismo Nacional, puntualizó que la literatura vigente refiere que el sulfato de magnesio se 
recomienda como terapia de primera línea en preeclampsia severa, con el objeto de prevenir una posible 
eclampsia, lo cual se omitió realizar.

 29. El perito de esta Comisión Nacional indicó que AR3 no diagnosticó la preeclampsia severa que presentó V1, 
no asumió urgentemente la interrupción del embarazo mediante cesárea; omitió recostar a la paciente en de­
cúbito lateral izquierdo, para una adecuada circulación y perfusión materno­fetal, no monitoreó su frecuencia 
respiratoria, pulso, presión arterial, frecuencia cardiaca fetal y los reflejos cada treinta minutos, y tampoco 
evaluó constantemente el bienestar fetal para detectar alguna complicación propia del embarazo; todo lo cual, 
repercutió en que V2, tuviera sufrimiento fetal y aumentó la tasa de mortalidad perinatal. 

 30. Ese mismo 27 de mayo, aproximadamente a las 08:40 horas, V1 fue valorada por AR2, quien determinó la 
interrupción del embarazo vía abdominal por falta de progresión de trabajo de parto; pero en la mencionada 
opinión médica se destacó que el tiempo que trascurrió desde la llegada de la paciente a las 07:10 horas, 
hasta las 9:00 horas en que se realizó la cesárea, fue de 1 hora con 40 minutos, sin que se haya valorado el 
bienestar fetal, siendo que esta valoración se debe de registrar de manera estrecha, además de que V1 se 
encontraba en fase activa del trabajo de parto, donde las contracciones son de manera regular, lo que incum­
ple los numerales 5.4.2, 5.4.2.1, y 5.4.2.2 de la Norma Oficial Mexicana NOM­007­SSA2­1993, “Atención de 
la mujer durante el embarazo, parto y puerperio y del recién nacido. Criterios y procedimientos para la pres-
tación del servicio”, publicada en el Diario Oficial de la Federación del 6 de enero de 1995, en la que se esta­
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blece que el control de parto normal debe incluir “la verificación y registro de la contractilidad uterina y el lati-
do cardiaco fetal, antes, durante y después de la contracción uterina, [deben ser valoradas] al menos cada 30 
minutos”; además que “la verificación y registro del progreso de la dilatación cervical [debe realizarse] a través 
de exploraciones vaginales racionales, de acuerdo con la evolución del trabajo de parto y el criterio del médi-
co.” Con la intervención quirúrgica se extrajo a V2, que presentó salida de líquido meconial (++), peso de 3340 
gr, talla 55 cm, pie 8 cm, perímetro cefálico: 36 cm, perímetro abdominal: 39 cm, frecuencia cardiaca de 40 la­
tidos por minuto, sin esfuerzo respiratorio. SP1 realizó protocolo de reanimación con la práctica de laringos­
copia para succionar secreciones, y como fue negativa, procedió a intubar para asegurar vía aérea e iniciar con 
ventilación positiva y onfaloclisis para administrar medicamento propio de la reanimación, e inició un masaje 
cardiaco; pero a pesar de aplicar el protocolo de reanimación durante 20 minutos, se presentó frecuencia car­
diaca fetal (FCF) de 0 Ipm, por lo que decidió suspender tales maniobras, estableciendo como causa de 
muerte, “probable cardiopatía congénita compleja, no compatible con la vida.” 

 31. El perito médico de la Comisión Nacional, destacó la contradicción que existe entre la causa de muerte de V2 
señalada por SP1, en el sentido de haber sido una “probable cardiopatía congénita compleja, no compatible 
con la vida” y la causa de muerte de V2, emitida por el médico legista de la Secretaría de Salud en el Certifi­
cado de muerte fetal, de haber sido por “asfixia por bronco aspiración de líquido amniótico”. Sin embargo, ha 
quedado probado que AR3 no otorgó una adecuada atención médica ya que, como se dijo, no diagnosticó 
la preeclamsia severa, ni catalogó el embarazo de V1 como de alto riesgo, lo que propició que no se ordena­
ra urgentemente la intervención obstétrica a través de cesárea para proteger a V2. Además, el diagnóstico 
de SP1 sobre la muerte de V2 se estableció como una probable causa; pero es más relevante el diagnóstico de 
muerte el asentado en el referido Certificado de muerte fetal, según el artículo 391 de la Ley General de Salud 
que dice: “Los certificados de defunción y de muerte fetal serán expedidos, una vez comprobado el falleci-
miento y determinadas sus causas, por profesionales de la medicina o personas autorizadas por la autoridad 
sanitaria competente”, convalidándose con ello la relación causa­efecto, entre la inadecuada atención médica 
proporcionada a V1 y el fallecimiento de V2, por lo que se violó el deber de cuidado que debió observar AR3, 
como garante de la salud del binomio materno­infantil que tenía a su cuidado y vigilancia.

 32. Así, esta Comisión Nacional advierte que AR1, AR2 y AR3 vulneraron la referida Norma Oficial Mexicana 
NOM­007­SSA2­1993, en la cual se establece en su “Introducción” y en los numerales 5.1.1, 5.1.3, 5.1.4 y 
5.1.5. que: “La mayoría de los daños obstétricos y los riesgos para la salud de la madre y del niño pueden ser 
prevenidos, detectados y tratados con éxito, mediante la aplicación de procedimientos normados para la aten-
ción, entre los que destacan el uso del enfoque de riesgo y la realización de actividades eminentemente pre-
ventivas y la eliminación o racionalización de algunas prácticas que llevadas a cabo en forma rutinaria au mentan 
los riesgos”. Al respecto, la referida norma ha sido señalada en las Recomendaciones 5/2011, 37/2011, 6/2012, 
23/2012, 27/2012, 65/2012, 6/2013, 7/2013, 60/2013, 1/2014, 8/2014, 15/2014, 24/2014, 29/2014, 35/2014, 
5/2015 y 7/2015 emitidas por esta Comisión Nacional, haciendo hincapié en la importancia que tiene, preci­
samente, mantener una adecuada vigilancia obstétrica que permita prever un posible sufrimiento fetal del 
producto, así como un correcto seguimiento del embarazo, parto, puerperio y del recién nacido.

 33. Destaca también que el perito médico de esta Comisión Nacional, dio cuenta que en el expediente clínico de 
V1 y V2, existen constancias suscritas por AR1, AR2 y AR3, en las que no se aprecia la firma, cargo y ma­
trícula del personal médico tratante; se omitió, en algunos casos, asentar fecha y hora de su elaboración, las 
indicaciones, reporte de fondo uterino, signos vitales del binomio materno­infantil, y no se asentaron algu­
nas valoraciones; todo lo cual, contraviene lo establecido en los numerales 5.2, 5.2.1, 5.10, y 8.1.1. de la Nor­
ma Oficial Mexicana NOM­004­SSA3­2012, “Del expediente clínico”, publicada en el Diario Oficial de la Fe­
deración del 15 de octubre de 2012.

 34. La inobservancia de la Norma Oficial Mexicana, NOM­004­SSA3­2012, “Del expediente clínico”, constituye 
una constante preocupación para esta Comisión Nacional, pues representa un obstáculo para conocer el 
historial clínico detallado del paciente e identificar las responsabilidades que correspondan, vulnerándose, 
además, el derecho de las víctimas y sus familiares a que se conozca la verdad histórica respecto de la aten­
ción médica que se proporcionó en una institución pública de salud; situación que ha sido objeto de múltiples 
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pronunciamientos de este Organismo Nacional, contenidos en las Recomendaciones 1/2011, 5/2011, 6/2011, 
9/2011, 21/2011, 24/2011, 39/2011, 76/2011, 2/2012, 14/2012, 15/2012, 19/2012, 20/2012, 23/2012, 24/2012, 
58/2012, 63/2012, 65/2012, 1/2013, 7/2013, 23/2013, 24/2013, 33/2013, 46/2013, 60/2013, 86/2013, 1/2014, 
2/2014, 6/2014, 8/2014, 13/2014, 14/2014, 15/2014, 20/2014, 22/2014, 24/2014, 25/2014, 29/2014, 30/2014, 
33/2014, 35/2014, 37/2014, 43/2014, 50/2014, 5/2015, y 7/2015. La apropiada integración del expediente 
clínico de V1 y V2, es un deber a cargo de los prestadores de servicios médicos, para su conformación y con­
servación, ya que contiene los antecedentes médicos de los pacientes, así como el historial inherente a su 
tratamiento; las instituciones de salud son solidariamente responsables de su cumplimiento, de manera que, 
como parte de la prevención, a la que la autoridad responsable está obligada, debe tomar medidas para que la 
norma oficial mexicana respectiva se cumpla en sus términos. 

 35. Resulta aplicable en la especie la sentencia del “Caso Albán Cornejo y otros, vs. Ecuador”, de 22 de noviem­
bre de 2007, emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual, en el numeral 68, refiere “la 
relevancia del expediente médico, adecuadamente integrado, como instrumento guía para el tratamiento 
médico y fuente razonable de conocimiento acerca de la situación del enfermo, las medidas adoptadas para 
controlarla y, en su caso, las consecuentes responsabilidades.”

 36. De las evidencias que se allegó esta Comisión Nacional se advierte que la indebida atención al binomio ma­
terno­infantil, se traduce en violencia institucional por parte de una institución de salud, pues en términos de 
los artículos 18, 46, fracciones I, II, III y X, y 51, fracción II, de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia, en relación con el diverso 59, fracciones I, II y III, de su Reglamento, tienen la obligación 
de evitar “dilatar, obstaculizar o impedir el goce y ejercicio de los derechos humanos de las mujeres, así como 
su acceso al disfrute de políticas públicas destinadas a prevenir, atender, investigar, sancionar y erradicar los 
diferentes tipos de violencia”, entre ellas, la obstétrica, y aplicar “las normas oficiales mexicanas vigentes en 
la materia” y “respetar los derechos humanos de las mujeres”.

 37. En el caso de V1, se acredita la violencia obstétrica como una modalidad de la violencia institucional y de 
género, aunque de hecho sea una concepción jurídica reciente. Venezuela fue el primer país en el mundo que 
la incorporó a su legislación en 2007. En México se encuentra incorporada a partir de 2008 en el artículo 7, 
fracción VI, de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Veracruz de Ign­
acio de la Llave; en 2009 en el artículo 6, fracción VII de la Ley de Acceso a una Vida Libre de Violencia para 
las Mujeres en el Estado de Chiapas; en 2010, en el artículo 5, fracción VIII de la Ley de Acceso de las Muje­
res a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Guanajuato; en 2011, en el artículo 6, fracción III, de la 
Ley de las Mujeres para una Vida sin Violencia del Estado de Durango; en 2014, en el artículo 5, fracción VI 
de la Ley Estatal del Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia de Chihuahua; en el artículo 5, 
fracción VII, de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado Libre y Soberano 
de Quintana Roo y, finalmente, en el artículo 3, inciso f), de la Ley para Prevenir, Atender, Sancionar y Erra­
dicar la Violencia contra las Mujeres del Estado de Tamaulipas. Si bien dichas leyes no son aplicables al Es­
tado de Morelos, son un referente importante atendiendo al compromiso por la protección de la dignidad hu­
mana en el tema de la violencia obstétrica. 

 38. En relación al tema, la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNES­
CO),1 en coordinación con la Red Latinoamericana del Caribe y de Bioética, hace referencia a la violencia 
obstétrica, definiéndola como: “el tipo de violencia ejercida por el profesional de salud sobre el cuerpo y los 
procesos reproductivos de las mujeres. Esta clase de violencia se expresa mayoritariamente, aunque no con 
exclusividad, en el trato deshumanizado hacia la mujer embarazada, en la tendencia a patologizar los proce-
sos reproductivos naturales y en múltiples manifestaciones que resultan amenazantes en el contexto de la 
atención de la salud sexual, embarazo, parto y post parto”. Ante los alcances de la violencia obstétrica, la Or­
ganización Mundial de la Salud (OMS), así como muchas organizaciones sociales de mujeres interesadas en 
la erradicación de estas prácticas, han reiterado que la violencia obstétrica constituye una violación a los 
derechos humanos, por ser una expresión de la violencia de género contra las mujeres y por atentar contra 

1 Revista “Redbioética/UNESCO”, Año 4, Vol. 1, No. 7, Enero­Junio de 2013.
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el derecho a la protección de su salud que también está relacionado con el ejercicio de otros derechos huma­
nos vitales para una vida digna y libre de violencia de las mujeres en todas las etapas de su vida. En este senti­
do, dicho organismo internacional, se pronunció en el 2014 respecto de la violencia sufrida por las mujeres 
durante el parto en los centros de salud, en la Declaración “Prevención y erradicación de la falta de respeto y 
el maltrato durante la atención del parto en centros de salud”, reconociendo que: “El maltrato, la negligencia 
o falta de respeto en el parto pueden constituirse en una violación de los derechos humanos fundamentales 
de las mujeres, descritos en las normas y principios internacionales de derechos humanos (…) [e]xiste una 
notable agenda de investigación para lograr una mejor definición, medida y comprensión del trato irrespetuo-
so y ofensivo a las mujeres en el parto, y cómo prevenirlo y erradicarlo.” 

 39. En el caso de nuestro país, cada vez son más los sucesos sobre violencia obstétrica que se denuncian debi­
do a que son una constante en la atención que se proporciona en las instancias de salud pública y privada a 
las mujeres en edad reproductiva, en particular, durante el embarazo, parto y puerperio, aun cuando existe un 
marco jurídico que garantiza servicios de salud adecuados para las mujeres. La violencia obstétrica, como 
expresión de la violencia de género, es una manifestación de las relaciones asimétricas de poder que existen 
entre los profesionales de la salud y las mujeres embarazadas, en labor de parto o puerperio, las cuales re­
velan desigualdad, porque el personal de salud, avalado por las instituciones públicas y privadas, es quienes 
finalmente deciden sobre los procedimientos a realizar en el cuerpo de las mujeres, subordinando las nece­
sidades de las mismas, con lo que obstaculizan el ejercicio de sus derechos humanos. Al igual que otros tipos 
de violencia hacia las mujeres, la violencia obstétrica ha sido naturalizada e invisibilizada, de tal suerte que 
muchas de las mujeres que la viven creen que es normal o natural, porque al desconocer sus derechos huma­
nos, reproducen actitudes de sumisión en algunos casos frente al personal de salud. Algunos médicos repro­
ducen su rol, actitudes y prácticas sin detenerse a reflexionar si son las más adecuadas en el marco de protec­
ción de los derechos humanos de las mujeres y de sus hijos por nacer.

 40. Con la finalidad de hacer visible la problemática que enfrentan las mujeres embarazadas al ejercer el derecho 
a la protección de la salud y buscar mecanismos de solución, este Organismo Constitucional Autónomo, en 
el Seminario Internacional “Los Derechos Humanos de las Mujeres y la Igualdad en el Acceso al Derecho a la 
Salud Materna” de septiembre de 2014, con el que se inició la “Cruzada Nacional Contra la Violencia Obsté­
trica”, en el Estado de Campeche, convocó a salvaguardar los derechos humanos de la mujer, porque sólo 
así habrán mejores políticas públicas y servicios “con calidad, calidez, accesibilidad y disponibilidad” en el 
rubro de la salud.

 41. Atendiendo los diversos conceptos que existen en las referidas Leyes de Acceso a las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia en los Estados de Veracruz, Chiapas, Guanajuato, Durango, Chihuahua, Quintana Roo y 
Tamaulipas, lo establecido por la Organización Mundial de la Salud (OMS), se llegó a la convicción de que la 
violencia obstétrica es una modalidad de la violencia institucional y de género, cometida por prestadores de 
servicios de la salud, por una inadecuada atención médica a las mujeres durante el embarazo, parto o puer­
perio que le genere una afectación física, psicológica o moral, que incluso llegue a provocar la pérdida de la 
vida de la mujer o, en su caso, del feto o del recién nacido, derivado de la prestación de servicios médicos, 
trato deshumanizado, abuso de medicalización y patologización de procedimientos naturales, entre otros.

 42. En ese contexto, se pudo corroborar por esta Comisión Nacional que, con motivo de los hechos descritos en 
la presente Recomendación, AR1, AR2 y AR3 trasgredieron los derechos humanos a la protección de la salud 
materna, trato digno y derecho a vivir una vida libre de violencia (obstétrica) en agravio de V1, y al derecho a 
la protección de la salud, trato digno y a la vida, en agravio de V2, quienes tenían el deber de cuidado que de­
bían y podían observar, en su calidad de garantes de la salud de V1 y V2, que deriva de los artículos 33, 
frac ciones I y II, de la Ley General de Salud, que en términos generales establece que: “Las actividades de 
atención médica son: I. Preventivas, que incluyen las de promoción general y las de protección específica”, 
así como “II. Curativas, que tienen como fin efectuar un diagnóstico temprano y proporcionar tratamiento 
oportuno”; mientras que el diverso artículo 61 Bis de la citada Ley, dispone que: “Toda mujer embarazada, 
tiene derecho a obtener servicios de salud (…), con estricto respeto de sus derechos humanos”. Vulneraron, 
además, los artículos 1º, párrafos primero, segundo y tercero, 4º, párrafo cuarto, de la Constitución Política de 
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los Estados Unidos Mexicanos; 1º, 2º, fracciones I, II y V; 3º, fracción IV, 23, 27, fracciones III y IV, 32, 33, 
fracciones I y II, 51, primer párrafo, 61 fracción I, y 61 Bis, de la Ley General de Salud; 8, fracciones I y II, 9, 
48, y 99 del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Prestación de Servicios de Atención Mé­
dica; y 1, 2, fracciones I, II, y VIII, 33, 37, fracciones III, V y XII, 40, 41, 88 Septies a 88 Decies, de la Ley de 
Salud del Estado de Morelos; los numerales 12.1 (Atención médica) y 12.2 (Servicios médicos apropiados 
para la mujer embarazada) de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer, adoptada por la ONU el 18 de diciembre de 1979 y vigente en México desde el 12 de mayo 
de 1981, así como las normas oficiales mexicanas supracitadas.

 43. Igualmente se omitieron observar las disposiciones relacionadas con los derechos a la vida y a la protección 
de la salud, previstos en los instrumentos jurídicos internacionales, celebrados por el Ejecutivo Federal y 
aprobados por el Senado de la República, que constituyen norma vigente en nuestro país y, que deben ser 
tomados en cuenta para la interpretación de las normas relativas a los derechos humanos, favoreciendo en 
todo tiempo la protección más amplia a las personas, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 1º, párrafos 
primero y segundo, y 133, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

 44. Sobre el particular, los artículos 6.1, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos adoptado por la Asam­
blea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966 y vigente en México desde el 23 de junio 
de 1981; 1.1, y 4.1, de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (“Pacto de San José”) del 22 de 
noviembre de 1969; I, VII y XI, de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adopta­
da el 2 de mayo de 1948, en Bogotá, Colombia; 3 y 25.1, de la Declaración Universal de los Derechos Huma­
nos, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948; 12.1 y 12.2, in­
ciso a), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado el 16 de diciembre 
de 1966 y vigente para México desde el 23 de junio de 1981; 10.1, 10.2, incisos a) y f), del Protocolo Adicional 
a la Convención Americana sobre derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Cultu­
rales (“Protocolo de San Salvador“), adoptado por la Organización de Estados Americanos el 17 de noviembre 
de 1988, y vigente para México desde el 16 de noviembre de 1999; y 1, 4, 7, incisos a) y b), y 8, inciso a), de 
la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (“Convención 
de Belém Do Pará”), adoptada el 9 de junio de 1994, vigente para México desde el 19 de enero de 1999; en 
síntesis, ratifican el contenido de los preceptos constitucionales citados, al disponer la necesidad de asegurar 
la plena efectividad y alcance del más alto nivel de salud para todos los individuos, especialmente de las 
mujeres, como también el margen mínimo de calidad en los servicios médicos que el Estado debe proporcio­
nar a su población, en cuanto al disfrute de un servicio médico y, de adoptar las medidas necesarias para su 
plena efectividad.

 45. Esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos emitió la Recomendación General 15, “Sobre el derecho 
a la protección de la salud”, del 23 de abril de 2009, y afirmó que ese derecho debe entenderse como la 
prerrogativa de exigir al Estado un sistema capaz de proteger y velar por el restablecimiento de la salud, y que 
“el desempeño de los servidores públicos de las instituciones es fundamental, ya que de sus acciones u 
omisiones dependerá la eficacia con que éste se garantice; la efectividad del derecho a la protección de la 
salud demanda la observancia de elementos esenciales que garanticen servicios médicos en condiciones de 
disponibilidad, accesibilidad (física, económica y acceso a la información), aceptabilidad y calidad.” Es impor­
tante especificar que una de las finalidades del derecho a la protección de la salud, reconocido en la Consti­
tución Federal, es que el Estado satisfaga eficaz y oportunamente las necesidades de los usuarios que acuden 
a los centros de salud públicos, protegiendo, promoviendo y restableciendo la salud y la vida de las personas. 
En el presente caso, AR3 debió considerar el estado integral de la paciente y realizar un diagnóstico correcto 
(embarazo de alto riesgo), a efecto de determinar el inmediato ingreso a una sala de cirugía para interrumpir 
el embarazo mediante cesárea, a fin de salvar la vida de V2, quien contaba con 39.4 semanas de gestación; 
todo lo cual, de acuerdo con las consideraciones expuestas no se realizó.

 46. A mayor abundamiento, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas emi­
tió la Observación General 14, sobre “El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud”, tutelado en 
el artículo 12, del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, aprobado el 11 de mayo 
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de 2000, en la que se determinó que tal derecho no solamente implica obligaciones de carácter positivo al 
Estado, de procurar que las personas disfruten del más alto nivel posible de salud física, mental y social, sino 
también, obligaciones de carácter negativo o de abstención, que impidan la efectividad del derecho a la salud, 
por lo que el Estado y las instituciones de salud deben abstenerse de que impidan el acceso a las personas 
para obtener atención médica adecuada que garantice un alto nivel de salud.

 47. Esta Comisión Nacional destaca también que las violaciones a derechos humanos cometidas en agravio de 
V1, tuvieron una consideración especial, por formar parte de un grupo vulnerable al ser mujer en estado 
de gravidez y menor de edad, ya que los agravios cometidos en su contra, al ser analizados atendiendo a la 
especial protección de la que gozan las mujeres durante su embarazo, contemplado en diversos instrumentos 
internacionales de la materia, todo lo cual implicaba que el binomio materno­infantil debió recibir atención 
médica de calidad y con calidez, de manera expedita, eficiente y oportuna; en ese sentido, el Estado tenía el 
deber de adoptar medidas positivas, concretas y orientadas a la satisfacción del derecho de protección a la 
salud materna. Lo anterior se robustece con la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia, que prevé en los artículos 35 y 46, la responsabilidad política del Estado para prevenir, atender, 
sancionar y erradicar con perspectiva de género la violencia en contra de las mujeres; “brindar por medio de 
las instituciones del sector salud de manera integral e interdisciplinaria atención médica y psicológica con 
perspectiva de género a las víctimas”, y “asegurar que en la prestación de los servicios del sector salud sean 
respetados los derechos humanos de las mujeres”.

 48. Este Organismo Nacional considera que el trato que recibió V1 por parte de los prestadores de servicio de 
salud, no atendió a su condición de menor, es decir, con apego a los principios rectores como lo son, el interés 
superior del niño, la inclusión, la universalidad, interdependencia, indivisibilidad, progresividad e integralidad 
de los derechos de niñas, niños el acceso a una vida libre de violencia y la accesibilidad; por tal motivo, las 
autoridades responsables, transgredieron el artículo 4°, párrafo noveno constitucional; los artículos 1, fraccio­
nes I y II, 2, párrafos segundo y tercero, 5, 6, fracciones I, II, V, XIII y XIV, 13, fracciones VIII y IX, 46, 47, 50, 
147 y 148, fracción II, todos de la Ley General de los derechos de niñas, niños y adolescentes; artículos 2, 2 
bis, 3, incisos c) y f), 5, 6, fracción I, 15, fracciones II y V de la Ley para el desarrollo y protección del menor en 
el Estado de Morelos; artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea 
General de Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, y vigente en México a partir del 25 de enero de 
1991; principios 2 y 4 de la Declaración de los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1959, vigente desde el 2 de septiembre de 1990; y, artículo 19 de la 
Convención Americana Sobre Derechos Humanos (“Pacto de San José”) del 22 de noviembre de 1969, y vi­
gente en México a partir del 7 de mayo de 1981.

 49. La Corte Interamericana de Derechos Humanos en el “Caso Furlán y Familiares vs. Argentina”, sentencia de 
31 de agosto de 2012, párrafo 126, sostuvo que: “Respecto del interés superior del niño, la Corte reitera que 
este principio regulador de la normativa de los derechos del niño se funda en la dignidad misma del ser hu-
mano, en las características propias de las niñas y los niños, y en la necesidad de propiciar el desarrollo de 
éstos, con pleno aprovechamiento de sus potencialidades. En el mismo sentido, conviene observar que para 
asegurar, en la mayor medida posible, la prevalencia del interés superior del niño, el preámbulo de la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño establece que éste requiere “cuidados especiales”, y el artículo 19 de la 
Convención Americana señala que debe recibir medidas especiales de protección (…) En este sentido, es 
preciso ponderar no sólo el requerimiento de medidas especiales, sino también las características particula-
res de la situación en la que se hallen el niño o la niña.” Asimismo el Tribunal Interamericano en la Opinión Con­
sultiva “OC-17/2002” de 28 de agosto de 2002, párrafos 59 y 78, en relación con el interés superior del niño 
consideró: “A este criterio han de ceñirse las acciones del Estado y de la sociedad en lo que respecta a la 
protección de los niños y a la promoción y preservación de sus derechos”, lo cual implica que las instituciones 
estén “debidamente calificadas para ello, que dispongan de personal adecuado, instalaciones suficientes, 
medios idóneos y experiencia probada en este género de tareas.” En el presente caso se evidencia, un per­
sonal médico inadecuado que no respetó la especial consideración de V1, quien además de ser menor, tenía 
un embarazo de alto riesgo.
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 50. Partiendo de la base que el derecho al trato digno es aquella prerrogativa que posee todo ser humano para 
que se le permita hacer efectivas las condiciones jurídicas, materiales y de trato, acordes con las expectativas, 
en un mínimo de bienestar, aceptadas generalmente por los propios individuos y reconocidas en el orden ju­
rídico. Al respecto, en la entrevista realizada el 2 de junio de 2014, V1 y T1 refirieron a visitadores adjuntos de 
esta Comisión Nacional, que el personal médico del Hospital General de Tetecala, se burló de V1 al decirle: 
“A poco duele”, “Cuántos más vas a tener”, “Ya ves que duele”, “Que chiquita estas”; aunado a lo anterior, se ad­
virtió que este derecho también se vulnero al no recibir una atención médica que satisficiera sus necesidades 
en el estado de salud, ya que la actuación de médicos involucrados contribuyeron a la violación de los derechos 
humanos a la protección a la salud del binomio materno­infantil, e incluso, a que V2 perdiera la vida. Derechos que 
encuentran sustento en el artículo 1º, párrafo quinto, constitucional; 1º, de la Declaración Universal de Dere­
chos Humanos; y 11.1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que disponen, sistemática­
mente, que toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad y, el Estado 
está obligado no sólo a respetarlo, sino a establecer las condiciones para su pleno goce y ejercicio.

 51. Así también AR1, AR2 y AR3, con su actuación incumplieron sus obligaciones de actuar con “legalidad, hon-
radez, lealtad, imparcialidad y eficiencia” previstas en los artículos 26 y 27, fracción I, de la Ley Estatal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos de Morelos, que disponen la responsabilidad administrativa 
“con motivo de las faltas cometidas en el desempeño de sus funciones”, así como de “cumplir con diligencia 
el servicio que tenga encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o 
deficiencia de dicho servicio o implique el ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión”.

 52. Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1°, párrafo tercero y 102, Apartado B, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6º, fracción III, 71, párrafo segundo, y 72, párrafo segundo, y 73, 
párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se cuenta en el presente caso 
con elementos de convicción suficientes para que esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en 
ejercicio de sus atribuciones, presente queja ante la Secretaría de la Contraloría del Estado de Morelos, a fin 
de que se inicie e integre el procedimiento de responsabilidad administrativa correspondiente, y formule la de­
nuncia de hechos respectiva ante la Fiscalía General de esa entidad federativa, en contra de los médicos que 
intervinieron en los hechos que motivaron el presente pronunciamiento, a pesar de que la Dirección General 
de Investigaciones y Procesos Penales de la Fiscalía Sur­Poniente, adscrita a la Fiscalía General del Estado de 
Morelos, haya informado el inicio de la Carpeta de Investigación 1.

 53. Una de las vías previstas en el sistema jurídico mexicano, para lograr la reparación del daño derivado de la res­
ponsabilidad profesional e institucional, consiste en plantear la reclamación ante el órgano jurisdiccional com­
petente, pero además el sistema no jurisdiccional de protección de derechos humanos, de conformidad con lo 
establecido en los artículos 1º, párrafo tercero, y 109, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; y 44, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos prevén la 
posibilidad de que al acreditarse una violación a los derechos humanos atribuible a un servidor público del 
Estado, la Recomendación que se formule a la dependencia pública debe incluir las medidas que procedan 
para lograr la efectiva restitución de los afectados en sus derechos fundamentales y las relativas a la repara­
ción de los daños y perjuicios que se hubieren ocasionado, para lo cual el Estado deberá de investigar, sancio­
nar y reparar las violaciones a los derechos humanos en los términos que establezca la ley.

 54. En ese contexto, conforme a lo previsto en los artículos 1, fracciones I, II III, IV y V 8º, fracción XIII, 73, 74, 78, 
79, 81, 89, 92 y 94 de la Ley de Atención y Reparación a Víctimas del Delito y de Violaciones a los Derechos 
Humanos para el Estado de Morelos, 18, 19, 20, 21, 22 y 23, de los “Principios y directrices básicos sobre el 
derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de 
violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”, adop­
tados por las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 2005, así como en los diversos criterios sostenidos por 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se advierte que para garantizar a las víctimas la reparación in­
tegral, proporcional a la gravedad de la violación y las circunstancias de cada caso, es necesario cumplir los 
principios de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción, garantías de no repetición y obligación 
de investigar los hechos identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables.
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 55. Resulta aplicable en la especie la sentencia del “Caso Espinoza González, vs. Perú”, de 20 de noviembre de 
2014, emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en cuyos numerales 300 y 301 refiere que 
“toda violación de una obligación internacional que haya producido daño comporta el deber de repararlo 
adecuadamente y que la disposición recoge una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios 
fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo sobre responsabilidad de un Estado”, y también 
estableció que “las reparaciones deben tener un nexo causal con los hechos del caso, las violaciones decla-
radas, los daños acreditados, así como las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos.” La Co­
misión Nacional advierte que los aludidos principios sobre reparación del daño se deben aplicar en casos de 
violaciones a derechos humanos, según el caso concreto, por lo que deberán servir como un referente inter­
nacional aplicable para que las autoridades responsables puedan determinar la reparación integral en los 
casos que versan sobre la protección de los bienes jurídicos imprescindibles. En ese sentido, se deberán 
llevar a cabo acciones encaminadas a la reparación integral del daño ocasionado a V1, con motivo del falle­
cimiento de V2.

 56. Para tal efecto, en términos de los artículos 107, 108, 110, 111, 113, fracción III, 115, 119, 120, 121 y 122, de 
la Ley de Atención y Reparación a Víctimas del Delito y de Violaciones a los Derechos Humanos para el Es­
tado de Morelos, al acreditarse violaciones a los derechos humanos a la protección de la salud materna, trato 
digno, derecho a vivir una vida libre de violencia (obstétrica) en agravio de V1, y al derecho a la protección de 
la salud, trato digno y a la vida en agravio de V2, esta Comisión Nacional solicitará la inscripción de V1 en el 
Registro Único de Víctimas del Estado de Morelos, cuyo funcionamiento corre a cargo de la Comisión Ejecu­
tiva Estatal, a fin de que tenga acceso al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación de esa entidad federativa.

En consecuencia, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos se permite formular, respetuosamen­
te a usted, señor Gobernador Constitucional del Estado de Morelos, las siguientes:

v. rEcomEndacionEs

PriMera. Se tomen las medidas para reparar el daño ocasionado a V1, que incluya el pago de una indem­
nización o compensación por la pérdida de la vida de V2, y atención médica y psicológica, con motivo de la 
responsabilidad en que incurrió el personal del Hospital General de Tetecala “Dr. Rodolfo Becerril de la Paz”, 
dependiente de los Servicios de Salud del Estado de Morelos, involucrado en los hechos referidos en la pre­
sente Recomendación, y se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con que se acredite su cumpli­
miento.

seGUnda. Se diseñen e impartan en los Hospitales de los Servicios de Salud del Estado de Morelos, es­
pecialmente en el Hospital General de Tetecala, cursos integrales de capacitación y formación en materia de 
derechos humanos, con perspectiva de género transversal, así como del conocimiento, manejo y observan­
cia de las normas oficiales mexicanas en materia de salud, con el objetivo de evitar daños como los que 
dieron origen a este pronunciamiento, y se remitan a esta Comisión Nacional las constancias con que se 
acrediten su cumplimiento.

Tercera. En protección de la garantía de no repetición, se giren las instrucciones respectivas para emitir 
una circular dirigida al personal médico del Hospital General de Tetecala, en la que se les ordene entregar 
copia de la certificación y, en su caso, recertificación tramitadas ante los Consejos de Especialidades Médi­
cas, con la finalidad de que acrediten tener la actualización, experiencia y conocimientos suficientes para man­
tener las habilidades necesarias, que les permitan brindar un servicio médico adecuado y profesional, hecho 
lo cual se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con que se acredite su cumplimiento.
 
cUarTa. Se instruya que los servidores públicos del Hospital General de Tetecala, adopten medidas efectivas 
de prevención, que permitan garantizar que los expedientes clínicos que se generen con motivo de la atención 
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médica que brindan, se encuentren debidamente integrados, conforme a lo dispuesto en la legislación nacio­
nal e internacional, así como en las normas oficiales mexicanas correspondientes, hecho lo cual se envíen a 
esta Comisión Nacional las constancias con que se acredite su cumplimiento.

QUinTa. Se colabore ampliamente con este Organismo Nacional en la queja que se promueva ante la Se­
cretaría de la Contraloría del Estado de Morelos, contra AR1, AR2 y AR3, involucrados en los hechos de la 
presente Recomendación, enviándose a esta Comisión Nacional las constancias que les sean requeridas.

seXTa. Participe eficazmente en las investigaciones derivadas de la denuncia contra AR3 que con motivo de 
los hechos presente la Comisión Nacional de los Derechos Humanos ante la Fiscalía General del Estado de Mo­
relos, y se remitan a este Organismo Nacional las constancias con que se acredite su cumplimiento.

sÉPTiMa. Participe ampliamente con este Organismo Constitucional Autónomo, en el seguimiento e inscrip­
ción de V1, en el Registro Único de Víctimas del Estado de Morelos, a efecto de que tengan acceso al Fondo 
de Ayuda, Asistencia y Reparación, previstos en la Ley de Atención y Reparación a Víctimas del Delito y de 
Violaciones a los Derechos Humanos para el Estado de Morelos, y se remitan las constancias que acrediten 
su cumplimiento.

 57. La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, Apartado B, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emite con el propósito fundamen­
tal tanto de formular una declaración respecto de actos violatorios cometidos por servidores públicos en el 
ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de obtener, en términos de lo que es­
tablece el artículo 1º, párrafo tercero, constitucional, la investigación que proceda por parte de las dependen­
cias administrativas o cualquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atribuciones, se 
apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de que se trate.

 58. De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Hu­
manos, solicito que la respuesta sobre la aceptación de esta Recomendación, en su caso, sea informada den­
tro de los quince días hábiles siguientes a su notificación.

 59.  Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se solicita que, en su caso, las pruebas correspondientes al 
cumplimiento de la Recomendación se envíen a esta Comisión Nacional dentro de quince días hábiles siguien­
tes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la misma, de lo contrario 
dará lugar a que se interprete que no fue aceptada.

 60. Cuando las Recomendaciones no sean aceptadas o cumplidas por las autoridades o servidores públicos, 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa 
circunstancia y, con fundamento en los artículos 102, Apartado B, párrafo segundo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 15, fracción X, y 46 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Hu­
manos, podrá solicitar al Senado de la República o en sus recesos a la Comisión Permanente de esa Sobe­
ranía, así como a las legislaturas de las entidades federativas, su comparecencia, a efecto de que explique el 
motivo de su negativa. 

EL PRESIDENTE
LIC. LUIS RAÚL GONZÁLEZ PÉREZ
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